
LEY ORGANICA DE LA ARMADA DE MEXICO -
LEY DE ASCENSOS DE LA ARMADA DE MEXICO

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción E del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene minuta proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de las
Leyes Orgánica, y de Ascensos de la Armada de México.

Atentamente

México, DF, a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez
(rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta
Proyecto de Decreto

Por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de las Leyes Orgánica, y de Ascensos de la Armada
de México

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman los artículos 4o.
y 13 de la Ley Orgánica de la Armada de México, para
quedar como sigue:

Artículo 4o. La Armada de México está integrada por:

I. Recursos humanos, que se integran por el personal,
que presta servicios en la Armada, estando sujeto a las
leyes, reglamentos y demás disposiciones de orden na-
val y militar, las cuales serán aplicables en igualdad de
oportunidades entre mujeres y hombres.

II. a III. ...

Artículo 13. Las fuerzas navales son el conjunto organiza-
do de mujeres y hombres, buques, aeronaves y unidades de
infantería de marina capacitados para salvaguardar los in-
tereses marítimos, conforme a las prescripciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

…

…

ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforma el artículo 1o. de
la Ley de Ascensos de la Armada de México, para que-
dar como sigue:

Artículo 1o. La presente ley tiene por objeto regular los as-
censos del personal de la Armada de México y será aplica-
ble en igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.
Ascenso es el acto mediante el cual el Mando promueve al
militar en servicio activo al grado superior en el orden je-
rárquico dentro de la escala que fija la Ley Orgánica de la
Armada de México.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbrica), vi-
cepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a la Comisión de Seguridad Pública.

LEY DE PLANEACION

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.
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Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción E del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene minuta proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley de Planeación. 

Atentamente 

México, DF, a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez
(rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta 
Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley de Planeación

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman la fracción III, V y
VI del artículo 2o.; el segundo párrafo del artículo 8o.;
el primer párrafo del artículo 9o.; la fracción II, VI y
VII del artículo 14, y se adicionan una fracción VII al
artículo 2o. y una fracción VIII al artículo 14 de la Ley
de Planeación, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. ... 

I. a II. ... 

III. La igualdad de derechos entre mujeres y hombres, la
atención de las necesidades básicas de la población y la
mejoría, en todos los aspectos de la calidad de la vida,
para lograr una sociedad más igualitaria, garantizando
un ambiente adecuado para el desarrollo de la pobla-
ción; 

IV. ... 

V. El fortalecimiento del pacto federal y del Municipio
libre, para lograr un desarrollo equilibrado del país, pro-
moviendo la descentralización de la vida nacional; 

VI. El equilibrio de los factores de la producción, que
proteja y promueva el empleo; en un marco de estabili-
dad económica y social, y 

VII. La perspectiva de género, para garantizar la igual-
dad de oportunidades entre mujeres y hombres, y pro-
mover el adelanto de las mujeres mediante el acceso
equitativo a los bienes, recursos y beneficios del desa-
rrollo. 

Artículo 8o. ... 

Informarán también sobre el desarrollo y los resultados de
la aplicación de los instrumentos de política económica,
social y ambiental, en función de dichos objetivos y priori-
dades, precisando el impacto específico y diferencial que
generen en mujeres y hombres. 

…

...

Artículo 9o. Las dependencias de la administración públi-
ca centralizada deberán planear y conducir sus actividades
con perspectiva de género y con sujeción a los objetivos y
prioridades de la planeación nacional de desarrollo, a fin de
cumplir con la obligación del Estado de garantizar que és-
te sea equitativo, integral y sustentable. 

…

…

Artículo 14. ... 

I. ... 

II. Elaborar el Plan Nacional de Desarrollo, tomando en
cuenta las propuestas de las dependencias y entidades
de la administración pública federal y de los gobiernos
de los estados, los planteamientos que se formulen por
los grupos sociales y por los pueblos y comunidades in-
dígenas interesados, así como la perspectiva de género; 

III. a V. .... 

VI. Elaborar los programas anuales globales para la eje-
cución del Plan y los programas regionales y especiales,
tomando en cuenta las propuestas que para el efecto rea-
licen las dependencias coordinadoras de sector, y los
respectivos gobiernos estatales;

VII. Verificar, periódicamente, la relación que guarden
los programas y presupuestos de las diversas dependen-



cias y entidades de la Administración Pública Federal,
así como los resultados de su ejecución, con los objeti-
vos y prioridades del Plan y los programas regionales y
especiales a que se refiere esta Ley, a fin de adoptar las
medidas necesarias para corregir las desviaciones detec-
tadas y reformar, en su caso, el Plan y los programas res-
pectivos, y 

VIII. Promover la incorporación de indicadores que fa-
ciliten el diagnóstico del impacto de los programas en
mujeres y hombres. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 29 de abril de 2010. — Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbrica), vi-
cepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Gobernación y de
Equidad y Género.

LEY ORGANICA DE LA ARMADA DE MEXICO -
LEY DE ASCENSOS DE LA ARMADA DE MEXICO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Para el registro, por favor, el turno anterior es a la Comi-
sión de Marina. El que reforma la Ley Orgánica y de
Ascensos de la Armada de México, es a la Comisión de
Marina. Continúe, secretaria.

LEY DE LA COMISION NACIONAL PARA EL
DESARROLLO DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción E del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene minuta proyecto de decreto por el
que se adiciona una fracción, para quedar como III, reco-
rriéndose la actual III a la IV, y se reforma el último párra-
fo del artículo 6; y se reforma el artículo 13, de la Ley de
la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas.

Atentamente

México, DF, a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez
(rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta
Proyecto de Decreto

Por el que se adiciona una fracción para quedar como
III, recorriéndose la actual III a la IV, y se reforma el
último párrafo del artículo 6; y se reforma el artículo 13
de la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de
los Pueblos Indígenas

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona una fracción para
quedar como III, recorriéndose la actual III a la IV, y se
reforma el último párrafo del artículo 6; y se reforma el
artículo 13 de la Ley de la Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas, quedando:

Artículo 6. La Junta de Gobierno estará integrada por:

I. …

II. ...

III. El presidente del Consejo Consultivo, y

IV. El director general de la Comisión, sólo con derecho
a voz.

En los casos a los que se refiere la fracción II, cada miem-
bro propietario contará con un suplente que deberá tener un
nivel jerárquico de subsecretario de Estado. Los integran-
tes a que se refieren las fracciones I, II y III tendrán dere-
cho a voz y voto. El presidente podrá invitar a la persona
que considere pertinente en relación al asunto a tratar, sólo
con derecho a voz.
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Artículo 13. El Consejo Consultivo de la Comisión anali-
zará, opinará y hará propuestas a la Junta de Gobierno y al
Director General sobre las políticas, programas y acciones
públicas para el desarrollo de los pueblos indígenas. El
Consejo Consultivo sesionará de manera trimestral y será
presidido por un representante indígena, electo democráti-
camente en sesión plenaria del Consejo.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbrica), vi-
cepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a la Comisión de Asuntos Indígenas.

LEY DE CAMINOS, PUENTES 
Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene minuta proyecto de decreto
por el que se reforma el tercer párrafo del artículo 6o. de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal.

Atentamente 

México, DF, a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez
(rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta 
Proyecto de Decreto 

Por el que se reforma el tercer párrafo del artículo 6o. de
la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal 

ÚNICO. Se reforma el tercer párrafo del artículo 6o. de
la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal,
para quedar como sigue: 

Artículo 6o. … 
…

Las concesiones se otorgarán hasta por un plazo de treinta
años. Éstas podrán ser prorrogadas, hasta por un plazo
equivalente al señalado originalmente, en cualquier mo-
mento después del primer tercio de la vigencia de las mis-
mas, cuando a juicio de la Secretaría, se justifique la nece-
sidad de realizar inversiones que no se hubiesen previsto en
las condiciones originales de los títulos de concesión res-
pectivos. También podrán ser prorrogadas, en cualquier
momento durante su vigencia, cuando se presenten causas
que lo justifiquen, no atribuibles a los concesionarios, en-
tre los que se incluyan demoras en la liberación del dere-
cho de vía. A fin de que la prorroga pueda ser considerada,
el concesionario deberá haber cumplido con las condiciones
impuestas. En ambos casos, la Secretaría deberá obtener el
registro a que se refieren las fracciones II y III del artículo
34 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria. 

…

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones legales
y administrativas que se opongan al presente decreto.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbrica), vi-
cepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Transportes y de
Comunicaciones.



LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene minuta proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 32, fracción XXX, de la
Ley Federal de Seguridad Privada. 

Atentamente 

México, DF, a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez
(rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta 
Proyecto de Decreto 

Por el que se reforma el artículo 32, fracción XXX, de
la Ley Federal de Seguridad Privada 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 32, frac-
ción XXX, de la Ley Federal de Seguridad Privada, pa-
ra quedar como sigue: 

Artículo 32. Son obligaciones de los prestadores de servi-
cios: 

I. a XXIX. …

XXX. Registrar ante la Dirección General los animales
con que operen y sujetar su utilización a las normas apli-
cables. Para tal efecto, se deberá garantizar que los ani-
males que se utilicen para custodia y protección cuenten
en todo momento con las condiciones óptimas para de-
sarrollar sus actividades, particularmente que se les
brinde periódicamente y en condiciones adecuadas, ali-
mento, agua y un descanso cada determinado tiempo.
Igualmente, los entrenadores que se encarguen del
adiestramiento de estos animales, así como sus cuidado-
res, deberán estar certificados por la autoridad corres-
pondiente. 

Transitorios 

Único. El presente decreto entrará en vigor a los quince dí-
as de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbrica), vi-
cepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a la Comisión de Seguridad Pública.

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL
DE SEGURIDAD PUBLICA

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene la minuta proyecto de decre-
to por el que se reforma y adiciona el artículo 150 de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Atentamente

México, DF, a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez
(rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta
Proyecto de Decreto

Por el que se reforma y adiciona el artículo 150 de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma y adiciona el artículo
150 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, para quedar como sigue:

Artículo 150. Además de cumplir con las disposiciones de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, los parti-
culares que presten servicios de seguridad, protección, vi-
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gilancia o custodia de personas, lugares o establecimientos,
de bienes o valores, incluido su traslado; deberán obtener
autorización previa de la Secretaría, cuando los servicios
comprendan dos o más entidades federativas; o de la auto-
ridad administrativa que establezcan las leyes locales,
cuando los servicios se presten sólo en el territorio de una
entidad.

En el caso de los particulares autorizados por la Secretaría
para prestar servicios en determinada modalidad, deberán
cumplir las disposiciones locales que rijan materias distin-
tas de la regulación de la seguridad privada en la Entidad
Federativa en la que materialmente presten los servicios.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a los quince dí-
as de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbrica), vi-
cepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a la Comisión de Seguridad Pública.

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene minuta proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de los artículos 2, 15, 25 y 32 de la Ley Federal de Seguri-
dad Privada. 

Atentamente 

México, DF, a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez
(rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta 
Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de los artículos 2, 15, 25 y 32 de la Ley Federal de
Seguridad Privada 

ARTÍCULO ÚNICO. Se adicionan las fracciones XIV,
XV, XVI y XVII al artículo 2o.; una fracción IV reco-
rriéndose la numeración de las fracciones al artículo
15; se adiciona el inciso d) a la fracción IV y se reforma
la fracción V del artículo 25; se adiciona al artículo 32
una fracción XXX y se recorren las subsecuentes; se
adiciona el Título Séptimo, con Capitulo Único denomi-
nado “De los Prestadores de Servicio de Alarma y Mo-
nitoreo” y, los artículo 45, 46, 47, 48, 49 y 50 de la Ley
Federal de Seguridad Privada, para quedar como si-
gue: 

Artículo 2. ...

I. a XIII. …

XIV. Sistemas de alarmas. Son sistemas que constan de
diversos dispositivos electrónicos instalados en muebles
e inmuebles cuya función es disuadir y detectar inci-
dencias. Para el caso de que se haya contratado el servi-
cio de monitoreo electrónico, el sistema los reportará
automáticamente a una central de monitoreo. 

XV. Monitoreo electrónico. Consiste en la recepción,
clasificación y administración de señales emitidas por
sistemas de alarma, así como, dar aviso de las mismas,
tanto a las autoridades correspondientes como a los
usuarios de los sistemas. 

XVI. Central de monitoreo. Es el lugar donde se reciben
las señales emitidas por los sistemas de alarma, que
cuenta con la infraestructura y el personal necesario pa-
ra realizar las funciones de los servicios de monitoreo. 

XVII. Sistema de redundancia. Es la acción a través de
respaldos físicos y tecnológicos para casos de contin-
gencia, fallas de equipos o sistemas, fallas en las comu-
nicaciones o en él suministro eléctrico que asegure la
continuidad de la prestación del servicio de monitoreo. 



Artículo 15 ...

I. a III. …

IV. Servicios de alarmas y de monitoreo electrónico. La
instalación de sistemas de alarma en vehículos, casas,
oficinas, empresas y en todo tipo de lugares que se quie-
ra proteger y vigilar, a partir del aviso de los prestata-
rios, así como recibir y administrar las señales enviadas
a la central de monitoreo por los sistemas, y dar aviso de
las mismas, tanto a las autoridades correspondientes co-
mo a los usuarios de los sistemas y equipos, así como a
los prestatarios, en forma inmediata; 

V. Seguridad de la información. Consiste en la preser-
vación, integridad y disponibilidad de la información
del prestatario, a través de sistemas de administración
de seguridad, de bases de datos, redes locales, corpora-
tivas y globales, sistemas de cómputo, transacciones
electrónicas, así como respaldo y recuperación de dicha
información, sea ésta documental, electrónica o multi-
media; 

VI. Sistemas de prevención y responsabilidades. Se re-
fieren a la prestación de servicios para obtener informes
de antecedentes, solvencia, localización o actividades
de personas, y 

VII. Actividad vinculada con servicios de seguridad priva-
da. Se refiere a la actividad relacionada directa o indirecta-
mente con la instalación o comercialización de sistemas de
blindaje en todo  tipo de vehículos automotores, y de los
equipos, dispositivos, aparatos, sistemas o procedimientos
técnicos especializados. 

Artículo 25. Para obtener autorización para prestar servi-
cios de seguridad privada en dos o más entidades federati-
vas, los prestadores de servicios deberán presentar su soli-
citud ante la Dirección General, señalando la modalidad y
ámbito territorial en que pretendan prestar el servicio, ade-
más de reunir los siguientes requisitos: 

I. a III. …

IV. …

a) y b) ... 

c) En su caso, poder notarial en el que se acredite la
personalidad del solicitante, y 

d) Copia de la Cédula del Registro Federal de Con-
tribuyentes, expedida por la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público; 

V. Señalar el domicilio de la matriz y en su caso de las
sucursales, precisando el nombre y puesto del encarga-
do en cada una de ellas, además de adjuntar los com-
probantes de domicilio correspondientes, y acompañar-
se de fotografías a color de la fachada de los inmuebles
antes referidos; 

VI a XXI. ... 

Artículo 32. Son obligaciones de los prestadores de servi-
cios: 

I. a XXIX. … 

XXX. Tratándose de prestadores de servicios que ope-
ren en la modalidad prevista en la fracción IV del artí-
culo 15, deberán cumplir con lo previsto en el Título
Séptimo de la presente ley, y 

XXXI. Registrar ante la Dirección General los animales
con que operen y sujetar su utilización a las normas apli-
cables. 

Título Séptimo 

Capitulo Único 
De los Prestadores de 

Servicio de Alarma y Monitoreo 

Artículo 45. Los prestadores de servicios deberán colocar
en lugar visible y de acceso al público, en los inmuebles de
los prestatarios y en los propios, de manera clara y perma-
nente, la siguiente información: 

I. Logotipo; 

II. Nombre o razón social; 

III. Domicilio, teléfono, y 

IV. Número o registro de autorización oficial otorgado
en favor de la empresa privada. 

Artículo 46. La autorización otorgada por la Dirección Ge-
neral sólo es de operador del servicio de alarma y monito-
reo electrónico, el prestador de servicio no cumple funcio-
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nes de empresa de seguros de bienes, en ninguno de sus ti-
pos. 

Artículo 47. La central de monitoreo para la atención de
las señales, deberá cumplir con los siguientes lineamientos: 

I. Establecer un inmueble dedicado exclusivamente a la
supervisión, control y administración de las señales, el
cual no será lugar de paso a sectores asignados a otras
actividades y contará como mínimo con dos puertas pre-
vias de acceso, antes de ingresar a dicho recinto; 

II. Contará en todo momento con protección física, elec-
trónica y mecánica, evitando la observación directa des-
de el exterior; 

III. Tener como mínimo un equipo de recepción de se-
ñales, las cuales son generadas por los sistemas instala-
dos en vehículos, casas, oficinas, empresas y en diver-
sos lugares; además de que este equipo podrá ser de
naturaleza análoga o digital, garantizando una corres-
pondencia inequívoca entre las señales recibidas; 

IV. Cumplir con los reglamentos y normas de seguridad
emitidas para la seguridad y sanidad; 

V. Contar con equipos y programas informáticos de ges-
tión de supervisión de alarmas y eventos, que permitan
llevar un adecuado registro de dichas señales; 

VI. Tener un generador de energía eléctrica de servicio
continuo y/o sistema alternativo que garantice un servi-
cio de energía ininterrumpido, así como sistemas de ilu-
minación de emergencia; 

VII. Tener de manera obligatoria un mínimo dos opera-
dores por turno, destinados a las tareas específicas de
supervisión, administración y control de las señales; 

VIII. Mantener el sistema de redundancia para asegurar
la continuidad de la prestación del servicio, y 

IX. Contar por lo menos con 3 líneas activas de teléfo-
no, exclusivas cada una para las siguientes funciones: 

a) La recepción de señales; 

b) El reporte a las autoridades competentes y a los
usuarios de las señales recibidas, y 

c) La atención de llamadas del público en general. 

Artículo 48. Los prestadores de servicio a que se refiere el
presente capítulo exhibirán ante la Dirección General copia
certificada del modelo de contrato de servicios presentado
ante la Procuraduría Federal de Protección al Consumidor,
de igual forma, darán aviso cada vez que sea necesaria su
renovación, y exhibir el nuevo contrato autorizado. 

Artículo 49. En caso de que un prestador de servicios sub-
contrate el servicio de monitoreo, la responsabilidad recae
sobre el prestador que contrató el prestatario. 

El prestador de servicios subcontratado deberá cumplir con
lo establecido en la presente ley. 

Artículo 50. El prestador de servicios deberá Informar por
escrito en un plazo no mayor a cinco días hábiles, a la Di-
rección General, sobre cualquier suspensión temporal o de-
finitiva de labores, así como de la disolución o liquidación
del prestador de servicios y de cualquier procedimiento ju-
risdiccional que pueda tener como consecuencia la inte-
rrupción de sus actividades, en perjuicio de los prestatarios
de dicho servicio. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor a los quince
días de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbrica), vi-
cepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a la Comisión de Seguridad Pública.

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.



Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene minuta proyecto de decreto
por el que se reforma la fracción IX del artículo 32 de la
Ley Federal de Seguridad Privada.

Atentamente 

México, DF, a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez
(rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Minuta 
Proyecto de Decreto 

Por el que se reforma la fracción IX del artículo 32 de
la Ley Federal de Seguridad Privada 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma la fracción IX del ar-
tículo 32 de la Ley Federal de Seguridad Privada, para
quedar como sigue: 

Artículo 32. Son obligaciones de los Prestadores de servi-
cios: 

I. a VIII. ... 

IX. Abstenerse de realizar funciones que están reserva-
das a los cuerpos e instituciones de seguridad pública o
a las Fuerzas Armadas. En el caso de aeropuertos, esta-
ciones de transporte terrestre, recintos portuarios y otras
instalaciones que tengan carácter estratégico, los presta-
dores de servicios de seguridad privada sólo podrán au-
xiliar en las funciones de seguridad si sus elementos es-
tán acompañados y bajo el mando de elementos
pertenecientes a instituciones de seguridad pública fe-
deral. Además de lo anterior, deberán acreditar, ante
quien tenga la administración, operación o explotación
directa de dichas instalaciones, con la intervención, en
su caso, de los comités de seguridad y en la forma que
determine el Grupo de Coordinación Interinstitucional
para las Instalaciones Estratégicas, a que se refiere el ar-
tículo 148 de la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública, lo siguiente: 

a) La certificación de su personal tanto de control de
confianza como de aptitudes y capacitación en fun-
ción de la índole de la instalación de que se trate, y 

b) Contar con procedimientos sistemáticos de opera-
ción. 

El incumplimiento de los requisitos anteriores dará
lugar, previa audiencia del interesado, a que la Di-
rección General ordene a quien haya contratado los
servicios de seguridad privada, disponga la termina-
ción de los mismos.

X. a XXX. …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 29 de abril de 2010.— Senador Arturo Núñez Jiménez (rúbrica), vi-
cepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a la Comisión de Seguridad Pública.

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA
Y EL HIMNO NACIONALES

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se adiciona un párrafo al inciso a) del artículo 18 de la
Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales.

Atentamente

México, DF, a 2 de septiembre de 2010.— Senador Ricardo García
Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.
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Proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo al
inciso a) del artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 18, inciso a), de
la Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales,
incluyéndose la fecha de conmemoración propuesta en el
orden cronológico correspondiente, recorriéndose las de-
más fechas posteriores a dicha fecha, para quedar como si-
gue:

Artículo 18. En los términos del artículo 15 de esta ley, la
Bandera Nacional deberá izarse

a) A toda asta en las siguientes fechas y conmemoracio-
nes:

21 de enero:

Aniversario del nacimiento de Ignacio Allende,
1779.

1 de febrero:

Apertura del segundo periodo de sesiones ordina-
rias del Congreso de la Unión.

5 de febrero:

Aniversario de la promulgación de las Constitucio-
nes de 1857 y 1917.

19 de febrero:

Día del Ejército Mexicano.

24 de febrero:

Día de la Bandera.

1 de marzo:

Aniversario de la proclamación del Plan de Ayutla.

(15 de marzo. Derogado)

18 de marzo:

Aniversario de la expropiación petrolera, en 1938.

21 de marzo:

Aniversario del nacimiento de Benito Juárez, en
1806.

26 de marzo:

Día de la Promulgación del Plan de Guadalupe.

2 de abril:

Aniversario de la toma de Puebla, en 1867.

(15 de abril. Derogado)

1 de mayo:

Día del Trabajo.

5 de mayo:

Aniversario de la victoria sobre el Ejército Francés
en Puebla, en 1862.

8 de mayo:

Aniversario del nacimiento, en 1753, de Miguel Hi-
dalgo y Costilla, iniciador de la independencia de
México.

15 de mayo:

Aniversario de la toma de Querétaro, por las Fuer-
zas de la República, en 1867.

1 de junio:

Día de la Marina Nacional.

21 de junio:

Aniversario de la victoria de las armas nacionales
sobre el Imperio, en 1867.

1 de septiembre:

Apertura del primer periodo de sesiones ordinarias
del Congreso de la Unión.



11 de septiembre:

Aniversario de la victoria sobre el Ejército Es-
pañol en Tampico, en 1829.

14 de septiembre:

Incorporación del estado de Chiapas al Pacto Fe-
deral.

15 de septiembre:

Conmemoración del Grito de Independencia.

16 de septiembre:

Aniversario del inicio de la independencia de Mé-
xico, en 1810.

27 de septiembre:

Aniversario de la consumación de la independen-
cia, en 1821.

30 de septiembre:

Aniversario del nacimiento de José María Morelos,
en 1765.

12 de octubre:

Día de la Raza y aniversario del descubrimiento de
América, en 1492.

22 de octubre:

Aniversario de la constitución del Ejército Insur-
gente Libertador, en 1810.

23 de octubre:

Día Nacional de la Aviación.

24 de octubre:

Día de las Naciones Unidas.

30 de octubre:

Aniversario del nacimiento de Francisco I. Madero,
en 1873

(1o. de noviembre. Derogado)

6 de noviembre:

Conmemoración de la promulgación del Acta de la
Independencia Nacional por el Congreso de Chil-
pancingo.

20 de noviembre:

Aniversario del inicio de la Revolución Mexicana,
en 1910.

23 de noviembre:

Día de la Armada de México.

29 de diciembre:

Aniversario del nacimiento de Venustiano Carran-
za, en 1859.

Los días de clausura de los periodos de sesiones or-
dinarias del Congreso de la Unión.

b) …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 2 de septiembre de 2010.— Senador Manlio Fabio Beltrones Rivera
(rúbrica), presidente; senador Adrián Rivera Pérez (rúbrica), secreta-
rio.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a la Comisión de Gobernación.

Nos informan que ha llegado ya a un consenso la redacción
del punto de acuerdo de la Junta de Coordinación Política
que habíamos dejado pendiente. Solicito informe la Secre-
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taría si ya tenemos el documento respectivo, si son tan
amables. ¿Alguien se está haciendo responsable de esto?

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Esta Presidencia recibió del diputado Juan José Guerra
Abud, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 40 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Iniciativa que reforma el artículo 40 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, a cargo del diputado Juan José Gue-
rra Abud, del Grupo Parlamentario del PVEM

Juan José Guerra Abud, diputado integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México a la
LXI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 73, fraccio-
nes X y XXX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración del
pleno, la presente iniciativa con proyecto de decreto, con
base a la siguiente

Exposición de Motivos

En una planta de generación termoeléctrica se queman
combustibles fósiles para producir vapor a alta temperatu-
ra y presión, el cual se hace pasar por una turbina para ge-
nerar energía eléctrica. Durante este proceso, aún en las
plantas más eficientes, se logra la conversión a electricidad
con una eficiencia menor al 40 por ciento; el resto de la
energía térmica se descarga a la atmósfera, mediante los
gases producto de la combustión.

Sin embargo, en las plantas termoeléctricas y en la mayo-
ría de los procesos industriales se pueden combinar la pro-
ducción de electricidad y de calor, utilizando la energía que
de otra forma se disiparía. A esta forma de aprovechar el
calor de desecho se le conoce como cogeneración.1

La cogeneración se define como la producción secuencial
de energía eléctrica o mecánica y de energía térmica apro-

vechable en los procesos industriales a partir de una misma
fuente de energía primaria.

Las diversas tecnologías de cogeneración permiten una efi-
ciencia eléctrica de 30 a 57 por ciento, así como una efi-
ciencia térmica de 20 a 52 por ciento, con lo cual la efi-
ciencia global del sistema puede alcanzar hasta 90 por
ciento. Por ello, la cogeneración es hoy un método de efi-
ciencia energética para la industria, acorde con las políticas
de globalización económica regional y a la política inter-
nacional orientada a lograr un desarrollo sustentable.

De acuerdo con la Ley del Servicio Público de Energía
Eléctrica, la cogeneración no se considera parte del servi-
cio público de energía eléctrica, de modo que la Secretaría
de Energía está facultada para otorgar permisos de cogene-
ración, en los siguientes casos:

a) Cuando la electricidad generada se destine a la satis-
facción de las necesidades de establecimientos asocia-
dos a la cogeneración, siempre que se incrementen las
eficiencias energética y económica de todo el proceso y
que la primera sea mayor que la obtenida en plantas de
generación convencionales. El permisionario puede no
ser el operador de los procesos que den lugar a la coge-
neración.

b) Cuando el solicitante se obligue a poner sus exce-
dentes de producción de energía eléctrica a la disposi-
ción de la Comisión Federal de Electricidad, en los tér-
minos del artículo 36-Bis de la misma ley.

Bajo estos términos, el tercer informe de labores de la Se-
cretaría de Energía indica que los permisos de cogenera-
ción vigentes son pocos en comparación con otras modali-
dades de permisos para generación eléctrica, como se
muestra en la siguiente tabla:



Por otra parte, la Estrategia Nacional de Energía señala que
el potencial identificado de cogeneración no ha sido apro-
vechado al máximo por los sectores donde existen oportu-
nidades comprobadas. Se estima que México cuenta con un
potencial total de cogeneración cercano a los 11 000 me-
gavatios, pero sólo existe capacidad instalada de 3 290 me-
gavatios; es decir, se aprovecha 30 por ciento del potencial
total, como se muestra en la siguiente gráfica:
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Para aprovechar este potencial de cogeneración, la Estrate-
gia Nacional de Energía señala que es necesario:

• Diseñar esquemas que permitan capturar eficiente-
mente el potencial total de cogeneración en Petróleos
Mexicanos y en el sector industrial.

• Instrumentar mecanismos para capturar el potencial de
cogeneración en ingenios azucareros que está sujeto a
variaciones estacionales en la disponibilidad de energía.

• Identificar otros potenciales de cogeneración, tanto en
la industria como en el comercio, y establecer mecanis-
mos que permitan capturar dicho potencial.

En este sentido, el legislador que suscribe considera nece-
sario mejorar los incentivos fiscales para los proyectos de
cogeneración, como mecanismo para capturar el potencial
de cogeneración previamente identificado. Por consiguien-
te, el objeto de la presente iniciativa consiste en hacer 100
por ciento deducible de impuesto sobre la renta, a las in-
versiones en maquinaria y equipo para los sistemas de co-
generación de electricidad eficiente, del mismo modo que
ocurre actualmente con la maquinaria y equipo para gene-
ración de energías renovables.

Por lo anteriormente expuesto, el legislador que suscribe,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México en la LXI Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, somete a la consideración del pleno,
el siguiente proyecto de:

Decreto que reforma la fracción XII del artículo 40 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta

Artículo Único. Se reforma la fracción XII del artículo 40
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para quedar como
sigue:

Artículo 40. Los por cientos máximos autorizados, tratán-
dose de activos fijos por tipo de bien son los siguientes:

I. a XI. …

XII. 100 por ciento para maquinaria y equipo para la
generación de energía proveniente de fuentes renova-
bles o de sistemas de cogeneración de electricidad
eficiente.

Para los efectos del párrafo anterior, son fuentes reno-
vables aquéllas que por su naturaleza o mediante un
aprovechamiento adecuado se consideran inagotables,
tales como la energía solar en todas sus formas; la ener-
gía eólica; la energía hidráulica tanto cinética como po-
tencial, de cualquier cuerpo de agua natural o artificial;
la energía de los océanos en sus distintas formas; la
energía geotérmica, y la energía proveniente de la bio-
masa o de los residuos. Asimismo, se considera genera-
ción la conversión sucesiva de la energía de las fuentes
renovables en otras formas de energía. Son sistemas de
cogeneración de electricidad eficiente aquéllos que,
aún cuando no utilicen energías renovables, cumplan
con el criterio de eficiencia señalado por la Comisión
Reguladora de Energía, en términos de lo estableci-
do en la Ley para el Aprovechamiento de Energías
Renovables y el Financiamiento de la Transición
Energética.

…

XIII. …

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1 Comisión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía
http://www.conae.gob.mx/wb/CONAE/CONA_25_cogeneracion

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a 7 de septiembre de 2010.— Diputado Juan José Guerra
Abud (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene la palabra el diputado Rubén Ignacio Moreira Val-
dez, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-



versas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado.

El diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez: Gracias,
presidente. No voy a ocupar todo el tiempo porque la cosa
es muy sencilla, como dice la manta: no más impuestos.

Compañeras y compañeros legisladores, hace un año se hi-
zo una modificación a nuestras leyes impositivas. Se nos
había dicho que el país tenía una emergencia, que teníamos
un famoso “boquetazo”, que el precio del petróleo iba a
disminuir, que en el país iban a bajar los ingresos. Se nos
prometió reducir el gasto corriente.

Pasado un año estas cosas no han sucedido. Lo único es
que se recaudó más. Se le quitaron a los mexicanos más
impuestos y aumentaron los subejercicios.

A un año les propongo a todos ustedes que reflexionemos
sobre la medida que se tomó, aquella de aumentar los im-
puestos.

Que se revise la convivencia del IETU y el ISR. Que revi-
semos entre todos las cargas impositivas. Pero por lo pron-
to, dejo aquí a ustedes, a esta asamblea, una iniciativa para
disminuir el IVA, para que vuelva a los parámetros del
2009.

Señor presidente, le pido que estas palabras, más la inicia-
tiva, se sumen al Diario de esta Cámara. Y a ustedes, en su
momento, les pido el apoyo para disminuir las cargas im-
positivas que hoy tienen los mexicanos. Para evitar el su-
bejercicio y para revisar todos aquellos temas que lace-
ran…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: A
ver, permítame, señor diputado Moreira. ¿Con qué objeto,
diputado Castellanos?

El diputado Julio Castellanos Ramírez (desde la curul):
Quería preguntarle al señor diputado si me permite hacerle
una pregunta, señor.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Estamos en iniciativas, señor diputado. En iniciativas no se
permiten interpelaciones de ningún tipo. Muchas gracias.
Continúe, señor diputado.

El diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez: Le agra-
dezco, presidente. Ya en el debate habrá oportunidad de co-

mentar eso. Por lo pronto, compañeros, no más impuesto y
no más subejercicio. Gracias, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, a cargo del di-
putado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El que suscribe, diputado federal por el estado de Coahui-
la, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de es-
ta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto
que por el que se reforman los artículos 1o., segundo pá-
rrafo; 1o.-C, fracciones IV, V, primer párrafo, y VI, primer
párrafo; 2o., primero, segundo y tercer párrafos; 2o.-A,
fracción I, último párrafo, y 5o., último párrafo, de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El 8 de septiembre de 2009 el titular del Ejecutivo federal
presentó a la Cámara de Diputados el paquete financiero
para el ejercicio fiscal del año 2010. Esa propuesta econó-
mica proyectaba una recaudación por el orden de tres bi-
llones 172 mil 359.9 millones de pesos.

Lo anterior considerando, entre otras cosas, el estableci-
miento de un nuevo impuesto generalizado denominado
Contribución a la Pobreza, el cual establecía una tasa im-
positiva del 2 por ciento que permitiría recaudar 71 mil 775
millones de pesos.

El presidente Calderón planteó la necesidad de crear ese
impuesto argumentando que el gobierno federal requería
de más ingresos para hacer frente a la pobreza extrema de
millones de mexicanos. Por tanto, todos debíamos, sin ex-
cepción alguna y por igual, contribuir a mitigar los efectos
de la misma.

Sin embargo, al proponer que ese impuesto fuera generali-
zado, sin duda también habría de aplicarse a los más pobres
de entre los pobres. Por eso, los legisladores del Partido
Revolucionario Institucional decidimos no aprobar la ini-
ciativa de la Ley de la Contribución para el Combate a la
Pobreza. De ninguna manera podíamos participar de un
pretendido apoyo a los más necesitados cuando éste, de
origen, era inequitativo. Efectivamente el hecho de gravar
con un impuesto generalizado a toda la población poco
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ayudaría a alcanzar el objetivo primordial de apoyar a las
familias en pobreza extrema, ni a subsanar el déficit eco-
nómico en que nos encontrábamos y que, por mucho, su-
peraba el monto que pretendía recaudarse con aquel nuevo
impuesto.

Así, los legisladores conscientes de nuestro compromiso
con la ciudadanía, consideramos en ese momento más con-
veniente por ser menos gravoso para el bolsillo de los me-
xicanos, incrementar en un punto porcentual la tasa gene-
ral del impuesto al valor agregado (IVA) para pasar del 15
al 16 por ciento. De igual manera, planteamos añadir un
punto porcentual a la tasa que se aplica de ese impuesto en
la región fronteriza para ubicarlo en 11 por ciento. 

De esa forma protegíamos la economía familiar y apoyá-
bamos la hacienda pública federal a fin de posibilitarle ob-
tener recursos para atender los programas dirigidos al
combate de la pobreza. 

Los recursos a obtener por el incremento de esas tasas se-
rían por el orden de 29 mil 796 millones de pesos. Con ello,
se fortalecería las finanzas públicas.

El segundo informe trimestral de las finanzas públicas de
2010 da a conocer datos de los que se desprenden que no
se ha cumplido con el objetivo que motivó la modificación
aprobada el año pasado. Es decir, alcanzar la cifra de re-
caudación proyectada.

Basta decir que si bien los ingresos del sector público fe-
deral mostraron un incremento real del 0.9 por ciento en
comparación a los de enero-junio de 2009, esto se debió a
la actividad petrolera y a la recaudación de otros ingresos
tributarios. 

La recaudación petrolera creció 9.5 por ciento anual como
resultado del aumento de 69.2 por ciento en el precio del
petróleo crudo de exportación; por su parte, los ingresos
tributarios se incrementaron 12.1 por ciento en términos
reales con respecto al primer semestre de 2009. 

Esos incrementos son producto de los términos en que
aprobamos el paquete fiscal federal en noviembre de 2010.
Sin embargo, nos parece incongruente que teniendo el go-
bierno federal ingresos presupuestarios mayores a los pre-
vistos, él mismo tolere un subejercicio del orden de los
nueve mil 126.6 millones de pesos, pero más grave aún
que, contando con recursos haya alegado la insuficiencia

de los mismos para atender las graves consecuencias deri-
vadas del paso del huracán Alex. 

En efecto, aunado a aquel sub ejercicio no podemos dejar
de señalar que al Fondo Nacional para Desastres Naturales
fueron destinados en el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de 2010, 13 mil 526. 6 millones de pesos. Todo es-
to habla de la grave falta de sensibilidad del gobierno fe-
deral en el rubro de la justicia social para apoyar a miles de
personas que resultaron afectadas por ese fenómeno natu-
ral 

Tal parece que al Ejecutivo federal poco le importa el bien-
estar de la sociedad, porque no obstante el poder legislati-
vo le aprobó responsablemente un presupuesto mayor, los
avances tanto en el combate a la pobreza, así como en in-
fraestructura carretera y en materia de salud siguen sin ob-
servarse.

Sabemos de las deficiencias que tiene el sistema tributario
mexicano, que trae como consecuencia una baja recauda-
ción fiscal que no satisface el nivel de gasto público y pro-
voca el incumplimiento de las más básicas necesidades so-
ciales.

Por ello urge que el gobierno federal se ponga a trabajar y
combata la evasión fiscal, evite desvíos en la recaudación
de contribuciones y haga eficiente y trasparente la admi-
nistración tributaria.

Además de la simplificación y la trasparencia, se requiere
que la administración federal reajuste la estructura del apa-
rato gubernamental y ejecute en tiempo y forma el presu-
puesto aprobado.

Sólo así sacaremos adelante este país, no gravando con
más impuestos a los mexicanos, que ya de por si están pa-
sando una situación de crisis económica que los empobre-
ce día a día. 

Se trata de hacer más eficiente el gasto y el quehacer pú-
blico. Así como generar las condiciones que alienten las
inversiones de los sectores productivos. Sistemas tributa-
rios hundidos en prácticas burocráticas desaniman a los
grandes inversionistas y restringen el consumo. 

En suma, quedó probado que incrementar la tasa del IVA
no cumplió con las expectativas proyectadas pero sí desa-
lentó el consumo interno. Entonces, no se justifica ya man-



tener el IVA en 16 por ciento ni en el 11 por ciento en la re-
gión fronteriza del país. De ahí que esta iniciativa tenga co-
mo propósito se retorne a las tasas impositivas anteriores a
la reforma en comento. 

Señoras y señores diputadas y diputados: es evidente que la
política fiscal de nuestro país requiere replantearse, pero no
es a través de imponer mayores cargas a los mexicanos co-
mo podrá sanearse las finanzas públicas. 

En virtud de lo anterior, me permito someter al análisis,
discusión y aprobación de esta legislatura, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforman los artículos 1o., segundo pá-
rrafo; 1o.-C, fracciones IV, V, primer párrafo, y VI, primer
párrafo; 2º., primero, segundo y tercer párrafos; 2o.-A,
fracción I, último párrafo, y 5o., último párrafo, de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, para quedar como siguen:

Artículo 1o. …

I. a IV. …

El impuesto se calculará aplicando a los valores que se-
ñala esta ley, la tasa del 15%. El impuesto al valor agre-
gado en ningún caso se considerará que forma parte de
dichos valores. 

… 

…

…

Artículo 1o.-C.- … 

…

I a III. …

…

IV. Cuando los adquirentes cobren los documentos pen-
dientes de cobro, ya sea en forma total o parcial, debe-
rán manifestar el monto cobrado respecto del documen-
to correspondiente en el estado de cuenta que emitan,
con el cual los cedentes de los documentos deberán de-

terminar el impuesto al valor agregado a su cargo, sin
descontar de dicho valor el monto correspondiente al
cargo financiero cobrado por el adquirente. Para tales
efectos, el impuesto al valor agregado se calculará divi-
diendo la cantidad manifestada en el estado de cuenta
como cobrada por el adquirente entre 1.15 o 1.10, según
se trate de documentos que deriven de operaciones afec-
tas a la tasa del 15% o 10%, respectivamente. El resul-
tado obtenido se restará a la cantidad manifestada en el
estado de cuenta como cobrada y la diferencia será el
impuesto al valor agregado causado a cargo del contri-
buyente que cedió los documentos pendientes de cobro. 

V. Cuando hayan transcurrido seis meses a partir de la
fecha de exigibilidad del pago de los documentos pen-
dientes de cobro, sin que las cantidades reflejadas en di-
chos documentos se hayan cobrado por los adquirentes
o un tercero directamente al deudor original y no sean
exigibles al cedente de los documentos pendientes de
cobro, este último considerará causado el impuesto al
valor agregado a su cargo, en el primer día del mes si-
guiente posterior al periodo a que se refiere este párra-
fo, el cual se calculará dividiendo el monto pagado por
el adquirente en la adquisición del documento, sin des-
contar de dicho valor el monto correspondiente al cargo
financiero cobrado por el adquirente, entre 1.15 o 1.10,
según se trate de documentos que deriven de operacio-
nes afectas a la tasa del 15% o 10%, respectivamente.
El resultado obtenido se restará del monto pagado por el
adquirente en la adquisición de los citados documentos,
sin descontar de dicho valor el monto correspondiente al
cargo financiero, y la diferencia será el impuesto al va-
lor agregado a cargo del contribuyente que cedió los do-
cumentos pendientes de cobro. 

… 

VI. Tratándose de recuperaciones posteriores al sexto
mes de la fecha de exigibilidad del pago de los docu-
mentos pendientes de cobro a que se refiere la fracción
V anterior, de cantidades cuyo monto adicionado de las
que se hubieran cobrado con anterioridad correspon-
dientes al mismo documento sea mayor a la suma de las
cantidades recibidas por el cedente como pago por la en-
ajenación de los documentos pendientes de cobro, sin
descontar el cargo financiero, e incluyendo los anticipos
que, en su caso, haya recibido, el adquirente deberá re-
portar dichas recuperaciones en el estado de cuenta del
mes en el que las cobre. El contribuyente calculará el
impuesto al valor agregado a su cargo por el total de la
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cantidad cobrada por el adquirente, dividiendo el valor
del cobro efectuado entre 1.15 o 1.10, según se trate de
documentos que deriven de operaciones afectas a la ta-
sa del 15% o 10%, respectivamente. El resultado obte-
nido se restará del monto total cobrado y la diferencia
será el impuesto al valor agregado a cargo del cedente. 

…

…

VII. …

…

…

…

Artículo 2o. El impuesto se calculará aplicando la tasa del
10% a los valores que señala esta ley, cuando los actos o
actividades por los que se deba pagar el impuesto, se reali-
cen por residentes en la región fronteriza, y siempre que la
entrega material de los bienes o la prestación de servicios
se lleve a cabo en la citada región fronteriza. 

Tratándose de importación, se aplicará la tasa del 10%
siempre que los bienes y servicios sean enajenados o pres-
tados en la mencionada región fronteriza. 

Tratándose de la enajenación de inmuebles en la región
fronteriza, el impuesto al valor agregado se calculará apli-
cando al valor que señala esta ley la tasa del 15%.

… 

Artículo 2o.-A. … 

I. … 

a). a i). …

Se aplicará la tasa del 15% o del 10%, según co-
rresponda, a la enajenación de los alimentos a que se
refiere el presente artículo preparados para su con-
sumo en el lugar o establecimiento en que se enaje-
nen, inclusive cuando no cuenten con instalaciones
para ser consumidos en los mismos, cuando sean pa-
ra llevar o para entrega a domicilio.

II. a IV. …

…

Artículo 5o. … 

I. a IV. …

V. …

a) a d) …

1. a 4. …

Cuando el impuesto al valor agregado en la importación se
hubiera pagado a la tasa de 10%, dicho impuesto será acre-
ditable en los términos de este artículo siempre que los
bienes o servicios importados sean utilizados o enajenados
en la región fronteriza. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor en toda la
República Mexicana a partir del 1 de enero de 2011, una
vez publicado en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto. 

Diputados: Rubén Ignacio Moreira Valdez, Jorge Humberto López
Portillo Basave, Rubén Ignacio Moreira Valdez, Emilio Serrano Jimé-
nez, Jesús María Rodríguez Hernández, José Francisco Rábago Casti-
llo, David Hernández Pérez, Ninfa Clara Salinas Sada, José Manuel
Agüero Tovar, Francisco Alejandro Moreno Merino, José Antonio
Yglesias Arreola, Heriberto Ambrosio Cipriano, Ricardo Ahued Bar-
dahuil, Esthela Damián Peralta, María Araceli Vázquez Camacho, Ma-
ría de Jesús Aguirre Maldonado, Héctor Fernández Aguirre, Noé Fer-
nando Garza Flores, Mary Telma Guajardo Villarreal, Yolanda de la
Torre Valdez, Ricardo Armando Rebollo Mendoza, Patricio Chirinos
del Ángel, Carlos Cruz Mendoza, David Hernández Vallín, Héctor
Guevara Ramírez, Genaro Mejía de la Merced, Felipe Borja Texocoti-
tla, Fermín Montes Cavazos, Julieta Octavia Marín Torres, Blanca Es-
tela Jiménez Hernández, José Antonio Aysa Bernat, Obdulia Magdale-
na Torres Abarca, José Ricardo López Pescador, Gerardo Leyva
Hernández, María del Rosario Brindis Álvarez, Héctor Franco López,
Felipe Cervera Hernández, Ricardo Sánchez Gálvez, David Ricardo
Sánchez Guevara, Caritina Sáenz Vargas, María Hilaria Domínguez
Arvizu, José Luis Soto Oseguera, Arturo Zamora Jiménez, Felipe
Amadeo Flores Espinosa, María Isabel Merlo Talavera, Nely Edith Mi-
randa Herrera, Hilda Ceballos Llerenas, Guadalupe Pérez Domínguez,



Adela Robles Morales, Andrés Massieu Fernández, Norma Leticia
Orozco Torres, Ernesto de Lucas Hopkins, Jorge Alberto Juraidini Ru-
milla, Andrés Aguirre Romero, Rolando Rodrigo Zapata Bello, Blanca
Juana Soria Morales, Miguel Álvarez Santamaría, Cuauhtémoc Salga-
do Romero, Efraín Ernesto Aguilar Góngora, Miguel Ángel Terrón
Mendoza, Susana Hurtado Vallejo, Alfredo Francisco Lugo Oñate, Es-
teban Albarrán Mendoza, Rodrigo Reina Liceaga, J. Eduardo Yáñez
Montaño, José María Torres Robledo, José María Valencia Barajas,
Benjamín Clariond Reyes Retana, Emilio Andrés Mendoza Kaplan, Ju-
lián Nazar Morales, Gerardo Sánchez García, Antonio Benítez Lucho,
Rafael Rodríguez Gómez, Luis Antonio Martínez Armengol, José Na-
rro Céspedes, Raúl Domínguez Rex, Malco Ramírez Martínez, José
Alberto González Morales, José Trinidad Padilla López, Clara Gómez
Caro, Olivia Guillén Padilla, Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, Crista-
bell Zamora Cabrera, Ana Georgina Zapata Lucero, Armando Corona
Rivera, Ana Estela Durán Rico, Francisco Saracho Navarro, Hugo
Héctor Martínez González, Margarita Liborio Arrazola, Melchor Sán-
chez de la Fuente, Roberto Armando Albores Gleason, Miguel Pompa
Corella, Oscar García Barrón, Armando Ríos Piter, José Luis Marcos
León Perea, Vidal Llerenas Morales, Maurilio Ochoa Millán , Filemón
Navarro Aguilar, Jaime Sánchez Vélez, Samuel Herrera Chávez, Nico-
lás Carlos Bellizia Aboaf, Juan Carlos Natale López, Margarita Galle-
gos Soto, Fernando Ferreyra Olivares, María Teresa Rosaura Ochoa
Mejía, Sandra Méndez Hernández, Rogelio Manuel Díaz Brown
Ramsburgh, Jorge Hernández Hernández, Sergio Mancilla Zayas, Mi-
guel Ángel Luna Munguía, María Esther de Jesús Scherman Leaño,
María Elena Perla López Loyo, Juan Nicolás Callejas Arroyo, Mario
Moreno Arcos, Emilio Serrano Jiménez, Guillermo Cueva Sada, Die-
go Guerrero Rubio, Alejandro del Mazo Maza, Sergio Lobato García,
Rosalina Mazari Espín, María del Carmen Izaguirre Francos, Rogelio
Cerda Pérez, Eduardo Zarzosa Sánchez, Salvador Caro Cabrera, José
Tomás Carrillo Sánchez, Susana Hurtado Vallejo, Liborio Vidal Agui-
lar, Isaías González Cuevas, Omar Fayad Meneses, Rosario Ortiz Ye-
ladaqui, Joel González Díaz, Rolando Zubia Rivera, Leticia Robles
Colín, Francisco Herrera Jiménez, Liev Vladimir Ramos Cárdenas, Sa-
mi David David, Guillermo Raúl Ruiz de Teresa, Jesús María Rodrí-
guez Hernández (rúbricas).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, señor diputado. Túrnese a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público la iniciativa presentada.

REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se pide a la Secretaría dar cuenta del registro electrónico y
por favor, instruya el cierre del sistema.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
¿Falta algún diputado o diputada por registrar asistencia?
Ciérrese el sistema electrónico.

Se informa a la Presidencia que hasta el momento hay una
asistencia de 455 diputados.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputado Clariond.

El diputado Benjamín Clariond Reyes Retana (desde la
curul): Pedirle al diputado Moreira si nos permite, a algu-
nos de Nuevo León, adherirnos a su iniciativa.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, presidente. Diputado Acosta.

El diputado Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez (desde la
curul): Era para lo mismo, presidente. Adherirme a la pro-
puesta del diputado Moreira.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se toma en cuenta su adhesión. Diputado Ríos Piter.

El diputado Armando Ríos Piter (desde la curul): Dipu-
tado, solamente para adherirme a esa iniciativa y celebrar
que el PRI reconoció nuestra iniciativa, que presentamos
desde el año pasado.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Estamos recogiendo su adhesión, diputado. Gracias, dipu-
tado.

El diputado Armando Ríos Piter (desde la curul): Nos ro-
baron la manta, también, señor diputado. Muchas gracias.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias. Los demás diputados podrán adherirse en la Se-
cretaría, si son tan amables.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
¿Con qué objeto, diputado?
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El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Sólo para recordarles a los diputados que
hoy dicen no más impuestos, que los votaron a favor y fui-
mos 20 los que tomamos la tribuna en contra del aumento
a los impuestos.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se recoge su expresión. Voy a solicitar a los señores dipu-
tados que se encuentran del lado derecho de esta Mesa sean
tan amables de permitir el desarrollo de la sesión. 

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene la palabra el diputado Julio Castellanos Ramírez, del
Grupo Parlamentario del PAN. Señores diputados, si son
tan amables, vamos a continuar en orden la sesión. Tiene la
palabra el diputado Julio Castellanos.

El diputado Julio Castellanos Ramírez: Antes de pre-
sentar esta iniciativa, diputado presidente, quisiera expre-
sarle que lamento mucho que la primera iniciativa que se
presenta en este segundo año de sesiones, ya bajo la presi-
dencia de usted en esta Cámara, lo que debería ser la pre-
sentación esencial, el formato que siempre se ha respetado
de presentación de iniciativa, se vea precisamente impedi-
do de la voz de los legisladores que queriendo hacer pre-
guntas en un tema que es de agenda política, se traiga pre-
cisamente a este escenario, presidente.

Le pediría que aunque haya sido un diputado de su fracción
parlamentaria quien hizo la presentación, nos hubiera dado
el derecho de la voz precisamente para hacer las preguntas
que correspondían.

Y por último, la pregunta que me quedó pendiente al dipu-
tado Moreira: ¿Usted cómo votó, cómo votó el día que se
aumentaron los impuestos?

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputados Moreira y Castellanos, están prohibidos los diá-
logos en el desarrollo de las sesiones. Diputado Rangel.

El diputado Felipe de Jesús Rangel Vargas (desde la cu-
rul): Sí, diputado presidente, con mucho pesar estamos
viendo que no hay orden en la sesión y en base a ello le so-
licito de favor que la misma regla que se aplicó a quien hi-
zo uso de la palabra hace un momento, se aplique para el

compañero diputado Julio Castellanos y llame a los diputa-
dos del PRI al orden, por favor.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, señor diputado, por su recomendación.
Señores diputados, les recuerdo que el reglamento es abso-
lutamente estricto en la materia del orden durante la sesión.
Solicito a los adherentes guarden el debido orden para re-
gistrar su adhesión y permitan el desarrollo de la sesión.

Tiene la palabra el diputado Castellanos para presentar su
iniciativa.

El diputado Julio Castellanos Ramírez: ¿Podrían rectifi-
car el reloj?

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Si
son tan amables, rectifiquen el reloj.

El diputado Julio Castellanos Ramírez: Honorables le-
gisladoras y legisladores, la iniciativa que hoy presento a
esta soberanía tiene como propósito dar mayor certidumbre
a las entidades federativas en la asignación de recursos que
en materia educativa previene el Fondo de Aportaciones
Múltiples del Ramo 33, así como fortalecer los mecanis-
mos de transparencia y rendición de cuentas, a fin de sumar
esfuerzos en el gran reto que nos significa a todos los me-
xicanos mejorar la calidad de la educación.

Las funciones principales de este fondo se enfocan a la pro-
moción de la asistencia social, tales como la dotación de
desayunos escolares, apoyos alimentarios y auxilio a la po-
blación en pobreza extrema o en desamparo. Asimismo, se
enfoca también a la construcción,  equipamiento y rehabi-
litación de escuelas de nivel básico y superior. Sin lugar a
dudas, el Fondo de Aportaciones Múltiples tiene un objeti-
vo loable y necesario, dadas las condiciones de pobreza en
diversas regiones del país, aunado a la necesidad de incre-
mentar los niveles de calidad de la educación.

En este sentido, los recursos de este fondo fueron pensados
para apoyar a las entidades federativas con el propósito de
que pudieran financiar obras y acciones necesarias para
mejorar la educación.

Sin embargo, lo que hoy establece la Ley de Coordinación
Fiscal facilita que la asignación y la distribución de este
fondo lleguen a ser discrecionales debido a que carece de
fundamentos metodológicos claros y previamente estipula-
dos.



Este hecho ha derivado en que el Fondo de Aportaciones
Múltiples se caracterice por tener bajos niveles de transpa-
rencia y nula rendición de cuentas, haciendo de este fon-
do…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Si
son tan amables, señores legisladores. Permítame diputado.
Señores legisladores, una vez más solicito su colaboración
para que pueda desarrollarse la asamblea. Muchas gracias.
Continúe, diputado.

El diputado Julio Castellanos Ramírez: Espero que los
diputados que están aquí firmando con tanta vehemencia
esta iniciativa, también se adhieran a ésta que tiene que ver
con la transparencia del uso de los recursos públicos en las
entidades en uno de los renglones más sentidos, que es el
arreglo de las escuelas.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Le suplico al señor orador continúe con la presentación de
su iniciativa.

El diputado Julio Castellanos Ramírez: Esta situación
que comento ha derivado en que el Fondo de Aportaciones
Múltiples del Ramo 33 se caracterice por tener bajos nive-
les de transparencia y nula rendición de cuentas, haciendo
que sea uno de los fondos más opacos entre los que con-
forman el Ramo 33.

También, quiero reiterar en esta tribuna que este es uno de
los fondos que han sido más observados por la Auditoría
Superior y que de acuerdo a la propia Auditoría Superior en
2008 tuvo 236 observaciones, 101 de ellas emitidas por la
propia Auditoría Superior y 135 por las fiscalizaciones a
nivel local.

También reportes de la Auditoría Superior señalan que los
problemas más comunes en el ejercicio del Fondo de Apor-
taciones Múltiples son entre otras cosas obras y acciones
fuera del objetivo del fondo, transferencia de recursos a
otras instituciones que no son operadas por el fondo, así
como falta de aplicación de penas convencionales.

Por ello, los legisladores de Acción Nacional nos hemos
pronunciado por discutir y aprobar un presupuesto austero
pero responsable que atienda a las principales necesidades
de la población. Y es por ello que nos permitimos someter
a esta soberanía la propuesta de reforma que propone mo-
dificar el artículo 41 de la Ley de Coordinación Fiscal, des-

tacando la obligación para que se creen fórmulas y criterios
de distribución del Fondo de Aportaciones Múltiples en las
entidades federativas.

Asimismo, que dichas fórmulas y criterios sean publicados
en el Diario Oficial de la Federación, para que las entida-
des y el Distrito Federal…

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Permítame, señor orador. Creo que han quedado suficien-
temente expresadas las funciones, señores diputados. Les
suplico que permitan el desahogo en orden de la sesión. Es-
tamos en la parte referente a iniciativas. Estos temas van a
pasar a ser discutidos en las comisiones.

Suplico a ustedes que nos permitan desahogar en orden la
sesión. Muchas gracias. Continúe, señor orador.

El diputado Julio Castellanos Ramírez: Para que las en-
tidades y el Distrito Federal reporten de manera continua el
ejercicio de los recursos del fondo, el avance en el cumpli-
miento de metas y las modificaciones o adecuaciones que
en su caso se hagan de las asignaciones establecidas. Es
cuanto, presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 41 de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, a cargo del diputado Julio Castellanos Ra-
mírez, del Grupo Parlamentario del PAN

El diputado Julio Castellanos Ramírez, integrante del Gru-
po Parlamentario del PAN, ante la LXI Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el
artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a la consideración de la honorable asam-
blea la presente iniciativa por la que se reforma el artículo
41 de la Ley de Coordinación Fiscal, con el propósito de
establecer la obligación para publicar las fórmulas de dis-
tribución de los recursos del Fondo de Aportaciones Múlti-
ples (FAM), con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Uno de los grandes retos que ha enfrentado el gobierno fe-
deral a lo largo de los años, se relaciona con la seguridad
social y su impacto positivo en el desarrollo de nuestra so-
ciedad.
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Durante los últimos años, la Federación ha puesto énfasis
especial en el presupuesto para estar en condiciones de
asistir a la sociedad a través de servicios de salud, educa-
ción, pensiones, combate a la pobreza, programas de apo-
yo a adultos mayores, mujeres, indígenas, etcétera.

Con el propósito de hacer corresponsables de este trabajo a
los gobiernos estatales, a partir de 1998 se creó el ramo 33
con el objetivo de apoyar a las entidades federativas en ma-
teria de educación, salud e infraestructura social funda-
mentalmente.

Es así que dentro del paquete de iniciativas para integrar el
Presupuesto de Egresos de la Federación para 1998, el Eje-
cutivo federal envió al Poder Legislativo la propuesta para
la creación del ramo 33 que implicaba reformar el capítulo
V de la Ley de Coordinación Fiscal (LCF) y que más tarde
se denominó “Aportaciones federales para entidades fede-
rativas y municipios”.

En la propuesta original sólo consideraban tres fondos: 1)
El Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Nor-
mal (Faeb); 2) El Fondo de Aportaciones para los Servicios
de Salud (Fassa) y; 3) El Fondo de Aportaciones para la In-
fraestructura Social Municipal (FAISM).

Durante el análisis y debate del presupuesto 1998, la comi-
sión dictaminadora se amplió y enriqueció la propuesta ori-
ginal del Ejecutivo, pues con ello se aprobó la creación de
dos fondos adicionales destinados a la satisfacción de las
necesidades municipales y del Distrito Federal. Surge así el
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
nicipios y del Distrito Federal (Fortamundf) y el Fondo de
Aportaciones Múltiples (FAM).

Si bien es cierto que los recursos del FAM han sido de vi-
tal apoyo para que las entidades federativas financien los
trabajos a nivel local que se relacionan con el Sistema Na-
cional para el Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF) así
como la infraestructura educativa, su inadecuado plantea-
miento en la Ley de Coordinación Fiscal y su escasa clari-
dad en el decreto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción, han derivado en que su asignación y distribución
presupuestal parezca más discrecional que con fundamen-
tos metodológicos, y que la transparencia y rendición de
cuentas de dicho fondo, sea uno de los más opacos a lo lar-
go de los últimos años de todos aquellos que conforman el
ramo 33 Aportaciones federales.

De acuerdo con la LCF, el FAM se conforma a partir del
0.814 por ciento de la recaudación federal participable. És-
te se distribuirá a partir de las asignaciones y reglas que se
determinen en el Presupuesto de Egresos de la Federación
y se conformará de tres subfondos, el destinado a asisten-
cia social (desayunos escolares, apoyos alimentarios, asis-
tencia social a población en pobreza extrema, apoyos a po-
blación en desamparo) y los destinados a infraestructura
educativa básica y superior (construcción, equipamiento y
rehabilitación de infraestructura física de los niveles de
educación básica y superior en su modalidad universitaria).

Sin embargo, aunque en el calendario de ministración de
recursos del ramo 33 y en el decreto de Presupuesto de
Egresos se presentan las asignaciones en términos genera-
les, hoy día, los criterios, reglas o fórmulas utilizadas para
su distribución no son publicados en ningún medio oficial
de comunicación.

Por ejemplo, si hacemos un ejercicio de la distribución del
FAM en sus diferentes subfondos, encontramos que en
2009 y 2010, del 100 por ciento de los recursos que le fue-
ron asignados, 46 por ciento se destino al rubro de asisten-
cia social (DIF), 35 por ciento a infraestructura educativa
básica y 20 por ciento a infraestructura educativa superior.

Durante estos años, las entidades con mayor asignación
presupuestal son el estado de México (4.4 por ciento del
presupuesto), Veracruz, Chiapas (3.6 por ciento del presu-
puesto) y el Distrito Federal (3.4 por ciento del presupues-
to), mientras que entidades como Aguascalientes, Baja Ca-
lifornia, Baja California Sur, Campeche, Coahuila, Colima,
Durango, Coahuila, Morelos, Nayarit, Quintana Roo, So-
nora, Tlaxcala y Zacatecas se caracterizan por recibir me-
nos del 1 por ciento de los recursos del citado fondo.

Considerando la manera en que se encuentra distribuido el
recurso durante los dos últimos años, podríamos suponer
que uno de los criterios de asignación se relaciona con el
tamaño de la población, empero, ni en la LCF, ni en el de-
creto de Presupuesto, mucho menos en los lineamientos
para el ejercicio de los recursos del ramo 33 se encuentra
establecido de manera clara criterio alguno.

Sin duda, esta falta de reglamentación del fondo ha gene-
rado un alto grado de opacidad del fondo y una ineficiente
transparencia y rendición de cuentas del mismo por parte
de los Gobiernos Estatales quienes fungen como ejecutores
directo del presupuesto del fondo.



La Cuenta Pública de 2008 fundamenta nuestra afirmación.
De acuerdo con el Informe de Resultados de la Fiscaliza-
ción Superior de la Cuenta Pública del citado año, se prac-
ticaron 31 auditorías al FAM en el mismo número de enti-
dades federativas. Como resultado se generaron 236
observaciones al fondo 101 observaciones emitidas por la
Auditoría Superior de la Federación (ASF) y 135 por la En-
tidad de Fiscalización Superior Local (EFSL).

En total, la cuantificación monetaria de las observaciones
ascendió a 986 mil 569.8 pesos. A la fecha de la presenta-
ción del informe (marzo de 2010) sólo existían recupera-
ciones por 177  mil 49 pesos, es decir, sólo se había recu-
perado el 18 por ciento del monto total observado.

Aunque en comparación con los montos observados de
otros fondos, los recursos del FAM parezcan pocos, no de-
jan de representar el alto grado de errores, y omisiones que
genera el ejercicio de los recursos del fondo, aunado ello, a
la poca transparencia en su asignación por entidad federa-
tiva.

Por otro lado y siguiendo con el mismo informe, la ASF re-
porta que entre los problemas comunes en el ejercicio del
FAM se encuentran: 1) Obras y acciones fuera del objetivo
del fondo; 2) Transferencias de recursos a otras institucio-
nes que no son operadoras del FAM, o en su caso a otras
cuentas del fondo, 3) Anticipos no amortizados; 4) Falta de
aplicación de penas convencionales y; 5) Falta de docu-
mentación comprobatoria del gasto, por citar las de mayor
relevancia.

Es importante reiterar que el FAM se presenta como un
fondo del ramo 33 con poca (si no es que nula) regulación
en la LCF y por supuesto en el decreto de Presupuesto. Es-
to representa un problema adicional si consideramos que
año con año, el ramo 33 es uno de los más observados y
con mayor impacto económico a la hacienda pública fede-
ral de acuerdo con los informes de la Auditoría Superior de
la Federación.

Si bien los recursos del FAM permiten seguir financiando
a nivel local la asistencia social y en teoría, ha generado
mayor inversión en infraestructura educativa, es de suma
importancia que al ser un recurso federal al igual que los
demás fondos que integran el ramo, su asignación por en-
tidad federativa quede expresamente establecido en la LCF
y el decreto con el objeto de darle al fondo mayor transpa-
rencia en dicha asignación y generar una mejor rendición

de cuentas por parte de las entidades federativas que ejer-
cen el recurso.

En la medida en que avancemos en ello, estaremos asegu-
rando que el recurso que se aprueba para tales fines, es
ejercido con el mayor grado de eficiencia y con el mayor
impacto en la población objetivo.

Por lo expuesto, presento a la consideración de esta sobe-
ranía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman el artículo 41 de la Ley
de Coordinación Fiscal

Artículo Único. Se reforma el artículo 41 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 41. El Fondo de Aportaciones Múltiples se distri-
buirá entre las entidades federativas de acuerdo a las fór-
mulas y criterios de distribución, asignaciones y reglas
que se establezcan en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración. La información relacionada con las variables
utilizadas en el cálculo para la distribución por entidad
federativa de los tres subfondos que lo componen, de-
berá publicarse en el Diario Oficial de la Federación a
más tardar a los 30 días naturales siguientes a la publi-
cación en dicho diario, del Presupuesto de Egresos de la
Federación del ejercicio fiscal de que se trate.

Los estados y el Distrito Federal reportarán trimestral-
mente a la Secretaría de Educación Pública federal y
ésta a su vez a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, el ejercicio de los recursos del fondo y el avance
en el cumplimiento de las metas, y de ser necesario, las
modificaciones y la justificación sobre las adecuaciones
a las asignaciones previamente establecidas en el calen-
dario de ministración de recursos del ramo 33.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo, San Lázaro, a 7 de septiembre de 2010.— Diputa-
dos: Julio Castellanos Ramírez, Leoncio Alfonso Morán Sánchez, To-
más Gutiérrez Ramírez, Luis Enrique Mercado Sánchez, Adriana de
Lourdes Hinojosa Céspedes, César Octavio Madrigal Díaz, Ovidio
Cortazar Ramos, Jesús Gerardo Cortez Mendoza, Gastón Luken Gar-
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za, Guadalupe Valenzuela Cabrales, Gloria Trinidad Luna Ruiz, María
Yolanda Valencia Vales, María Joann Novoa Mossberger, Nelly del
Carmen Márquez Zapata, Ivideliza Reyes Hernández, Guylaine Cortés
León Yulenny, Ana Elia Paredes Arciga, María de Lourdes Reynoso
Femat, Ruth Esperanza Lugo Martínez, Lucila del Carmen Gallegos
Camarena, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, María Marcela Torres
Peimbert, Martín Rico Jiménez, Felipe de Jesús Rangel Vargas, Silvia
Esther Pérez Ceballos, Bernardo Margarito Téllez Juárez, Sixto Alfon-
so Zetina Soto, Jesús Giles Sánchez, José Antonio Arámbula López,
José Erandi Bermúdez Méndez, Sergio Tolento Hernández, Agustín
Torres Ibarrola, Kenia López Rabadán, Norma Leticia Salazar Váz-
quez, Norma Sánchez Romero, Raúl Gerardo Cuadra García, Gumer-
cindo Castellanos Flores, Paz Gutiérrez Cortina, Miguel Martín López,
José Ignacio Seara Sierra, Yolanda del Carmen Montalvo López, Glo-
ria Romero León, Bonifacio Herrera Rivera, Juan José Cuevas García,
Francisco Javier Landero Gutiérrez José, Miguel Martínez Peñaloza,
María Sandra Ugalde Basaldua, Oralia López Hernández, Carlos Luis
Meillón Johnston, Rubén Arellano Rodríguez, Alfonso Jesús Martínez
Alcázar, José Gerardo de los Cobos Silva, Carlos Bello Otero, Daniel
Gabriel Ávila Ruiz, Leticia Robles Colín, Liev Vladimir Ramos Cár-
denas , José María Valencia Barajas, José M.Torres Robledo, Samuel
Herrera Chávez, Sergio Gama Dufour, César Octavio Pedroza Gaitán,
Julián Francisco Velázquez y Llorente, Dora Evelyn Trigueras Durón
(rúbricas).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, señor diputado. Túrnese a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Ávila, ¿con qué objeto, si es tan amable?

El diputado Daniel Gabriel Ávila Ruiz (desde la curul):
Para solicitarle al diputado Julio Castellanos si me puede
adherir a su iniciativa de ley.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Se recoge su adhesión, señor diputado. Diputado.

El diputado Julio Castellanos Ramírez: Sí, por supuesto.
Es un honor, diputado, que se adhiera a la iniciativa. Gra-
cias. Gracias, diputados.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Diputada Leticia Quezada.

La diputada Leticia Quezada Contreras (desde la curul):
Para comentar, muy amablemente, señor presidente, que no
hay orden en la Cámara de Diputados. Por tanto, solicitar-
le que pudiera suspender en estos momentos la adhesión a

la iniciativa, para que pudiera haber un poco más de orden.
Creo que habrá otro momento para poderlo hacer. Gracias.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, señora diputada. Las adhesiones dependen
estrictamente de la aceptación del orador.

Diputada Pérez, por favor.

La diputada María Elena Pérez de Tejada Romero (des-
de la curul): Gracias, presidente. Para solicitarle al diputa-
do que me permita adherirme. También para exhortar a to-
dos mis compañeros diputados a que se adhieran, de todas
las fracciones, ya que aquí habla de la transparencia del uso
de los recursos en las entidades. Hay que ser congruentes,
hay que adherirnos todos también. Gracias.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, diputada. Ya se ha retirado el orador, pero
queda el documento en la Secretaría para la adhesión de to-
dos los señores diputados que así lo consideren.

Diputado Landero.

El diputado José Francisco Javier Landero Gutiérrez
(desde la curul): Sí, presidente. También, en el mismo sen-
tido, para la adhesión. Pedirle también que, en su calidad
de presidente, haya orden ahorita en el tema de las adhe-
siones, porque si no, nos vamos a llevar más tiempo. Para
que pueda continuar el siguiente orador.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, señor diputado. Le puedo asegurar que en
el próximo tema que trate la Mesa Directiva tocaremos es-
pecíficamente el procesamiento de las adhesiones que,
coincido con usted, nos llevan considerable tiempo de la
sesión. Muchas gracias.

Insisto a los señores diputados en hacer las adhesiones en
orden.



CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION - 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA - 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCION Y SERVICIOS - 

LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL
A TASA UNICA - 

LEY DEL SERVICIO DE 
ADMINISTRACION TRIBUTARIA - 

LEY DE COORDINACION FISCAL -
LEY DEL SEGURO SOCIAL - 

LEY FEDERAL DE DERECHOS

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene la palabra el diputado Vidal Llerenas, para presentar
iniciativa por el Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática.

El diputado Vidal Llerenas Morales: Con su permiso, se-
ñor presidente.

Como mencionaba hace un momento el diputado Ríos Pi-
ter, éste es un buen momento para la Cámara de Diputados,
porque el Grupo Parlamentario del PRI reconoce que el
PRD tenía razón. Nosotros siempre hemos tenido la razón.

Nosotros desde el año pasado hemos hecho la misma pro-
puesta que hoy presentamos, que básicamente significa que
paguen los que nunca pagan, que se eliminen los regíme-
nes especiales del sector transporte y del primario, que se
graven utilidades en Bolsa, que los estados tengan capaci-
dad de recaudar.

Lo que ponemos sobre la mesa es una propuesta fiscal só-
lida, que tiene que ver con transparencia, que tiene que ver
con federalismo, que tiene que ver con fortalecer el im-
puesto sobre la renta, como el gran impuesto de este país.

Lo que no nos gusta, lo que rechazamos, es que el PRI jue-
gue con los impuestos de una manera política; que un día
los suba, que un día los baje, que se pretenda bajar el IVA
sin una alternativa sólida. Eso es lo que nosotros presenta-
mos. Es lo que nosotros estamos llamando a esta Cámara a
discutir, una verdadera reforma fiscal.

Una reforma fiscal de fondo, en la que el impuesto sobre la
renta verdaderamente pueda ser la fuente de ingresos de es-
te país y solamente los grandes contribuyentes tengan que
tener un impuesto empresarial a tasa única (IETU), una re-
forma fiscal en el que las utilidades que tienen los inver-

sionistas y que no se reinvierten sean gravadas. Una refor-
ma fiscal que haga que este país tenga un sistema tributa-
rio como el resto del mundo.

Llamamos a la seriedad; llamamos a tomar en serio nues-
tra responsabilidad como diputados que somos, los que de-
cidimos los impuestos que paga la gente.

Rechazamos que un día se diga que se van a subir los im-
puestos y que después salga el motivo de los mismos por
un acuerdo político. Rechazamos que ante la caída de la
plataforma petrolera no estemos presentando alternativas.
Rechazamos poner al país en riesgo fiscal.

Nos pronunciamos, en cambio, por mejorar el gasto públi-
co. Por responder a lo que la gente necesita. Por dar inver-
sión en agua, en infraestructura, en caminos. Ésa es la pro-
puesta del PRD. Una propuesta que también le apuesta a la
transparencia. Que conozcamos con claridad a quiénes gra-
vamos y cómo. Que se conozcan en las fórmulas de parti-
cipación, cómo se elaboran y con qué variables.

Una propuesta…

El diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Permítame usted, señor diputado.

El diputado Vidal Llerenas Morales: Perdón

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Permítame un segundo. El diputado Pérez Cuevas. ¿Con
qué objeto diputado Pérez Cuevas?

El diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (desde la cu-
rul): Presidente, es un problema técnico y en sus facultades
le pido lo pueda pedir al área técnica, el volumen y el so-
nido en el micrófono está viciado, no se entiende, no se es-
cucha. Si pudiera verificarlo, se lo agradecería.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Con mucho gusto, diputado. Sea tan amable la secretaría de
servicios técnicos verificar el sistema de sonido. ¿Prefiere
usted esperar, diputado, la verificación o continúa?

El diputado Vidal Llerenas Morales: Prefiero esperar.
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El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias. Continúe usted, señor diputado.

El diputado Vidal Llerenas Morales: Gracias, señor pre-
sidente. La pregunta es –a todos los que venimos a adhe-
rirnos a la iniciativa del diputado Moreira– es que si tam-
bién estamos dispuestos a cambiar el sistema fiscal de este
país. Si vamos a tener la fuerza y la entereza de acabar con
los regímenes especiales o sólo listarlos, o sólo conformar-
nos con verlos desde afuera y pasar años y años sin que es-
to germine. Si vamos a seguir jugando con los impuestos a
la política. Si vamos a continuar haciendo nuestro trabajo le-
gislativo presa de lo que pase allá afuera en las elecciones.

Nosotros, en el Partido de la Revolución Democrática no lo
vamos a hacer. Les pedimos que revisen esta propuesta,
que la analicen y que tengamos una discusión profunda con
respecto a la reforma fiscal. Una discusión a la que, por
cierto, nos comprometimos los diputados de esta Cámara y
no la hicimos, pasamos todo el periodo de receso sin dis-
cutir de manera seria los impuestos.

Por eso las ocurrencias no se valen, lo que se vale es la pro-
puesta sólida, la que hoy tiene el PRD sobre la mesa.

Hoy el PRD se convierte en el partido de la responsabili-
dad, el que está poniendo en este Congreso la oportunidad
de que estemos a la altura de las circunstancias y de una
vez dejemos de ser el país del mundo que menos recauda
impuestos, el país del mundo que menos pueda atender las
necesidades de la gente. Un país que hoy tiene miles de
personas inundadas, porque no podemos invertir lo sufi-
ciente para esas necesidades.

De verdad, ojalá esta algarabía, ojalá las mantas, ojalá toda
esta energía se vayan en, de veras, tener una reforma fiscal.
Eso es lo que nos va a hacer un país mejor, no las peque-
ñas escaramuzas como estas, no los pequeños triunfos, no
los proyectos mezquinos.

Trabajemos en una reforma fiscal de fondo. Aquí está, tie-
ne muchísimas propuestas, propuestas sólidas y propuestas
claras.

Ojalá nos podamos ir con esta reflexión: que el triunfo que
hoy tiene el Partido de la Revolución Democrática y que
reconoce el Partido Revolucionario Institucional cuando
está diciendo que se equivocó el año pasado, se convierta,
ahora sí, en que también reconozcan el resto de nuestras
propuestas. En que reconozcan el que ustedes son los res-

ponsables de que haya mexicanos que paguen impuestos
diferentes a otros. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones del Código Fiscal de la Federación; y de las Leyes
del Impuesto sobre la Renta, del Impuesto Empresarial a
Tasa Única, del Servicio de Administración Tributaria, de
Coordinación Fiscal, Federal de Derechos, del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios, Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, y del Seguro Social,
suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del PRD

Los suscritos, Vidal Llerenas Morales, Víctor Manuel Báez
Ceja, Armando Ríos Piter, José Narro Céspedes, Leticia
Quezada Contreras y Samuel Herrera Chávez, diputados
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática de la LXI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política, y 55, fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos someten a consideración del pleno de la
Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Fiscal de la Federación, y de las Leyes del Im-
puesto sobre la Renta, del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, del Impuesto Empresarial a Tasa Úni-
ca, del Servicio de Administración Tributaria, de
Coordinación Fiscal, del Seguro Social, y Federal de Dere-
chos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática en la Cámara de Diputados, coherente con la de-
claración de principios de nuestro partido, postula atender
las necesidades materiales y culturales del pueblo mexica-
no, en particular se compromete con obreros, campesinos,
mujeres, adultos mayores, sectores marginados, pueblos
originarios, jóvenes, afrodescendientes, empresarios nacio-
nalistas, personas con orientación sexual diversa y las cla-
ses medias, así como de tantas y tantos mexicanos que su-
fren la desigualdad, la opresión y la exclusión, que van
adquiriendo conciencia de la necesaria transformación en
nuestra sociedad.

Por ello, el PRD aspira a construir un socialismo democrá-
tico que respete las libertades, las garantías individuales,
los derechos humanos, la justicia social y que se construya
desde abajo mediante la participación de la sociedad orga-
nizada.



Frente al proyecto neoliberal, el PRD se pronuncia por
construir un modelo económico que priorice tanto el as-
pecto económico como el social; que impulse no sólo el
crecimiento, sino, también, la distribución social del ingre-
so, para lo cual se requiere la conformación de una nueva
estructura productiva que acompase ambas cuestiones. En
esto no basta la acción del libre juego del mercado sino bá-
sicamente requiere la intervención y la regulación del Es-
tado con la participación directa de las y los principales ac-
tores sociales.

En ese contexto, es imperativo fortalecer la hacienda pú-
blica del Estado mexicano, mediante una reforma integral
que garantice el cumplimiento de los principios tributarios
constitucionales de proporcionalidad y equidad contenidos
en el artículo 31 fracción IV y el de la prohibición de las
exenciones de impuestos, plasmado en el artículo 28 de la
misma Carta Magna.

Por ello se vuelve prioritario eliminar los tratos especiales
y tasas preferenciales, sin que se vulnere la capacidad con-
tributiva de los contribuyentes. Las urgencias presupuesta-
les no pueden primar sobre los preceptos constitucionales
y la contribución al gasto público no es sino la razón de al-
canzar la justicia social, de financiar el desarrollo econó-
mico, generando crecimiento del mismo y redistribución
del ingreso para abatir la pobreza.

En un horizonte de planeación de largo plazo, la baja re-
caudación fiscal, como proporción del producto interno
bruto, pone de manifiesto que plantear una meta de recau-
dación es preguntarse seria y responsablemente: ¿cuántos
recursos requiere el Estado para sostener sus compromisos
constitucionales?

Dicho indicador, en las últimas décadas, se ha mantenido
por debajo o ligeramente por arriba de los 10 puntos por-
centuales del PIB, muy alejado de los 18 puntos porcen-
tuales de países con grado semejante de desarrollo. En su-
ma, México está perdiendo oportunidades para administrar
sus problemas públicos mientras que sus obligaciones so-
ciales y pisos mínimos de bienestar se rezagan provocando
mayor pobreza y disminuye nuestra capacidad en competi-
tividad e infraestructura, mientras que los pasivos contin-
gentes y no revelados, así como los costos de oportunidad
se acumulan inexorablemente. En un escenario de bajos re-
querimientos, la recaudación tributaria debería alcanzar 14
por ciento del PIB de forma inmediata y en un escenario de
mediano plazo alcanzar 18 por ciento del PIB para 2015.

Pero siempre garantizando los principios tributarios cons-
titucionales y fortaleciendo estructuralmente el federalis-
mo fiscal.

El régimen fiscal mexicano se ha hecho cada día más com-
plejo e incierto, porque es un régimen corrupto con trata-
mientos especiales para los grandes contribuyentes, que en
el contexto de la Ley del Impuesto sobre la Renta impide
que todos los contribuyentes aporten de forma general. Al-
rededor de esta definición existen una serie de privilegios
y reglas que sólo pueden ser utilizadas por los grandes con-
tribuyentes y sus consultores para eludir el pago justo de
esta tasa, de forma tal, que el mediano empresario y los
contribuyentes cautivos son los únicos sujetos al rigor de la
ley. Estos regímenes de exención se diseñaron bajo una ló-
gica clientelar y con una mentalidad de sumisión de legis-
ladores y gobernantes locales, respecto de los poderosos
intereses oligárquicos y al capricho presidencial.

En estas circunstancias, las grandes corporaciones contri-
buyeron y contribuyen con una tasa efectiva equivalente a
8 por ciento de sus ingresos en el mejor de los casos. Así,
las finanzas públicas se han mantenido, hasta hoy, a partir
de los ingresos de la renta petrolera, del endeudamiento ex-
terno y del saqueo de sus recursos naturales, sin embargo
el efecto perverso de este descuento permanente en los im-
puestos mayores es lo que ha impedido una política de de-
sarrollo económico, redistribución del ingreso, equidad so-
cial y lucha efectiva contra el lastre de la pobreza.

En 2007 se diseñó un impuesto para que funcionara a par-
tir de 2008, como elemento de control que mantuviera un
mínimo de contribución al acotar la posibilidad de abusar
de la complejidad, los regímenes especiales, de las facili-
dades administrativas y de los diversos estímulos de la Ley
del Impuesto sobre la Renta y de cerrar opciones a la pla-
neación fiscal con los regímenes de privilegio fiscal, o por
lo menos eso fue lo que se argumentó. Sin embargo, el im-
puesto empresarial a tasa única (IETU) sólo tornó más
complejo el sistema administrativo del sistema fiscal y no
terminó con los grandes agujeros de siempre, ya que las
corporaciones actúan de manera muy proactiva para man-
tener intocadas sus ventajas fiscales y promueven campa-
ñas para gravar el consumo como única vía para financiar
a los gobiernos, así como para alejar toda posibilidad de
cumplir auténticamente con sus obligaciones fiscales con
el pueblo de México.
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El IETU evidenció de nueva cuenta el grado de descompo-
sición de la clase política que prefirió gravar a las Pyme y
a los contribuyentes cautivos, antes que tocar los intereses
de los poderosos y de las corporaciones.

En un tiempo tan grave como el que atraviesa la nación, la
administración pública debería de instrumentar una políti-
ca de Estado contra cíclica a toda prueba, centrada en el
propósito de retomar el crecimiento y la creación de em-
pleos a partir de un amplio programa de infraestructura, es-
trategias efectivas para la competitividad, el desarrollo de
los mercados regionales, así como en la expedición de las
garantías para sostener la cobertura de los bienes merito-
rios a favor de la población más desprotegida de la nación.

El papel del proceso político y de los poderes públicos, del
Congreso de la Unión y de los partidos debiera centrarse en
configurar un pacto político mayor, que permita beneficiar
a los sectores sociales más vulnerables y que al mismo
tiempo fomente el empleo y la producción, sentando las
bases para una recuperación económica en el más corto
plazo.

En torno a la búsqueda de este pacto, deberían rondar las
propuestas y respuestas en el programa económico, pre-
sentado por el gobierno federal en la Ley de Ingresos y en
el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación de
2010, así como en las iniciativas de reforma fiscal para re-
novar las relaciones contributivas entre los gobiernos y los
contribuyentes. Pero no fue así.

Que los gobernantes no cumplan con sus deberes creativos
y políticos en esta coyuntura, a un paso del bicentenario-
centenario de los movimientos de independencia y revolu-
ción de la nación, significa una mala señal, pues se atenta
directamente contra las bases del estado de derecho y con-
tra la aspiración del estado social y federal que los mexica-
nos pretendemos consolidar en este siglo XXI.

El fortalecimiento de la hacienda pública del Estado mexi-
cano, mediante una reforma integral, debe buscar en la lar-
ga e interminable transición para establecer una democra-
cia plena, sin ambigüedades o adjetivos, de concluir con un
pacto político cuyo primer paso es garantizar la viabilidad
de las finanzas públicas nacionales que permitan garantizar
los derechos sociales de los ciudadanos, generar en ellos
capacidades para ser productivos y mantener los niveles de
inversión pública necesarios para generar crecimiento y
competitividad.

El diseño de instituciones y reglas que ataquen de forma di-
recta y efectiva la corrupción, las cuales generen transpa-
rencia en el manejo de los recursos públicos, así como de
mecanismos eficaces para la fiscalización, rendición de
cuentas e imputabilidad de responsabilidades administrati-
vas y políticas; operación eficaz, eficiente y efectiva de las
instituciones que concretan los compromisos y misiones
públicas derivadas del Estado constitucional, así como de
las garantías individuales y los derechos humanos univer-
sales;

Garantizar, los mínimos de bienestar, de las coberturas uni-
versales para la alimentación, educación, desde la básica
hasta la superior, y la salud a todos los mexicanos en situa-
ción vulnerable, especialmente nuestros niños y madres
solteras;

Avanzar en las áreas urbanas, los mínimos de bienestar, en
las coberturas universales a lasa pensiones de alimenta-
ción, acceso a la salud e infraestructura de esparcimiento
para la existencia con dignidad humana de todos nuestros
adultos mayores;

Garantizar el acceso y la permanencia de nuestros jóvenes
a la educación media y superior;

Avanzar hacia la consolidación de las instituciones del sec-
tor para garantizar rendimientos reales y crecientes de los
ahorros para el retiro de todos los trabajadores, a partir de
reglas generales y aceptables para el acceso de todos los
empresarios y trabajadores al sector formal y a su regulari-
zación fiscal y de seguridad social;

Planear, instrumentar y poner en operación las principales
obras de infraestructura económica y social, cuya inexis-
tencia representa cuellos de botella y deseconomías de es-
cala para el desarrollo, operación y logística de las econo-
mías regionales;

En función de lo anterior, el retorno a un federalismo de-
mocrático y genuino para implementar las políticas públi-
cas, sociales y económicas, a partir de una red de 32 enti-
dades federativas que incluyen dos mil 439 municipios y
16 delegaciones territoriales, con autoridades electoral-
mente favorecidas, representativas de sus comunidades po-
líticas y pueblos originarios;

El conjunto de problemas públicos enlistados debe ser fi-
nanciado y constituye una fuente legítima de presión sobre
el gasto público, no obstante, la hacienda pública Mexica-



na carece de los instrumentos para proveer los recursos y
responder a las preferencias de gasto comprometido, inclu-
so, es posible afirmar que la hacienda pública está en una
virtual bancarrota, con presiones deficitarias que van de
tres a 12 por ciento del PIB para la próxima década.

Finalmente, lo más grave respecto a los déficit de la ha-
cienda pública es que existen los recursos potenciales, pe-
ro se diluyen en el contexto de la elusión, evasión y gastos
fiscales equivalentes, tan sólo estos últimos años a más de
cinco puntos del PIB, Además de que el gasto público de
los gobiernos locales y federal, es calificado de dispendio-
so, corrupto, ineficaz e ineficiente; mientras que las de-
mandas por mejores y mayores bienes públicos se acumu-
lan, en medio de la parálisis económica y la insatisfacción
de comunidades y regiones enteras de la nación.

Debe establecerse un curso coherente y de largo plazo, que
genere las instituciones y reglas hacia una economía sus-
tentable y competitiva, la cual permita generar las tasas de
crecimiento anuales y sostenidas, que atemperen los gran-
des problemas sociales y económicos de las actuales gene-
raciones de mexicanos, mismos que han sacrificado sus vi-
das ante la falta de oportunidades, ya que la ausencia de
crecimiento ha puesto contra la pared a todos los estratos
sociales en México, con muy escasas excepciones, así co-
mo de las demandas y expectativas de las generaciones que
recién ingresan a los desafíos de los mercados empresaria-
les y laborales.

La iniciativa persigue los propósitos de simplificar y gene-
ralizar el sistema fiscal, acotando los grandes privilegios
existentes en las Leyes de los Impuestos sobre la Renta,
Especial sobre Producción y Servicios, y Empresarial a Ta-
sa Única, así como otros ordenamientos el Código Fiscal
de la Federación y la Ley del Servicio de Administración
Tributaria, a la vez que propone un impuesto especial so-
bre producción y servicios que grave la comida chatarra y
el tabaco, a fin de que la recaudación se incremente sus-
tancialmente en 2.25 por ciento del PIB a partir de reducir
sustancialmente los gastos fiscales para que se reinstauren
los principio de generalidad, proporcionalidad y equidad
en las contribuciones, así como los equilibrios verticales y
horizontales en las relaciones fiscales entre los gobiernos y
las personas morales y físicas.

Con estas medidas se pretende potencializar la recaudación
de 259.4 mil millones de pesos (2.48 por ciento del PIB),
si se toman en cuenta los cálculos de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público en su presupuesto de gastos fis-

cales 2008 o de 243.3 mil millones de pesos (2.02 por cien-
to del PIB) si se consideran los cálculos del presupuesto de
gastos fiscales de 2009.

El punto de partida de la propuesta es establecer una tasa
de 35 por ciento sobre dividendos o utilidades considera-
dos en el ISR empresarial vigente (7 por ciento adicional)
lo que tendría un impacto estimado por 75 mil millones de
pesos, impacto que podría ser variable si el comportamien-
to empresarial se orienta hacía la reinversión y la creación
de empleos.

En general los cálculo referidos a la disminución de los
gasto fiscales parten de la fuentes oficiales que es el presu-
puesto de gastos fiscales de 2008 y 2009 aunque, se desta-
ca que los conceptos referidos al régimen de pequeños con-
tribuyentes, enajenación de casa habitación fueron
calculados conservadoramente al cincuenta por ciento de
su potencial, a fin de otorgarle un margen en su rango in-
ferior a los cálculos de la propuesta. En el caso del im-
puesto especial sobre producción y servicios, se parte de
una cifra conservadora basada en los diversos intentos pa-
ra gravar a los alimentos chatarra y tabaco.

Así y sin considerar el efecto que tendría la aplicación con
mayor rigor de los principios de una mayor generalidad,
proporcionalidad y transparencia fiscal sobre el sistema de
recaudación en su conjunto y, en consecuencia, en el incre-
mento de la eficiencia recaudatoria del SAT, la sumatoria
de los cambios propuestos podría alcanzar fácilmente un
incremento en la recaudación mayor a 2.25 por ciento del
PIB.

Por último, la iniciativa propone eliminar la facultad con la
que cuenta las autoridades fiscales para que mediante reso-
luciones decreten regímenes fiscales fuera de la legislación
y avanzar en la transparencia y rendición de cuentas entre
las autoridades hacendarias de los Poderes Ejecutivo y Le-
gislativo federales.

Las propuestas de modificación consisten en lo siguiente:

A) Ley del Impuesto sobre la Renta

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
señala en su artículo 28 que “quedan prohibidas las exen-
ciones de impuestos en los términos y condiciones que fi-
jan las leyes”. La exención de impuestos es librar a alguien
del pago de un tributo. Para diferentes tratadistas como Hu-
go Carrasco Iriarte, se estima exacta la interpretación que
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la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha expuesto, res-
pecto a que la prohibición contenida en el artículo 28 cons-
titucional sólo puede referirse a los casos en los cuales se
trate de favorecer los intereses de determinadas personas;
además, establece un verdadero privilegio, no cuando, por
razones de interés social o económico, se exceptúa de pa-
gar impuestos a una categoría de personas, por medio de
leyes que tienen un carácter general. En voz del máximo
tribunal:

Exención de impuestos. La prohibición que contiene el
artículo 28 constitucional no puede referirse más que a
los casos en que se trate de favorecer intereses de de-
terminadas personas, estableciendo un verdadero privi-
legio, no cuando, por razones de interés social o eco-
nómico, se exceptúa de pagar impuestos a toda una
categoría de personas, por medio de leyes que tienen un
carácter general.1

Otra garantía que se debe de respetar en el ejercicio de la
potestad tributaria es la proporcionalidad y la equidad de
las contribuciones la cual se encuentra contenida en la
fracción IV del artículo 31 constitucional. La idea de pro-
porcionalidad necesariamente debe estar referida a un todo,
del que la contribución forma parte, y es de esta forma que
se ha determinado que esa proporcionalidad debe identifi-
carse con la capacidad contributiva de las personas, no con
la capacidad económica, que implica una idea más amplia
y que no necesariamente coincide con la posibilidad de
participar en el sufragio de los gastos públicos, puesto que
debe entenderse que la capacidad económica plantea un
panorama muy amplio de todos los elementos que partici-
pan en las condiciones económicas de las personas, en tan-
to que la capacidad contributiva implica una depuración de
estos elementos, a fin de fijar la parte en que el individuo
puede participar para la cobertura de los gastos públicos.
La equidad se identifica como el impacto del gravamen que
debe ser el mismo para todas las personas que se encuen-
tren colocadas en la misma circunstancia contributiva, lo
cual nos permite concluir que de la equidad resulta la jus-
ticia del caso concreto.

El significado genérico del concepto de exención indica li-
beración, es decir, es un mecanismo por el cual se perdona
o libera alguna carga. En sentido jurídico es la liberación
del cumplimiento de una obligación a cargo de una perso-
na, en los términos previstos por la ley.

Lo anterior ha llevado a identificar a la exención como un
privilegio, razón por la cual podríamos decir que la exen-

ción tributaria es un privilegio establecido en la ley, por ra-
zones de equidad o conveniencia, para liberar a una perso-
na de la obligación de pagar determinadas contribuciones.

De conformidad con lo anterior encontramos las siguientes
características de la exención:

a) Elimina la obligación del pago;

b) Se establece por ley; y

c) Se otorga por razones de equidad o conveniencia.

El objetivo principal de la exención es la eliminación de las
obligaciones de pago, es decir, del cumplimiento de la obli-
gación sustantiva, ya que en todo caso las obligaciones for-
males pueden subsistir por necesidades de administración;
lo importante, en este caso, es que no subsista la obligación
de pagar las contribuciones. Sin embargo, el principio de
aplicación estricta de las normas que establecen cargas tri-
butarias y de las que señalan excepciones a las mismas
previstas en el artículo 5o. del Código Fiscal de la Federa-
ción, trae como consecuencia la necesidad de una expresa
y precisa regulación de las exenciones en esta materia.

Dividendos

La tasa promedio de los países de la OCDE en materia de
dividendos es de 43.8 por ciento y en Estados Unidos,
nuestro principal socio comercial, la tasa se ubica en 46.8
por ciento. En otros países, la tasa llega a alcanzar un lími-
te superior mayor de 50 por ciento. Por otra parte, la dife-
rencia entre la tasa de dividendos y la del impuesto al in-
greso corporativo es de 13 por ciento en promedio para la
OCDE, siendo Corea el país que tiene la menor diferencia
que es de 7 por ciento, como se muestra en el siguiente cua-
dro:



México es el único país de esta organización que no grava
los dividendos, ya que nuestra legislación contempla la
misma tasa para este rubro con respecto a la tasa general
del impuesto sobre la renta, por lo que el primero se pira-
mida y se acredita totalmente, lo que se traduce en una ta-
sa idéntica al ISR corporativo para este concepto.

Con esta relevante reforma, México estaría dando los pri-
meros pasos para lograr una convergencia impositiva con
respecto a los países miembros de la OCDE, aunque esta-
ría más de diez puntos debajo de la tasa impositiva de su
principal socio comercial. 

Por otra parte, se propone evitar la doble tributación man-
teniendo el acreditamiento a 100 por ciento del ISR em-
presarial mediante la cuenta de utilidad fiscal neta, que-
dando desde el inicio con la tasa más competitiva de la
OCDE y con el mecanismo de acreditamiento más avanza-
do que se utiliza en sólo algunos países de la organización
mencionada y Estados Unidos.

Por ello se propone reformar los artículos 11 y 165, para
que el impuesto sobre dividendos sea un pago definitivo de
35 por ciento, y no se acumule a los demás ingresos, para
lo cual los dividendos que provengan de la cuenta de utili-
dad fiscal neta (Cufin) sólo paguen un siete por ciento adi-
cional a 28 por ciento que corresponde al ISR corporativo
no se vea afectado y se vea estimulado el ciclo de reinver-
sión de las empresas, al tiempo que se procura progresivi-
dad a un sistema fiscal concentrado y monopolizado, como
ocurre en México en coherencia con las recientes críticas
de relevantes organismos internacionales.

Consolidación fiscal

En la LISR se propone derogar el régimen de consolida-
ción fiscal cuyo uso ha llevado a las grandes corporaciones
a fabricar quiebras para eludir permanentemente el pago de
impuestos. También se derogan las deducciones inmedia-
tas, anticipadas o aceleradas de inmuebles y activos fijos,
cuyos abusos posibilita la elusión de decenas de miles de
millones de pesos para establecer deducciones horizonta-
les, a partir de criterios generales internacionalmente acep-
tados.

Régimen simplificado

En el caso, el régimen simplificado, como el autotranspor-
te, se deroga de manera que sólo exista la diferencia entre
pequeños contribuyes, intermedios y los de carácter gene-
ral, a fin de que la tributación sea a tasas generales.

También se propone derogar el régimen simplificado de
contribuyentes personas morales, dedicados a la agricultu-
ra, ganadería, pesca y silvicultura a efecto de que las per-
sonas morales dedicados a estas actividades contribuyan
con la tasa general.

Impuestos cedulares a las personas físicas establecidos
por las entidades federativas acreditables contra el im-
puesto sobre la renta federal en lugar de su deducibili-
dad

El artículo 43 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado,
establece que las entidades federativas podrán establecer
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impuestos cedulares sobre los ingresos que obtengan las
personas físicas que perciban ingresos por la prestación de
servicios profesionales, por otorgar el uso o goce temporal
de bienes inmuebles, por enajenación de bienes inmuebles,
o por actividades empresariales, sin que se considere un in-
cumplimiento de los convenios celebrados con la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) ni del artículo
41 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, cuando di-
chos impuestos reúnan las siguientes características.

I. Tratándose de personas físicas que obtengan ingresos
por la prestación de servicios profesionales.

Para los efectos de esta fracción se entenderá por ingre-
sos por la prestación de servicios profesionales, las re-
muneraciones que deriven de servicios personales inde-
pendientes que no estén asimiladas a los ingresos por la
prestación de servicios personales subordinados, con-
forme al artículo 110 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta. Las entidades federativas podrán gravar dentro
del impuesto cedular sobre sueldos o salarios, los ingre-
sos personales independientes que estén asimilados a
los ingresos por la prestación de un servicio personal
subordinado.

II. En el caso de personas físicas que obtengan ingresos
por otorgar el uso o goce temporal de bienes inmuebles.

III. En el caso de personas físicas que obtengan ingresos
por enajenación de bienes inmuebles.

IV. Tratándose de personas físicas que obtengan ingre-
sos por actividades empresariales.

De esta forma, las entidades federativas están facultadas
para establecer impuestos cedulares con tasas que pueden
oscilar entre una mínima de dos por ciento y una máxima
de cinco por ciento.

La base de los impuestos cedulares en comento, deben con-
siderar los mismos ingresos y las mismas deducciones que
se establecen en la Ley del Impuesto sobre la Renta de ca-
rácter federal, para los ingresos similares a los contempla-
dos en los impuestos cedulares citados, sin incluir el im-
puesto cedular local.

Asimismo, las entidades federativas podrán convenir con
la Federación, a través de la SHCP, que los impuestos lo-
cales que en su caso se establezcan en su entidad federati-

va se paguen en las mismas declaraciones del impuesto so-
bre la renta federal.

No obstante lo anterior, los impuesto cedulares en comen-
to no son acreditables contra el pago del impuesto sobre la
renta, de esta manera, estos impuestos representan una car-
ga fiscal adicional para los contribuyentes y desincentivan
su implementación y pago.

Es de considerar, que derivado de la administración direc-
ta de los impuestos cedulares con la incorporación al pa-
drón de nuevos contribuyentes y de la eficacia en su recau-
dación, se obtendría un ingreso adicional para la
Federación, que permitiría el resarcimiento de la pérdida
por el efecto de aplicar el acreditamiento en lugar de la de-
ducibilidad.

Para ello se propone derogar la fracción VII del artículo
123; los dos últimos renglones de la fracción primera del
artículo 142; el segundo y tercer renglón de la fracción III
del artículo 148. Y adicionar dos renglones al quinto párra-
fo del artículo 127; dos últimos renglones al segundo pá-
rrafo del artículo 143; dos últimos renglones al primer pá-
rrafo del artículo 154 y una fracción tercera al artículo 177.

Régimen intermedio: administración integral de 100
por ciento por las entidades federativas

Actualmente, mediante un anexo de colaboración adminis-
trativa, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y las
entidades federativas, convienen en coordinarse entre
otros, los ingresos derivados del impuesto sobre la renta
(ISR) obtenidos por contribuyentes sujetos al régimen in-
termedio de las personas físicas con actividades empresa-
riales en los términos que se establece en la cláusula déci-
ma del citado convenio. Sin extender los antecedentes, ahí
se precisan los términos para que las entidades federativas
cobren y se apropien de 100 por ciento del impuesto deri-
vado de este régimen, así como sus actualizaciones y mul-
tas.

Por otra parte, en la Ley de Coordinación Fiscal, a partir de
las reformas que entraron en vigor el 1 de enero de 2008,
se establece que el Fondo de Fiscalización (Fofie) se dis-
tribuya en función de la recaudación del ISR en lo referen-
te al régimen de pequeños contribuyentes e intermedios a
fin de reconocer los esfuerzos estatales de las entidades fe-
derativas en relación a estos contribuyentes. Sin embargo,
los esfuerzos de recaudación del régimen intermedio no es-



tán debidamente delimitados, pues el SAT también realiza
intervenciones lo que genera un área gris respecto de los
esfuerzos recaudatorios.

Así, el régimen intermedio no está debidamente alineado al
propósito del Fofie, que es el único fondo que en realidad
conserva reglas para estimular la recaudación fiscal local
en los pocos conceptos que se comparten en forma inter-
gubernamental. En consecuencia, se propone que las enti-
dades federativas administren 100 por ciento de la recau-
dación y de su apropiación con el propósito de que queden
alineadas las variables que intervienen en la distribución
del Fofie y con los relevantes objetivos que le dieron ori-
gen.

Por otra parte, se propone acotar las deducciones y facili-
dades administrativas que otorga la autoridad fiscal a las
personas morales y que no se refieren al subsidio al em-
pleo, ni a las aportaciones de fondos de pensiones y jubila-
ciones.

Retención y entero del impuesto sobre la renta a cargo
de trabajadores de las entidades federativas y el Distri-
to Federal: 100 por ciento participable

El decreto por el que se otorga diversos beneficios fiscales
en materia de impuestos sobre la renta, de derechos y apro-
vechamientos, publicado el 5 de diciembre de 2008 en el
Diario Oficial de la Federación (DOF), otorga estímulos
fiscales a las entidades federativas y municipios, relativos
a la compensación de adeudos y entero del impuesto sobre
la renta a cargo de sus trabajadores.

Asimismo, el artículo 9o. de la Ley de Ingresos de la Fe-
deración para el ejercicio fiscal de 2010, publicada en el
DOF el 25 de noviembre de 2009, el cual establece:

… Las entidades federativas, municipios y demarcacio-
nes territoriales del Distrito Federal, incluyendo sus or-
ganismos descentralizados, que se hubieren adherido
al Decreto por el que se otorgan diversos beneficios
fiscales en materia del impuesto sobre la renta, de
derechos y de aprovechamientos, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 5 de septiembre de
2008, en lugar de aplicar los porcentajes establecidos
en el artículo segundo, fracción II del mencionado
Decreto, podrán aplicar el 60 por ciento para el ejer-
cicio fiscal de 2010, el 30 por ciento para 2011 y 10
por ciento para 2012 (énfasis añadido).

No obstante lo anterior, este mecanismo no constituye una
solución definitiva para lograr una mejor distribución ra-
cional de las fuentes de ingresos, toda vez que entidades fe-
derativas con omisión en los pagos se benefician al apli-
carse la fórmula de distribución, con los enteros de otras
entidades. 

Con la finalidad de que todas las entidades federativas
cumplan con sus obligaciones fiscales, se propone que las
retenciones de ISR por salarios de la función pública sean
participables a 100 por ciento, para lo cual se adiciona un
penúltimo párrafo al artículo 113 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta.

Límites para prestaciones de previsión social

Se propone aumentar la exención de siete a quince veces
el salario mínimo general del área geográfica del contribu-
yente en los ingresos obtenidos por concepto de prestacio-
nes de previsión social, ya que el salario mínimo general
nacional, debería ser por definición constitucional, sufi-
ciente para satisfacer las necesidades normales de un jefe
de familia, en el orden material, social y cultural, y para
proveer la educación obligatoria de los hijos. Sin embrago
ha sufrido un deterioro acumulado de 72 por ciento, res-
pecto a 1977. Los trabajadores pueden adquirir con un mi-
ni salario menos de la tercera parte de los bienes y servi-
cios a que tenían acceso hace tres décadas. Y actualmente
2.7 millones de asalariados reciben ese nivel de remunera-
ción como máximo.

Por ello, en el Grupo Parlamentario del PRD se propone
crear las condiciones legales para que se puedan elevar el
salario y las prestaciones, así como mejorar las condiciones
de trabajo, en un obligatorio ejercicio de justicia social,
fortalecer la contratación colectiva ya acabar con los con-
tratos de protección y responder a las innovaciones tecno-
lógicas y organizativas y a los cambios productivos sin
afectar los derechos fundamentales de los trabajadores, ga-
rantizando la bilateralidad. Por ello ante la caída salarial, el
aumento de las prestaciones de previsión social, son com-
plementos para paliar el empobrecimiento de los trabaja-
dores y generar un efecto redistributivo.

Ganancia por enajenación de acciones en bolsas de va-
lores reconocidas

Otra de las reformas de mayor importancia que se propone,
es la eliminación de la exención en el impuesto sobre la
renta sobre las ganancias de personas físicas por enajena-
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ción de acciones en bolsas de valores reconocidas. La jus-
tificación original de esta exención era la promoción de in-
versiones a través de la bolsa mexicana de valores, que
posteriormente se hizo extensiva a operaciones realizadas
en bolsas de valores del extranjero.

Hay evidencias incontestables de que esta exención ha si-
do aprovechada en forma excesiva y abusiva por accionis-
tas de grandes grupos empresariales de nuestro país, que
paradójicamente son personas físicas con grandes recursos
patrimoniales a su disposición. Es de suyo injusto para
efectos constitucionales, que los sectores de mayor rezago
social en México, en particular los trabajadores de bajos
salarios, a partir de ciertos niveles de ingresos tengan que
pagar el impuesto sobre la renta a su cargo, en tanto que los
grandes empresarios del país, cuyas fortunas personales
exceden en forma mayúscula e incalculable las de aquéllos,
gocen de una exención total en el pago del propio impues-
to al momento en que hacen efectivas sus ganancias de ca-
pital con motivo de la enajenación de acciones.

Están identificadas múltiples ocasiones en que la finalidad
manifiesta de las empresas que cotizan en bolsa, es la de,
en el futuro, favorecer a sus accionistas con esta exención,
en demérito de la recaudación federal. La intención de di-
chas empresas no ha sido la generación de esquemas de fi-
nanciamiento efectivo, sobre todo en los casos de las lla-
madas colocaciones secundarias. Por otro lado, tampoco se
logra el objetivo de fomentar que el gran público inversio-
nista participe en el fenómeno bursátil, dado que las accio-
nes, al carecer de bursatilidad, generalmente permanecen
en propiedad de los accionistas originales o, en el mejor de
los casos, en grupos selectos de empresarios.

El texto en vigor del artículo 109, fracción XXVI, de la
Ley del ISR provoca, por un lado, la indeseable conse-
cuencia de beneficiar con la exención a accionistas que no
tienen un real interés en participar en el mercado de valo-
res, en menoscabo de la recaudación fiscal; y por otro lado,
la realidad demuestra que un gran volumen de acciones ca-
rece de bursatilidad alguna, lo que ratifica la idea de que su
colocación en bolsa sólo se hace con el propósito de alcan-
zar en el tiempo la exención de que se trata.

Eliminada la exención para operaciones bursátiles sobre
acciones, los contribuyentes tendrían que proceder de igual
forma como lo hacen quienes nunca han gozado de ese pri-
vilegio. Las complicaciones de índole operativo y adminis-
trativo que representaría la determinación del impuesto so-
bre la renta respecto de operaciones realizadas en bolsa de

valores, no debiera verse como un obstáculo insalvable ni
es justificación válida para mantener la exención. De he-
cho, existen operaciones del mismo jaez cuya exención no
está permitida, por no cumplir los requisitos legales exigi-
dos para ello, y que, por lo tanto, están gravadas con el pro-
pio impuesto.

B) Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única

En materia del impuesto empresarial a tasa única se elimi-
nan los créditos fiscales, deducciones adicionales y aque-
llas que no establezcan expresamente la Ley del Impuesto
sobre la Renta. Por otra parte, se eliminan todas las refe-
rencias a los regímenes de consolidación fiscal y simplifi-
cado que considera la Ley del Impuesto sobre la Renta, en
virtud de la propuesta de derogación que se hace de tales
privilegios. Asimismo se establece que sólo tributaran en
este impuesto, las personas físicas y morales cuyos ingre-
sos acumulables para efectos del impuesto sobre la renta
sean iguales o superiores a un monto equivalente de 500
millones de pesos.

La propuesta de que sólo sean los grandes contribuyentes,
quienes deban pagar el impuesto empresarial a tasa única,
crea condiciones adecuadas para que las micro, pequeñas y
medianas empresas (Mipyme) tengan un entorno fiscal de
viabilidad económica, que les permita competir mejor y so-
brevivir adecuadamente, con lo que se beneficiaría a cerca
de 99.8 por ciento de todas las empresas del país, que ge-
neran 52 por ciento del producto interno bruto y 72 por
ciento del empleo en el país. En el Grupo Parlamentario del
PRD se tiene presente que las empresas micro, pequeñas y
medianas ofrecen mayor cantidad de fuentes de empleo en
proporción al capital invertido, por lo que es necesario for-
talecerlas ante las barreras técnicas, económicas y de mer-
cado al que se enfrentan.

C) Código Fiscal de la Federación y Ley del Servicio de
Administración Tributaria

Facultades de las autoridades fiscales

El artículo 33, fracción I, inciso g), del Código Fiscal de la
Federación faculta a la autoridad fiscal para emitir docu-
mentos, prescripciones, normas, reglas o disposiciones ya
sea generales o particulares, que involucren obligaciones
que incumplidas generan infracciones sancionadas por le-
yes, reglamentos o cualquier otra disposición; existiendo el
principio legal de que las prescripciones, normas, reglas o
disposiciones generales no podrán transgredir el principio



de legalidad tributaria, los elementos esenciales de las con-
tribuciones, así como tampoco establecer obligaciones que
incrementen obligación tributaria de los contribuyentes y
únicamente derivaran derechos a los mismos cuando se pu-
bliquen en el DOF.

Ahora bien, dichas disposiciones conocidas como miscelá-
nea fiscal ha sido desvirtuadas por las autoridades fiscales
al considerar que la miscelánea tiene el carácter de una nor-
ma obligatoria como la ley y que además puede pormeno-
rizar la misma como si tratara de un reglamento, aunado a
que en la autoridad administrativa puede modificarlas in-
discriminadamente vulnerando las garantías de certidum-
bre y seguridad jurídica de los contribuyentes.

Por otra parte en el artículo 39 del Código Fiscal de la Fe-
deración se establecen los supuestos normativos sobre los
cuales el Ejecutivo federal emite las reglas de carácter ge-
neral en materia fiscal, las cuales se clasifican en tres tipos:
de emergencia, administración e incentivadoras fiscales,
sin embargo estas últimas exceden el principio de legali-
dad, porque el uso de esta facultad es discrecional y puede
originar una situación de ventaja entre un contribuyente de
igual o diferente capacidad contributiva a otro, otorgándo-
sele un incentivo fiscal, bajo el amparo de fines extra fis-
cales.

En este contexto, la administración tributaria cuenta con
más facultades discrecionales para interpretar y aplicar la
norma tributaria, lo anterior es así en virtud de que la frac-
ción III del artículo 14 de la Ley del Servicio de Adminis-
tración Tributaria faculta al presidente del SAT a expedir
las disposiciones administrativas necesarias para aplicar
eficientemente la legislación fiscal y aduanera. Sin duda
las reglas que se emiten, generalmente no se ajustan a la le-
tra de la norma y en muchas ocasiones favorecen sólo a al-
gunos contribuyentes que se sitúan en el mismo hecho im-
ponible que otros, lo cual implica un sesgo antirrecaudatorio,
pues obviamente las interpretaciones que favorecen algu-
nos contribuyentes son las que implican una pérdida recau-
datoria.

Dado que no hay una claridad en las disposiciones fiscales
al definir cuál es el carácter propio de estas supuestas re-
glas de carácter general, resulta indispensable que el Con-
greso de la Unión legisle en la materia, estableciendo los
alcances y los límites de la miscelánea fiscal y de las reso-
luciones administrativas que dicten las autoridades fisca-
les, fortaleciendo el principio de seguridad jurídica y eli-
minando las facultades discrecionales y arbitrarias de éstas.

Por ello se propone modificar los artículos 36, fracción I,
inciso g), 36 Bis y 39, fracciones I y III, del Código Fiscal
de la Federación; y 14, fracción III, de la Ley del Servicio
de Administración Tributaria, para cumplir los siguientes
propósitos:

• Emitir sólo dos modificaciones a las resoluciones de
miscelánea fiscal al año para eliminar la inseguridad ju-
rídica para el contribuyente, ya que anualmente en pro-
medio se publican 50 resoluciones misceláneas.

• Eliminar la facultad del Ejecutivo federal para que
pueda determinar o autorizar regímenes fiscales de ma-
nera individual o por grupos y que pueda conceder sub-
sidios o estímulos fiscales, sólo cuando lo disponga ex-
presamente la Ley de Ingresos de la Federación y el
Congreso de la Unión en casos de emergencia económi-
ca.

• Las resoluciones del jefe del Servicio de Administra-
ción Tributaria para aplicar las leyes fiscales y aduana-
les, no den lugar a la autorización de régimen fiscal di-
ferente a los establecidos en las leyes.

Secreto fiscal

En el derecho constitucional como en la ciencia política el
principio de la división de poderes ha sido rector para el
desarrollo del poder público; el artículo 49 de nuestra ley
Suprema establece este principio señalándose que existe un
sólo poder, el cual para su ejercicio se divide en tres y se
despliega por órganos constituidos que actúan en represen-
tación de la soberanía popular. Dicho principio constitu-
cional persigue entre otros los siguientes objetivos: atribuir
preferentemente una función a uno de los tres poderes
constituidos sin excluir la posibilidad de que los restantes
poderes participen de ella o les sea atribuida cierta forma
de actuar, y permitir la posibilidad de que los poderes se
neutralicen entre sí con la finalidad de ejercer un control
sobre la actuación del otro.

Ante la baja recaudación fiscal del país y la necesidad im-
periosa de la modernización de nuestro sistema fiscal y el
cuidado estratégico y meticuloso de los impuestos ciuda-
danos, el control político del Poder Legislativo a las auto-
ridades fiscales representa una exigencia de responsabili-
dad política entre los poderes.

Ahora bien, nuestra legislación fiscal, en el artículo 69 del
Código Fiscal de la Federación prevé la obligación del per-
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sonal oficial que intervenga en los diversos trámites relati-
vos a la aplicación de las disposiciones tributarias guardar
absoluta reserva en lo concerniente a las declaraciones y
datos suministrados por los contribuyentes o por terceros
con ellos relacionados, así como los obtenidos en el ejerci-
cio de las facultades de comprobación.

El secreto fiscal contenido en el Código Fiscal establece
que la administración tributaria adoptará las medidas nece-
sarias para garantizar la confidencialidad de la información
tributaria y su uso adecuado, además de guardar el más es-
tricto y completo sigilo respecto de ellos, salvo en ciertos
casos sin que se considere violación de éste:

a) Cuando lo señalen las leyes fiscales;

b) Datos que deban suministrarse a los funcionarios en-
cargados de la administración y de la defensa de los in-
tereses fiscales federales, a las autoridades judiciales en
procesos del orden penal o a los Tribunales competentes
que conozcan de pensiones alimenticias;

c) Información sobre créditos fiscales exigibles de los
contribuyentes, que las autoridades fiscales proporcio-
nen a las sociedades de información crediticia; y

d) Datos proporcionados a la autoridad electoral.

No obstante que las excepciones al secreto fiscal se han
ampliado resulta necesario que estas se extiendan al Poder
Legislativo, con objeto de que este pueda conocer infor-
mación fiscal de contribuyentes a efecto de contribuir al
cumplimiento de los intereses fiscales federales, pueda ha-
cer las reformas a la legislación en materia hacendaría per-
tinentes y se haga efectivo el ejercicio de su facultad de
control, es decir, a través del conocimiento de información
fiscal que tenga en su poder el Poder Ejecutivo federal, el
Legislativo podrá hacer efectivo el sistema de pesos y con-
trapesos previstos por nuestra ley suprema, perfeccionando
sus facultades constitucionales y legales en materia fiscal y
de fiscalización.

Transparencia fiscal

En el contexto de la discusión de la Ley de Ingresos para
2010, la Secretaría de Hacienda y el Sistema de Adminis-
tración Tributaria (SAT) hicieron llegar al Legislativo un
documento sin logotipos, sin formalidad alguna, plagado
de confusiones, destacando que las grandes empresas no
pagaban impuestos en México.

Algunos dirigentes de las fuerzas progresistas dieron por
buena dicha información. Incluso, en un evento público el
presidente Felipe Calderón hizo suya la información conte-
nida en dicho documento, reconociendo, implícitamente,
que era parte de un documento oficial.

Más allá de que pudieran presentarse casos de grandes con-
tribuyentes evasores que, más que ser denunciados por el
SAT, deberían ser investigados y castigados, la manera en
la que se presenta la información oficial induce a conclu-
siones erróneas.

Por ejemplo, en la información de los grandes contribu-
yentes no se desglosa cuánto se obtiene por ISR, por IVA,
por retención de impuestos y salvo una referencia a la con-
solidación –que también debería señalar cuánto se dejó de
recibir por las empresas que se amparan en ese régimen–
en realidad tampoco se especifica cuánto se captó por qué
tipo de régimen, si es por maquila o si es algún otro trata-
miento fiscal.

A eso se agrega otro ejemplo, las cifras no explicadas, se-
gún las cuales hasta 2008 la manufactura fue una de las
principales fuentes del IVA, que en 2009 y 2010 se han
convertido en cifras negativas. Por ello se estima necesario
que la Secretaría de Hacienda y el Servicio de Administra-
ción Tributaria proporcionen a esta soberanía y a la pobla-
ción en general información por separado, de la aportación
que hacen los contribuyentes, por personas físicas y mora-
les, de pequeños a grandes contribuyentes, diferenciándo-
las en cada caso por tipo de impuesto y por sector de acti-
vidad económica, así como del régimen en que se ubican.

Asimismo, deben precisar cuántas empresas están en cada
régimen, incluyendo maquiladoras, residentes en el extran-
jero, recintos fiscales, cuánto aportan a la hacienda pública
por su actividad como personas morales, cuánto por reten-
ción a salarios y cuánto por IVA. 

Asimismo, es fundamental poder evaluar la aportación que
hacen a la hacienda pública las empresas multinacionales
mexicanas por sus operaciones en el exterior y si ese resul-
tado es equitativo con la contribución que hacen las em-
presas de capital foráneo por su operación en el país. In-
cluso, se requiere saber cuántas empresas están bajo el
esquema de doble tributación y cuánto representa esa si-
tuación en la contribución a las finanzas públicas del país.

Lo cierto es que los legisladores y los ciudadanos tienen in-
terés en conocer más acerca de quiénes aportan, cuánto



aportan, por qué reciben tal o cual trato, qué beneficios re-
cibe el país a cambio, y muchas preguntas más. Es por eso
se proponen modificaciones y agregados a las Leyes Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y del
Servicio de Administración Tributaria (SAT), en sus artícu-
los 107, 110 y 22 y 24 respectivamente.

D) Ley de Coordinación Fiscal

La grave situación económica que ha afectado de manera
particular a México, se ha traducido en una caída sin pre-
cedente de los ingresos tributarios y petrolero y de los in-
gresos propios de las entidades federativas y ha acentuado
las deficiencias estructurales del sistema hacendario mexi-
cano.

Por tanto, se requiere instrumentar una serie de reformas
que tengan como objetivo generar los recursos federales,
estatales y municipales necesarios que permitan a los tres
órdenes de gobierno potenciar sus niveles inversión en in-
fraestructura y fortalecer una red de protección social para
los sectores de la economía más afectados por la crisis y
para los actores más desprotegidos, a través de la expan-
sión y consolidación de los programas sociales que contri-
buyan de manera determinante a la recuperación de la acti-
vidad económica y del empelo.

Resulta importante centrar el debate en el fortalecimiento
permanente de los ingresos públicos y en propuestas que
tiendan a mejorar y consolidar el federalismo fiscal mexi-
cano, en un gran esfuerzo por gravar más a los que más tie-
nen y distribuir de manera más equitativa los recursos y po-
testades tributarias entre la Federación, las entidades
federativas y los municipios.

Una propuesta en materia fiscal que no se acompañe de
medidas que consoliden el desarrollo regional a través del
fortalecimiento estructural del federalismo fiscal, estará
destinada a lograr resultados magros.

Es importante considerar que los planteamientos que se
presentan parten de la premisa de eliminar los efectos de
suma cero, ya que descansan en la consideración de que al
dotar al Estado de mayores recursos, estos se pueden dis-
tribuir más equitativamente entre los tres órdenes de go-
bierno, entre las entidades federativas y entre los munici-
pios, sin que alguno de estos actores tenga que sacrificar
parte de sus ingresos para dotar al otro de más recursos.

Incremento del porcentaje de la RFP del Fondo Gene-
ral de Participaciones y Fondo de Fomento Municipal

Por lo que se refiere a la determinación del reparto de la re-
caudación federal participable (RFP), que es el instrumen-
to práctico donde se expresa el pacto intergubernamental
para operar la titularidad constitucional amplia que en ma-
teria tributaria definió el Constituyente de 1916-17, y en
virtud de los amplios antecedentes relativos a la revisión
del reparto de esta importante bolsa de recursos, la cual fue
revisada a la alza en varias ocasiones en los años ochenta
y, de manera particular, en el año de 1996, cuando el go-
bierno federal reconoció abiertamente la existencia de una
gran asimetría en la apropiación de los recursos de la RFP,
asunto único y atípico en el mundo, y de manera particular
entre las naciones de la OCDE, pues el indicador del re-
parto pone en duda, incluso, la vigencia mismo del federa-
lismo en México.

Como respuesta a la crisis de 1994-1995, se incrementó la
tasa del impuesto al valor agregado (IVA) de 10 por ciento
a 15 por ciento, manteniendo la tasa de 10 por ciento en la
región fronteriza, lo que incremento la recaudación federal
participable (RFP), con base en la cual se distribuyen las
participaciones federales a las entidades federativas.

Para darle viabilidad al incremento a las tasa de IVA, ésta
se acompañó de una modificación a la Ley de Coordina-
ción Fiscal (LCF), mediante la cual se incrementaron los
recursos del Fondo General de Participaciones (FGP), al
aumentar su proporción de la RFP de 18.51 por ciento a 20
por ciento.
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En la misma reforma a la LCF de 1996, se determina au-
mentar el porcentaje participable a las entidades federati-
vas respecto al IEPS:

Modificaciones a los porcentajes asignables del IEPS

Desde entonces, se distribuye a las entidades federativas 20
por ciento de la recaudación federal participable, vía Fon-
do General de Participaciones y uno por ciento de la mis-
ma a los municipios, a través del Fondo de Fomento Mu-
nicipal.

Con la finalidad facilitar el tránsito de la propuesta de ac-
tualización de la base del IVA y de fortalecer las finanzas
de las entidades federativas y de sus municipios y demar-
caciones territoriales del Distrito Federal, se propone in-
crementar el porcentaje de dichos fondos, para la lo cual es
necesaria una modificación a la Ley de Coordinación Fis-
cal, con la finalidad de fortalecer las finanzas de las enti-
dades federativas y de sus municipios y demarcaciones te-
rritoriales del Distrito Federal, se propone incrementar el
porcentaje del Fondo General de Participaciones desde el
20 al 25 por ciento de la RFP, y que el Fondo de Fomento
Municipal pase de 1 al 2 por ciento de la misma.

Incorporación del Distrito Federal al Fondo de Aporta-
ciones para la Infraestructura Social (FAIS)

A partir de la década de los ochenta, en el país se sentaron
las bases de un esquema de coordinación fiscal amplio y de
reparto de participaciones más equitativas, toda vez que se
expidió la Ley de Coordinación Fiscal, la cual modificó
sustancialmente la forma de repartir los ingresos públicos,
pues se consideró que cierta cantidad de las participaciones
deberían distribuirse no sólo en función de donde se gene-
rara la recaudación, sino dependiendo del grado de desa-
rrollo regional, aunado a que se estableció la colaboración
administrativa entre los ámbitos de gobierno federal y lo-
cal a través de la celebración de convenios.

Dentro de la nueva Ley de Coordinación Fiscal quedó re-
gulado el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, con el
objeto de evitar la doble tributación, señalar el ámbito de
competencia de la federación y de las entidades federati-
vas, así como distribuir a los estados miembros una pro-
porción de la recaudación federal, mediante el estableci-
miento de convenios de adhesión.

Si bien es cierto con el establecimiento del Sistema Nacio-
nal de Coordinación Fiscal las entidades federativas cedie-
ron una parte de sus facultades impositivas, también lo es
que se estableció un orden fiscal más o menos homogéneo,
toda vez que ganaron mayores recursos con el otorgamien-
to de participaciones federales provenientes de ingresos tri-
butarios y no tributarios, así como los obtenidos por la pro-
ducción y venta de petróleo.



Durante la década de los noventa, los procesos de descen-
tralización de recursos destinados al combate a la pobreza
inciden con mayor fuerza en la Ley de Coordinación Fis-
cal: en el año de 1998 se incorporan en el decreto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación y en el capítulo V de
la ley de mérito los Fondos de Aportaciones Federales del
ramo 33.

Con la incorporación de los fondos de Aportaciones Fede-
rales, la federación transfiere recursos a las haciendas pú-
blicas de los estados, Distrito Federal, y en su caso, de los
municipios, condicionando su gasto a la consecución y
cumplimiento de los objetivos que para cada tipo de apor-
tación establece la Ley de Coordinación Fiscal, para los
fondos siguientes:

I. Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y
Normal;

II. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud;

III. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura So-
cial;

IV. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de
los municipios y de las Demarcaciones Territoriales del
Distrito Federal;

V. Fondo de Aportaciones Múltiples;

VI. Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnoló-
gica y de Adultos;

VII. Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública
de los Estados y del Distrito Federal; y

VIII. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de
las entidades federativas.

Ahora bien, dentro de todos los fondos que forman el ramo
33 el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social
(FAIS) adquiere una especial importancia para los gobier-
nos locales, ya que representa una importante fuente de re-
cursos financieros y plantea un nuevo esquema de admi-
nistración de recursos y programas transferidos para la
aplicación de la política social.

En cuanto al FAIS, es de señalarse que este se encuentra di-
vidido en dos vertientes: estatal (FAISE) y municipal

(FAISM), los criterios de distribución son ponderados en
una fórmula que calcula un índice global de pobreza a es-
calas familiar, municipal y estatal.

Las aportaciones federales que con cargo al FAIS reciban
los estados y los municipios, se destinarán exclusivamente
al financiamiento de obras, acciones sociales básicas y a
inversiones que beneficien directamente a sectores de su
población que se encuentren en condiciones de rezago so-
cial y pobreza extrema en los siguientes rubros:

a) FAISM: agua potable, alcantarillado, drenaje y letri-
nas, urbanización municipal, electrificación rural y de
colonias pobres, infraestructura básica de salud, infraes-
tructura básica educativa, mejoramiento de vivienda,
caminos rurales, e infraestructura productiva rural; y

b) FAISE: obras y acciones de alcance o ámbito de be-
neficio regional o intermunicipal.

No obstante las bondades de dicho fondo, es de destacarse
que desde su creación en 1998, al Distrito Federal se le ha
negado el acceso a los recursos del FAIS que están desti-
nados a proyectos para beneficiar a la población en condi-
ciones de pobreza.

Lo anterior, en virtud de que el Distrito Federal no es con-
siderado un Estado, la problemática del FAIS radica en
que, de acuerdo con la Ley de Coordinación Fiscal, sus re-
cursos se distribuyen a los Estados y de los Estados a los
municipios.

El hecho de que se excluya al Distrito Federal de los re-
cursos de este Fondo, no radica en que la Federación reco-
nozca la inexistencia de brechas carenciales en base a las
cuales se calculan los coeficientes de distribución del
FAIS, sino en el hecho de que el Distrito Federal no es un
estado, por lo tanto, el problema es de naturaleza jurídica
(semántica).

En este sentido, la importancia de que la población del Dis-
trito Federal se vea beneficiada con estas aportaciones fe-
derales bajo la premisa fundamental de dedicar los recur-
sos del fondo a obras y acciones de alcance o ámbito de
beneficio regional o entre sus demarcaciones territoriales,
en este tenor es de destacarse que el Distrito Federal ha de-
jado de percibir por este conducto alrededor de seis mil 961
millones de pesos, necesarios para la creación de infraes-
tructura básica.
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Por ello resulta de vital importancia y de justicia social,
que tanto el Distrito Federal y sus demarcaciones territo-
riales sean incluidas y beneficiadas del FAIS.

Por lo anterior es necesario reformar los artículos 32 a 35
de la Ley de Coordinación Fiscal.

Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de
los Estados y del Distrito Federal

El artículo 25 de la Ley de Coordinación Federal, la fede-
ración transfiere recursos a las haciendas públicas de los
estados, Distrito Federal, y en su caso, de los municipios,
condicionando su gasto a la consecución y cumplimiento
de los objetivos que para cada tipo de aportación establece
dicha ley, para los fondos siguientes:

I. Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y
Normal;

II. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud;

III. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura So-
cial;

IV. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de
los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del
Distrito Federal;

V. Fondo de Aportaciones Múltiples;

VI. Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnoló-
gica y de Adultos;

VII. Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública
de los Estados y del Distrito Federal; y

VIII. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de
las Entidades Federativas.

Ahora bien, en todos los fondos que forman el ramo 33 el
Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los
Estados y del Distrito Federal (Fasp) cobra especial rele-
vancia, ya que éste se destina a exclusivamente al recluta-
miento, formación, selección, evaluación y depuración de
los recursos humanos vinculados con tareas de seguridad
pública; al otorgamiento de percepciones extraordinarias
para los agentes del Ministerio Público, los peritos, los po-
licías judiciales o sus equivalentes de las Procuradurías de
Justicia de los estados y del Distrito Federal, los policías

preventivos o de custodia de los centros penitenciarios y de
menores infractores; al equipamiento de las policías judi-
ciales o de sus equivalentes, de los peritos, de los ministe-
rios públicos y de los policías preventivos o de custodia de
los centros penitenciarios y de menores infractores; al esta-
blecimiento y operación de la red nacional de telecomuni-
caciones e informática para la seguridad pública y el servi-
cio telefónico nacional de emergencia; a la construcción,
mejoramiento o ampliación de las instalaciones para la pro-
curación e impartición de justicia, de los centros de rea-
daptación social y de menores infractores, así como de las
instalaciones de los cuerpos de seguridad pública y sus
centros de capacitación; al seguimiento y evaluación de los
programas señalados.

No obstante la importancia de este fondo, los recursos que
se distribuyen a las entidades federativas son insuficientes
e inclusiva han ido disminuyendo, de tal manera que en tér-
minos reales, durante 2009 se recibieron menos recursos
que en el ejercicio fiscal de 2001.

Mientras, para el ejercicio fiscal de 2010 se presupuesta-
ron, incluso, menores recursos en términos reales que en
año inmediato anterior.



Por ello resulta de vital importancia que los recursos del
Fasp se determinen, solo para efectos de referencia, a la re-
caudación federal participable, para lo cual se propone mo-
dificar el artículo 44 de la Ley de Coordinación Fiscal, a fin
de referenciar, a 1.0 por ciento de la recaudación federal
participable, para su determinación anual en el Presupues-
to de Egresos de la Federación.

Fondo de Aportaciones para el Apoyo de la Recauda-
ción de Contribuciones Inmobiliarias

La recaudación del impuesto predial en México es muy li-
mitada al representar 0.2 por ciento del producto interno
bruto, cuando en otros países llega a ser de 4 por ciento.

Seis entidades federativas recaudan más de 68 por ciento y
326 municipios aportan más de 80 por ciento de la recau-
dación total nacional del predial. Para mejorar los niveles
de recaudación del predial y de las contribuciones asocia-
das a la propiedad inmobiliaria, se requiere implementar
desde las entidades federativas conjuntamente con el go-
bierno federal, un proceso de modernización, actualización
y reforma en las tecnologías de información y de adminis-
tración tributaria.

Sin embargo, la instauración de un programa integral para
la optimización de la gestión del impuesto predial y las
contribuciones a la propiedad inmobiliaria requiere de una
inversión que sin duda será recuperable en el corto plazo.

Por lo anterior, y con la finalidad de apoyar la moderniza-
ción del catastro para fortalecer la recaudación de contri-
buciones a la propiedad inmobiliaria de las entidades fede-
rativas, considerando los ingresos inherentes al suelo
nacional, como son entre otros la Zofemat, el suelo ejidal y
los cuerpos de agua dulce, que pueden generar finanzas
más sanas en las haciendas públicas locales, se propone
adicionar a la Ley de Coordinación Fiscal el Fondo de
Aportaciones para el Apoyo de la Recaudación de Contri-
buciones Inmobiliarias.

Fondo de Aportaciones para la Atención Preventiva y
Correctiva de Problemas de Salud Pública y Adicciones
(Fondo de Salud)

Para crear acciones preventivas de combate a la obesidad,
tabaquismo y alcoholismo; el pago de servicios personales
a servidores públicos del sector salud y la creación de in-
fraestructura hidráulica en escuelas públicas, se propone la
creación del Fondo para la Atención de Problemas de Sa-
lud Pública y Adicciones, se busca destinar los recursos
que se recauden por concepto del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios aplicable a tabaco, bebidas alcohó-
licas, refrescos y alimentos vacíos, para cubrir los gastos
que genera la atención de las enfermedades asociadas con
la obesidad y las adicciones (tabaquismo y alcoholismo).

Los recursos del Fondo se determinarán anualmente con
recursos federales por un monto equivalente al 10 por cien-
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to de la recaudación que determine la Ley de Ingresos del
ejercicio fiscal correspondiente respecto al impuesto espe-
cial sobre producción y servicios (IEPS) relativo a tabacos
labrados, bebidas alcohólicas, y cervezas y bebidas refres-
cantes.

Para ello se propone la siguiente fórmula:

En donde:

Considerando que:

FSi,t corresponde al monto de los recursos con cargo al
Fondo de Salud que le corresponde a la entidad federativa
i, durante el año fiscal t.

IEPStAsig se refiere a la asignación total de recursos que
conforman el Fondo de Salud, de acuerdo a lo establecido
en este artículo.

SobObi es el número de personas estimadas en la entidad
federativa i, mayor a cinco años, con sobrepeso y obesidad,
conforme a los datos generados en la última Encuesta Na-
cional de Salud y Nutrición.

FAi es el número de personas estimadas en la entidad fede-
rativa i, de 18 a 65 años (adultos), que se considera como
fumador activo, conforme a los datos generados en la últi-
ma Encuesta Nacional de Adicciones.

ExpHTAi es el número de personas estimadas en la entidad
federativa i, de 18 a 65 años (adultos), que nunca han fu-
mado y que se encontraron expuestos al humo de tabaco
ambiental (HTA), conforme a los datos generados en la úl-
tima Encuesta Nacional de Adicciones.

AbDepi es el número de personas estimadas en la entidad
federativa i, de 18 a 65 años (adultos), que presentan abu-
so y dependencia al consumo de alcohol, conforme a los
datos generados en la última Encuesta Nacional de Adic-
ciones.

Fondo de Aportaciones para la Protección y Genera-
ción de Empleos con Fomento Económico en los Esta-
dos y el Distrito Federal

Se propone la creación de mecanismos estatales de fomen-
to económico, a través de la nueva figura de Promotora
estatal de micro y pequeñas empresas, Pro-Pyme, que
no implique crear nueva burocracia, integrada con las es-
tructura de administración local y con la representación de
universidades, de organismos gubernamentales de ciencia
y de tecnología y de los sectores productivos, que coordi-
nen los recursos federales, estatales y municipales de fo-
mento económico, con la función de preservar y generar
empleos y de fomentar a nuevas micro y pequeñas empre-
sas y especialmente, desarrollar a las existentes, protegién-
dolas de oligopolios, de prácticas monopólicas, de accio-
nes recaudatorias lesivas y del chantaje de inspectores
locales.

El objetivo es para coinversiones rentables y productivas y
al financiamiento o al subsidio a micros y pequeñas indus-
trias; a productores agropecuarios; a cooperativas; a enca-
denamientos productivos y a pequeños comercios del régi-
men simplificado o a mercados públicos para que compitan
contra: las prácticas monopólicas, los oligopolios, los cor-
porativos de importación y las transnacionales de la co-
mercialización.

La conformación de la bolsa de recursos del Fondo se de-
terminará anualmente en el Presupuesto de Egresos de la
Federación con recursos por un monto equivalente, sólo
para efectos de referencia, al 1.0 por ciento de la recauda-
ción federal participable.



En donde:

Considerando que:

FAGEFEt es el total de recursos aportados al fondo para el
año fiscal t, conforme lo establecido en este artículo.

FAGEFEi,t son los recursos del Fondo de Aportaciones pa-
ra la Protección y Generación de Empleos con Fomento
Económico que le corresponde a la entidad federativa i, du-
rante el año fiscal t.

MIi es el número de unidades económicas en la entidad fe-
derativa i determinadas como Microempresas, con base en
el personal ocupado total correspondiente al último Censo
Económico elaborado por el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía y en la estratificación por número de tra-
bajadores establecida en la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa.

PEi es el número de unidades económicas en la entidad fe-
derativa i determinadas como Pequeñas empresas, con ba-
se en el personal ocupado total correspondiente al último
Censo Económico elaborado por el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía y en la estratificación por número
de trabajadores establecida en la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa.

MEi es el número de unidades económicas en la entidad fe-
derativa i determinadas como Medianas empresas, con ba-
se en el personal ocupado total correspondiente al último
Censo Económico elaborado por el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía y en la estratificación por número
de trabajadores establecida en la Ley para el Desarrollo de

la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa.

PIBpci se refiere al producto interno bruto (PIB) per cápi-
ta de la entidad i, partiendo de la última información oficial
del PIB por entidad federativa dada a conocer por el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía, así como de la ci-
fra de población que para dicho año haya estimado el Con-
sejo Nacional de Población.

E) Ley Federal de Derechos

100 por ciento participable el derecho ordinario sobre
hidrocarburos; derecho especial sobre hidrocarburos
para campos en el paleocanal de Chicontepec y derecho
especial sobre hidrocarburos para campos en aguas
profundas

Actualmente, de acuerdo con el artículo 261 de la Ley Fe-
deral de Derechos, contempla que para los efectos del artí-
culo 2o. de la Ley de Coordinación Fiscal, a la recaudación
obtenida por el derecho ordinario sobre hidrocarburos se le
aplicará la tasa de 85.31 por ciento, considerando al resul-
tado de dicha operación como recaudación federal partici-
pable (RFP).

Asimismo, adicional al derecho ordinario sobre hidrocar-
buros, se adiciona 85.31 por ciento de la recaudación del
derecho especial sobre hidrocarburos para campos en el pa-
leocanal de Chicontepec y del derecho especial sobre hi-
drocarburos para campos en aguas profundas, a la RFP.

Sin embargo, de conformidad con el artículo 2º de la Ley
de Coordinación Fiscal, 100 por ciento de la recaudación
obtenida por la federación de todos los impuestos, una vez
realizadas las disminuciones a que hace referencia la mis-
ma ley, forman parte de la RFP.

Así, con la finalidad de alinear la recaudación de los dere-
chos ordinario sobre hidrocarburos, especial sobre hidro-
carburos para campos en el paleocanal de Chicontepec y
especial sobre hidrocarburos para campos en aguas profun-
das, a la RFP, y con ello fortalecer el sistema federalista, se
propone que 100 por ciento de la recaudación obtenida por
los derechos petroleros en comento formen la RFP.

El artículo 2o. de la Ley de Coordinación Fiscal establece
que, la recaudación federal participable será la que obten-
ga la federación por todos sus impuestos, así como por los

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 7 de septiembre de 2010195



Año II, Primer Periodo, 7 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados196

derechos sobre la extracción de petróleo y de minería, dis-
minuidos con el total de las devoluciones por los mismos
conceptos.

Ahora bien, mediante el decreto por el que se reforman di-
versas disposiciones del capítulo XII del título segundo de
la Ley Federal de Derechos, publicado en el DOF el 21 de
diciembre de 2005, que entró en vigor a partir del 1 de ene-
ro de 2006, se creó el derecho ordinario sobre hidrocarbu-
ros.

Al respecto, en el artículo 261 del decreto en comento, es-
tablecía que para los efectos del artículo 2o. de la Ley de
Coordinación Fiscal, a la recaudación obtenida por el dere-
cho ordinario sobre hidrocarburos se le aplicará la tasa de
76.6 por ciento, considerando al resultado de dicha opera-
ción como recaudación federal participable.

Por su parte, mediante el “decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de De-
rechos, en materia de hidrocarburos y se derogan y refor-
man diversas disposiciones del decreto que reforma diver-
sas disposiciones del título segundo, capítulo XII, de la Ley
Federal de Derechos, publicado el 21 de diciembre de
2005”, publicado en el DOF el 1 de octubre de 2007, se re-
formó el artículo 261, párrafos primero y segundo, para
quedar como sigue:

Artículo 261. Para los efectos del artículo 2º de la Ley
de Coordinación Fiscal, a la recaudación obtenida por el
derecho ordinario sobre hidrocarburos a que se refiere el
artículo 254 de esta ley, se le aplicará la tasa de 85.31
por ciento; el monto que resulte de esta operación se
considerará como recaudación federal participable…

Mediante el decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley Federal de Derechos, relati-
vo al régimen fiscal de Petróleos Mexicanos, publicado en
el DOF el 13 de noviembre del 2008 y vigente hasta el mo-
mento, se reformó el artículo 261, primer y segundo párra-
fos de la Ley Federal de Derechos, destinando adicional al
derecho ordinario sobre hidrocarburos, 85.31 por ciento de
la recaudación del derecho especial sobre hidrocarburos
para campos en el paleocanal de Chicontepec y del derecho
especial sobre hidrocarburos para campos en aguas profun-
das, a la recaudación federal participable.

Sin embargo, 100 por ciento de la recaudación obtenida por
la federación de todos los impuestos, una vez realizadas las
disminuciones a que hace referencia la Ley de Coordina-

ción Fiscal, forman parte de la recaudación federal partici-
pable.

Así, con la finalidad de alinear la recaudación de los dere-
chos ordinario sobre hidrocarburos, especial sobre hidro-
carburos para campos en el paleocanal de Chicontepec y
especial sobre hidrocarburos para campos en aguas profun-
das, a la recaudación federal participable, y con ello te-
ner un sistema federalista, se propone que 100 por ciento
de la recaudación obtenida por los derechos petroleros en
comento conformen la recaudación federal participable,
para lo cual se propone reformar el artículo 261 de la Ley
Federal de Derechos.

Derechos sobre minería

Los derechos de minería más importantes, de acuerdo con
el monto de la recaudación, son éstos:

a) Derechos por estudio, trámite y resolución de solici-
tudes de concesión y asignación minera; y

b) Derechos por exploración y explotación de sustancias
o minerales sujetos a la aplicación de la Ley Minera.

Sólo durante el año de 2007 la Dirección General de Minas
(DGM) dependiente de la Secretaría de Economía expidió
a escala nacional un total de 2 mil 408 títulos de concesión
minera, los que amparan una superficie total de 8 millones
313 mil 242.53 hectáreas.

De 2005 a 2008, de acuerdo con la fuente anterior, única-
mente en Sonora se expidieron 2 mil 8 títulos de concesión
minera, que amparan un total de 5 millones 169 mil 712.58
hectáreas. Sólo 80 títulos del total emitido en ese periodo,
(3.98 por ciento), amparan 2 millones 862 mil 318.88 hec-
táreas (55.37 por ciento de la superficie concesionada en
esos años).

Según cifras de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co en los Acuerdos sobre la recaudación federal participa-
ble publicados en el DOF, los derechos totales sobre mine-
ría recaudados en 2007 ascendieron a 432 millones 700 mil
pesos.

De acuerdo con el artículo 63 de la Ley Federal de Dere-
chos –haciendo los cálculos para cada rango superior–, el
pequeño concesionario que solicita 30 hectáreas debe pa-
gar por este derecho la cantidad de 19.7 pesos por hectárea,
mientras que el concesionario que solicita 50 mil paga só-



lo 2.49 pesos por hectárea, y en el rango medio si solicita
cinco mil hectáreas paga 38.74 pesos. Esta situación favo-
rece sin duda el acaparamiento de enormes extensiones de
terreno por parte de grandes compañías mineras que espe-
culan con los yacimientos en las bolsas de valores, princi-
palmente de Canadá y Estados Unidos.

En relación con los derechos por estudio, trámite y resolu-
ción de solicitudes de concesión y asignación minera, de
acuerdo con cifras de la Dirección General de Minas, en el
año de 2007 fueron concesionadas en el ámbito nacional 8
millones 313 mil 242.53 hectáreas. Alrededor de 60 por
ciento de esa superficie (4 millones 987 mil 945.52 hectá-
reas) fue otorgada a concesiones mayores de 10 mil hectá-
reas. El monto del derecho promedio por hectárea para el
rango de 10 mil hectáreas es de 5.76 pesos, por tanto, los
derechos totales causados por este 60 por ciento serían de
28 millones 730 mil 566.18 pesos.

El restante 40 por ciento de la superficie total concesiona-
da (3 millones 325 mil 297.01 hectáreas) caerían en los
rangos menores a las 10 mil hectáreas. El monto del dere-
cho promedio por hectárea para estos rangos es de 18.20
pesos por hectárea, lo que implica que debieron pagarse
por este tipo de concesiones un total de 60 millones 520
mil 405.62 pesos. Por tanto, los derechos totales pagados
por estudio y trámite de las solicitudes de concesión y asig-
nación minera ascendió a 89 millones 250 mil 971.80 pe-
sos para 2007.

Si la superficie total de 8 millones 313 mil 242.53 hectáre-
as concesionadas en dicho año hubieran pagado 40.00 pe-
sos por hectárea (que es una cuota un poco mayor que el
derecho promedio por hectárea para el rango de 30 hectá-
reas), el monto total recaudado por este concepto hubiera
ascendido a 332 millones 264 mil 850.60 pesos, lo que ha-
bría significado un incremento de 243 millones 278 mil
729.40 pesos en la recaudación fiscal.

El segundo párrafo del mismo artículo 63 establece:

Por el estudio, trámite y resolución de solicitudes de cada
solicitud de prórroga de concesión minera, se pagará por
concepto de derechos el 50 por ciento de la cantidad que
resulte de aplicar la tabla anterior.

Las concesiones mineras tienen una vigencia de 50 años,
no existe ninguna justificación para que al término de ese
periodo deba cobrase la mitad de los derechos por la mis-
ma concesión, cuando deberían incrementarse estos dere-

chos, pues si se solicita la prórroga de una concesión esto
implica que el lote minero es rentable.

Los derechos sobre minería no han sido actualizados desde
2006, por tanto todas las cuotas contempladas en los artí-
culos 64 a 66 son susceptibles de ser incrementadas en 10
por ciento, de acuerdo a la variación estimada del índice
nacional de precios al consumidor (INPC), entre diciembre
de 2006 y diciembre de 2008.

El artículo 262 de la misma Ley Federal de Derechos con-
signa:

Están obligadas a pagar los derechos sobre minería que es-
tablece este capítulo las personas que desarrollen trabajos
relacionados con la exploración o explotación de sustan-
cias o minerales sujetos a la aplicación de la Ley Minera.

Pero si la persona que obtuvo el título de la concesión mi-
nera no realiza trabajos relacionados con la exploración o
explotación de sustancias o minerales podría legalmente no
estar obligada a pagar los derechos correspondientes.

En relación con las cuotas por derechos considera el artí-
culo 263 de la LFD y que se anotan en la tabla siguiente, se
observa que el carácter progresivo de estas tarifas está li-
gado a la antigüedad de la concesión y no a la extensión de
su superficie.

Artículo 263. Los titulares de concesiones y asignacio-
nes mineras pagarán semestralmente por cada hectárea
o fracción concesionada o asignada, el derecho sobre
minería, de acuerdo con las siguientes cuotas:

Concesiones y asignaciones mineras cuota por hectárea

I. Durante el primer y segundo año de vigencia. $4.60

II. Durante el tercero y cuarto año de vigencia. $6.88

III. Durante el quinto y sexto año de vigencia. $14.24

IV. Durante el séptimo y octavo año de vigencia. $28.64

V. Durante el noveno y décimo año de vigencia. $57.26

VI. A partir del décimo primer año de vigencia. $100.79 

Esta situación también favorece a las compañías con gran-
des concesiones y limita la recaudación fiscal porque estas
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enormes superficies son abandonadas o reducidas al cabo
de uno o dos años, una vez que los cuerpos técnicos de es-
tas compañías determinan que el lote minero concesionado
no es rentable en su totalidad, por tanto, rara vez pasan del
tercer año de vigencia. Por tanto, se propone modificar es-
ta tabla para que a la vez que considere los años de vigen-
cia de la concesión, también tenga en cuenta la superficie
de las mismas. En la idea de que no disminuya la recauda-
ción por este concepto, se propone mantener el pago que a
la fecha debe hacer una superficie promedio de 500 hectá-
reas a través de sus diferentes periodos de vigencia. Los
rangos menores a las 500 hectáreas disminuirán un peso
por periodo, mientras que en los rangos superiores se in-
crementará la misma cantidad por periodo de vigencia.

En relación con estos derechos establecidos en el artículo
263, si se estima que la recaudación por estudio, trámite y
resolución de solicitudes de concesión y asignación mine-
ra para 2007 fue 89 millones 250 mil 971.80 pesos, la re-
caudación por derechos de exploración y explotación fue
de 343 millones 449 mil 28.20 pesos, lo que daría el total
de 432 millones 700 mil pesos en derechos totales de mi-
nería reportado para ese año por la Secretaría de Hacienda.
En estos derechos del artículo 263 también se encuentran
las concesiones otorgadas en años anteriores y que aún es-
taban vigentes en 2007.

De acuerdo con cifras de la Dirección de Control Docu-
mental, Informática y Estadística de la Dirección General
de Minas, dependiente de la Secretaría de Economía, el va-
lor de la producción minero-metalúrgica para el año 2006
fue mayor a los 78 mil millones de pesos, mientras que los
derechos de minería pagados en 2007 fueron apenas supe-
riores a los 432 millones de pesos. Por tanto, si además de
los derechos por estudio, trámite y resolución de solicitu-
des de concesión y asignación minera y los derechos por
exploración y explotación se aplica una cuota de cinco por
ciento (cinco por ciento) sobre el valor de la producción
bruta (denominado derecho sobre producción minera), la
recaudación en esta actividad se podría incrementar en más
de tres mil millones de pesos, menos el acreditamiento de
343 millones por derechos de exploración y explotación.

El primer párrafo del artículo 264 de la LFD establece:

El derecho sobre minería a que se refiere este Capítulo de-
berá pagarse semestralmente en los meses de enero y julio
de cada año.

Se garantizaría cuando menos el pago de los derechos del
primer semestre si la entrega del título de concesión co-
rrespondiente se condiciona al pago por adelantado de los
derechos del semestre en curso y si los derechos del se-
mestre siguiente no son cubiertos por adelantado al inicio
del mismo, deberá cancelarse inmediatamente la concesión
para que quede libre para otros solicitantes y de esta mane-
ra causar nuevos derechos.

La revisión y racionalización del monto y estructura de los
derechos sobre minería, que no han sido revisados desde
2006, no sólo podrían mejorar la recaudación fiscal en es-
ta actividad, sino que servirían además como mecanismos
tendientes a solucionar algunos aspectos de la siguiente
problemática específica:

a) Escasa recaudación fiscal por el cobro de derechos en
materia minera. Se estima que más de 70 por ciento de
los concesionarios mineros no están al corriente en el
pago de los derechos correspondientes.

b) Otorgamiento indiscriminado de extensas concesio-
nes mineras (algunas de más de 200 mil hectáreas) a
compañías extranjeras que, lejos de ser explotadas para
generar empleos locales, son utilizadas para especular
en las bolsas de valores de Canadá y Estados Unidos de
Norteamérica, principalmente.

c) Burocratismo en la cancelación de concesiones mine-
ras que han caído en morosidad en el pago de los dere-
chos semestrales, este proceso puede durar de dos a seis
años, o más. Mientras no se publique el decreto de libe-
ración de la concesión en el DOF, el lote minero no pue-
de ser solicitado por otro concesionario, cancelándose la
posibilidad de generar nuevos derechos.

d) Al no cancelarse las concesiones mineras que han ca-
ído en morosidad, se acumulan uno tras otro los perio-
dos vencidos en el pago de derechos, los que se vuelven
finalmente impagables para la mayoría de los pequeños
concesionarios mineros.

F) Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios

IEPS a tabaco

Considerando que es de suma importancia el combate al ta-
baquismo para prevenir enfermedades derivadas de la adic-



ción que induce y los problemas de salud pública que pro-
voca; y en congruencia y coherencia con iniciativas pre-
sentadas por compañeros senadores y diputados de dife-
rentes partidos políticos, se propone que el monto de la
cuota específica a los cigarros enajenados o importados, así
como a los tabacos labrados distintos a aquéllos cuyo mon-
to de la cuota se establece conforme al peso de los mismos,
fijada en el decreto de reformas a la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios publicado el 27 de no-
viembre de 2009, se aumente en 0.60 pesos, para quedar en
0.70 pesos por cigarro enajenado o importado, así como
que su entrada en vigor sea inmediata y no gradual como
se encuentra actualmente establecido.

Lo anterior, en virtud de que el aumento propuesto resulta
razonable en la medida que tiene un impacto económico
que verdaderamente podría inhibir el consumo del tabaco
y, por tanto, la distorsión en el mercado contribuiría a los
fines tanto fiscales como extrafiscales que se proponen.

La entrada en vigor inmediata de la carga fiscal no se es-
pera que altere el mercado de tabacos labrados en términos
de contrabando y falsificación, ya que ésta se ve contra-
rrestada con las medidas de seguridad que se contemplan
en la propia ley.

Además, el hecho de que su entrada en vigor sea inmedia-
ta, esto es, para el ejercicio fiscal de 2011, permitiría cum-
plir con los dos objetivos que se plantean en esta propues-
ta, consistentes, por un lado, en inhibir el consumo de
tabaco y, por el otro, generar mayores recursos para el era-
rio.

Sobre este punto y a manera de ejemplo, tomando como re-
ferencia 2009, se estima que el aumento en la cuota fija,
junto con el aumento en la tasa ad valórem propuesto más
adelante, disminuirían el consumo de cigarros en 39 por
ciento aproximadamente, y generarían una recaudación
adicional por concepto de IEPS de nueve mil 50 millones
de pesos (en términos reales), mientras que con lo que ac-
tualmente tenemos, para 2013 (cuando entre en vigor de
manera total el incremento del impuesto aprobado a finales
de 2009), sólo se espera una disminución de cuatro por
ciento en el consumo y una recaudación adicional por con-
cepto de IEPS de dos mil 250 millones de pesos (en térmi-
nos reales). Además, con la regulación actual, el precio por
cajetilla aumentaría en promedio 1.2 pesos (en términos
reales) durante 2010, y para 2013, el incremento de precio
real sería de alrededor de 2.4 pesos, es decir, menos de 10

por ciento, mientras que con la propuesta en comento el
precio real de la cajetilla aumentaría en 20.3 pesos aproxi-
madamente con la disminución en el consumo apuntada.

Finalmente, y con objeto de que la cuota propuesta no pier-
da su valor por el transcurso del tiempo, se propone que és-
ta se ajuste conforme a la inflación generada en el país. Pa-
ra tal efecto, se estima necesario indicar que la cuota
aplicable en la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios se actualizará conforme a las disposicio-
nes del Código Fiscal de la Federación.

En congruencia con la propuesta planteada, se derogaría la
disposición transitoria cuarta del decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley del
Impuesto Espacial sobre Producción y Servicios, publica-
da el 27 de noviembre de 2009.

En este sentido, se reitera que con la propuesta indicada,
además de generar los recursos extraordinarios que pueden
destinarse al sector salud, se cumple con los compromisos
internacionales asumidos por nuestro país en el contexto
del convenio marco de la OMS para el control del ábaco,
en virtud de que se está dando prioridad a proteger el dere-
cho a la salud pública, a través de las políticas tributarias
conducentes.

Paralelamente a ello, se pone en práctica una de las medi-
das del Plan de acción para la prevención y el control de las
enfermedades no transmisibles de la OMS, conocido como
Mpower, relativa a que para lograr reducir el consumo de
tabaco a nivel mundial, los Estados deben, entre otras co-
sas, “aumentar los impuestos al tabaco” y asegurar que se
ajusten periódicamente conforme a las tasas de inflación.

El Informe OMS sobre la epidemia mundial de tabaquis-
mo, 2008, en el apartado “Políticas tributarias eficaces apli-
cables al tabaco”, considera que “si (se) establece un im-
puesto de un monto específico por unidad de producto de
tabaco, los gobiernos pueden evitar que se manipule la ta-
sa impositiva.” y concluye que “los impuesto indirectos
deben ser sencillos y fáciles de aplicar por los países, y de-
ben ajustarse regularmente teniendo en cuenta la inflación
y el poder adquisitivo de los consumidores para que sigan
haciendo reducir el consumo de tabaco”.

Asimismo, en la tasa ad valórem, por lo que se refiere al in-
cremento de la tasa del impuesto especial sobre producción
y servicios aplicable a los tabacos labrados, se propone in-
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crementar la tasa ad valórem a que están sujetos los ciga-
rros para que dicha tasa sea de 180 por ciento y no de 160
por ciento, como sucede actualmente.

De igual forma, se estima necesario que también se incre-
mente la tasa aplicable a la enajenación e importación de
puros y otros tabacos labrados, así como en los puros y
otros tabacos labrados hechos enteramente a mano, en la
misma proporción del incremento propuesto a la tasa de los
cigarros, toda vez que se considera que el aumento del gra-
vamen debe aplicarse a la totalidad de los tabacos labrados
por un principio de equidad, ya que con independencia de
la presentación de los productos, su consumo es causa de
daños a la salud.

Así, en el caso de los puros y otros tabacos labrados, se
propone establecer una tasa de 180 por ciento, mientras
que para el caso de los puros y otros tabacos labrados he-
chos enteramente a mano se propone una tasa de 34.2 por
ciento. En otras palabras, un incremento promedio en las
tasas ad valórem de 12.5 por ciento en los tres casos.

Lo anterior, a fin de fortalecer el sistema impositivo mixto
que se está configurando y con ello ayudar a disminuir el
consumo de tabaco en nuestro país y generar una recauda-
ción mayor que permita destinar mayores recursos para la
atención de las enfermedades causadas por el tabaquismo.

Al respecto, es menester señalar que el aumento propuesto
es congruente con una política de apoyo a la elaboración
artesanal de los puros y otros tabacos labrados hechos en-
teramente a mano que se realiza por un importante sector
de la población campesina de nuestros país en diversas en-
tidades federativas, ya que la tasa sigue siendo menor a la
de los otros tabacos labrados producidos industrialmente.
Asimismo, por un lado, lo que se busca es establecer en
primer término una tasa impositiva mayor, esto es de 180
por ciento al tabaco, y desincentivar su consumo, así como
obtener mayores recursos fiscales.

Por otro lado y en relación con los puros y tabacos labra-
dos hechos enteramente a mano, se busca otorgar protec-
ción a la industria artesanal, estableciendo una tasa menor
a éstos productos, para evitar la desleal competencia que se
presenta en el mercado, al comercializarse tabacos con ca-
tegoría de puros que realmente son cigarrillos, apoyando
de tal manera, la elaboración artesanal de dichos productos
en nuestro país, que se realiza por los campesinos. Las an-
teriores aseveraciones se derivan de la resolución emitida

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el
amparo en revisión 1088/2007.

Por otro lado, se considera que no habría ningún efecto
sustitución en el consumo del tabaco por este aumento, ya
que si bien algunos consumidores podrían migrar de con-
sumir productos caros a otros más baratos, ello se vería
afectado con el cobro de la cuota fija propuesta, lo que po-
dría llegar a inhibir el efecto sustitución comentado.

Ahora bien, como se ha señalado, con las adiciones a la ta-
sa ad valórem y la cuota fija señaladas, se obtendría, para
el caso únicamente del aumento en la tasa de los cigarros,
por ejemplo, una recaudación aproximada para 2011 de 34
mil 600 millones de pesos, reduciéndose el consumo en 39
por ciento, lo que corrobora que el aumento de los impues-
tos sobre productos del tabaco, además de generar mayores
recursos para el gobierno, ayuda a cumplir con su fin ex-
trafiscal que es el de inhibir el consumo de tabaco y con
ello disminuir los efectos nocivos a la salud que produce.

Además, establecer un aumento como el que se propone no
es ajeno al sistema tributario mexicano, ya que durante
1986, 1987 y 1988, la tasa del impuesto aplicable a los ci-
garros con filtro fue de 180 por ciento (como la que se pro-
pone) y, de acuerdo con un estudio elaborado por el Insti-
tuto Nacional de Salud Pública (Sáenz de Miera, et al. La
economía del tabaco en México, 2007), la recaudación en
ese periodo aumentó, mientras que en los años noventa,
cuando se redujo dicha tasa la recaudación cayó.

Por lo que se refiere al posible aumento del contrabando, se
considera que con la iniciativa propuesta no necesariamen-
te se aumentaría, debido a que, como lo señala la propia
OMS en su Informe sobre la epidemia del tabaquismo 2008
“los aumentos de los impuestos no impulsan automática-
mente un aumento del contrabando…”

En efecto, el posible impacto desfavorable en materia del
comercio ilícito de los tabacos labrados que podría generar
la reforma en comento, no necesariamente se presentaría
en virtud de que la experiencia internacional nos dice, se-
gún el “Informe OMS sobre la epidemia mundial de taba-
quismo, 2008”, que “durante años en España los impuestos
eran más bajos y el contrabando era más intenso que en la
mayor parte de los demás países europeos, en gran parte
debido a una aplicación poco estricta de la legislación im-
positiva y redes activas de delincuentes. Cuando a fines de
los años noventa España aumentó los impuestos al tabaco



y fortaleció la medidas encaminadas a hace cumplir la ley,
el contrabando disminuyó espectacularmente mientras que
los ingresos procedentes del tabaco aumentaron 25 por
ciento”.

Máxime si consideramos que existen otros mecanismos de
seguridad que dificultan la realización de tal conducta de-
lictiva, como la incorporación de códigos de seguridad en
las cajetillas, obviamente aplicable a los productores, fa-
bricantes e importadores de cigarros y otros tabacos labra-
dos, con excepción de puros y otros tabacos labrados he-
chos enteramente a mano.

Además, esta última medida atiende a la sugerencia de la
OMS en la materia que indica: “Es posible reducir el con-
trabando si en cada paquete destinado a la venta al por me-
nor se pegan timbres fiscales”.

IEPS a los refrescos, bebidas energéticas y alimentos
vacíos

En el contexto económico actual de nuestro país, causado
esencialmente por el deterioro de la economía mundial que
nos ha afectado en una mayor medida en comparación con
otros países, la disminución de los ingresos tributarios tan-
to petroleros como no petroleros, la caída en las remesas,
el poco crecimiento del producto interno bruto, etc., se ha-
ce necesario contar con mayores recursos fiscales, espe-
cialmente no petroleros, que le permitan al Estado sufragar
sus gastos para que pueda continuar con su actividad ordi-
naria y, de manera paralela, paliar los efectos económicos
producidos por la crisis recesiva mundial.

Un aumento en impuestos indirectos, como el impuesto es-
pecial sobre producción y servicios, que por definición tie-
ne una función recaudatoria, y que además permite cumplir
con una finalidad extrafiscal, dependiendo del objeto del
gravamen, como lo es inhibir el consumo de ciertos pro-
ductos que pueden generar un problema de salud pública
(como el tabaco o el alcohol) resulta ser un mecanismo idó-
neo para cumplir con los objetivos señalados; esto es, lo-
grar una mayor recaudación de ingresos tributarios y evitar
el consumo de productos que atentan contra la salud públi-
ca del país.

Así las cosas, gravar con un tasa de impuesto especial so-
bre producción y servicios, los refrescos, bebidas energéti-
cas y alimentos vacíos; es decir aquellos con alto conteni-
do calórico y escaso valor nutrimental, no sólo permitiría
una mayor recaudación para sufragar el gasto público de la

Federación, de las entidades federativas y de los munici-
pios (dado el carácter participable y de asignación directa
que tiene el citado impuesto), sino que sería un eficaz ins-
trumento para inhibir su consumo, de manera particular,
entre los niños, jóvenes y las clases menos favorecidas eco-
nómicamente.

Imponer un impuesto especial a los alimentos vacíos, re-
frescos y bebidas energéticas obedece a que son alimentos
que por su consumo abonan al desarrollo de sobrepeso y
obesidad, principal problema de salud pública en nuestro
país que impacta financieramente al sistema de salud na-
cional con un costo de más de 42 mil millones de pesos
anualmente por la atención de enfermedades crónicas deri-
vadas del exceso de peso, provocando una pérdida de pro-
ductividad de alrededor de 25 mil millones de pesos al año.

México es, después de Estados Unidos, la nación con ma-
yores índices de prevalencia de sobrepeso y obesidad, si-
tuación que, en palabras de la titular de Planeación y Eva-
luación de los Programas de Salud del Niño y el
Adolescente de Prevenimss, podría reducir en una genera-
ción la esperanza de vida hasta los 40 años,2 cifra inferior
a la que presentan muchos países africanos o de Medio
Oriente.

Este desalentador panorama de hoy en día se ha derivado
de la transición nutricional vivida en nuestro país desde la
década de los ochenta hasta la actualidad, la cual ha gene-
rado una disminución en el consumo de frutas, verduras,
cereales, carne, leche y sus derivados, y un consecuente in-
cremento el consumo de carbohidratos refinados, sal, bebi-
das azucaradas y grasas, principalmente contenidos en pro-
ductos industrializados, algunos de los cuales, por su
ingesta reiterada e independientemente de su nivel de con-
sumo, afectan la salud de la población.

Ejemplo de lo anterior es el consumo de refrescos, el cual
pasó de 120 litros en 1998 a 152 litros per cápita al año en
la actualidad, posicionando a nuestro país como el mayor
consumidor en el mundo a pesar de que éstas bebidas tie-
nen grandes cantidades de azúcares, ningún nutriente y se
consideran un factor importante en problemas de salud.

Diversos estudios internacionales han encontrado un vín-
culo directo entre el consumo de refresco y la obesidad
hasta en 34 por ciento de los casos estudiados. Los resulta-
dos son contundentes: al beber un litro de refresco al día,
se aumenta un kilo de peso en tres semanas. Asimismo, se
ha demostrado que la probabilidad de volverse obesos au-
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menta 1.6 veces por cada lata o vaso adicional de bebida
azucarada que se consume al día.3

Particularmente en México, el efecto negativo del consumo
de refrescos y bebidas azucaradas es más alarmante. Los
pediatras del Hospital Infantil de México han indicado que
es tanta la concentración de glucosa y sacarosa en las bebi-
das embotelladas, incluyendo jugos, que consumir un litro
diario aumenta en 1.5 kilogramos el peso corporal en tan
sólo dos semanas; siendo los niños los más afectados en su
salud, ya que además dañan los dientes disolviendo el es-
malte protector y provocando caries. De igual manera, los
refrescos de cola, preferidos mayormente por la población,
contienen ácido fosfórico que impide al organismo la ab-
sorción de calcio, lo que produce descalcificación y huesos
débiles que se manifiesta en talla baja y fracturas ante cual-
quier golpe o lesión. También contienen cafeína, la cual ge-
nera hiperactividad, que en los menores se traduce en ner-
viosismo y trastorno de sueño, hecho que adquiere
relevancia si se considera que dormir estimula la hormona
del crecimiento, por lo que la falta de descanso profundo
afecta el desarrollo normal.4

Otra característica de la citada transición nutricional ha si-
do el incremento en el consumo de grasas dañinas. De
acuerdo con la última Encuesta Nacional de Salud y Nutri-
ción (2006), la población mexicana tiene un consumo pro-
medio de grasas totales que van en línea con las recomen-
daciones de organismos nacionales e internacionales de
salud, es decir, entre 20 y 35 por ciento de la energía total
que se requiere al día, sin embargo, el mayor consumo es
de grasas saturadas y trans.

El director de Investigación en Políticas y Programas de
Nutrición del Instituto Nacional de Salud Pública, Salvador
Villalpando Hernández, ha señalado que “la población me-
xicana consume 11 por ciento más grasas saturadas de lo
permitido… lo que trae consecuencias negativas en la sa-
lud y bienestar de niños y adultos”.

Desde 2001, la Administración de Medicinas y Alimentos
de Estados Unidos informó que existía posible riesgo de
desarrollar enfermedades cardiovasculares por consumir
productos con alto contenido en grasas trans o parcialmen-
te hidrogenadas ; información que fue confirmada por el
catedrático de Salud Pública de la Universidad de Harvard
Walter Willett, en un estudio publicado en el The New En-
gland Journal of Medicine, en el cual concluyó que quie-
nes consumen grasas hidrogenadas tienen el doble de pro-
babilidades de sufrir infarto al miocardio (muerte de parte

del tejido del corazón por taponamiento de una arteria y
falta de suministro de sangre).

De esa manera, los estudios tanto internacionales como na-
cionales no solo han evidenciado que el aumento del con-
sumo de grasas saturadas y trans (principalmente de origen
industrial), se relaciona con el desarrollo de la obesidad, si-
no también con otro tipo de enfermedades.

Aunado a los dos ejemplos mencionados de la transición
nutricia, también existen otros alimentos que están relacio-
nados directamente con el desarrollo del sobrepeso y la
obesidad, tales como las golosinas, pasteles, frituras, entre
otros; todos ellos denominados alimentos vacíos o con ca-
lorías vacías que se caracterizan por tener una concentra-
ción muy alta de calorías por porción o por bocado y las ca-
lorías que aportan no nutren, por lo que es evidente que no
sacian y no aportan los requerimientos nutricionales nece-
sarios. Gracias a esta falta de nutrientes, el cuerpo tiene que
compensar esta falta con otros alimentos que si los conten-
gan, los cuales al ser ingeridos aumentan la ingesta calóri-
ca, excediendo así la cantidad de calorías totales que se de-
ben consumir normalmente.

Dicho exceso de calorías se transforma en grasa que al acu-
mularse en el cuerpo da paso al desarrollo del sobrepeso y
la obesidad. Asimismo, puede generar desnutrición oculta;
es decir, tener un cuerpo obeso pero carencias de muchos
micronutrientes importantes.

De ahí la importancia de gravar este tipo de alimentos y
bebidas, incluso, de que los recursos obtenidos a través de
este impuesto puedan ser utilizados para hacer frente a los
gastos en el sector salud, provocados por las enfermedades
originadas por la obesidad, considerando que éste repre-
senta uno de los mayores retos y problemas en materia de
salud pública.

Se pretende dotar al Estado de mayores recursos para sol-
ventar el gasto operativo del sector salud en la atención de
las enfermedades que se derivan del sobrepeso y la obesi-
dad, además de desincentivar el consumo de bebidas y ali-
mentos vacíos, como medida de carácter extrafiscal. Este
tipo de gravámenes dan la oportunidad a los gobiernos de
procurar un bien público (la salud pública) y también un
beneficio al erario (mayor recaudación).

En este sentido, resultan aplicables las aseveraciones
contenidas en la sentencia emitida por la Primera Sala de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el
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Amparo en Revisión 1088/2007 y que condensan en la si-
guiente tesis de jurisprudencia:

Producción y servicios. El fin extrafiscal pretendido al
gravar con una tasa mayor los refrescos y alimentos va-
cíos, es distinto e independiente de la facultad del Con-
greso de la Unión para imponer el impuesto especial re-
lativo.

El artículo 73, fracción VII, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos prevé la facultad del Con-
greso de la Unión para imponer las contribuciones necesa-
rias para cubrir el gasto público, con base en la cual se es-
tableció el tributo por la enajenación e importación de los
bienes señalados en la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios. Ahora bien, mediante Decreto pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de di-
ciembre de 2006, el legislador estableció una tasa imposi-
tiva mayor para los tabacos labrados a granel en relación
con otros productos, con la finalidad de desalentar su con-
sumo, es decir, con la indicada medida no atendió al pro-
pósito de todo impuesto de contribuir al gasto público, si-
no al fin extrafiscal consistente en desincentivar el
consumo de un producto nocivo para la salud, lo cual es
distinto e independiente de la facultad del Congreso de la
Unión para imponer el tributo respectivo, pues si bien el
impuesto especial sobre producción y servicios tiene un
fin recaudatorio, éste es distinto al hecho de que pre-
tenda desincentivarse el consumo del tabaco, lo que se
logra mediante la imposición de una tasa alta, no por el
tributo en sí.

De igual forma, resultan aplicables, las tesis que ense-
guida se transcriben, por resultar ilustrativas:

Contribuciones. Fines extrafiscales.

Además del propósito recaudatorio que para sufragar
el gasto público de la Federación, estados y municipios
tienen las contribuciones, éstas pueden servir acceso-
riamente como instrumentos eficaces de la política fi-
nanciera, económica y social que el Estado tenga inte-
rés en impulsar, orientando, encauzando, alentando o
desalentando ciertas actividades o usos sociales, según
sean considerados útiles o no, para el desarrollo ar-
mónico del país, mientras no se violen los principios
constitucionales rectores de los tributos.

Contribuciones. Los fines extrafiscales no pueden jus-
tificar la violación al artículo 31, Fracción IV, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

La existencia de un fin extrafiscal, entendido éste co-
mo un objetivo distinto al recaudatorio que se preten-
de alcanzar con el establecimiento de una determina-
da contribución no puede convertirse en un elemento
aislado que justifique la violación a los principios de
legalidad, proporcionalidad, equidad y destino al gas-
to público consagrados por el artículo 31, fracción IV
de la Ley Fundamental. Los fines extrafiscales son ex-
clusivamente otros elementos que debe analizar el ór-
gano de control para determinar la constitucionalidad
o no de un determinado precepto.

Es facultad del legislador establecer contribuciones y
expedir, entre otras, las leyes que resulten indispensa-
bles para encauzar y fomentar el desarrollo económico
del país y el crecimiento del empleo, así como para lo-
grar una más justa distribución de la riqueza. Cabe pre-
cisar que los fines extrafiscales se alcanzan no única-
mente mediante el establecimiento de contribuciones,
sino también con las exenciones.

Efectivamente, el fin extrafiscal perseguido y que jus-
tifica el aumento que más adelante se propone, es lo-
grar una reducción en el consumo de refrescos y ali-
mentos vacíos, y, por tanto, de todos los costos públicos
que en materia de salud se asocian a los mismos.

Además, los aumentos de los impuestos en la materia ayu-
dan no sólo a los jóvenes, sino a las personas menos favo-
recidas económicamente.

Los aumentos de los impuestos son muy importantes para
disuadir del consumo de refrescos y alimentos vacíos, en-
tre los niños, jóvenes y las personas menos favorecidas
económicamente hablando, quienes serán los más benefi-
ciados de una disminución de ese consumo. Quienes perte-
necen a esos grupos socioeconómicos son mucho más sen-
sibles a los precios de las mercancías. Los precios más
elevados de refrescos y alimentos vacíos, contribuirán a
convencerlos de abandonar éstos o no comenzar a consu-
mirlos.

De igual forma, no se considera la posibilidad de que los
recursos obtenidos por este concepto tengan un fin especí-
fico y, por lo tanto, puedan utilizarse para que el sector sa-
lud haga frente a los gastos que provocan las enfermedades
originadas por la obesidad, considerando que éste repre-
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senta uno de los mayores retos y problemas en materia de
salud pública.

Así pues, el gravamen propuesto abona a la prevención de
enfermedades, aspecto fundamental que debe considerar
cualquier política pública destinada a proteger el derecho a
la salud de la población.

Por lo anterior, la presente iniciativa propone lo siguiente:

I. Destino de la contribución a un gasto público especial

Por otro lado y por lo que se refiere al fin extrafiscal del
impuesto que nos ocupa, se estima que si bien existe un fin
recaudatorio en la reforma planteada, el fin extrafiscal de la
misma es el más importante, toda vez que permite adoptar
medidas para combatir la obesidad y el tabaquismo a través
del diseño de una política impositiva que inhiba el consu-
mo de alimentos vacíos y bebidas que inciden directamen-
te en el desarrollo de la obesidad y productos adictivos co-
mo el tabaco.

En este contexto, la reforma propuesta permite proveer al
Estado de mayores recursos que permitan al sector salud ha-
cer frente a los gastos que provocan las enfermedades aso-
ciadas a la obesidad, tales como diabetes mellitus tipo 2, car-
diovasculares, cáncer, entre otras, las cuales son causa de
discapacidad y muerte en el mundo y en México, así como
para continuar o implementar nuevos programas para la pre-
vención de obesidad, asimismo, emitir campañas educativas
acerca efecto nocivo del consumo de estos productos.

Lo anterior no implica ninguna violación de índole consti-
tucional, ya que la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha establecido, mediante jurisprudencia, que las contribu-
ciones destinadas a un gasto público especial no violan el
artículo 31, fracción IV, de la Carta Magna.

Ello se observa en la jurisprudencia 106/99, del pleno de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta X, noviem-
bre de 1999, página 26:

Contribuciones. Las destinadas al pago de un gasto
público especial no violan el artículo 31, Fracción IV,
Constitucional.

Al establecer el precepto constitucional mencionado
que los tributos deben destinarse al pago de los gastos
públicos, así de la federación, como del Distrito Federal

o del Estado y municipio en que resida el contribuyen-
te, no exige que el producto de la recaudación relativa
deba ingresar a una caja común en la que se mezcle con
el de los demás impuestos y se pierda su origen, sino la
prohibición de que se destine al pago de gastos que no
estén encaminados a satisfacer las funciones y servicios
que el Estado debe prestar a la colectividad. Por tanto,
si el producto de la recaudación es destinado al pago
de un gasto público especial que beneficia en forma
directa a la colectividad, no sólo no infringe, sino que
acata fielmente lo dispuesto en el artículo 31, frac-
ción IV, de la Constitución federal.

Justamente, se considera congruente contar con mayores
recursos fiscales que puedan ser canalizados a los rubros
que directamente combaten las enfermedades causadas por
la obesidad, dado el problema de salud pública que repre-
senta en nuestro país, en esta caso, a través del Sistema Na-
cional de Salud, sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley del
Coordinación Fiscal.

Además, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, estableció, al resolver la Acción de Inconstitucionali-
dad 29/2008:

… La garantía de los gobernados de que los tributos
que paguen se destinarán a cubrir el gasto público
conlleva a que el Estado al recaudarlos los aplique
para cubrir las necesidades colectivas, sociales o pú-
blicas a través de gastos específicos o de gastos gene-
rales, según la teleología económica del artículo 31,
fracción IV, de la Constitución federal, que garanti-
za que no sean destinados a satisfacer necesidades
privadas o individuales, sino de interés colectivo, co-
munitario, social y público que marca dicha Consti-
tución, ya que de acuerdo con el principio de eficiencia
–que es inmanente al gasto público–, la elección del
destino del recurso debe edificarse, esencialmente, en
cumplir con las obligaciones y aspiraciones que ese ám-
bito describe la carta fundamental.

De modo que una contribución será inconstitucional
cuando se destine a cubrir exclusivamente necesida-
des individuales, pues es lógico que al aplicarse para
satisfacer necesidades sociales se entiende que tam-
bién está cubierta la penuria o escasez de ciertos in-
dividuos, pero no puede suceder a la inversa, porque es
patente que si únicamente se colman tales necesidades
de una persona no podría traer como consecuencia un
beneficio colectivo o social (…)
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Al respecto, emitió la jurisprudencia del Pleno No.
15/2009, cuyo rubro y texto establecen:

Gasto público. El principio de justicia fiscal relativo
garantiza que la recaudación no se destine a satisfa-
cer necesidades privadas o individuales.

El principio de justicia fiscal de que los tributos que
se paguen se destinarán a cubrir el gasto público
conlleva que el Estado al recaudarlos los aplique pa-
ra cubrir las necesidades colectivas, sociales o públi-
cas a través de gastos específicos o generales, según
la teleología económica del artículo 31, fracción IV,
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, que garantiza que no sean destinados a
satisfacer necesidades privadas o individuales, sino
de interés colectivo, comunitario, social y público
que marca la Ley Suprema, ya que de acuerdo con el
principio de eficiencia –inmanente al gasto público–, la
elección del destino del recurso debe dirigirse a cumplir
las obligaciones y aspiraciones que en ese ámbito des-
cribe la carta fundamental. De modo que una contribu-
ción será inconstitucional cuando se destine a cubrir
exclusivamente necesidades individuales, porque es
lógico que al aplicarse para satisfacer necesidades
sociales se entiende que también está cubierta la pe-
nuria o escasez de ciertos individuos, pero no puede
suceder a la inversa, porque es patente que si únicamen-
te se colman necesidades de una persona ello no podría
traer como consecuencia un beneficio colectivo o social.

Ahora bien, respecto de esta propuesta, es decir, de desti-
nar los recursos que se recauden por concepto del impues-
to especial sobre producción y servicios aplicable a tabaco,
refrescos y alimentos vacíos a cubrir los gastos que genera
la atención de las enfermedades asociadas con la obesidad
y el tabaquismo, se estima necesario señalar que tampoco
se vulnera la autonomía financiera de las entidades federa-
tivas, ya que los recursos que tendrán ese destino específi-
co serán los que resulten después de aplicar tanto la asig-
nación directa como el monto participable del mismo, de
conformidad con la Ley de Coordinación Fiscal.

En otras palabras, no se propone ninguna ‘etiqueta’ de los
recursos que por disposición legal les corresponden y que
altere la libertad de gasto que poseen las entidades federa-
tivas, demarcaciones políticas y los ayuntamientos, sino
simplemente a nivel Federal, con los recursos que le co-
rresponden a la Federación, se destinen a cumplir con el
objeto señalado.

G) Ley del Seguro Social

Ley del Seguro Social con objeto de que se respete el to-
pe de veinte y cinco salarios mínimos para el pago de las
pensiones de invalidez, vejez, cesantía en edad avanza-
da y muerte

En respeto del estado de derecho y de los principios de la
justicia social, el Legislativo federal debe llevar a cabo las
reformas necesarias a la Ley del Seguro Social, para dejar
sin efecto la inconstitucional jurisprudencia 2a./J/85/2010.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ha especia-
lizado de un tiempo atrás en desconocer los derechos del
pueblo de México y, concretamente los de la clase trabaja-
dora. Cuando su obligación es acatar lo mandatado en la
Constitución, y abrir el camino a la equidad en las relacio-
nes entre todos los mexicanos.

El pasado 9 de junio, la segunda sala de la Suprema Corte
dictó la jurisprudencia 85/2010, por virtud de la cual las
pensiones del IMSS pertenecientes a los ramos de invali-
dez, vejez, cesantía en edad avanzada, y muerte (“Vida”,
conforme a la Ley de 1997), verían reducido su monto má-
ximo de 25 a 10 salarios mínimos generales vigentes en el
Distrito Federal, y esto no sólo a futuro sino que tendría
aplicación retroactiva, en perjuicio de más de dos millones
de pensionados y sus familias.

El criterio de la corte es absolutamente ilegal, pues se fun-
da en el artículo 33 de la ya abrogada Ley del Seguro So-
cial de 1973; lo que conlleva además la violación de las ga-
rantías individuales previstas en los artículos 14 y 16
constitucionales, pues independientemente de esto, se pre-
tende una aplicación retroactiva y, privar a los trabajadores
de derechos adquiridos, sin mediar juicio en que puedan
defender su interés.

Sin embargo, no podemos dejar de reconocer los graves
problemas financieros que tiene el Instituto Mexicano del
Seguro Social, institución fundamental para nuestra na-
ción, para sostener el pago de las pensiones en los ramos
que ya quedaron referidos, lo que exige de una pronta so-
lución, que armonice los legítimos derechos de los pensio-
nados con los que exigen la pervivencia del IMSS.

Si vamos a las razones de fondo de esta problemática, esto
nos lleva a la necesidad de insistir en la urgencia de que es-
te Poder Legislativo federal analice y apruebe las reformas
necesarias para reestatizar los fondos del sistema de pen-
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siones que inconstitucionalmente operan las Afore. Esta-
mos hablando de más de un billón de pesos que las Afore
despojan a este Instituto, con los que el IMSS obtendría el
equilibrio de sus finanzas en materia de pensiones; retor-
nando a un sistema de pensiones solidario con arreglo al ar-
tículo 123 constitucional.

Las razones meramente financieras no pueden desconocer
lo mandatado por el estado de derecho.

Como señalan los proponentes, el nueve de junio de 2010,
la Segunda Sala de la Suprema Corte, dictó la jurispruden-
cia 2ª./J/85/2010, cuyo texto nos permitimos transcribir:

Jurisprudencia 2a./J. 85/2010

Tesis pendiente de publicarse 

Seguro Social. El salario promedio de las últimas 250
semanas de cotización, base para cuantificar las pensio-
nes por invalidez, vejez y cesantía en edad avanzada,
tiene como límite superior el equivalente a 10 veces el
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal,
acorde con el Segundo Párrafo del artículo 33 de la ley
relativa, vigente hasta el 30 de junio de 1997.

De los artículos 136, 142, 147 y 167 de la referida ley,
deriva que el salario diario que sirve de base para deter-
minar la cuantía básica de las pensiones por invalidez,
vejez y cesantía en edad avanzada, es el que correspon-
de al promedio de las últimas 250 semanas de cotiza-
ción. Por otra parte, el numeral 33 de la misma legisla-
ción establece como límite superior al salario base de
cotización el equivalente a 25 veces el salario mínimo
general vigente que rija en el Distrito Federal, excepto
para los seguros de invalidez, vejez, cesantía en edad
avanzada y muerte, que tendrán como límite superior el
correspondiente a 10 veces el referido salario; en el en-
tendido de que aquel límite rige para los seguros de en-
fermedad general y maternidad. Así, cada rama de ase-
guramiento tiene autonomía financiera y los recursos no
pueden sufragar ramas distintas, de manera que los ge-
nerados para los seguros de enfermedad general y ma-
ternidad serán encauzados para ampliar su cobertura,
aumentar la eficacia de los servicios médicos y conti-
nuar con la reposición y modernización del equipo,
mientras que los de invalidez, vejez, cesantía en edad
avanzada y muerte serán canalizados para financiar el
otorgamiento de las pensiones respectivas, de ahí que el
límite previsto a este último debe aplicarse al salario

promedio de las 250 semanas de cotización, que sirve de
base para cuantificar las pensiones correspondientes.

Contradicción de tesis 143/2010. Entre las sustentadas
por los Tribunales Colegiados Décimo Tercer y Décimo
Segundo, ambos en materia de Trabajo del Primer Cir-
cuito; 26 de mayo de 2010. Cinco votos. Ponente: Ser-
gio A. Valls Hernández. Secretario: Luis Javier Guzmán
Ramos.

Tesis de jurisprudencia aprobada por la Segunda Sa-
la de este alto tribunal, en sesión privada del nueve
de junio del dos mil diez.

Como se desprende del texto de esta jurisprudencia, la mis-
ma acarreará que las pensiones del IMSS pertenecientes a
los seguros de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada
y muerte (ramo de vida, en la ley de 1997), vean reducido
su monto máximo de 25 a 10 salarios mínimos generales
vigentes en el Distrito Federal, y esto no sólo a futuro sino
que tendría aplicación retroactiva, en perjuicio de más de
dos millones de pensionados y sus familias. Afirmamos es-
to último, ya que la jurisprudencia de cita no distingue en-
tre las pensiones ya otorgadas y las que están por otorgar-
se.

También, estimamos que el artículo 33 de la Ley del Segu-
ro Social de 1973 es inaplicable para determinar el monto
máximo de las pensiones ya que fue derogado al surgir a la
vida jurídica la nueva Ley del Seguro Social el primero de
julio de 1997; además de que este artículo 33 sólo hace re-
ferencia al tope máximo del salario para efectos de cotiza-
ción, no para efectos del pago de las pensiones. Para acre-
ditar este extremo, transcribimos la parte conducente de la
anterior Ley del Seguro Social:

Ley del Seguro Social de 1973

Capítulo II

De las Bases de Cotización y de las Cuotas

Artículo 33. Los asegurados se inscribirán con el salario
base de cotización que perciban en el momento de su
afiliación, estableciéndose como límite superior el equi-
valente a veinticinco veces el salario mínimo general
que rija en el distrito federal y como límite inferior el sa-
lario mínimo general del área geográfica respectiva, sal-
vo lo dispuesto en la fracción III del artículo 35.
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Tratándose del seguro de invalidez, vejez, cesantía en
edad avanzada y muerte, el límite superior será el equi-
valente a 10 veces el salario mínimo general vigente en
el Distrito Federal.

Así pues, insistimos, el artículo 33 de cita, no establece el
límite máximo para cubrir las pensiones que nos ocupan.
Los términos para el cálculo de estas pensiones, se contie-
nen en los artículos 167, 168 y 169 de la Ley del Seguro
Social de 1973; el artículo 168 marca el monto mínimo de
la pensiones (en relación al Decreto de reformas a la Ley
del Seguro Social del primero de junio de 1994); en tanto
que el artículo 169 prevé el límite superior de las pensiones
de comento: “…el cien por ciento del salario promedio (co-
rrespondiente a las últimas 250 semanas de cotización) que
sirvió de base para fijar las cuantías de la pensión…”. Es
decir, para el tope máximo de la pensión la anterior Ley del
Seguro Social no remite a su artículo 33 que indebidamen-
te sirvió de base a la jurisprudencia 2a./J/85/2010.

Luego, ya sea que los trabajadores se hayan pensionado
hasta junio de 1997; o bien hayan optado u opten por pen-
sionarse a partir de julio de 1997 conforme a la ley de
1973, como lo establecen los artículos transitorios tercero,
cuarto, quinto, undécimo, duodécimo y, décimo octavo de
la nueva Ley del Seguro Social, se les debe pensionar sin
más límite que el que marca el antes referido artículo 169.
Es decir, se deben promediar sus salarios base de cotiza-
ción de las últimas 250 semanas de cotización, sin límite
alguno. Por lo que en estricto sentido, ni los 25 salarios mí-
nimos deberían limitar las pensiones, mucho menos los 10
salario que indebidamente marca la Suprema Corte.

Para mayor fundamento recordemos el contenido de algu-
nos de los artículos Transitorios aludidos en el anterior pá-
rrafo, en se que consagra el derecho de los asegurados a op-
tar entre la anterior o la nueva Ley del Seguro Social:

Tercero. Los asegurados inscritos con anterioridad a la
fecha de entrada en vigor de esta ley, así como sus be-
neficiarios, al momento de cumplirse, en términos de la
Ley que se deroga, los supuestos legales o el siniestro
respectivo para el disfrute de cualquiera de las pensio-
nes, podrán optar por acogerse al beneficio de dicha ley
o al esquema de pensiones establecido en el presente or-
denamiento.

Cuarto. Para el caso de los trabajadores que hayan co-
tizado en términos de la Ley del Seguro Social que se

deroga, y que llegaren a pensionarse durante la vigencia
de la presente ley, el Instituto Mexicano del Seguro So-
cial, estará obligado, a solicitud de cada trabajador, a
calcular estimativamente el importe de su pensión para
cada uno de los regímenes, a efecto de que éste pueda
decidir lo que a sus intereses convenga.

Undécimo. Los asegurados inscritos con anterioridad a
la fecha de entrada en vigor de esta ley, al momento de
cumplirse los supuestos legales o el siniestro respectivo
que, para el disfrute de las pensiones de vejez, cesantía
en edad avanzada o riesgos de trabajo, se encontraban
previstos por la Ley del Seguro Social que se deroga,
podrán optar por acogerse a los beneficios por ella con-
templados o a los que establece la presente ley.

Contra lo argumentado se podría señalar, que si el trabaja-
dor optó u opta por pensionarse en apego a la Ley del Se-
guro Social de 1973, se está decidiendo por el tope máxi-
mo de cotización y luego de pago de su pensión de 10
salarios mínimos. En tanto que si opta, por pensionarse en
apego a la nueva Ley del Seguro Social, le favorece el to-
pe máximo de 25 salarios mínimos, lo cual es inaplicable,
como hemos dicho. No obstante, sin conceder, en todo ca-
so estaríamos en presencia de una duda, que conforme a los
principios del derecho social, se debe resolver en beneficio
del trabajador, y que consagra de manera expresa la Ley
Federal del Trabajo, de aplicación supletoria respecto de: 

Artículo 9 de la nueva Ley del Seguro Social, segundo pá-
rrafo:

A falta de norma expresa en esta ley, se aplicarán supleto-
riamente las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo…

Artículo 18 de la Ley Federal del Trabajo. En la interpreta-
ción de las normas del trabajo se tomarán en consideración
sus finalidades… En caso de duda, prevalecerá la interpre-
tación más favorable al trabajador.

La jurisprudencia en comento se traduce igualmente en la
violación de las garantías individuales previstas en los artí-
culos 14 y 16 constitucionales, pues además de esto, se pre-
tende una aplicación retroactiva y, privar a los trabajadores
de derechos adquiridos, sin mediar juicio en que puedan
defender su interés.

Artículo 14 constitucional. A ninguna ley se dará efecto re-
troactivo en perjuicio de persona alguna.
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Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propieda-
des, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido
ante los tribunales previamente establecidos, en el que se
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y
conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho…

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, fa-
milia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de
mandamiento escrito de la autoridad competente, que fun-
de y motive la causa legal del procedimiento…

Incluso la nueva Ley del Seguro Social, en respeto de los
derechos adquiridos, señala:

Quinto Transitorio. Los derechos adquiridos por quie-
nes se encuentran en periodo de conservación de los
mismos, no serán afectados por la entrada en vigor de
esta ley y sus titulares accederán a las pensiones que les
correspondan conforme a la ley que se deroga. Tanto a
ellos como a los demás asegurados inscritos, les será apli-
cable el tiempo de espera de ciento cincuenta semanas co-
tizadas, para efectos del seguro de invalidez y vida.

En el caso de análisis, los trabajadores han estado cotizan-
do sobre montos superiores a los diez salarios mínimos,
pretendiéndose que tal pago no se traduzca en su beneficio,
en el otorgamiento de una pensión mayor; al respecto el ar-
tículo 25 Transitorio de la nueva Ley del Seguro Social en
relación al artículo 28, señalan:

Vigésimo Quinto. El artículo 28 de esta ley entrará en
vigor el primero de enero de 2007, en lo relativo al se-
guro de invalidez y vida, así como en los ramos de ce-
santía en edad avanzada y vejez. Los demás ramos de
aseguramiento tendrán como límite superior desde el
inicio de la vigencia de esta ley el equivalente a veinti-
cinco veces el salario mínimo general que rija en el Dis-
trito Federal.

A partir de la entrada en vigor de esta ley el límite del sa-
lario base de cotización en veces salario mínimo para el se-
guro de invalidez y vida, así como para los ramos de ce-
santía en edad avanzada y vejez, será de quince veces el
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, el
que se aumentará un salario mínimo por cada año subse-
cuente hasta llegar a veinticinco en 2007.

Artículo 28. Los asegurados se inscribirán con el salario
base de cotización que perciban en el momento de su
afiliación, estableciéndose como límite superior el equi-

valente a veinticinco veces el salario mínimo general
que rija en el Distrito Federal y como límite inferior el
salario mínimo general del área geográfica respectiva.

En todo caso, y en última instancia, el trabajador debería
tener derecho a la devolución de sus cuotas enteradas por
encima del tope de los diez salarios mínimos. Ello reper-
cutía de manera grave en las finanzas del instituto.

En otro sentido, la jurisprudencia de comento, violenta el
concepto de salario remunerador previsto en el artículo 123
constitucional, que referido, por analogía, a esta parte de la
seguridad social, se traduce en el derecho de los trabajado-
res a una pensión que sea remunerativa, digna. La letra y
espíritu del artículo 123 constitucional, está en contra de la
inmensa mayoría de las pensiones otorgadas por el IMSS,
que se comprenden entre uno y tres salarios mínimos. Des-
de luego, los salarios mínimos devaluados de la actualidad.
En suma, esta jurisprudencia se opone a la justicia social,
que es esencia de nuestra Constitución federal, no sólo del
artículo 123 de cita.

Si bien con esta jurisprudencia sólo se afectaría aproxima-
damente a 15 por ciento de los pensionados, dejaría un re-
probable antecedente, que en el futuro podría afectar al res-
to de las pensiones.

Desde luego, respecto a los trabajadores que se pensionen
conforme a la Ley que entró en vigor el primero de julio de
1997, no hay duda alguna de que se deben pensionar con-
forme al tope de 25 salarios mínimos.

III. Se puede señalar que el IMSS, tiene problemas fi-
nancieros que le impiden seguir pagando las pensiones
sobre el tope de 25 salarios mínimos; en su último in-
forme presentado al Congreso de la Unión, el IMSS
afirma tener un déficit de 16 mil millones en sus finan-
zas. Pero este déficit no es imputable a los trabajadores.
Concretamente, no se les puede hacer responsables del
desvío de las reservas que debían existir al efecto. De-
biendo el gobierno federal entregar los recursos necesa-
rios para respetar los derechos de los trabajadores, tal y
como lo ordena la nueva Ley del Seguro Social:

Duodécimo Transitorio. Estarán a cargo del gobierno fede-
ral las pensiones que se encuentren en curso de pago, así
como las prestaciones o pensiones de aquellos sujetos que
se encuentren en periodo de conservación de derechos y las
pensiones que se otorguen a los asegurados que opten por
el esquema establecido por la ley que se deroga.
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Debiendo haber una respetuosa y eficiente coordinación,
en cumplimiento de este artículo duodécimo Transitorio,
entre el Ejecutivo federal y la Cámara de Diputados en los
subsecuentes presupuestos de Egresos de la Federación,
comenzando con el relativo al ejercicio fiscal para el año
2011, para destinar los recursos necesarios para respetar el
tope máximo de 25 salario mínimos. No es posible que so-
bren recursos para aspectos no prioritario, como el excesi-
vo gasto corriente y, se busque sacrificar a los trabajadores
en su legítimo derecho a una pensión digna; tampoco debe
admitirse que continúe la actual y anticonstitucional con-
centración del ingreso en unas cuantas manos.

La entrega de suficientes recursos al IMSS para respetar las
pensiones sobre 25 salarios, debe valorarse como sólo una
solución provisional. Pues, insistimos, “si vamos a las ra-
zones de fondo de esta problemática”, esto nos lleva a la
urgencia de que este Poder Legislativo Federal analice y
apruebe las reformas necesarias para reestatizar los fondos
del sistema de pensiones que inconstitucionalmente operan
las Afore. Estamos hablando de más de un billón de pesos
que las Afore despojan a este Instituto, con los que el IMSS
obtendría el equilibrio de sus finanzas en materia de pen-
siones; retornando a un sistema de pensiones solidario en
apego al artículo 123 constitucional.

Aunque el director general del IMSS y el Consejo Técnico
de este instituto han declarado que las pensiones que se
otorguen a los trabajadores inscritos bajo la ley de 1973, y
que opten por pensionarse conforme a éste mismo ordena-
miento, será conforme al límite máximo de 25 SMGDF;
más vale legislar para evitar toda duda al respecto, especial-
mente si partimos de que la jurisprudencia 2a./J/85/2010,
hasta el momento, se mantiene en sus términos.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones del Código Fiscal de la Federación; y de las Le-
yes del Impuesto sobre la Renta, del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios, del Impuesto Empresa-
rial a Tasa Única, del Servicio de Administración Tri-
butaria, de Coordinación Fiscal, del Seguro Social, y
Federal de Derechos

Artículo Primero. Se reforman los artículos 11, párrafos
primero, segundo, cuarto y sexto, 109, fracciones XV, inci-
so a), primer párrafo, XVIII, XIX, inciso a), fracción XXII,
XXVII y penúltimo párrafo, 113, párrafo primero, 165,

primer párrafo, y 190, párrafos décimo, duodécimo y deci-
motercero; se derogan las fracciones I y II, y el segundo y
último párrafo del artículo 11, el capítulo VI, “Del régimen
de consolidación fiscal”, en consecuencia los artículos 64,
65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77 y 78, el ca-
pítulo VII, “Del régimen simplificado”, los artículos 79,
80, 81, 82, 83 y 84 del título segundo, “De las personas
morales”, la fracción VII del artículo 123, los dos últimos
renglones de la fracción I del artículo 142, el segundo y ter-
cer renglones de la fracción III del artículo 148, los artícu-
los 220, 221, 221-A y 225, el segundo párrafo del inciso a)
de la fracción XV, la fracción XXVI del artículo 109, y el
párrafo undécimo del artículo 190; y se adicionan un ante-
penúltimo párrafo al artículo 113, dos renglones al quinto
párrafo del artículo 127, dos últimos renglones al segundo
párrafo del artículo 143 y dos últimos renglones al primer
párrafo del artículo 154, las fracciones XIX, XX y XXI al
artículo 167, y la fracción III al artículo 177, todos de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como si-
gue:

Artículo 6o. (…)

(Se deroga)

(Se deroga)

Artículo 9o.-A. (…)

I (…)

II. Tratándose de los activos fijos, gastos y cargos dife-
ridos, se calculará el promedio de cada bien, actualizan-
do su saldo pendiente de deducir en el impuesto sobre la
renta al inicio del ejercicio o el monto original de la in-
versión en el caso de bienes adquiridos en el mismo y de
aquéllos no deducibles para los efectos de dicho im-
puesto, aun cuando para estos efectos no se consideren
activos fijos.

El saldo pendiente de deducir o el monto original de la
inversión a que se refiere el párrafo anterior se actuali-
zarán desde el mes en que se adquirió cada uno de los
bienes y hasta el último mes de la primera mitad del
ejercicio por el que se calcula el valor del activo. El sal-
do actualizado se disminuirá con la mitad de la deduc-
ción anual de las inversiones en el ejercicio, determina-
da conforme a los artículos 37 y 43 de esta ley. No se
llevará a cabo la actualización por los bienes que se ad-
quieran con posterioridad al último mes de la primera
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mitad del ejercicio por el que se calcula el valor del ac-
tivo.

En el caso del primer y último ejercicio en el que se uti-
lice el bien, el valor promedio del mismo se determina-
rá dividiendo el resultado obtenido conforme al párrafo
anterior entre doce y el cociente se multiplicará por el
número de meses en los que el bien se haya utilizado en
dichos ejercicios.

(Se deroga)

III. a IV. (…)

Artículo 11. Las personas morales que distribuyan divi-
dendos o utilidades deberán calcular y enterar el impuesto
que corresponda a los mismos, aplicando la tasa de 35 por
ciento. Para estos efectos, los dividendos o utilidades dis-
tribuidos se adicionarán con el impuesto sobre la renta que
se deba pagar en los términos de este artículo. Para deter-
minar el impuesto que se debe adicionar a los dividendos o
utilidades, éstos se deberán multiplicar por el factor de
1.5385 y al resultado se le aplicará la tasa establecida en es-
te párrafo. El impuesto correspondiente a las utilidades
distribuidas a que se refiere el artículo 89 de esta ley, se
calculará en los términos de dicho precepto.

(Se deroga)

Los dividendos o utilidades que provengan de la cuenta de
utilidad fiscal neta que establece esta ley, pagarán ocho
por ciento adicional, el cual tendrá el carácter de defi-
nitivo.

Cuando los contribuyentes a que se refiere este artículo dis-
tribuyan dividendos o utilidades y como consecuencia de
ello pague el impuesto que establece este artículo, no po-
drán acreditar dicho impuesto.

I. (Se deroga)

II. (Se deroga)

(Se deroga)

Artículo 14. (…)

I. Se calculará el coeficiente de utilidad correspondien-
te al último ejercicio de doce meses por el que se hubie-
ra o debió haberse presentado declaración. El resultado

se dividirá entre los ingresos nominales del mismo ejer-
cicio.

II. a III. (…)

Artículo 31. (…)

I. a XX. (…)

XXI. (Se deroga)

XXII. a XXIII. (…)

Artículo 43. Las pérdidas de bienes del contribuyente por
caso fortuito o fuerza mayor, que no se reflejen en el in-
ventario, serán deducibles en el ejercicio en que ocurran.
La pérdida será igual a la cantidad pendiente de deducir a
la fecha en que se sufra. La cantidad que se recupere se
acumulará en los términos del artículo 20 de esta ley.

Artículo 45-C. (…)

I. a III. (…)

IV. (Se deroga)

Artículo 63. (…)

(Se deroga)

Capítulo VI
Del Régimen de Consolidación Fiscal

(Se deroga)

Artículo 64. (Se deroga)

Artículo 65. (Se deroga)

Artículo 66. (Se deroga)

Artículo 67. (Se deroga) 

Artículo 68. (Se deroga) 

Artículo 69. (Se deroga)

Artículo 70. (Se deroga)

Artículo 71. (Se deroga)
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Artículo 72. (Se deroga)

Artículo 73. (Se deroga)

Artículo 74. (Se deroga)

Artículo 75. (Se deroga)

Artículo 76. (Se deroga)

Artículo 77. (Se deroga)

Artículo 78. (Se deroga)

Capítulo VII
Del Régimen Simplificado

(Se deroga)

Artículo 79. (Se deroga)

Artículo 80. (Se deroga)

Artículo 81. (Se deroga)

Artículo 82. (Se deroga)

Artículo 83. (Se deroga)

Artículo 84. (Se deroga)

Artículo 85. (Se deroga)

Capítulo VIII
De las Obligaciones de las Personas Morales

Artículo 86. (…)

I. a XVI. (…)

XVII. (Se deroga)

XVIII. a XX. (…)

Título IV
De las Personas Físicas
Disposiciones Generales

Artículo 109. (…)

I. a XIV. (…)

XV. Los derivados de la enajenación de

a) La casa habitación del contribuyente, siempre que
el monto de la contraprestación obtenida no exceda
de quinientas mil unidades de inversión y la trans-
misión se formalice ante fedatario público. Por el
excedente se determinará, en su caso, la ganancia y
se calcularán el impuesto anual y el pago provisional
en los términos del capítulo IV de este título, consi-
derando las deducciones en la proporción que resul-
te de dividir el excedente entre el monto de la con-
traprestación obtenida. El cálculo y entero del
impuesto que corresponda al pago provisional se
realizará por el fedatario público conforme a dicho
capítulo.

Se deroga

XVIII. Los que se reciban por herencia o legado, que no
excedan de quinientas mil unidades de inversión;

XIX. Los donativos en los siguientes casos:

a) Entre cónyuges o los que perciban los descen-
dientes de sus ascendientes en línea recta, que no
excedan de quinientas mil unidades de inversión;

XXII. Los percibidos en concepto de alimentos por las
personas físicas que tengan el carácter de acreedores ali-
mentarios en términos de la legislación familiar aplica-
ble.

XXVI. Se deroga.

XXVII. Los provenientes de actividades agrícolas, ga-
naderas, silvícolas o pesqueras, siempre que en el año de
calendario los mismos no excedan de 50 veces el sala-
rio mínimo general correspondiente al área geográfica
del contribuyente elevado al año. Por el excedente se
pagará el impuesto en los términos de esta ley.

XXVIII. (…)

La exención aplicable a los ingresos obtenidos por concep-
to de prestaciones de previsión social se limitará cuando la
suma de los ingresos por la prestación de servicios perso-
nales subordinados o aquellos que reciban, por parte de las
sociedades cooperativas, los socios o miembros de las mis-
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mas y el monto de la exención exceda de una cantidad
equivalente a quince veces el salario mínimo general del
área geográfica del contribuyente, elevado al año; cuando
dicha suma exceda de la cantidad citada, solamente se con-
siderará como ingreso no sujeto al pago del impuesto un
monto hasta de un salario mínimo general del área geográ-
fica del contribuyente, elevado al año. Esta limitación en
ningún caso deberá dar como resultado que la suma de los
ingresos por la prestación de servicios personales subordi-
nados o aquellos que reciban, por parte de las sociedades
cooperativas, los socios o miembros de las mismas y el im-
porte de la exención, sea inferior a siete veces el salario mí-
nimo general del área geográfica del contribuyente, eleva-
do al año.

Artículo 113. …

Las retenciones a que se refiere este artículo, que se hagan
a los servidores públicos de las entidades federativas y de
los municipios, serán 100 por ciento participables

Artículo 123. (…)

I. a VI. (…)

VII. (Se deroga)

Artículo 127. (…)

Contra el pago provisional determinado conforme a este ar-
tículo, se acreditarán los pagos provisionales del mismo
efectuados con anterioridad y los pagos efectuados por el
impuesto local sobre los ingresos por actividades em-
presariales o servicios profesionales.

Artículo 133. (…)

I. a XVI. (…)

XVII. (Se deroga)

XVIII. a XX. …

Artículo 136-Bis. Las entidades federativas con las que se
celebre el convenio de coordinación para la administración
del impuesto establecido en esta sección, deberán cobrar el
impuesto respectivo, mediante el cobro de los pagos provi-
sionales y del impuesto del ejercicio.

Las entidades federativas recibirán como incentivo el cien
por ciento de la recaudación que obtengan.

Para los efectos de este artículo, cuando los contribuyentes
tengan establecimientos, sucursales o agencias, en dos o
más entidades federativas, efectuarán los pagos mensuales
a que se refiere este artículo a cada entidad federativa en la
proporción que representen los ingresos de dicha entidad
federativa respecto al total de sus ingresos.

Artículo 142. Las personas que obtengan ingresos por los
conceptos a que se refiere este capítulo, podrán efectuar las
siguientes deducciones:

I. Los pagos efectuados por el impuesto predial corres-
pondiente al año de calendario sobre dichos inmuebles,
así como por las contribuciones locales de mejoras, de
planificación o de cooperación para obras públicas que
afecten a los mismos.

Artículo 143. (…)

El pago provisional se determinará aplicando la tarifa que
corresponda conforme a lo previsto en el tercer párrafo del
artículo 127 de esta ley, a la diferencia que resulte de dis-
minuir a los ingresos del mes o del trimestre por el que se
efectúa el pago, el monto de las deducciones a que se re-
fiere el artículo 142 de la misma, correspondientes al mis-
mo periodo. Asimismo se acreditarán como pagos provi-
sionales, el impuesto local pagado sobre los ingresos por
otorgar el uso o goce temporal de bienes inmuebles.

Artículo 148. (…)

I. y II. (…)

III. Los gastos notariales, impuestos y derechos, por es-
crituras de adquisición y de enajenación, pagados por el
enajenante. Asimismo, serán deducibles los pagos efec-
tuados con motivo del avalúo de bienes inmuebles.

Artículo 154. Los contribuyentes que obtengan ingresos
por la enajenación de bienes inmuebles, efectuarán pago
provisional por cada operación, aplicando la tarifa que se
determine conforme al siguiente párrafo a la cantidad que
se obtenga de dividir la ganancia entre el número de años
transcurridos entre la fecha de adquisición y la de enajena-
ción, sin exceder de 20 años. El resultado que se obtenga
conforme a este párrafo se multiplicará por el mismo nú-
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mero de años en que se dividió la ganancia, siendo el re-
sultado el impuesto que corresponda al pago provisional, al
cual se le podrá acreditar el impuesto local por los in-
gresos por enajenación de bienes inmuebles.

Artículo 165. Las personas físicas no acumularan a sus
demás ingresos, los percibidos por dividendos o utilidades.
Asimismo, dichas personas físicas consideraran como
impuesto sobre la renta definitivo el determinado en los
términos del artículo 11 de esta ley. Se deberá solicitar la
constancia a que se refiere la fracción XIV del artículo 86
de esta ley, en informar en la declaración anual, las can-
tidades retenidas por impuesto sobre la renta y el mon-
to de los dividendos o utilidades obtenidas.

Artículo 167. Se entiende que, entre otros, son ingresos en
los términos de este capítulo los siguientes:

(…)

XIX. Los que se obtengan por la enajenación de accio-
nes emitidas por sociedades mexicanas cuando su ena-
jenación se realice a través de bolsas de valores conce-
sionadas en los términos de la Ley del Mercado de
Valores o acciones emitidas por sociedades extranjeras
cotizadas en dichas bolsas de valores, una vez realizadas
las deducciones siguientes:

1. Al precio de venta de la acción se le deducirá el
costo de adquisición de la misma, incluso las comi-
siones cobradas por el intermediario, o bien el pro-
medio de costo de adquisición de las acciones de esa
emisora, en caso de haberse realizado su adquisición
en más de un acto de compra. El costo de adquisi-
ción de las acciones será calculado conforme el últi-
mo párrafo del artículo 24 de esta ley debiendo el in-
termediario financiero proporcionar una constancia
a la persona física enajenante respecto de dicho cos-
to. La diferencia obtenida con este procedimiento se
actualizará conforme lo establece el artículo 7 de es-
ta ley.

2. Cuando el resultado obtenido sea positivo se consi-
derará una ganancia por concepto de la enajenación
de acciones en un mercado de valores reconocido. Al
ingreso gravable obtenido por el procedimiento des-
crito se le aplicará una tasa de siete por ciento por
concepto de impuesto sobre la renta, en caso de que
el tiempo entre la adquisición de las acciones y su
venta sea mayor a doce meses, mismo que deberá

ser retenido por las casas de bolsa o intermediarios a
través de los cuales se realice la operación de venta,
entregándose un comprobante fiscal de la retención
al contribuyente. En caso de que el tiempo promedio
transcurrido entre la adquisición y la venta de las ac-
ciones sea de doce meses o menor, se aplicará una
tasa de 17 por ciento, reteniéndose de igual manera
la contribución por el intermediario bursátil y entre-
gando un comprobante a la persona física enajenan-
te.

3. En el caso de que el valor de venta de las accio-
nes sea inferior al valor promedio de compra de las
mismas, las pérdidas calculadas con método similar
al descrito para conocer las ganancias gravables, en
la fracción 1 anterior, serán acreditables contra el to-
tal del Impuesto Sobre la Renta a cargo del contri-
buyente en el año fiscal en que se realice la venta, y
en los subsiguientes, hasta por un máximo de cinco
años en total.

4. El contribuyente informará en su declaración
anual del impuesto sobre la renta los ingresos obte-
nidos por el concepto descrito en esta fracción y las
retenciones que le fueran realizadas por los interme-
diarios bursátiles, para cada una de las transaccio-
nes, sin embargo estos ingresos no deberán acumu-
larse a los restantes que obtenga el contribuyente
durante el ejercicio fiscal, por los demás conceptos
especificados en la Ley, por lo cual los ingresos gra-
vados conforme lo descrito en la fracción 2 anterior,
no tendrá efecto de acumulación al impuesto sobre
la renta que deberá pagarse por los restantes concep-
tos de la ley, en su caso. En caso de registrarse pér-
didas se procederá como se ha descrito en la fracción
3 anterior.

5. Los residentes en el extranjero que inviertan en
los mercados de valores de México, podrán benefi-
ciarse de los acuerdos internacionales para evitar la
doble tributación que el gobierno de México tenga
vigentes con otros gobiernos extranjeros.

XX. Los ingresos que deriven de la enajenación de ac-
ciones emitidas por sociedades mexicanas o de títulos
que representen exclusivamente a dichas acciones, en
bolsas de valores ubicadas en mercados extranjeros re-
conocidos a que se refiere la fracción II del artículo 16-
C del Código Fiscal de la Federación, pagarán la tasa de
17 por ciento. Los contribuyentes serán responsables de
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incluir en su declaración anual del impuesto sobre la
renta en México, en el apartado correspondiente, cada
una de las enajenaciones realizadas en los mercados de
valores en mercados reconocidos en el extranjero, de-
clarando las ganancias obtenidas, deduciendo las pérdi-
das a que hubiere lugar, y realizando los pagos corres-
pondientes en forma anual. En todo caso deberán
comprobarse en forma fehaciente las enajenaciones, ga-
nancias, y en su caso las pérdidas. En los casos en que
las bolsas de valores se ubiquen en países con los que
existan acuerdos intergubernamentales de coordinación
fiscal para evitar la doble tributación, los contribuyentes
podrán acogerse a los beneficios a que hubiere lugar.

XXI. Los ingresos que las personas físicas obtengan por
la enajenación de acciones fuera de las bolsas señaladas,
las efectuadas en ellas como operaciones de registro o
cruces protegidos o con cualquiera otra denominación
que impidan que las personas que realicen las enajena-
ciones acepten ofertas más competitivas de las que reci-
ban antes y durante el periodo en que se ofrezcan para
su enajenación, aun y cuando la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores les hubiese dado el trato de ope-
raciones concertadas en bolsa de conformidad con el ar-
tículo 179 de la Ley del Mercado de Valores, así como
en los casos de fusión o de escisión de sociedades, las
acciones que se enajenen y que se hayan obtenido del
canje efectuado de las acciones de las sociedades fusio-
nadas o escindente, se acumularán al total de ingresos
obtenidos por otros conceptos por las personas físicas
con actividades empresariales y profesionales, y para la
determinación de los pagos del impuesto sobre la renta
a que den lugar, las obligaciones de declaración, y pa-
gos, se sujetarán a lo que está dispuesto en el capítulo II,
“De los ingresos por actividades empresariales y profe-
sionales”, sección I, “De las personas físicas con activi-
dades empresariales y profesionales”, de esta ley.

Artículo 177. …

Contra el impuesto calculado en los términos de este artí-
culo, se podrán efectuar los siguientes acreditamientos:

I. y II. …

III. El importe de los pagos efectuados durante el año de
calendario de los impuestos locales sobre los ingresos
por actividades empresariales o servicios profesionales;
sobre los ingresos por otorgar el uso o goce temporal de

bienes inmuebles y por los ingresos por enajenación de
bienes inmuebles.

Artículo 190. Tratándose de la enajenación de acciones
(…)

Tratándose de ingresos por la enajenación de acciones que
se realice a través de la Bolsa Mexicana de Valores conce-
sionada en los términos de la Ley del Mercado de Valores,
y siempre que dichos títulos sean de los que se coloquen
entre el gran público inversionista conforme a dichas reglas
generales, el impuesto se pagará aplicándolas tasas esta-
blecidas en la fracción XIX del artículo 167 de esta ley.

Párrafo 11 (Se deroga).

Los intermediarios enterarán las retenciones efectuadas
conforme al párrafo anterior, a más tardar el día 17 del mes
inmediato siguiente a aquel en el que se efectúa la enaje-
nación correspondiente.

Sólo para evitar la doble tributación no se pagará el im-
puesto a que se refiere este artículo, por los ingresos de las
personas físicas o morales residentes en el extranjero que
deriven de la enajenación de acciones emitidas por socie-
dades mexicanas o extranjeras en bolsas de valores conce-
sionadas en los términos de la Ley del Mercado de Valores,
o de acciones emitidas por sociedades mexicanas cotizadas
en bolsas de valores ubicadas en mercados de amplia bur-
satilidad de países con los que México tenga celebrado un
tratado para evitar la doble tributación.

Artículo 216-Bis. (…)

I. y II. (…)

a) (…)

i (…)

1 (…)

2. El valor de los activos fijos será el monto pen-
diente por depreciar, calculado de conformidad con
lo siguiente:

i) …
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ii) El monto pendiente por depreciar se calculará
disminuyendo del monto original de la inversión,
determinado conforme a lo dispuesto en el inciso
anterior, la cantidad que resulte de aplicar a este úl-
timo monto los por cientos máximos autorizados
previstos en los artículos 40, 41, 42, 43 y demás
aplicables de esta ley, según corresponda al bien de
que se trate, sin que en ningún caso se pueda apli-
car lo dispuesto en el artículo 51 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta vigente hasta 1998. Para
efectos de este subinciso, se deberá considerar la
depreciación por meses completos, desde la fecha
en que fueron adquiridos hasta el último mes de la
primera mitad del ejercicio por el que se determine
la utilidad fiscal. Cuando el bien de que se trate ha-
ya sido adquirido durante dicho ejercicio, la depre-
ciación se considerará por meses completos, desde
la fecha de adquisición del bien hasta el último mes
de la primera mitad del periodo en el que el bien ha-
ya sido destinado a la operación en cuestión en el
referido ejercicio.

iii) (…)

3. a 6. (…)

III. (…)

Artículo 220. (Se deroga)

Artículo 221. (Se deroga)

Artículo 221-A. (Se deroga)

Artículo 225. (Se deroga)

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 1o., primer pá-
rrafo; se deroga la fracción IV del artículo 4, el segundo
párrafo del artículo 7, el segundo párrafo del artículo 9, la
sección II “Del acreditamiento del impuesto sobre la renta
por las sociedades que consolidan fiscalmente”, en conse-
cuencia se derogan los artículos 12, 13 y 14, todos de la
Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, para que-
dar como sigue:

Artículo 1. Están obligadas al pago del impuesto empresa-
rial a tasa única, las personas físicas y las morales residen-
tes en territorio nacional, así como los residentes en el ex-
tranjero con establecimiento permanente en el país, por los

ingresos que obtengan, independientemente del lugar en
donde se generen y cuyos ingresos acumulables para efec-
tos del impuesto sobre la renta hayan sido iguales o supe-
riores a un monto equivalente a $500, 000, 0000.00, en el
ejercicio inmediato anterior o en el caso de iniciar opera-
ciones, estimen que obtendrán tal cantidad, por la realiza-
ción de las siguientes actividades:

(…)

Artículo 4. No se pagará el impuesto empresarial a tasa
única por los siguientes ingresos:

I. a III. (…)

IV. (Se deroga)

V. a VII. (…)

Artículo 7. El impuesto empresarial a tasa única se calcu-
lará por ejercicios y se pagará mediante declaración que se
presentará ante las oficinas autorizadas en el mismo plazo
establecido para la presentación de la declaración anual del
impuesto sobre la renta.

(Se deroga) 

Artículo 9. Los contribuyentes efectuarán pagos provisio-
nales mensuales a cuenta del impuesto empresarial a tasa
única del ejercicio, mediante declaración que presentarán
ante las oficinas autorizadas en el mismo plazo establecido
para la presentación de la declaración de los pagos provi-
sionales del impuesto sobre la renta.

(Se deroga) 

El pago provisional se determinará restando de la totalidad
de los ingresos percibidos a que se refiere esta ley en el pe-
riodo comprendido desde el inicio del ejercicio y hasta el
último día del mes al que corresponde el pago, las deduc-
ciones autorizadas correspondientes al mismo periodo.

Al resultado que se obtenga conforme al párrafo anterior,
se le aplicará la tasa establecida en el artículo 1 de esta ley.

Los fideicomisos a que se refiere el artículo 223 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta no tendrán la obligación de
efectuar los pagos provisionales a que se refiere este artí-
culo.
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Sección II
Del Acreditamiento del Impuesto sobre la Renta por

las Sociedades que consolidan fiscalmente

(Se deroga)

Artículo 12. (Se deroga)

Artículo 13. (Se deroga

Artículo 14. (Se deroga)

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 36 fracción I
inciso g), el 36 Bis, primer párrafo, 39 fracción III y 69, se-
gundo párrafo, del Código Fiscal de la Federación, para
quedar como sigue:

Artículo 33. Las autoridades fiscales para el mejor cum-
plimiento de sus facultades, estarán a lo siguiente:

I. Proporcionarán asistencia gratuita a los contribuyen-
tes y para ello procurarán:

a) a f) (…)

g) Publicar anualmente las resoluciones dictadas por
las autoridades fiscales que establezcan disposicio-
nes de carácter general agrupándolas de manera que
faciliten su conocimiento por parte de los contribu-
yentes; se podrán publicar adicionalmente sólo dos
modificaciones a la resolución anual cuyos efectos
se limitan a periodos inferiores a un año. Las resolu-
ciones que se emitan conforme a este inciso y que se
refieran a sujeto, objeto, base, tasa o tarifa, no gene-
rarán obligaciones o cargas adicionales a las estable-
cidas en las propias leyes fiscales.

h) (…)

II. y III. (…)

Artículo 36 Bis. Las resoluciones administrativas de ca-
rácter individual o dirigidas a agrupaciones, dictadas en
materia de impuestos, surtirán sus efectos en el ejercicio
fiscal del contribuyente en el que se otorguen o en el ejer-
cicio inmediato anterior, cuando se hubiera solicitado la re-
solución, y ésta se otorgue en los tres meses siguientes al
cierre del mismo. Estas resoluciones no podrán autorizar
o determinar un régimen fiscal.

Artículo 39. El Ejecutivo federal mediante resoluciones de
carácter general podrá:

I. Condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de
contribuciones y sus accesorios, autorizar su pago a pla-
zo, diferido o en parcialidades, cuando se haya afectado
o trate de impedir que se afecte la situación de algún lu-
gar o región del país, una rama de actividad, la produc-
ción o venta de productos, o la realización de una acti-
vidad, así como en casos de catástrofes sufridas por
fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias y crisis
económicas que sean consideradas por el Congreso de
la Unión como de emergencia nacional, sectorial o re-
gional para proteger empleos.

Sin que las facultades otorgadas en esta fracción puedan
entenderse referidas a los casos en que la afectación o
posible afectación a una determinada rama de la indus-
tria obedezca a lo dispuesto en una ley tributaria federal
o tratado internacional.

II. …

III. Otorgar los subsidios o estímulos fiscales, que ex-
presamente le faculte la Ley de Ingresos de la Federa-
ción, los cuales tendrán la misma vigencia de dicha ley.

Artículo 69. (…)

La reserva a que se refiere el párrafo anterior no será apli-
cable tratándose de las investigaciones sobre conductas
previstas en el artículo 400 Bis del Código Penal Federal,
que realice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público ni
cuando, para los efectos del artículo 26 de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, la autoridad
requiera intercambiar información con la Comisión Fede-
ral para la Protección contra Riesgos Sanitarios de la Se-
cretaría de Salud. De igual forma no se considerará viola-
ción a lo dispuesto en el párrafo anterior la información
proporcionada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico a las comisiones de Hacienda y Crédito Público, de
Presupuesto y Cuenta Pública, de Vigilancia de la Audito-
ría Superior de la Federación y de investigación a que se
refiere el artículo 93 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos del Congreso de la Unión, sobre
información fiscal de contribuyentes, protegiendo los datos
personales, para realizar estudios y dictámenes de evalua-
ción económica de los ingresos y los egresos federales,
ejercer las facultades de fiscalización de los recursos pú-
blicos y realizar la investigación objeto de las mismas.
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Artículo Cuarto. Se reforman los artículos 14 fracción
III; 22 primer párrafo y 24 fracción I; se adiciona las frac-
ciones IV y V al artículo 22, de la Ley del Servicio de Ad-
ministración Tributaria, para quedar como sigue:

Artículo 14. El presidente del Servicio de Administración
Tributaria tendrá las atribuciones siguientes:

I. y II. (…)

III. Expedir las disposiciones administrativas necesarias
para aplicar eficientemente la legislación fiscal y adua-
nera, sin que estas puedan autorizar o determinar un ré-
gimen fiscal, haciendo del conocimiento de la Junta de
Gobierno en todos los casos;

IV. y V. …

Artículo 22. El Servicio de Administración Tributaria es-
tará obligado a proporcionar los datos estadísticos necesa-
rios para que el Ejecutivo federal proporcione la informa-
ción siguiente al Congreso de la Unión y en los sitios de
Internet de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y
del Servicio de Administración Tributaria, los cuales se
pondrán a disposición de la población en general.

I. a III. (…)

IV. Información relacionada con los diferentes trata-
mientos fiscales especiales: sector primario, transporte,
maquila-Immex, inversión extranjera, doble tributación,
recintos fiscales especializados, repecos y los que se en-
cuentren vigentes, que incluyan por lo menos para cada
uno: número de contribuyentes beneficiados, recauda-
ción aportada por tipo de impuestos –ISR personas mo-
rales, personas físicas y retención de impuestos, IVA,
otros, incluyendo seguridad social–, empleos genera-
dos, balanza comercial.

V. En los sitios de Internet de la dependencia, pondrán a
disposición de la población, la información en bases de
datos en el programa Excel de las series históricas dis-
ponibles de cada una de las variables incluidas en los
puntos anteriores.

Artículo 24. El Servicio de Administración Tributaria pro-
porcionará a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
los datos estadísticos necesarios para que el Ejecutivo fe-
deral informe en una sección específica en los informes tri-

mestrales a que se refiere la fracción II del artículo 22 de
esta ley, lo relativo a

I. Recaudación, saldos de los créditos fiscales, devolu-
ción de impuestos, compensación de impuestos, núme-
ro de contribuyentes, por sector de actividad y por ta-
maño de contribuyente, el desglose deberá permitir
conocer el comportamiento de cada impuesto, por tipo y
por tamaño de contribuyente, por tratamiento fiscal y
por sector de actividad, con el siguiente desglose:

Universo de contribuyentes obligados, número de con-
tribuyentes que presentó declaración y recaudación neta
(menos devoluciones efectuadas en el periodo)

Personas morales 

Grandes contribuyentes, por sector de actividad

IVA

ISR propio

ISR retención de impuestos

Otros

Régimen normal, por sector de actividad y a su vez
por rangos de ingresos

IVA

ISR propio

ISR retención de impuestos

Otros

Régimen simplificado

Maquila-Immex por sector de actividad y a su vez
por rangos de ingresos

IVA

ISR propio

ISR retención de impuestos
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Otros

Primario por rangos de ingresos

IVA

ISR propio

ISR retención de impuestos

Otros

Transporte por rangos de ingresos

IVA

ISR propio

ISR retención de impuestos

Otros

Régimen intermedio. Personas físicas con actividad
empresarial, por sector de actividad y rangos de in-
gresos.

IVA

ISR propio

ISR retención de impuestos

Otros

Régimen pequeños contribuyentes

IVA

ISR propio

ISR retención de impuestos

Otros

Siguiendo el mismo esquema se deberá presentar el
comportamiento de las devoluciones de impuestos efec-
tuadas en el periodo correspondiente al informe

II. a XIX. (…)

Artículo Quinto. Se reforman los artículos 2o., párrafos
primero, quinto y décimo quinto; 2o.-A, fracción III; 32,
primer y segundo párrafo; 33, primer párrafo, incisos a), b),
segundo, tercer párrafo y fracción IV; 34 primer párrafo,
fracción V, antepenúltimo y último párrafos; 35, primer pá-
rrafo, incisos a), b), c), d), segundo, tercero y cuarto párra-
fos; y 44 primer párrafo; se adicionan las fracciones IX, X
y XI al artículo 25; artículos 47-A; 47-B; y 47-C todos de
la Ley de Coordinación Fiscal, para quedar como sigue:

Capítulo I
De las Participaciones de los Estados, Municipios y

Distrito Federal en Ingresos Federales

Artículo 2o. El Fondo General de Participaciones se cons-
tituirá con 25 por ciento de la recaudación federal partici-
pable que obtenga la federación en un ejercicio.

El Fondo General de Participaciones se distribuirá confor-
me a la fórmula siguiente:

Donde:

IEi,t es la información relativa a la recaudación de impues-
tos y derechos locales de la entidad i en el año t contenida
en la última cuenta pública oficial. Para tal efecto, se con-
siderarán impuestos y derechos locales; el impuesto pre-
dial, los derechos por suministro de agua, impuesto sobre
traslado de dominio. La Comisión Permanente de Funcio-
narios Fiscales podrá aprobar otros impuestos y derechos
respecto de los cuales exista información certera y verifi-
cable, atendiendo a criterios de equidad entre las entidades
federativas.

Artículo 2o.-A. En el rendimiento de las contribuciones
que a continuación se señalan, participarán los municipios,
en la forma siguiente:

I. y II. (…)

III. 1.5 por ciento de la recaudación federal participable,
en la siguiente forma:

a) y b) (…)
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Capítulo V
De los Fondos de Aportaciones Federales

Artículo 25. (…)

I. a VIII. (…)

IX. Fondo de Aportaciones para el Apoyo de la Recau-
dación de Contribuciones Inmobiliarias.

X. Fondo de Aportaciones para la Atención Preventiva
y Correctiva de Problemas de Salud Pública y Adiccio-
nes.

XI. Fondo de Aportaciones para la Protección y Gene-
ración de Empleos con Fomento Económico en los Es-
tados y en el Distrito Federal.

Artículo 32. El Fondo de Aportaciones para la Infraestruc-
tura Social se determinará anualmente en el Presupuesto de
Egresos de la Federación con recursos federales por un
monto equivalente, sólo para efectos de referencia, a 2.57
por ciento de la recaudación federal participable a que se
refiere el artículo 2o. de esta ley, según estimación que de
la misma se realice en el propio presupuesto, con base en
lo que al efecto establezca la Ley de Ingresos de la Federa-
ción para ese ejercicio. Del total de la recaudación fede-
ral participable, 0.311484 por ciento corresponderá al
Fondo para la Infraestructura Social Estatal y del Distri-
to Federal y 2.258516 por ciento al Fondo para Infraes-
tructura Social Municipal y de las Demarcaciones Terri-
toriales.

Este fondo se enterará mensualmente en los primeros diez
meses del año por partes iguales a los estados y al Distrito
Federal por conducto de la federación y a los municipios
y demarcaciones territoriales, a través de los estados y
del Distrito Federal, respectivamente, de manera ágil y di-
recta, sin más limitaciones ni restricciones, incluyendo las
de carácter administrativo, que las correspondientes a los
fines que se establecen en el artículo 33 de esta ley.

Para efectos del entero a que se refiere el párrafo anterior
no procederán los anticipos a que se refiere el segundo pá-
rrafo del artículo 7o. de esta ley.

Artículo 33. Las aportaciones federales que con cargo al
Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social reci-
ban los estados y el Distrito Federal, los municipios y de-
marcaciones territoriales, se destinarán exclusivamente

al financiamiento de obras, acciones sociales básicas y a
inversiones que beneficien directamente a sectores de su
población que se encuentren en condiciones de rezago so-
cial y pobreza extrema en los siguientes rubros:

a) Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social
Municipal y de las Demarcaciones Territoriales: agua
potable, alcantarillado, drenaje y letrinas, urbanización
municipal, electrificación rural y de colonias pobres, in-
fraestructura básica de salud, infraestructura básica edu-
cativa, mejoramiento de vivienda, caminos rurales, e in-
fraestructura productiva rural; y

b) Fondo de Infraestructura Social Estatal y del Distri-
to Federal: obras y acciones de alcance o ámbito de be-
neficio regional o intermunicipal.

En caso de los municipios y de las demarcaciones territo-
riales, éstos podrán disponer de hasta un 2 por ciento del
total de recursos del Fondo para la Infraestructura Social
Municipal y de las Demarcaciones Territoriales que les
correspondan para la realización de un programa de desa-
rrollo institucional. Este programa será convenido entre el
Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Desarrollo
Social, el gobierno estatal y el del Distrito Federal corres-
pondiente y el municipio y demarcaciones territoriales
de que se trate.

Adicionalmente, los estados y el Distrito Federal, y muni-
cipios y demarcaciones territoriales podrán destinar has-
ta el 3 por ciento de los recursos correspondientes en cada
caso, para ser aplicados como gastos indirectos a las obras
señaladas en el presente artículo. Respecto de dichas apor-
taciones, los estados y el Distrito Federal, los municipios
y las demarcaciones territoriales deberán

I. a III. (…)

IV. Proporcionar a la Secretaría de Desarrollo Social la
información que sobre la utilización del Fondo de Apor-
taciones para la Infraestructura Social le sea requerida.
En el caso de los municipios y de las demarcaciones te-
rritoriales lo harán por conducto de los estados y del
Distrito Federal respectivamente.

V. (…)

Artículo 34. El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría
de Desarrollo Social, distribuirá el Fondo de Aportaciones
para la Infraestructura Social entre los estados y el Distri-
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to Federal, considerando criterios de pobreza extrema,
conforme a la siguiente fórmula y procedimientos:

I. a IV. (…)

V. (…)

Al sumar el valor de MCHj para todos los hogares en
pobreza extrema de la entidad federativa, se obtiene la
Masa Carencial de la Entidad, determinada por la si-
guiente fórmula:

En donde: 

MCEk = Masa Carencial de la entidad federativa k;

MCHjk = Masa Carencial del Hogar j en pobreza extrema
en la entidad federativa k; y,

jk = Número total de hogares pobres extremos en la enti-
dad federativa k.

Una vez determinada la masa I carencial de la entidad fe-
derativa, se hace una agregación similar de todos los esta-
dos y el Distrito Federal para obtener la Masa Carencial
Nacional.

Cada una de las masas carenciales de las entidades federa-
tivas se divide entre la Masa Carencial Nacional, MCN, pa-
ra determinar la participación porcentual que del Fondo de
Aportaciones para la Infraestructura Social le corresponde
a cada entidad federativa, como lo indica la siguiente fór-
mula:

En donde:

PEk = Participación porcentual de la entidad k;

MCEk = masa carencial de la entidad k; y

MCN = masa carencial nacional.

Así, la distribución del Fondo de Aportaciones para la In-
fraestructura Social se realiza en función de la proporción
que corresponda a cada entidad federativa de la pobreza
extrema a nivel nacional, según lo establecido.

Para efectos de la formulación anual del proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación, el Ejecutivo federal,
por conducto de la Secretaría de Desarrollo Social, publi-

cará, en el mes de octubre de cada año, en el Diario Oficial
de la Federación, las normas establecidas para necesidades
básicas (Zw) y valores para el cálculo de esta fórmula y es-
timará los porcentajes de participación porcentual (Pek)
que se asignará a cada entidad federativa.

Artículo 35. Los estados y el Distrito Federal distribuirán
entre los municipios y las demarcaciones territoriales los
recursos del Fondo para la Infraestructura Social Munici-
pal y de las Demarcaciones Territoriales, con una fórmula
igual a la señalada en el artículo anterior, que enfatice el
carácter redistributivo de estas aportaciones hacia aquellos
municipios y demarcaciones territoriales con mayor
magnitud y profundidad de pobreza extrema. Para ello, uti-
lizarán la información estadística más reciente de las varia-
bles de rezago social a que se refiere el artículo anterior,
publicada por el Instituto Nacional de Estadística, Geogra-
fía. En los casos en que la disponibilidad de información
no permita la aplicación de la fórmula antes señalada, se
utilizarán las siguientes cuatro variables sumadas y ponde-
radas con igual peso cada una de ellas:

a) Población ocupada del municipio o demarcación te-
rritorial que perciba menos de dos salarios mínimos
respecto de la población del estado o del Distrito Fede-
ral en similar condición;

b) Población municipal o demarcación territorial de
15 años o más que no sepa leer y escribir respecto de la
población del estado o del Distrito Federal en igual si-
tuación;

c) Población municipal o demarcación territorial que
habite en viviendas particulares sin disponibilidad de
drenaje conectado a fosa séptica o a la calle, respecto de
la población estatal o del Distrito Federal sin el mismo
tipo de servicio; y

d) Población municipal o demarcación territorial que
habite en viviendas particulares sin disponibilidad de
electricidad, entre la población del estado o del Distrito
Federal en igual condición.

Con objeto de apoyar a los estados y al Distrito Federal en
la aplicación de sus fórmulas, la Secretaría de Desarrollo
Social publicará en el Diario Oficial de la Federación, en
los primeros quince días del ejercicio fiscal de que se trate,
las variables y fuentes de información disponibles a nivel
municipal y de las demarcaciones territoriales para cada
estado y el Distrito Federal.
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Los estados y el Distrito Federal, con base en los linea-
mientos anteriores y previo convenio con la Secretaría de
Desarrollo Social, calcularán las distribuciones del Fondo
para la Infraestructura Social Municipal y de las Demar-
caciones Territoriales correspondientes a sus municipios
y demarcaciones territoriales, debiendo publicarlas en sus
respectivos órganos oficiales de difusión a más tardar el 31
de enero del ejercicio fiscal aplicable, así como la fórmula
y su respectiva metodología, justificando cada elemento.

Los estados y el Distrito Federal deberán entregar a sus res-
pectivos municipios y demarcaciones territoriales los re-
cursos que les corresponden conforme al calendario de en-
teros en que la federación lo haga a los estados y el
Distrito Federal, en los términos del penúltimo párrafo del
artículo 32 de la presente ley. Dicho calendario deberá co-
municarse a los gobiernos municipales y a las demarca-
ciones territoriales por parte de los gobiernos estatales y
del Distrito Federal publicarse por estos últimos a más
tardar el día 31 de enero de cada ejercicio fiscal, en su res-
pectivo órgano de difusión oficial.

Artículo 44. El Fondo de Aportaciones para la Seguridad
Pública de los Estados y del Distrito Federal se constituirá
con cargo a recursos Federales, mismos que serán determi-
nados anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración, sólo para efectos de referencia, a 1.0 por ciento
de la recaudación federal participable a que se refiere el ar-
tículo 2º de esta ley, según estimación que de la misma se
realice en el propio presupuesto, con base en lo que al efec-
to establezca la Ley de Ingresos de la Federación para ese
ejercicio. La Secretaría de Seguridad Pública formulará a
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público una propuesta
para la integración de dicho Fondo.

Artículo 47-A. El Fondo de Aportaciones para el Apoyo de
la Recaudación de Contribuciones Inmobiliarias se deter-
minará anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración correspondiente con recursos federales por un
monto equivalente a 0.35 por ciento de la recaudación fe-
deral participable a que se refiere el artículo 2o. de esta ley.

Los montos del fondo a que se refiere este artículo se ente-
rarán mensualmente por la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público a los Estados y al Distrito Federal de manera
ágil y directa.

La distribución del Fondo se realizará a las entidades fede-
rativas, con base en un coeficiente efectivo que se obtendrá

de los Coeficientes C2 y C3 a que se refiere el artículo 2o.
de esta ley, bajo la siguiente fórmula:

Donde:

C2i,t y C3i,t son los coeficientes de distribución del Fon-
do General de Participaciones de la entidad i en el año en
que se efectúa el cálculo, a que hace referencia el artículo
2o. de esta ley.

Äfgp07,t es el crecimiento en el Fondo General de Partici-
paciones entre 2007 y el año t.

El Fondo de Aportaciones para el Apoyo de la Recaudación
de Contribuciones Inmobiliarias tiene como objeto apoyar
la modernización del catastro para fortalecer la recauda-
ción de contribuciones a la propiedad inmobiliaria de las
entidades federativas, considerando los ingresos inherentes
al suelo nacional, como son entre otros la Zofemat, el sue-
lo ejidal y los cuerpos de agua dulce.

Artículo 47-B. El Fondo de Aportaciones para la Atención
Preventiva y Correctiva de Problemas de Salud Pública y
Adicciones se determinará anualmente con recursos fede-
rales por un monto equivalente a 10 por ciento de la recau-
dación que determine la Ley de Ingresos del ejercicio fis-
cal correspondiente respecto al impuesto especial sobre
producción y servicios (IEPS) relativo a tabacos labrados,
bebidas alcohólicas, y cervezas y bebidas refrescantes.

En donde:
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Considerando que:

FSi,t corresponde al monto de los recursos con cargo al
Fondo de Salud que le corresponde a la entidad federativa
i, durante el año fiscal t.

IEPSt,Asig se refiere a la asignación total de recursos que
conforman el Fondo de Salud, de acuerdo a lo establecido
en este artículo.

SobObi es el número de personas estimadas en la entidad
federativa i, mayor a 5 años, con sobrepeso y obesidad,
conforme a los datos generados en la última Encuesta Na-
cional de Salud y Nutrición.

FAi es el número de personas estimadas en la entidad fede-
rativa i, de 18 a 65 años (adultos), que se considera como
fumador activo, conforme a los datos generados en la últi-
ma Encuesta Nacional de Adicciones.

ExpHTAi es el número de personas estimadas en la entidad
federativa i, de 18 a 65 años (adultos), que nunca han fu-
mado y que se encontraron expuestos al humo de tabaco
ambiental (HTA), conforme a los datos generados en la úl-
tima Encuesta Nacional de Adicciones.

AbDepi es el número de personas estimadas en la entidad
federativa i, de 18 a 65 años (adultos), que presentan abu-
so y dependencia al consumo de alcohol, conforme a los
datos generados en la última Encuesta Nacional de Adic-
ciones.

El Fondo de Aportaciones para la Atención Preventiva y
Correctiva de Problemas de Salud Pública y Adicciones
tiene por objeto destinar los recursos que se recauden por
concepto del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios aplicable a tabaco, bebidas alcohólicas, refrescos y ali-
mentos vacíos, para cubrir los gastos que genera la aten-
ción de las enfermedades asociadas con la obesidad y las
adicciones de tabaquismo y alcoholismo; gastos derivados
de campañas para su prevención; a la inversión en infraes-
tructura física hidráulica en las escuelas públicas; Y a per-
cepciones de los servidores públicos encargados de pro-
porcionar los servicios de salud.

Artículo 47-C. El Fondo de Aportaciones para la Protec-
ción y Generación de Empleos con Fomento Económico en
los estados y en el Distrito Federal se determinará anual-
mente en el Presupuesto de Egresos de la Federación con
recursos por un monto equivalente, sólo para efectos de re-

ferencia, al 1.0 por ciento de la recaudación federal partici-
pable.

En donde:

Considerando que

FAGEFEt, es el total de recursos aportados al fondo para el
año fiscal t, conforme lo establecido en este artículo.

FAGEFEi,t, son los recursos del Fondo de Aportaciones
para la Protección y Generación de Empleos con Fomento
Económico que le corresponde a la entidad federativa i, du-
rante el año fiscal.

MIi es el número de unidades económicas en la entidad fe-
derativa i determinadas como Microempresas, con base en
el personal ocupado total correspondiente al último Censo
Económico elaborado por el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía y en la estratificación por número de tra-
bajadores establecida en la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa.

PEi es el número de unidades económicas en la entidad fe-
derativa i determinadas como pequeñas empresas, con ba-
se en el personal ocupado total correspondiente al último
Censo Económico elaborado por el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía y en la estratificación por número
de trabajadores establecida en la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa.

MEi es el número de unidades económicas en la entidad fe-
derativa i determinadas como medianas empresas, con ba-
se en el personal ocupado total correspondiente al último
censo económico elaborado por el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía y en la estratificación por número
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de trabajadores establecida en la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa.

PIBpci se refiere al producto interno bruto (PIB) per cápi-
ta de la entidad i, partiendo de la última información oficial
del PIB por entidad federativa dada a conocer por el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía, así como de la ci-
fra de población que para dicho año haya estimado el Con-
sejo Nacional de Población.

El Fondo de Aportaciones para la Protección y Generación
de Empleos con Fomento Económico en los Estados y en
el Distrito Federal tiene por objeto destinar los recursos pa-
ra coinversiones rentables y productivas y al financiamien-
to o al subsidio a micros y pequeñas industrias; a produc-
tores agro-pecuarios; a cooperativas; a encadenamientos
productivos y a pequeños comercios del régimen simplifi-
cado o a mercados públicos para que compitan contra: las
prácticas monopólicas, los oligopolios, los corporativos de
importación y las transnacionales de la comercialización.

Este fondo se enterará mensualmente en los primeros seis
meses del año a los Estados de manera ágil y directa.

La administración y aplicación del fondo en los estados y
en el Distrito Federal será a través de consejos Pro-T-G-E-
Empleos, que no implicarán nuevas plazas burocráticas.
Estarán integrados con la representación de: el gobierno es-
tatal, universidades, consejos de ciencia o tecnología y or-
ganizaciones de los sectores productivos, que puedan sin-
cronizar y armonizar los recursos y las acciones de los
gobiernos con los recursos y las acciones de los sectores
privado y social.

Artículo Sexto. Se reforman los artículos 63, párrafos pri-
mero y último, 64, fracciones II, III, IV y V, 65, fracciones
I, II, III, IV, VI, VII y VIII, 66, fracciones I, II y III, 261,
263 y 264; y se adiciona un artículo 263 Bis, todos de la
Ley Federal de Derechos, para quedar como sigue:

Artículo 63. Por el estudio, trámite y resolución de cada
solicitud de concesión o asignación minera, se pagarán los
derechos que resulten de aplicar una cuota fija de $40.00 al
número de hectáreas que pretende amparar la solicitud:

Por el estudio, trámite y resolución de cada solicitud de
prórroga de concesión minera, se pagará por concepto de

derechos la misma cantidad que resulte de aplicar el crite-
rio anterior.

Artículo 64. Por el estudio y trámite de las solicitudes re-
lativas al ejercicio de los derechos que prevé la Ley Mine-
ra, se pagarán derechos conforme a las siguientes cuotas:

I. (…)

II. Reducción, división, identificación o unificación de
superficie $2,000.00 

III. Agrupamiento de concesiones mineras, la incorpo-
ración o separación de éstas a uno o más de ellos
$1000.00.

IV. Expedición de duplicado del título de concesión o
asignación minera $500.00.

V. Inscripción en el registro de peritos mineros $500.00.

Artículo 65. Por el estudio y trámite de actos, contratos o
convenios sujetos a inscripción en el Registro Público de
Minería, se pagarán derechos conforme a las siguientes
cuotas:

I. Inscripción de actos, contratos o convenios relativos a
la transmisión de la titularidad de concesiones mineras
o de los derechos que de ellas deriven $1000.00.

II. Cancelación de las inscripciones relativas a los actos,
contratos o convenios a que alude la fracción interior
$500.00.

III. Inscripción de sociedades mineras $2,000.00.

IV. Inscripción de las modificaciones estatutarias de di-
chas sociedades $1000.00.

V. (…)

VI. Avisos notariales preventivos $500.00

VII. Anotaciones preventivas para interrumpir la cance-
lación de las inscripciones de contratos o convenios su-
jetos a temporalidad $500.00.

VIII. Revisión de la documentación que consigne las
correcciones o aclaraciones requeridas para la inscrip-
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ción o cancelación de los actos, contratos o convenios
mencionados en las fracciones anteriores $500.00.

Artículo 66. Por la expedición de planos de la cartografía
minera, se pagarán derechos conforme a las siguientes cuo-
tas:

I. Por cada plano a escala 1:50,000 que corresponda a
las hojas topográficas del Instituto Nacional de Estadís-
tica, Geografía e Informática $3,000.00.

II. Por cada porción de las hojas anteriores de 5 minutos
de latitud y de longitud $500.00.

III. Por cada porción a que se refiere la fracción anterior
a escala 1:25,000 $1000.00.

Artículo 261. Para los efectos del artículo 2 de la Ley de
Coordinación Fiscal, la recaudación obtenida por el dere-
cho ordinario sobre hidrocarburos, por el derecho especial
sobre hidrocarburos para campos en el paleocanal de Chi-
contepec y por el derecho especial sobre hidrocarburos pa-
ra campos en aguas profundas, a que se refieren los artícu-
los 254, 257 Ter y 257 Quáter de esta ley, respectivamente,
se considerará como recaudación federal participable.

Artículo 262. Están obligadas a pagar los derechos sobre
minería que establece este capítulo todas las personas físi-
cas o morales titulares de una concesión o que desarrollen
trabajos relacionados con la exploración o explotación de
sustancias o minerales sujetos a la aplicación de la Ley Mi-
nera.

Artículo 263. Los titulares de concesiones y asignaciones
mineras pagarán semestralmente por cada hectárea o frac-
ción concesionada o asignada, el derecho sobre minería, de
acuerdo con las siguientes cuotas:
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Artículo 263 Bis. Los titulares de concesiones y asigna-
ciones mineras pagarán semestralmente en los meses de
enero y julio, el derecho sobre explotación minera, apli-
cando la tasa de 5 por ciento sobre su producción bruta.

Para la atención del entorno ecológico y la problemática de
los municipios donde se encuentren los depósitos minera-
les, se destinara el 50 por ciento de la recaudación obteni-
da a las entidades federativas y sus municipios.

El derecho sobre explotación minera al que se refiere el
presente artículo, podrá ser acreditable contra el derecho
sobre minería al que se refiere el artículo 263. Dicho acre-
ditamiento sólo se efectuará en el ejercicio fiscal en el que
se genere, por lo que en ningún caso podrá acreditarse en
ejercicios posteriores.

Artículo 264. El derecho sobre minería a que se refiere el
artículo 263 de la presente deberá pagarse por adelantado
semestralmente en los meses de enero y julio de cada año.
La entrega del título de concesión quedará condicionada al
pago del semestre en curso o de su parte proporcional. Si
este pago o el de cualquiera de los semestres sucesivos no
se realizan al inicio del periodo correspondiente, la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público a través del Servicio de
Administración Tributaria informará a la Secretaría de
Economía para que proceda a emplazar al concesionario a
efecto de que en un término de 60 días subsane la situación,
en caso contrario se proceda a la cancelación de la conce-
sión en términos de la Ley Minera y su reglamento.

Artículo Séptimo. Se reforman los artículos 2o., fraccio-
nes I, inciso C), numerales 1, 2 y 3, así como el segundo
párrafo de dicho inciso, F), G) y H), y II, inciso A), 2o.-D,
3o., fracción XI, 4o., segundo y cuarto párrafos, 5o.-A, pri-
mer párrafo; 8o., fracción I, inciso D), y 19, fracciones II,
primer y tercer párrafos, VIII, primer párrafo, X, primer
párrafo, XI y XIII, primer párrafo, y 25, fracción IV; se
adicionan a los artículos 2o., fracción I, inciso C), un cuar-
to párrafo, inciso I), numerales 1, 2 y 3, 2o.-E, 3o., frac-
ciones XVII, XVIII, XIX, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV,
XXV, XXVI y XXVII, 11-B, 19, fracciones XXIII y
XXIV, 25, fracción IV, y 28, fracción IV, incisos A), B) y
C), de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas si-
guientes:

I. (…)

A) y B) (…)

C)

1. Cigarros 180 por ciento

2. Puros y otros tabacos labrados 180 por ciento

3. Puros y otros tabacos labrados hechos enteramen-
te a mano 34.2 por ciento

Adicionalmente a las tasas establecidas en este nu-
meral, se pagará una cuota de 0.70 pesos por cigarro
enajenado o importado. Para los efectos de esta ley
se considera que el peso de un cigarro equivale a
0.75 gramos de tabaco, incluyendo el peso de otras
sustancias con que esté mezclado el tabaco.

Las cuotas a que se refiere esta fracción se actuali-
zarán conforme a las disposiciones del Código Fis-
cal de la Federación.

D) y E) (…)

F) Aguas carbonatadas 15 por ciento

G) Refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o
energéticas, concentrados, polvos, jarabes, esencias
o extractos de sabores, que al diluirse permitan ob-
tener refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes ó
energéticas 15 por ciento

H) Jarabes o concentrados para preparar refrescos
que se expendan en envases abiertos utilizando apa-
ratos automáticos, eléctricos o mecánicos 15 por
ciento

I) Alimentos vacíos:

1. Fritos 15 por ciento

2. Pasteles 15 por ciento

3. Golosinas 15 por ciento

II. En la prestación de los siguientes servicios:
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A) Comisión, mediación, agencia, representación,
correduría, consignación y distribución, con motivo
de la enajenación de los bienes señalados en los in-
cisos A), B), C), F), G), H) e I) de la fracción I de
este artículo. En estos casos, la tasa aplicable será la
que le corresponda a la enajenación en territorio na-
cional del bien de que se trate en los términos que
para tal efecto dispone esta ley. No se pagará el im-
puesto cuando los servicios a que se refiere este in-
ciso, sean con motivo de las enajenaciones de bie-
nes por los que no se esté obligado al pago de este
impuesto en los términos del artículo 8o. de la mis-
ma.

Artículo 2o.-C. (…)

Artículo 2o-D. Para los efectos del artículo 2o., fracción I,
incisos F), G) y H), de esta ley, los fabricantes, producto-
res o envasadores aguas carbonatadas, refrescos, bebidas
hidratantes, rehidratantes o energéticas, que la enajenen y
quienes la importen, pagarán el impuesto que resulte ma-
yor entre aplicar la tasa prevista en dicho inciso al valor de
la enajenación o importación de aguas carbonatadas, re-
frescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o energéticas,
según se trate, y aplicar una cuota de $3.00 por litro enaje-
nado o importado de aguas carbonatadas, refrescos, bebi-
das hidratantes, rehidratantes o energéticas, disminuida, en
los casos que proceda, con el monto a que se refiere el si-
guiente párrafo. En estos casos, el impuesto no podrá ser
menor al que resulte de aplicar la tasa prevista en el citado
inciso a la enajenación o importación de aguas carbonata-
das, refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o energé-
ticas.

Los fabricantes, productores, envasadores o importadores
de aguas carbonatadas, refrescos, bebidas hidratantes, re-
hidratantes o energéticas, podrán disminuir de la cuota de
$3.00 por litro a que se refiere el párrafo anterior, $1.26
por litro de aguas carbonatadas, refrescos, bebidas hidra-
tantes, rehidratantes o energéticas enajenado o importado
en envases reutilizados en los términos de esta ley. El
monto de $1.26 por litro en ningún caso podrá disminuir-
se del impuesto que resulte de aplicar a las actividades
gravadas, la tasa prevista en dicho inciso. Los citados fa-
bricantes, productores o envasadores, deberán trasladar el
importe mayor que resulte conforme a lo dispuesto en es-
te artículo.

Para los efectos del párrafo anterior, cuando se enajene o
importe aguas carbonatadas, refrescos, bebidas hidratantes,

rehidratantes o energéticas en envases reutilizados, la ca-
pacidad total de los envases deberá considerarse en litros.

Si los litros correspondientes a exportaciones de los enva-
ses reutilizados en el mes son mayores que el total de los
litros de aguas carbonatadas, refrescos, bebidas hidratan-
tes, rehidratantes o energéticas importados en el mismo
mes, la diferencia se considerará en los siguientes meses,
hasta agotarse, como importaciones realizadas en envases
reutilizados.

Artículo 2o-E. Para los efectos del artículo 2o., fracción I,
inciso I), de esta ley, los fabricantes, productores o envasa-
dores de alimentos vacíos pagarán la cuota establecida en
los numerales de dicho inciso sin importar el número de
porciones que contenga la presentación final del alimento
de que se trate, de acuerdo a lo establecido en la NOM-
086-SSA1-1994.

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entiende por

I. (…)

XI.  Envases reutilizados, aquéllos que ya fueron usados
para envasar y comercializar cerveza, aguas carbonata-
das, refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o ener-
géticas recolectados y sometidos a un proceso que per-
mite recuperar sus características sanitarias originales
para que sean utilizados nuevamente para envasar y co-
mercializar el mismo tipo de producto, sin que este pro-
ceso en ningún caso implique que el envase está sujeto
a procesos industriales de transformación.

XVII. Agua carbonatada: la que haya sometido a un pro-
ceso mediante el cual absorba cierta cantidad de gas.

XVIII. Refrescos: bebida no alcohólica carbonatada que
se obtiene por disolución de azúcar o edulcorantes en
agua y adición de dióxido de carbono, acidificantes, co-
lorantes naturales o artificiales, conservadores y sabores
naturales o artificiales.5

XIX. Bebida hidratante o rehidratante: bebidas que res-
tablecen el grado de humedad normal de la piel u otros
tejidos del organismo, compuestas por cantidades varia-
bles de sodio, azúcar o glucosa, potasio y otros minera-
les que ayudan a la absorción del agua.

XX. Bebida energética: bebida sin alcohol, generalmen-
te gasificada, compuesta por agua, azúcares, cafeína y
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otros ingredientes como aminoácidos, vitaminas, mine-
rales y extractos vegetales, que se presenta como rege-
neradora de la fatiga y el agotamiento.

XXI. Jarabe: líquido que contiene altas concentraciones
de azúcar que se obtiene de cocer azúcar en agua hasta
que se espesa, al cual se le agrega zumo de frutas o al-
gún saborizante.

XXII. Concentrado: producto con o sin azucares, edul-
corantes o saboreadores, naturales, artificiales o sintéti-
cos, adicionados o no, de jugo, pulpa o néctar, de frutas
o de verduras y otros aditivos para alimentos.

XXIII. Alimento: toda sustancia o mezcla de sustancias,
naturales o elaboradas, que ingeridas aporten al organis-
mo los materiales o la energía necesarios para el desa-
rrollo de los procesos biológicos.

XXIV. Alimento vacío: son los alimentos que por su
composición o procesos de elaboración sólo suministran
energía o calorías vacías, no aportando, o sólo escasa-
mente, proteínas, minerales o vitaminas. Este tipo de
alimentos suelen contener elevadas cantidades de azu-
cares simples (mono y disacáridos) y lípidos poco salu-
dables como grasas saturadas.

XXV. Fritos: alimentos en lo que en su proceso de coc-
ción es sometido a una temperatura alta en presencia de
un aceite o grasa. Se considerará también frito a aquel
producto horneado o extruido que, por adicionarle acei-
te, contenga en su presentación final más de 0.5 gramos
de grasa por porción de 25 gramos como lo indica la
norma oficial mexicana NOM-086-SSA1-1994, para
alimentos sin grasa.

XXVI. Pasteles: alimento elaborado a base de masa de
harina y manteca, grasa o aceites vegetales, cocido al
horno, que en su mayoría, envuelve o es cubierto de cre-
ma o dulce.

XXVII. Golosinas: alimento escaso o nulo de nutrientes
destinado a satisfacer un gusto o antojo, cuyo único va-
lor nutritivo es el azúcar, u otros carbohidratos, o grasa.

Artículo 4o. Los contribuyentes a que se refiere esta ley,
pagarán el impuesto a su cargo, sin que proceda acredita-
miento alguno contra dicho pago, salvo en los supuestos a
que se refiere el siguiente párrafo.

Únicamente procederá el acreditamiento del impuesto tras-
ladado al contribuyente por la adquisición de los bienes a
que se refiere el inciso A) de la fracción I del artículo 2º de
esta ley, así como el pagado por el propio contribuyente en
la importación de los bienes a que refieren los incisos A),
C), D), E), F), G) y H) de dicha fracción, siempre que sea
acreditable en los términos de la citada ley.

El acreditamiento consiste en restar el impuesto acredita-
ble, de la cantidad que resulte de aplicar a los valores se-
ñalados en esta ley, las tasas a que se refiere la fracción I,
inciso A), F),G) y H) del artículo 2o. de la misma, o de la
que resulte de aplicar las cuotas a que se refieren los artí-
culos 2o., fracción I, inciso C), segundo y tercer párrafos,
y 2o.-C de esta ley. Se entiende por impuesto acreditable,
un monto equivalente al del impuesto especial sobre pro-
ducción y servicios efectivamente trasladado al contribu-
yente o el propio impuesto que él hubiese pagado con mo-
tivo de la importación, exclusivamente en los supuestos a
que se refiere el segundo párrafo de este artículo, en el mes
al que corresponda.

Artículo 5o. (…)

Artículo 5o.-A. Los fabricantes, productores, envasadores
o importadores, que a través de comisionistas, mediadores,
agentes, representantes, corredores, consignatarios o distri-
buidores, enajenen los bienes a que se refieren los incisos
A), B), C), F), G) y H) de la fracción I del artículo 2o. de
esta ley, estarán obligados a retener el impuesto sobre la
contraprestación que a éstos correspondan y enterarlo me-
diante declaración que presentarán ante las oficinas autori-
zadas, de conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo
del artículo 5o. de esta ley. Cuando las contraprestaciones se
incluyan en el valor de la enajenación por las que se pague
este impuesto, no se efectuará la retención y no se consi-
derarán contribuyentes de este impuesto por dichas activi-
dades.

Artículo 8o. No se pagará el impuesto establecido en esta
ley:

I. Por las enajenaciones siguientes:

d) Las de cerveza, aguas carbonatadas, refrescos,
bebidas hidratantes, rehidratantes o energéticas,
puros y otros tabacos labrados, que se efectúen al
público en general, salvo que el enajenante sea fa-
bricante, productor, envasador, distribuidor o impor-
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tador de los bienes que enajene. No gozarán del be-
neficio establecido en este inciso, las enajenaciones
de los citados bienes efectuadas por comerciantes
que obtengan la mayor parte del importe de sus in-
gresos de enajenaciones a personas que no forman
parte del público en general. No se consideran ena-
jenaciones efectuadas con el público en general
cuando por las mismas se expidan comprobantes que
cumplan con los requisitos a que se refiere el artícu-
lo 29-A del Código Fiscal de la Federación.

Artículo 11-B. Por las enajenaciones de aguas carbonata-
das, refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o energé-
ticas en las que el impuesto se pague aplicando la cuota a
que se refiere el artículo 2o.-D de esta ley, los contribu-
yentes calcularán el impuesto sobre el total de litros enaje-
nados.

Artículo 14-B. Por las importaciones de aguas carbonata-
das, refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o energé-
ticas en las que el impuesto se pague aplicando la cuota a
que se refiere el artículo 2o.-D de esta ley, los contribu-
yentes calcularán el impuesto sobre el total de litros im-
portados afectos a la citada cuota.

Artículo 19. Los contribuyentes a que se refiere esta ley
tienen, además de las obligaciones señaladas en otros artí-
culos de la misma y en las demás disposiciones fiscales, las
siguientes:

I. Llevar contabilidad de conformidad con el Código
Fiscal de la Federación, su reglamento y el reglamento
de esta ley, y efectuar conforme a este último la separa-
ción de las operaciones, desglosadas por tasas. Asimis-
mo, se deberán identificar las operaciones en las que se
pague el impuesto mediante la aplicación de las cuotas
previstas en los artículos 2o., fracción I, inciso C), se-
gundo y tercer párrafos, 2o.-C y 2o.-D de esta ley.

II. Expedir comprobantes sin el traslado en forma ex-
presa y por separado del impuesto establecido en esta
ley, salvo tratándose de la enajenación de los bienes a
que se refiere el inciso A), F), G) y H) de la fracción I
del artículo 2o. de esta ley, siempre que el adquirente
sea a su vez contribuyente de este impuesto por dicho
bien y así lo solicite.

Los contribuyentes que enajenen los bienes a que se re-
fieren los incisos A), F), G) y H) de la fracción I del ar-

tículo 2o. de esta ley, que trasladen en forma expresa y
por separado el impuesto establecido en la misma, de-
berán asegurarse de que los datos relativos al nombre,
denominación o razón social de la persona a favor de
quien se expiden, corresponde con el registro con el que
dicha persona acredite que es contribuyente del impues-
to especial sobre producción y servicios respecto de di-
cho bien. Asimismo, los citados contribuyentes deberán
proporcionar al Servicio de Administración Tributaria
en forma trimestral, en los meses de abril, julio, octubre
y enero, del año que corresponda, la relación de las per-
sonas a las que en el trimestre anterior al que se declara
les hubiere trasladado el impuesto especial sobre pro-
ducción y servicios en forma expresa y por separado en
los términos de esta fracción, así como el monto del im-
puesto trasladado en dichas operaciones y la informa-
ción y documentación que mediante reglas de carácter
general señale el Servicio de Administración Tributaria.

VIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren
los incisos A), B), C), F), G), H) e I) de la fracción I del
artículo 2o. de esta ley, obligados al pago del impuesto
especial sobre producción y servicios a que se refiere la
misma, deberán proporcionar al Servicio de Administra-
ción Tributaria, trimestralmente, en los meses de abril,
julio, octubre y enero, del año que corresponda, la in-
formación sobre sus 50 principales clientes y proveedo-
res del trimestre inmediato anterior al de su declaración,
respecto de dichos bienes. Tratándose de contribuyentes
que enajenen o importen vinos de mesa, deberán cum-
plir con esta obligación de manera semestral, en los me-
ses de enero y julio de cada año.

X. Los fabricantes, productores o envasadores, de alco-
hol, alcohol desnaturalizado y mieles incristalizables, de
bebidas con contenido alcohólico, aguas carbonata-
das, refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o
energéticas, cerveza o tabacos labrados deberán llevar
un control físico del volumen fabricado, producido o en-
vasado, según corresponda, así como reportar trimes-
tralmente, en los meses de abril, julio, octubre y enero,
del año que corresponda, la lectura mensual de los re-
gistros de cada uno de los dispositivos que se utilicen
para llevar el citado control, en el trimestre inmediato
anterior al de su declaración.

XI. Los importadores o exportadores de los bienes a
que se refieren los incisos A), B), C), F), G), H) e I) de
la fracción I del artículo 2o. de esta ley, deberán estar
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inscritos en el padrón de importadores y exportadores
sectorial, según sea el caso, a cargo de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público.

XIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren
el inciso A), F), G), H) e I) de la fracción I del artículo
2o. de esta ley, obligados al pago del impuesto especial
sobre producción y servicios, deberán proporcionar al
Servicio de Administración Tributaria, trimestralmente,
en los meses de abril, julio, octubre y enero, del año que
corresponda, el precio de enajenación de cada producto,
valor y volumen de los mismos, efectuado en el trimes-
tre inmediato anterior.

XXIII. Los fabricantes, productores o envasadores de
aguas carbonatadas, refrescos, bebidas hidratantes, rehi-
dratantes o energéticas que apliquen la disminución del
monto a que se refiere el artículo 2o.-D, segundo párra-
fo de esta ley, deberán presentar a las autoridades fisca-
les, a través de los medios, formatos electrónicos y pla-
zos que señale el Servicio de Administración Tributaria,
mediante reglas de carácter general, un informe en el
que manifiesten el total de litros de aguas carbonatadas,
refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o energéti-
cas enajenados y la capacidad en litros del total de los
envases reutilizados de aguas carbonatadas, refrescos,
bebidas hidratantes, rehidratantes o energéticas enajena-
dos, en cada uno de los meses del ejercicio inmediato
anterior.

Los importadores de aguas carbonatadas, refrescos, be-
bidas hidratantes, rehidratantes o energéticas que apli-
quen la disminución del monto a que se refiere el artí-
culo 2o.-D, segundo párrafo de esta ley, deberán
presentar a las autoridades fiscales, a través de los me-
dios, formatos electrónicos y plazos que señale el Servi-
cio de Administración Tributaria, mediante reglas de ca-
rácter general, un informe en el que manifiesten el total
de litros de cerveza importados en cada uno de los me-
ses del ejercicio inmediato anterior, así como la capaci-
dad en litros del total de los envases de cerveza expor-
tados en cada uno de los meses del citado ejercicio
inmediato anterior.

XXIV. Los fabricantes, productores o envasadores de
aguas carbonatadas, refrescos, bebidas hidratantes, rehi-
dratantes o energéticas que apliquen la disminución del
monto a que se refiere el artículo 2o.-D, segundo párra-
fo de esta ley, estarán obligados a llevar un registro del
total de litros de aguas carbonatadas, refrescos, bebidas

hidratantes, rehidratantes o energéticas enajenados y de
la capacidad en litros del total de los envases reutiliza-
dos de aguas carbonatadas, refrescos, bebidas hidratan-
tes, rehidratantes o energéticas enajenados, en cada mes.
Los importadores de aguas carbonatadas, refrescos, be-
bidas hidratantes, rehidratantes o energéticas que apli-
quen la disminución antes mencionada estarán obliga-
dos a llevar un registro del total de litros de aguas
carbonatadas, refrescos, bebidas hidratantes, rehidratan-
tes o energéticas importados en cada mes y de la capa-
cidad en litros del total de envases de aguas carbonata-
das, refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o
energéticas exportados en cada mes.

Los registros a que se refiere el párrafo anterior deberán
contener clasificaciones por presentación, capacidad medi-
da en litros y separar los litros de aguas carbonatadas, re-
frescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o energéticas por
los que deba pagarse el impuesto conforme a la tasa pre-
vista en el artículo 2o., fracción I, incisos F),G) y H), de es-
ta ley, de aquellos por los que deba pagarse la cuota a que
se refiere el artículo 2o.-D de la misma, así como la demás
información que para el efecto establezca el Servicio de
Administración Tributaria mediante reglas de carácter ge-
neral.

Los importadores de aguas carbonatadas, refrescos, bebi-
das hidratantes, rehidratantes o energéticas que apliquen la
disminución del monto a que se refiere el artículo 2o.-D,
segundo párrafo de esta ley, deberán llevar una cuenta de
control que adicionarán con las exportaciones de envases
de aguas carbonatadas, refrescos, bebidas hidratantes, rehi-
dratantes o energéticas recolectados y se disminuirá con las
importaciones de aguas carbonatadas, refrescos, bebidas
hidratantes, rehidratantes o energéticas por las que se haya
aplicado el citado monto. La referida cuenta de control de-
berá estar clasificada por las distintas presentaciones de los
envases, señalando su capacidad medida en litros.

Cuando los contribuyentes no cumplan con los registros es-
tablecidos en esta fracción, dichos registros sean falsos o
no se cuente con la documentación soporte de los mismos,
no se tendrá derecho a la disminución prevista en el artícu-
lo 2o.-D de esta ley.

Artículo 25. Las autoridades fiscales podrán determinar
presuntivamente que se enajenaron los bienes que el con-
tribuyente declara como mermas en los procesos de pro-
ducción o envasamiento, cuando éstas excedan de los si-
guientes porcentajes:
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IV. 12.3 por ciento en las aguas carbonatadas, refrescos,
bebidas hidratantes, rehidratantes o energéticas

Artículo 28. Los estados que no se adhieran al Sistema Na-
cional de Coordinación Fiscal participarán de la recauda-
ción atribuible a sus respectivos territorios, conforme a las
siguientes bases:

I. (…)

IV. Del importe recaudado sobre aguas carbonatadas,
refrescos, bebidas hidratantes, rehidratantes o ener-
géticas

a) 2. 8 por ciento a las entidades que la produzcan.

b) 36. 6 por ciento a las entidades donde se consu-
ma.

c) 7. 9 por ciento a los municipios de las entidades
donde se consuma.

Artículo Octavo. Se reforman los artículos 107, fracción
I, incisos b), ii) y último párrafo; se adiciona un inciso IV)
en el artículo 107, fracción I, inciso b), y un último párra-
fo al artículo 110, todos de la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria, para quedar como si-
gue:

Artículo 107. El Ejecutivo federal, por conducto de la se-
cretaría, entregará al Congreso de la Unión información
mensual y trimestral en los siguientes términos:

I. (…)

a) y b) (…)

i) (…)

ii) La evolución de los ingresos tributarios y no tri-
butarios, especificando el desarrollo de los ingresos
petroleros y los no petroleros; la situación respecto
a las metas de recaudación y una explicación deta-
llada de la misma, así como el comportamiento de
las participaciones federales para las entidades fe-
derativas. El desglose deberá permitir conocer el
comportamiento de cada impuesto, por tipo y por
tamaño de contribuyente, por tratamiento fiscal y

por sector de actividad, en los siguientes términos
generales:

A. Contribuyentes y aportación. En cada apartado
proporcionar: universo de contribuyentes obliga-
dos, número de contribuyentes que presentó decla-
ración y recaudación neta (menos devoluciones
efectuadas en el periodo).

1. Personas morales

1.1. Grandes contribuyentes, por sector de actividad

1.1.1. IVA

1.1.2. ISR propio

1.1.3. ISR retención de impuestos

1.1.4. Otros

1.2. Régimen normal, por sector de actividad y a su
vez por rangos de ingresos

1.2.1. IVA

1.2.2. ISR propio

1.2.3. ISR retención de impuestos

1.2.4. Otros

1.3. Régimen maquila-Immex por sector de activi-
dad y a su vez por rangos de ingresos

1.3.1. IVA

1.3.2. ISR propio

1.3.3. ISR retención de impuestos

1.3.4. Otros

1.4. Régimen simplificado: transporte, por rangos
de ingresos

1.4.1. IVA

1.4.2. ISR propio
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1.4.3. ISR retención de impuestos

1.4.4. Otros

1.5. Régimen simplificado: campo, por rangos de
ingresos

1.5.1. IVA

1.5.2. ISR propio

1.5.3. ISR retención de impuestos

1.5.4. Otros

2. Personas físicas

2.1. Régimen intermedio. Personas físicas con acti-
vidad empresarial, por sector de actividad y rangos
de ingresos.

2.1.1. IVA

2.1.2. ISR propio

2.1.3. ISR retención de impuestos

2.1.4. Otros

2.2. Sueldos y salarios

2.1.1. IVA

2.1.2. ISR

2.1.3. Otros

3. Régimen pequeños contribuyentes por sector de
actividad y rangos de ingresos.

3.1.1. IVA

3.1.2. ISR

3.1.3. Otros

B. Estímulos, devoluciones y crédito. Siguiendo el
mismo esquema se deberá presentar el comporta-
miento de los estímulos y las devoluciones de im-

puestos efectuadas en el periodo correspondiente al
informe

C. Proporcionará un informe sobre la contribución
fiscal del ejercicio y número de contribuyentes en
otros tratamientos especiales, como

1. Recintos fiscales especializados. Número de Em-
presas, otros contribuyentes, tamaño y sector de ac-
tividad.

1.1. IVA

1.2. ISR Propio

1.3. ISR Retención de impuestos

1.4. Otros

2. Contribuyentes amparados bajo los acuerdos pa-
ra evitar la doble tributación, por separado, perso-
nas morales y personas físicas. Número de contri-
buyentes, tamaño y sector de actividad:

2.1. Nacionales 

2.1.1. Operaciones en territorio nacional

2.1.1.1. IVA

2.1.1.2. ISR propio

2.1.1.3. ISR retención de impuestos

2.1.1.4. Otros

2.1.2. Operaciones en el exterior

2.1.2.1. ISR propio

2.1.2.2. Otros

2.2. Extranjeros con operaciones en México

2.2.1. Operaciones en territorio nacional

2.2.1.1. IVA

2.2.1.2. ISR propio
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2.2.1.3. ISR retención de impuestos

3. Contribuyentes amparados bajo los esquemas de
consolidación. Por número de contribuyentes y sec-
tor de actividad:

3.1. IVA

3.2. ISR enterado y diferido

3.3. ISR retención de impuestos

3.4. Otros

Asimismo, deberán reportarse los juicios ganados y
perdidos por el Servicio de Administración Tributa-
ria, el Instituto Mexicano del Seguro Social y el
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores, en materia fiscal y de recaudación;
así como el monto que su resultado representa de
los ingresos y el costo operativo que implica para
las respectivas instituciones y en particular para el
Servicio de Administración Tributaria. Este reporte
deberá incluir una explicación de las disposiciones
fiscales que causan inseguridad jurídica para el go-
bierno federal. Los tribunales competentes estarán
obligados a facilitar a las instituciones citadas la in-
formación que requieran para elaborar dichos re-
portes; y

iii) (…)

iv) En el primer informe de cada año deberá pro-
porcionar información relacionada con el compor-
tamiento en el ejercicio anual inmediato anterior, de
las diferentes clasificaciones y tratamientos fiscales
especiales: grandes contribuyentes, sector primario,
transporte, maquila-Immex, inversión extranjera,
doble tributación, recintos fiscales especializados,
repecos y los que se encuentren vigentes, que in-
cluyan por lo menos para cada uno: número de con-
tribuyentes beneficiados, recaudación aportada por
tipo de impuesto por separado –ISR personas mora-
les, personas físicas y retención de impuestos, IVA,
otros, incluyendo seguridad social–, empleos gene-
rados, balanza comercial.

I. (…)

La información que la Secretaría proporcione al Congreso
de la Unión deberá ser completa y oportuna. Dicha infor-
mación se pondrá a disposición de la población en los si-
tios de Internet de la Secretaría y del SAT, así como las se-
ries históricas disponibles de las variables incluidas en este
artículo, por lo menos en formato Excel. En caso de in-
cumplimiento procederán las responsabilidades que corres-
pondan.

Capítulo II
De la Evaluación

Artículo 110. La Secretaría realizará trimestralmente la
evaluación económica de los ingresos y egresos en función
de los calendarios de presupuesto de las dependencias y en-
tidades. Las metas de los programas aprobados serán ana-
lizadas y evaluadas por las comisiones ordinarias de la Cá-
mara de Diputados.

(…)

En materia de ingresos se evaluará el costo-beneficio de los
diferentes tratamientos fiscales especiales: sector primario,
transporte, maquila-Immex, inversión extranjera, doble tri-
butación, recintos fiscales especializados, repecos y los
que se encuentren vigentes, que consideren el beneficio
que reciben la población, la economía y las finanzas públi-
cas por aplicar cada uno de esos tratamientos fiscales espe-
ciales.

Artículo Noveno. Se adiciona un segundo párrafo a los ar-
tículos tercero y undécimo transitorios de la Ley del Segu-
ro Social publicada en el Diario Oficial de la Federación el
21 de diciembre de 1995, para quedar como sigue:

Artículo Tercero Transitorio. (…)

El límite máximo salarial para el otorgamiento de las pen-
siones a que se refiere el párrafo anterior, cual sea la ley por
cuyos beneficios opte el trabajador, será de veinticinco sa-
larios mínimos generales vigentes en el Distrito Federal a
la fecha de tal otorgamiento. Este límite máximo salarial se
aplicará a partir del primero de julio de 1997.

Artículo Undécimo Transitorio. (…)

El límite máximo salarial para el otorgamiento de las pen-
siones a que se refiere el párrafo anterior, cual sea la ley por
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cuyos beneficios opte el trabajador, será de veinticinco sa-
larios mínimos generales vigentes en el Distrito Federal a
la fecha de tal otorgamiento. Este límite máximo salarial se
aplicará a partir del primero de julio de 1997.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de ene-
ro de 2011.

Segundo. Los decretos emitidos por el Ejecutivo federal
mediante los cuales haya autorizado o determinado algún
régimen fiscal dejaran de tener efectos a partir de la entra-
da en vigor del presente decreto.

Tercero. Se deroga el artículo cuarto transitorio del decre-
to por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 27 de noviembre de 2009.

Cuarto. La Cámara de Diputados, en el PEF para el Ejer-
cicio Fiscal de 2011 y subsecuentes, deberá asignar los re-
cursos necesarios para que el IMSS cubra puntualmente las
pensiones a que se refiere el presente decreto con el límite
salarial máximo de veinticinco salarios mínimos generales
vigentes en el Distrito Federal, en apego al artículo duodé-
cimo transitorio de la Ley del Seguro Social vigente.

Notas:

1 Exención de impuestos, 3 de marzo de 1925, Fuente: Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, tomo XVI, página 451.

2 Ojanguren, Silvia. “Niños obesos: más vale prevenir”, en El Siglo de
Torreón. Disponible en http://www.elsiglodetorreon.com.mx/noti-
cia/222489.ninos-obesos-mas-vale-prevenir.html

3 Ludwig, DS; Peterson, KE; y Gortmaker, SL. “Relación entre el con-
sumo de bebidas azucaradas y la obesidad infantil: un análisis pros-
pectivo y observacional”, Lancet, 2001.

4 Gómez Salgado, Arturo. “Cada año, 152 litros de refresco por mexi-
cano”, en El Occidental. Disponible en http://www.oem.com.mx/eloc-
cidental/notas/n752335.htm

5 También puede ser esta definición, la cual ya estaba pero fue dero-
gada: “Bebidas no alcohólicas elaboradas por la disolución en agua,
entre otros, de edulcorante y saboreadores, naturales, artificiales o sin-
téticos, adicionados o no, de jugo, pulpa o néctar, de frutas o de ver-

duras, de sus concentrados o extractos y otros aditivos para alimentos
y que pueden estar o no carbonatadas”.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de septiembre de 2010.— Di-
putados: Vidal Llerenas Morales, Víctor Manuel Báez Ceja, Samuel
Herrera Chávez, Gerardo Leyva Hernández (rúbricas).»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédi-
to Público y de Presupuesto y Cuenta Pública y de Se-
guridad Social.

CODIGO PENAL FEDERAL - CODIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS PENALES

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene la palabra el diputado Guillermo Cueva Sada, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 127 Bis al Código Penal Federal y reforma el artí-
culo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales.

El diputado Guillermo Cueva Sada (desde la curul): Con
su venia, señor presidente. Antes que nada, quiero felicitar
y decirle al diputado Ramírez Marín que es un honor que
esté dirigiendo esta Mesa Directiva.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Muchas gracias, diputado.

El diputado Guillermo Cueva Sada (desde la curul):
Compañeras y compañeros legisladores, en estos tiempos
en los que vivimos una ola de violencia por las crecientes
acciones de las organizaciones criminales se debe mante-
ner el firme compromiso de los tres órdenes de gobierno
para hacer un frente común contra este grave problema so-
cial que daña severamente a los mexicanos.

Las corporaciones policíacas de los tres niveles de gobier-
no, así como las Fuerzas Armadas, han emprendido accio-
nes para combatir la delincuencia organizada sin alcanzar
los resultados que la sociedad demanda. Sus acciones han
sido afectadas por un nuevo modus operandi de las células
delictivas, que consiste en enviar a informantes que se de-
dican a observar, vigilar, obtener información de forma ilí-
cita, así como avisar de las acciones y operativos que se
van a llevar a cabo por las autoridades encargadas del com-
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bate del crimen organizado, actividades que podrían consi-
derarse como espionaje. A esta red de informantes la delin-
cuencia organizada les ha denominado halcones.

Con el fin de que las autoridades encargadas de la preven-
ción, procuración y administración de justicia cuenten con
un marco regulatorio adecuado, propongo adicionar un ar-
tículo 127 Bis al Código Penal Federal, para tipificar como
delito el espionaje del que son objeto las corporaciones po-
licíacas y las Fuerzas Armadas, que realizan los delincuen-
tes a través de acciones que tienen como fin avisar y aler-
tar a la estructura de las organizaciones criminales respecto
de operaciones de seguridad pública, para evadir las accio-
nes de la justicia.

La reforma que propongo tiene como objeto que estas acti-
vidades que realizan los informantes o halcones no sigan
mermando la eficacia de las acciones del gobierno en esta
tarea de lucha contra el crimen organizado.

Estoy convencido que de aprobarse la reforma penal pro-
puesta pondremos un granito de arena en la construcción
de un país sin violencia.

Sólo me cabe agregar que creo que la ola de violencia que
está viviendo el país no es culpa ni de los presidentes mu-
nicipales ni de los gobernadores ni del presidente de la Re-
pública. Es culpa del delincuente.

Creo que todos los mexicanos tenemos que trabajar juntos
y poner nuestro granito de arena para acabar con esta crisis
de inseguridad que está viviendo el país. Muchas gracias
por su tiempo.

«Iniciativa que adiciona el artículo 127 Bis al Código Pe-
nal Federal y reforma el 194 del Código Federal de Proce-
dimientos Penales, a cargo del diputado Guillermo Cueva
Sada, del Grupo Parlamentario del PVEM

Guillermo Cueva Sada, diputado  integrante de la LXI Le-
gislatura del Honorable Congreso de la Unión, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en los artículos 71, fracción II y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y del
artículo 55 fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, someto a consideración del pleno la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un
artículo 127 Bis al Código Penal Federal y se reforma el in-

ciso 3 de la fracción I del artículo 194 del Código Federal
de Procedimientos Penales con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En estos tiempos en los que en el país se ven incrementa-
das las acciones de las organizaciones criminales, se ha
mantenido un compromiso firme por parte de los tres nive-
les de gobierno para, en conjunto, de una manera coordi-
nada, hacer un frente común contra este lastre que daña al
tejido social. En nuestro país se han mantenido operativos
tanto especiales como permanentes, de  corporaciones po-
liciales estatales, así como militares.

Con el fin de enfrentar a las organizaciones criminales, las
fuerzas policiales de los tres órdenes de gobierno, así como
las instituciones militares, realizan sus  labores mientras
son vigilados por una red de informantes formada por su-
jetos a quienes se denomina “halcones”.

La función de un “halcón” consiste en vigilar las activida-
des de personas o instituciones que amenacen la estabilidad
de la organización criminal a la cual pertenece. Esta vigi-
lancia consiste en  recabar información referente a miem-
bros de instituciones policiales: ubicación y operativos po-
liciacos que se realizan o realizarán.

El derecho, y en especial el derecho penal, debe ser un re-
flejo de la realidad social, por tanto no debe mantenerse es-
tático, más bien debe de ir de la mano de esta realidad, por
lo que este tipo de conductas que dificultan la operación de
las autoridades encargadas de procurar seguridad y justicia
deben ser establecidas y sancionadas por nuestra legisla-
ción penal sustantiva.

Por lo anterior se propone adicionar un artículo 127 Bis en
el capítulo II, relativo al delito de espionaje del Código Pe-
nal Federal vigente, a quien aceche o vigile o realice actos
de espionaje para obtener información sobre la ubicación,
las actividades, los operativos o en general las labores se-
guridad pública, de persecución o sanciones del delito o la
ejecución de penas.

Además de las penas previstas en el párrafo anterior, se im-
pondrá desde un tercio hasta una mitad más de la sanción
privativa de libertad que le corresponda, al que realice la
conducta descrita en este artículo utilizando para ello cual-
quier vehículo de servicio público de transporte de pasaje-
ros u otro que preste un servicio similar o que por sus ca-
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racterísticas exteriores sea similar en la apariencia a los ve-
hículos destinados al servicio de transporté público de pa-
sajeros.

Por último se propone se agraven las penas cuando el deli-
to sea cometido por servidores públicos o ex servidores pú-
blicos de las fuerzas armadas, instituciones de seguridad
pública o de procuración de justicia.

Asimismo dadas las repercusiones de la comisión de esta
conducta, se propone agregar al catálogo de delitos consi-
derados como graves, establecidos en el artículo 194 del
Código Federal de Procedimientos Penales.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Primero. Se adiciona un artículo 127 Bis al Código Penal
Federal para quedar como sigue:

Artículo 127 Bis. Se impondrá una pena de dos a quince
años de prisión y multa al equivalente de doscientas a cua-
trocientas veces el salario mínimo, a quien aceche o vigile
o realice actos de espionaje para obtener información sobre
la ubicación, las actividades, los operativos o en general las
labores de seguridad pública, de persecución o sanciones
del delito o la ejecución de penas.

Además de las penas previstas en el párrafo anterior, se
impondrá desde un tercio hasta una mitad más de la san-
ción privativa de libertad que le corresponda, al que reali-
ce la conducta descrita en este artículo utilizando para ello
cualquier vehículo de servicio público de transporte de pa-
sajeros u otro que preste un servicio similar o que por sus
características exteriores sea similar a la apariencia de los
vehículos destinados al servicio de transporte público de
pasajeros.

Las  penas señaladas en este artículo se aumentarán desde
un tercio hasta una mitad más de la pena que le correspon-
da, y se impondrá a demás destitución del cargo o comisión
e inhabilitación de tres a diez años para ocupar otro, cuan-
do el delito sea cometido por servidores públicos o por ex
servidores públicos de las fuerzas armadas, instituciones de
seguridad pública o de procuración de justicia. 

Segundo. Se reforma el inciso 3 de la fracción I del artícu-
lo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales para
quedar como sigue:

Artículo 194. …

I…

1) y 2)…

3) Espionaje, previsto en los artículos 127, 127 Bis
y 128;

4) a 36)…

II a XVII...

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, du-
rante el primer periodo ordinario de sesiones del segundo año de ejer-
cicio de la Sexagésima Primera Legislatura, a 7 de septiembre de
2010.— Diputados: Guillermo Cueva Sada, Rosalina Mazari Espín,
Ana Estela Durán Rico, Ninfa Clara Salinas Sada, Caritina Sáenz Var-
gas, Norma Leticia Orozco Torres, José Manuel Aguero Tovar, Diego
Guerrero Rubio, Alejandro del Mazo Maza, Adriana Sarur Torre, Fran-
cisco Alejandro Moreno Merino, Ricardo Ahued Bardahuil, Juan Car-
los Natale López (rúbricas).»

Presidencia del diputado 
Francisco Javier Salazar Sáenz

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Gracias, señor diputado. Se turna a la Comisión de Justi-
cia.

ARTICULOS 6o. Y 7o. CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Tiene la palabra el señor diputado Jaime Fernando Cárde-
nas Gracia, del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
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jo, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 6 y 7 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Compañeras diputadas, compañeros di-
putados. Esta iniciativa que hoy presentamos es para que la
libertad de expresión, la libertad de imprenta no sea crimi-
nalizada.

Debo decir que en la reciente visita que hicieron los relato-
res de Naciones Unidas y de la OEA a este país y a esta Cá-
mara, en la parte conducente del informe de los relatores de
Naciones Unidas y de la OEA, establece que sería impor-
tante para nuestro país que se derogaran todos los tipos pe-
nales que criminalizan la expresión del derecho a la infor-
mación o la libertad de imprenta.

También sostiene este informe de la ONU y de la OEA
–aún con carácter provisional– que en materia de ejercicio
abusivo de la libertad de expresión o del derecho a la in-
formación o de la libertad de imprenta lo que procede, en
todo caso, es la determinación de responsabilidades civiles
por daño moral.

Haciéndome eco de este informe de la ONU y de la OEA
y, porque así existe en los países civilizados del mundo, me
parece que es fundamental que en México demos un paso
adelante, no solamente para proteger la libertad de los pe-
riodistas sino para proteger la libertad de expresión, de im-
prenta, del derecho a la información de todos los ciudada-
nos.

Esta iniciativa tiene como fundamentos el artículo 19 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que
ratificó nuestro país. Así como el artículo 13 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos.

Lo que pretende, lo que busca la iniciativa es que la ame-
naza de una denuncia penal en contra de un periodista o de
una persona que critica y que cuestiona la corrupción no
sea utilizada, esa amenaza de denuncia penal, como un ele-
mento de censura, como un elemento que implique el cer-
cenamiento de la crítica, del debate y la deliberación pú-
blica de los asuntos.

Es muy importante que demos un paso civilizatorio en el
país. Desde finales de esta década, en muchos estados de
la república y también a nivel federal se han derogado ti-
pos penales como la calumnia, la injuria y la difamación.

Esto ha ocurrido en muchos estados de la República Mexi-
cana.

Sin embargo, en otros estados de la república sigue cri-
minalizándose la libertad de expresión. Se contemplan
como delitos en códigos penales estatales la difamación,
la calumnia y la injuria. Y lo que es más grave, a nivel fe-
deral, por ejemplo, la Ley de Imprenta en vigor establece
sanciones penales por el ejercicio de la libertad de im-
prenta.

Todo esto es realmente grave e impide –como dice el dere-
cho norteamericano o el derecho europeo– que la libertad
de expresión sea el balón de oxígeno de la democracia.

En países como Estados Unidos, la libertad de expresión,
según la Primera Enmienda de la Constitución norteameri-
cana, tiene una posición preferente. Es decir, la libertad de
expresión es tan importante que en ese derecho, de ese país,
la libertad de expresión se sitúa por encima de otros dere-
chos fundamentales.

Sabemos que en ocasiones, con la libertad de expresión se
puede afectar el derecho al honor, el derecho a la intimidad,
los derechos de la personalidad de las personas. Cuando
ocurra esto el juez competente no debe ser el juez penal, si-
no el juez civil, y en todo caso debe privilegiarse en las de-
cisiones de los jueces civiles la libertad de expresión, la
crítica, el combate a la corrupción.

Éste es el ánimo que fundamenta la iniciativa que hoy pre-
sentamos en la Comisión Especial contra Agresiones a Pe-
riodistas. Hemos discutido muchas veces este tipo de te-
mas. La diputada Yolanda Valencia ha sido promotora de
estas ideas.

Yo espero que a esta iniciativa legisladores de distintos par-
tidos se sumen, porque es muy importante proteger la li-
bertad de los compañeros de la prensa y la libertad de to-
dos los mexicanos, para que por el ejercicio de la libertad
de expresión nadie vaya a la cárcel. Muchas gracias, com-
pañeras diputadas. Muchas gracias, compañeros diputados.

«Iniciativa que reforma los artículos 6o. y 7o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo
Parlamentario del PT

El suscrito, Jaime Fernando Cárdenas Gracia, diputado a la
LXI Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
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Grupo parlamentario del Partido del Trabajo, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y, 55, fracción
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consi-
deración del pleno de la honorable Cámara de Diputados la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la que se
reforman los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos para prohibir la crimina-
lización de la libertad de expresión, el derecho a la infor-
mación y la libertad de imprenta.

Exposición de Motivos

La libertad de expresión se ha constituido en condición in-
soslayable para la existencia de un Estado constitucional
democrático. La deliberación pública de los diferentes ac-
tores políticos y sociales, debe hacerse en libertad; por ello,
el la libertad de expresión es un pilar fundamental de la de-
mocracia, pues se convierte en la premisa de la pluralidad
de manifestaciones, expresiones de ideas u opiniones, di-
sensos y/o debates que enriquecen la vida pública de una
nación. Una sociedad que fortalece el derecho a la libertad
de expresión, fortalece la construcción de su ciudadanía y
los principios democráticos de tolerancia, pluralidad e in-
clusión.

El derecho a la libertad de expresión es un derecho funda-
mental, pero además, reviste una especial importancia den-
tro del conjunto de derechos fundamentales, debido a su
pertenencia al núcleo duro de las reglas básicas del juego
democrático; la libertad de expresión, así, es un derecho
central por su cercanía al corazón de la Constitución1.

La libertad de expresión es el vehículo de un derecho más
amplio, que es el de la libertad de conciencia, de ahí que la
esencia de ese derecho consista en ser la voz del pensa-
miento humano. Esto explica que la libertad de expresión
se materialice, por ejemplo, a través de un escrito, de una
pintura, de una duda filosófica o de un periodista que in-
forma2.

Al mismo tiempo que la libertad de expresión es una liber-
tad civil y política, es también una forma de influir en las
decisiones legislativas y en el diseño y la aplicación de po-
líticas públicas. Por ello, la construcción de ciudadanía pa-
sa por el fortalecimiento del ejercicio de este derecho; ve-
lar por su cumplimiento y garantía son las obligaciones de
un verdadero Estado democrático. No resulta sencillo de
clasificar, pero la libertad de expresión puede consistir en

disentir, en informar, en criticar o en pensar de forma co-
lectiva3, sin cortapisas.

Dentro del derecho a la libertad de expresión, se encuentra
el derecho a la información. De hecho, en la concepción
moderna de la libertad de expresión se incluye una trilogía
de libertades que están íntimamente relacionadas, se agru-
pan en dos direcciones 1) el derecho a informar y emitir
mensajes (que supone el derecho a difundir informaciones
y opiniones y que toma en cuenta el punto de vista del emi-
sor) y 2) derecho a ser informado (derechos de investigar y
recibir informaciones y opiniones desde la perspectiva del
receptor)4.

La libertad de expresión, de prensa y el derecho a la in-
formación en instrumentos internacionales

La Resolución de la ONU número 56 (1) de 1946, define
que “la libertad de expresión es un derecho humano funda-
mental y es piedra de toque de todas las libertades a cuales
están consagradas las Naciones Unidas”.

Por su parte, la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos en su artículo 19, establece que:

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y
de expresión, este derecho incluye el de no ser molesta-
do a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir in-
formaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limita-
ción de fronteras, por cualquier medio de expresión.

Otro instrumento importante dentro del reconocimiento in-
ternacional de la libertad de expresión, es el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, el cual dispone al
respecto en su artículo 19, lo siguiente: 

1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones 

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión,
este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y
difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consi-
deración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en
forma impresa o artística, por cualquier otro procedi-
miento de su elección. 

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de
este artículo entraña deberes y responsabilidades especia-
les. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restric-
ciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fi-
jadas por la ley y ser necesarias para:
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a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputa-
ción de los demás, 

b) La protección de la seguridad nacional, el orden
público o la salud o la moral públicas. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, con-
signa sobre el ejercicio de las libertades de expresión y de
prensa, así como el derecho a la información, lo siguiente: 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensa-
miento y de expresión. Este derecho comprende la li-
bertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ide-
as de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea
oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o
por cualquier otro procedimiento de su elección 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso prece-
dente no puede estar sujeto a previa censura sino a res-
ponsabilidades ulteriores, las que deben estar expresa-
mente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: 

a. El respeto a los derechos o a la reputación de los
demás, o 

b. La protección de la seguridad nacional, el orden
público o la salud o la moral públicas. 

En la interpretación de esta Convención, la Corte Inter-
americana ha sostenido que “la libertad de expresión tiene
una dimensión individual y una dimensión social. Con res-
pecto a la segunda dimensión social del derecho a la liber-
tad de expresión es menester señalar que la libertad de ex-
presión es un medio para el intercambio de ideas e
informaciones entre las personas; comprende su derecho a
tratar de comunicar a otras sus puntos de vista, pero impli-
ca también el derecho de todos a conocer opiniones, rela-
tos y noticias vertidas por terceros. Para el ciudadano co-
mún el conocimiento de la opinión ajena o de la
información de que disponen otros tiene igual importancia
como el derecho a difundir la propia”5.

Los “límites” a las libertades de expresión, de prensa y
del derecho a la información

De los instrumentos internacionales de derechos humanos
que se enunciaron anteriormente, se puede observar que el
derecho a la libertad de expresión sólo encuentra, para su
ejercicio, dos límites: a) el respeto a los derechos o la re-

putación de los demás, o b) la protección a asuntos de se-
guridad nacional, orden público, la salud o la moral públi-
cas. Con ellos, se trata de evitar el ejercicio abusivo del de-
recho a la libertad de expresión. Sin embargo, en múltiples
ocasiones estos “límites” a la libertad de expresión, se uti-
lizan artificiosamente para inhibir el ejercicio pleno de és-
te derecho.

La afectación o vulneración a los derechos de la personali-
dad es el argumento más recurrente en las demandas que se
interponen ante tribunales, cuando se alega un supuesto
ejercicio indebido del derecho a la libertad de expresión. 

Los derechos de la personalidad incluyen el derecho al ho-
nor, a la vida privada y a la propia imagen. El derecho al
honor es una facultad para no ser expuesto al odio, al des-
precio o al ridículo, ante uno mismo, pero también frente a
los demás. Por eso, este derecho tiene dos dimensiones: 1.
El honor subjetivo, referido a la esfera íntima de las perso-
nas; y 2. El honor objetivo que trata de la consideración
que los otros tienen de uno mismo.6

Por su parte, el derecho a la vida privada “es el derecho
fundamental de los individuos que consiste en no ser inter-
feridos o molestados por persona o entidad alguna, en el
núcleo esencial de las actividades que legítimamente deci-
den mantener fuera del conocimiento público”;7 en ese
sentido, la vida privada “es el ámbito privado reservado pa-
ra la propia persona y del que quedan excluidos los demás
a reserva de la voluntad de cada individuo de compartir di-
cho ámbito”.8 Otro derecho, incluido en los derechos de la
personalidad, es el derecho a la propia imagen, consistente
en que la persona pueda decidir si comunica o no, y cómo
ha de hacerlo, su imagen física, evitando así que se comer-
cialice o explote si no lo desea.9

Si bien es cierto que no existen derechos absolutos, tam-
bién lo es que cuando se apela a los límites de un derecho,
con más obligación se debe establecer con claridad cuál es
el contenido de esos límites, ello con la finalidad de que no
sean utilizados como restricción al ejercicio pleno de otros
derechos. Frente a las libertades de expresión y de prensa,
así como del derecho a la información, se han contrapues-
to los derechos de la personalidad. Estos derechos están re-
gulados tanto por vía civil como penal. La tipificación pe-
nal de delitos de prensa o contra el honor ha servido como
instrumento de contención del ejercicio pleno de las liber-
tades de expresión y de prensa, así como del derecho a la
información; pero no sólo se ha entorpecido el ejercicio de

Año II, Primer Periodo, 7 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados238



estos derechos a través de tipos penales específicos en ma-
teria de prensa o contra el honor, sino que se utiliza cual-
quier subterfugio jurídico que sirva de pretexto para inti-
midar y limitar, sobre todo, el ejercicio de la profesión
periodística. 

La tendencia internacional se inscribe en la despenaliza-
ción de los delitos contra el honor, reforzando su regula-
ción civil. Esto evitaría la utilización del derecho penal pa-
ra criminalizar las libertades de expresión y de
información, dejando sólo la vía civil para dirimir los con-
flictos suscitados por la confrontación de derechos. Por
eso, más que de límites, habría que buscar la coexistencia
armónica de derechos.10

El tema reviste mayor relevancia cuando los derechos a la
personalidad son utilizados como armas para menoscabar
el libre ejercicio periodístico, el cual está protegido por los
dos derechos a los que hemos hecho múltiple mención en
esta iniciativa: los derechos a la libertad de expresión y a la
información. Los personajes públicos, como son los fun-
cionarios públicos, son sujetos que están obligados por ley
a rendir mayores cuentas de su actuar a la ciudadanía; en
ese sentido, el trabajo periodístico pone más énfasis en in-
formar de su actuación, sus resultados y las relaciones que
envuelven el ejercicio de ese poder. Por eso, con mayor ra-
zón se debe proteger el derecho a la crítica del poder, debe
ser una prioridad absoluta porque, entre otras razones, te-
nemos un sistema representativo a través del cual hemos
delegado nuestra capacidad de decisión y nuestros recur-
sos, al gobierno y sus representantes.11

En ese sentido, el derecho a la crítica del poder es ejercido
a través del derecho fundamental a la libertad de expresión
y, aunque cualquier persona puede ser el sujeto activo de
este derecho, son los periodistas a los que la sociedad de-
lega esta función. 

Precisamente es esta responsabilidad social, lo que ha ori-
ginado que los comunicadores sean los más expuestos a ser
criminalizados por ejercer las libertades de expresión y de
imprenta, así como el derecho a la información. Dicha cri-
minalización de la libertad de expresión es posible debido
a que aún prevalece en México un marco jurídico que re-
gula el ejercicio de este derecho a través de la vía penal, no
sólo civil, propiciando que muchos comunicadores tengan
que padecer innumerables denuncias penales por parte de
los que se dicen agraviados por la información difundida. 

Criminalización de las libertades de expresión y de im-
prenta en la legislación mexicana 

Los límites a las libertades de expresión y de imprenta se
encuentran regulados principalmente en materia civil como
en la penal. En materia civil se limitan a través de la figu-
ra de daño moral, no obstante, existen otras leyes como la
Ley de Imprenta, que tienen incorporadas sanciones pena-
les que han sido utilizadas como medios para intimidar el
ejercicio de las libertades de expresión y de imprenta, así
como el derecho a la información. En los códigos civiles de
nuestro país, estos límites se definen como la afectación
que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creen-
cias, decoro, honor, reputación, vida privada, configura-
ción y aspectos físicos, o bien en la consideración que de sí
misma tiene los demás. En su caso, si existiera daño mate-
rial, las leyes consideran la reparación moral. 

En materia penal, los límites a las libertades de expresión y
de imprenta están regulados a través de los delitos contra el
honor: difamación, calumnia e injuria. Además de otros ti-
pos penales que tienen por propósito limitar las libertades
de expresión, imprenta y el derecho a la información, que
se encuentran previstos en diversas leyes penales y en otras
disposiciones de carácter jurídico. A nivel federal ya se de-
rogaron estos delitos, pero siguen prevaleciendo en las le-
gislaciones de muchas entidades federativas, además de
otros tipos penales que criminalizan las libertades de ex-
presión, imprenta y el derecho a la información. A conti-
nuación se presenta un cuadro12 que muestra los estados de
la república que aún criminalizan a las libertades de expre-
sión y de imprenta, así como el derecho a la información, a
través de la materia penal:
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Estados Códigos Penales Códigos 
(Delitos contra Civiles
el honor) (Daño 

Moral -DM- y
Reparación 
Moral -RM-)

Federación Sí (DM)
Aguascalientes Sí Sí (DM)
Baja California Sí Sí (DM y RM)
Baja California Sur Sí Sí (DM)
Campeche Sí Sí (DM)
Coahuila Sí (DM)
Colima Sí Sí (DM)
Chiapas Sí Sí (RM)
Chihuahua Sí (DM)
Distrito Federal Sí (DM)
Durango Sí Sí (DM y RM)
Guanajuato Sí Sí (RM)
Guerrero Sí (RM)
Hidalgo Sí Sí (RM)
Jalisco Sí (DM)
Estado de México Sí Sí (RM)
Michoacán Sí (RM)
Morelos Sí (DM)
Nayarit Sí Sí (DM)
Nuevo León Sí Sí (RM)
Oaxaca Sí (RM)
Puebla Sí Sí (DM)
Querétaro Sí Sí (DM)
Quintana Roo Sí (DM)
San Luis Potosí Sí Sí (DM)
Sinaloa Sí (DM)
Sonora Si Sí (DM)
Tabasco Sí Sí (DM)
Tamaulipas Sí (DM)
Tlaxcala Sí Sí (DM)
Veracruz Sí Sí (RM)
Yucatán Sí Sí (DM)
Zacatecas Sí Sí (RM)

Como se observa, 21 entidades de la república aún crimi-
nalizan las libertades de expresión y de imprenta, así como
del derecho a la información, exponiendo a la intimidación
penal a todo individuo que ejerza plenamente estos dere-
chos.

Contenido y objetivos de la propuesta

La presente iniciativa tiene por objeto la prohibición de la
criminalización de los derechos de libertad de expresión,

de prensa y de información desde la Constitución Política.
En ese sentido, los dos objetivos principales son 1. Despe-
nalización del ejercicio de las libertades de expresión y de
prensa, así como el derecho a la información; y 2. Armoni-
zación del ejercicio responsable de las libertades de expre-
sión y de prensa y del derecho a la información, frente a la
protección de los derechos de personalidad, como la vida
privada, el honor y la propia imagen.

Para ello, se propone reformar los artículos 6o. y 7o. cons-
titucionales.

Tanto en un artículo como en otro, los principios y criterios
que se incorporan son los siguientes:

1. La prohibición absoluta de la criminalización del de-
recho a la libertad de expresión y prensa, así como el de-
recho a la información, no sólo establecida en las leyes
penales sino en cualquier disposición jurídica que pue-
da ser utilizada con esos fines;

2. El ejercicio abusivo o indebido de esos derechos se
castigará sólo por la legislación civil, en ningún caso
por las leyes penales;

3. Todo juez deberá considerar para fincar responsabili-
dades civiles derivadas del ejercicio abusivo de los de-
rechos a la libertad de expresión y de prensa, así como
del derecho a la información, que tratándose de servido-
res públicos o personajes públicos por estar sujetos a
mayor exposición pública, sus derechos de protección a
la personalidad se encuentran reducidos;

4. Asimismo, no serán materia de juicio civil las opinio-
nes, y se deberán tomar en cuenta en las decisiones ju-
diciales los estándares de real malicia y la estricta pro-
porcionalidad y razonabilidad de las sanciones. Las
personas que investigan casos de corrupción o actuacio-
nes indebidas no estarán sujetas al acoso judicial o al
hostigamiento como represalia por ejercitar su derecho
de crítica; y

5. Los jueces deberán atender como uno de los princi-
pios fundamentales en sus decisiones el de máxima pu-
blicidad.

Finalmente, consideramos que la prohibición constitucio-
nal expresa de la criminalización de las libertades de ex-
presión, prensa y derecho a la información, fortalecerían
nuestra incipiente democracia y otorgarían a los ciudada-
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nos y, en especial, a los comunicadores mexicanos mejores
condiciones para el ejercicio pleno de estos derechos.

Por todo lo anterior, someto a su consideración la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto por la que se reforman los artículos 6o. y 7o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para prohibir la criminalización del ejercicio de los
derechos de libertad de expresión, imprenta y del dere-
cho a la información

Artículo Primero. Se modifica el párrafo primero del artí-
culo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar en los términos siguientes:

Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto
de ninguna inquisición judicial o administrativa sino en el
caso de que ataque la moral, los derechos de tercero, pro-
voque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho
de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la
ley. El derecho a la información será garantizado por el Es-
tado. Por ningún motivo se podrán criminalizar el dere-
cho a la libertad de expresión y el derecho a la infor-
mación; el ejercicio abusivo o indebido de estos
derechos será castigado por la ley, en los términos que
establezca la legislación civil. En las responsabilidades
civiles que se deriven del ejercicio abusivo de estos de-
rechos, el juez deberá tomar en cuenta que en tratán-
dose de servidores públicos o personajes públicos, éstos
están sujetos a una mayor exposición pública y, por tan-
to, su derecho al honor, la vida privada y a la propia
imagen se encuentra reducido con relación a las demás
personas. Asimismo no serán materia de juicio civil las
opiniones y se deberán tomar en cuenta en las decisio-
nes judiciales los estándares de real malicia y la estric-
ta proporcionalidad y razonabilidad de las sanciones.
Las personas que investigan casos de corrupción o ac-
tuaciones indebidas no estarán sujetas al acoso judicial
o al hostigamiento como represalia por ejercitar su de-
recho de crítica. Los jueces tomarán en cuenta los prin-
cipios constitucionales de este artículo, entre otros, el de
máxima publicidad.

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la
federación, los estados y el Distrito Federal, en el ámbito
de sus respectivas competencias, se regirán por los si-
guientes principios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier autori-
dad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y mu-
nicipal es pública y sólo podrá ser reservada temporal-
mente por razones de interés público en los términos
que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho
deberá prevalecer el principio de máxima publicidad.

II. La información que se refiere a la vida privada y los
datos personales será protegida en los términos y con las
excepciones que fijen las leyes.

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés al-
guno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a
la información pública, a sus datos personales o a la rec-
tificación de éstos.

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la informa-
ción y procedimientos de revisión expeditos.

Estos procedimientos se sustanciarán ante órganos u or-
ganismos especializados e imparciales, y con autonomía
operativa, de gestión y de decisión.

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus docu-
mentos en archivos administrativos actualizados y pu-
blicarán a través de los medios electrónicos disponibles
la información completa y actualizada sobre sus indica-
dores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos.

VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos
obligados deberán hacer pública la información relativa
a los recursos públicos que entreguen a personas físicas
o morales.

VII. La inobservancia de las disposiciones en materia de
acceso a la información pública será sancionada en los
términos que dispongan las leyes.

Artículo Segundo. Se reforma todo el artículo 7o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar en los siguientes términos:

Artículo 7o. Es inviolable la libertad de escribir y publicar
escritos sobre cualquiera materia. Ninguna ley ni autoridad
puede establecer la previa censura, ni exigir fianza a los au-
tores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que
no tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la
moral y a la paz pública; queda prohibida la criminaliza-
ción de este derecho. El ejercicio abusivo o indebido de
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estos derechos será castigado por la ley, en los términos
que establezca la legislación civil. En las responsabili-
dades civiles que se deriven del ejercicio abusivo de es-
tos derechos, el juez deberá tomar en cuenta que en tra-
tándose de servidores públicos o personajes públicos,
éstos están sujetos a una mayor exposición pública y,
por tanto, su derecho al honor, la vida privada y a la
propia imagen se encuentra reducido con relación a las
demás personas. Asimismo, no serán materia de juicio
civil las opiniones y se deberán tomar en cuenta en las
decisiones judiciales los estándares de real malicia y la
estricta proporcionalidad y razonabilidad de las sancio-
nes. Las personas que investigan casos de corrupción o
actuaciones indebidas no estarán sujetas al acoso judi-
cial o al hostigamiento como represalia por ejercitar su
derecho de crítica. Asimismo, los jueces tomarán en
cuenta los principios constitucionales contenidos en el
artículo 6o. de esta Constitución, entre otros, el de má-
xima publicidad.

En ningún caso podrá secuestrarse la imprenta como ins-
trumento del delito.

Por ningún motivo podrán ser encarcelados o denun-
ciados penalmente los expendedores, “papeleros”, opera-
rios y demás empleados del establecimiento donde haya sa-
lido el escrito denunciado, a menos que se demuestre
previamente la responsabilidad de aquéllos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Roberto Gargarella, Carta abierta sobre la tolerancia. Apuntes sobre
derecho y protesta, Buenos Aires, Siglo XXI editores y Club de Cultu-
ra Socialista “José Aricó”, página 22.

2 Guía práctica sobre la libertad de expresión en México, Cencos, ar-
ticle 19, página 11.

3 Ibídem página 13.

4 Dictamen de la Comisión de Administración Pública Local de la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, por la que se expide la Ley
de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Fede-
ral

5 Ernesto Villanueva, al referirse al Caso Ivcher Bronstein. Sentencia
de 6 de febrero de 200l. Serie C número 74, párrafo 146; caso “La Úl-
tima Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros). Sentencia de 5 de
febrero de 2001. Serie C número 73, párrafo 64; y La Colegiación
Obligatoria de Periodistas (artículos 13 y 29 Convención Americana
sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de no-
viembre de 1985. Serie A número 5, párrafo 30, citado en documentos
para el debate de la iniciativa de Ley de responsabilidad Civil para la
Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen
en el Distrito Federal, en http://www. fundalex.org/Documentos_ pa-
ra_ el_ debate_ Ley de Honor.pdf al 14 de julio de 2010.

6 Ernesto Villanueva, “Los derechos de la personalidad”, en Derecho
comparado de la información, enero-junio de 2008, Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas, México, página 133. 

7 Ibidem, p. 134. 

8 Voto particular formulado por el ministro José Ramón Cossío Díaz,
en el amparo directo en revisión 402/2007, fallado por la Primera Sala
de la Suprema Corte en sesión pública de 23 de mayo de 2007. 

9 Ibídem, página 137. 

10 Perla Gómez Gallardo, “Límites a la libertad de expresión”, en Re-
vista Mexicana de Comunicación, junio-julio de 2007, México, página
22. 

11 Gargarella, op. cit., página 24. 

12 Retornado en lo fundamental de un documento de difusión sobre la
responsabilidad civil y penal por abuso de la libertad de expresión en
México, publicado por Fundalex, cuyo contenido fue elaborado por
Perla Gómez Gallardo y actualizado por María Guadalupe Evaristo Ló-
pez. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de septiembre de 2010.— Di-
putados: Jaime Cárdenas Gracia, María Yolanda Valencia Vales, Juan
Carlos Natale López, María Joann Novoa Mossberger, Nelly del Car-
men Márquez Zapata, Ivideliza Reyes Hernández, Guylaine Cortés Le-
ón Yulenny, Ana Elia Paredes Arciga, Ruth Esperanza Lugo Martínez,
Lucila del Carmen Gallegos Camarena, Velia Idalia Aguilar Armendá-
riz, Yolanda del Carmen Montalvo López, Bonifacio Herrera Rivera,
Gloria Romero León, Rosalina Mazari Espín, Silvia Esther Pérez Ce-
ballos (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Gracias, a usted señor diputado. Se turna a la Comisión
de Puntos Constitucionales.
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REFORMAS EN MATERIA DE 
SEGURIDAD Y JUSTICIA

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Tiene el uso de la palabra el diputado Alejandro Gertz Ma-
nero, del Grupo Parlamentario del Convergencia, para pre-
sentar en una sola intervención siete iniciativas.

El diputado Alejandro Gertz Manero: Compañeras le-
gisladoras y compañeros legisladores, hace dos días tuve la
oportunidad de presentar ante ustedes el proyecto legislati-
vo fundamental de Convergencia para este periodo y hoy
someto a su consideración formal estas siete propuestas
que tienen por objeto establecer una verdadera política de
estado en materia de seguridad y de justicia.

Esta visión integral estima que la solución a la crisis de se-
guridad y justicia que sufrimos no se puede resolver con
proyectos parciales o propuestas coyunturales que no ama-
rran y encadenan un sistema orgánico, impidiendo así su
aplicación y los resultados apetecidos.

Por ello necesitamos de una política integral que entienda
y englobe todo el fenómeno criminal, desde el delito del
fuero común, pasando por el crimen organizado, hasta lle-
gar al sistema carcelario.

Si no aceptamos este fenómeno delictivo como un todo y
le damos una respuesta que incluya también todos sus as-
pectos, no vamos a lograr ninguna solución.

En razón de lo anterior, este proyecto tiene como eje fun-
damental la reducción del índice delictivo del país a través
de una estrategia de prevención que sea transparente y que
obligue a todas las policías a rendir cuentas diarias ante la
comunidad y la nación, y que éstas puedan ser comproba-
das y auditadas en forma autónoma para sancionar así, a
diario, la corrupción, pero también para premiar la eficacia.

Si ese primer valladar a la delincuencia logramos estable-
cerlo con éxito, la impartición inmediata de justicia y la re-
paración del daño podrían aplicarse y fortalecer este pro-
pósito cerrando el círculo de defensa social, mediante un
sistema carcelario que verdaderamente aísle a los peligro-
sos, obligue a los habituales a trabajar para su manutención
como internos e impida que los primodelincuentes se con-
viertan en profesionales del crimen.

En esta visión global el Ministerio Público deberá conver-
tirse en un verdadero auxiliar de la justicia, sujeto al pro-

ceso legal y a los jueces para apoyar a las víctimas sin el
monopolio que tanto daño nos ha hecho.

A la Judicatura le estamos exigiendo los mismos niveles de
transparencia, oralidad, eficacia y rendición de cuentas que
a todo el resto de las autoridades y con semejantes alicien-
tes y sanciones.

Si todas estas etapas cumplen con su cometido, el sistema
carcelario se habrá de despresurizar en razón de la reduc-
ción delictiva y así se podrán instrumentar las políticas que
hemos mencionado.

Para aplicar todo este programa, también proponemos una
reforma administrativa que modernice y le dé eficacia a to-
do el sistema, compactando estrategias y dándole rigor y
eficacia al gasto, evitando así el derroche y la corrupción
que tanto daño le han causado a las políticas de seguridad
y justicia.

Este proyecto es absolutamente incluyente, se puede enri-
quecer con las propuestas de todos los partidos, pero es
fundamental tener en cuenta y no perder de vista la pers-
pectiva de una política integral de Estado que tenga una
gran solidez y que sea construida por todos nosotros de una
vez por todas.

Tenemos que generar una verdadera columna vertebral que
sostenga dicha política de Estado y que sea lo suficiente-
mente fuerte, ágil y eficaz para que todo lo bueno que se ha
hecho quepa en ella y todas las propuestas positivas que es-
tán pendientes se le puedan incorporar.

Ése es el propósito de este paquete legislativo de siete le-
yes que una vez que haya llegado a las comisiones que co-
rrespondan, ahí podremos participar todos los que tenga-
mos interés en este tema para así enriquecerlo. Muchas
gracias a todos ustedes.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, a cargo del diputado Alejandro Gertz Manero, del
Grupo Parlamentario de Convergencia

El suscrito diputado federal Alejandro Gertz Manero, a
nombre del Grupo Parlamentario de Convergencia de la
LXI Legislatura, en ejercicio de la facultad que le otorga la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 56, 62 y 63 del Reglamento para el
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Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta ante la honorable Cámara de
Diputados, del Congreso de la Unión iniciativa de decreto
que reforma los artículos 16 párrafos quinto, sexto, déci-
mo, décimo primero y décimo tercero; 19 párrafo segundo;
20 fracción V del apartado A, fracción III del apartado B,
fracciones I, II párrafos primero y segundo, y IV párrafos
primero y cuarto del apartado C; 21 párrafos primero, se-
gundo, cuarto, quinto, décimo, décimo primero en sus inci-
sos b) y d), y se derogan los párrafos sexto y séptimo; 22
fracción II; se reforma la fracción XXI y se le adiciona un
segundo párrafo al artículo 73; se reforma el apartado A del
artículo 102 y se le adiciona un tercer párrafo; y la fracción
V, incisos h) e i) del apartado C) Base Primera del artículo
122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en materia de Prevención del Delito, Procuración,
Administración de Justicia y Readaptación Social, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

El primer deber del Estado es garantizar la seguridad de los
gobernados. Por ello está obligado a impartir justicia pron-
ta y eficaz y a combatir con todos los medios legítimos a su
alcance la inseguridad pública, y este esfuerzo debe ser
permanente, con el fin de cumplir dicha responsabilidad y
asegurar a todos los mexicanos el disfrute pleno de sus li-
bertades y sus garantías individuales.

Bajo este supuesto, la iniciativa que se presenta está moti-
vada y fundada en la necesidad de renovar leyes e institu-
ciones con el fin de dotar a los órganos del Estado de las
capacidades que necesitan para cumplir este objetivo. Sin
duda, se trata de una profunda reforma a la legislación pe-
nal desde que se promulgaron en 1917 la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en 1931 el Códi-
go Penal vigente. Se pretende impulsar un nuevo orden
para actualizar y mejorar el proceso penal en esta rama.

Las mayores críticas al sistema de justicia en México en su
procuración y administración, son la lentitud, falta de
transparencia y exceso de trámites. Los procedimientos se
han hecho repetitivos y tortuosos y en consecuencia surge
la corrupción que profundiza el resentimiento de injusticia
del ciudadano frente al Estado, además del gran costo que
representa para una sociedad productiva la pérdida de tiem-
po en las agencias del Ministerio Público y en los tribuna-
les y la incertidumbre jurídica por la incorrecta aplicación
de la Ley.

Actualmente se cometen 12 millones 649 mil 887 delitos
por año en todo el país, sin embargo, sólo se denuncian 1
millón 628 mil 228 ante la autoridad competente, según en-
cuestas del CISEN, ICESI y otros órganos ciudadanos.

De las denuncias que se convierten en averiguación previa,
se consignan el 15 por ciento, pero sólo el 6 por ciento se
consigna con detenido; se envían a la reserva o se determi-
na el no ejercicio de la acción penal en el 42 por ciento; el
17 por ciento se queda en trámite y se declaran incompe-
tencias en un 22 por ciento, principalmente por tratarse de
menores de edad y otras causas; finalmente sólo el 4.5 por
ciento termina con sentencia condenatoria, lo que equival-
dría a que de cada 300 delitos reales (100 denunciados y
200 sin denuncia) sólo se sanciona el 1.5 por ciento que-
dando impunes el otro 98.5 por ciento de los delitos.

Los delitos que son consignados sin detenido ante un juez,
prácticamente se vuelven impunes, ya que actualmente
existen miles de órdenes de aprehensión pendientes de eje-
cutar y miles que han prescrito, generando así la impunidad
del delito.

Se cometen nueve faltas administrativas por cada delito y
en éstas, no existe ni la reparación del daño ni el trabajo
comunitario, existe tan sólo arrestos máximos de 36 horas
y pago de multas que no exceden los 50 días de salario mí-
nimo en promedio, y en muchos de los casos, tan sólo se
realiza una amonestación al infractor por diversas causas,
entre ellas por carecer de espacios para cumplimentar los
arrestos. Existen 296 mil policías preventivos en todo el
país y sus niveles de productividad son bajísimos.

El Sistema carcelario es deplorable, la sobrepoblación ac-
tual es del 33 por ciento, la gran mayoría de los internos
por delitos del fuero común están recluidos por delitos pa-
trimoniales menores de 8 mil pesos mientras que el costo
de manutención de un interno excede los 40 mil pesos por
año.

A pesar de los múltiples esfuerzos que se han hecho para
renovar este sistema, los cambios no han avanzado a la ve-
locidad que demanda una sociedad más participativa y de-
mocrática que también ha elevado su nivel de exigencia pa-
ra que mejoren sus instituciones. Con una percepción más
aguda, ahora evalúa la eficacia de éstas por los resultados
que producen o los beneficios que de ellas recibe y, por lo
tanto, está dispuesta a impulsar los cambios necesarios pa-
ra que la vida pública se desenvuelva en una cultura de le-
galidad, honradez y transparencia.
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Ha crecido dramáticamente la demanda de la sociedad de
que los aparatos de prevención, procuración y administra-
ción de justicia y readaptación del sentenciado, cumplan
con la tarea esencial de asegurar la vida humana, su inte-
gridad, su patrimonio y los espacios en los cuales la convi-
vencia debe desarrollarse de manera ordenada y pacífica.
Su exigencia es que se destierre para siempre la corrupción
y la impunidad; se protejan los derechos humanos y se ga-
rantice un clima público de seguridad.

Uno de los ámbitos en donde esta exigencia es determi-
nante, es en el de la justicia penal que siempre ha sido ob-
jeto de las más duras críticas por su tendencia a duplicar las
funciones del Ministerio Público y el Juez. El particular se
enfrenta así a un orden complejo e indescifrable. La repe-
tición de trámites y de pruebas, la exclusión de la víctima
u ofendido como parte activa en la averiguación previa y
en el proceso penal, su sometimiento a la arrogancia y la
distancia del Ministerio Público o del Juez, y la creciente
inseguridad pública por la ineficacia en la aplicación de la
ley, no son ya circunstancias aceptables para un Estado de-
mocrático de derecho.

La complejidad del proceso penal ha conducido a la incer-
tidumbre jurídica y a la permanente desconfianza de la so-
ciedad frente a sus autoridades. Esta situación debe trans-
formarse, porque no puede aceptarse que ninguna función
estatal se perciba como una expresión autoritaria de poder,
por lo contrario esas funciones deben desarrollarse como
instrumento de servicio público. De aquí la importancia de
actualizar el proceso penal y transformar el papel de las
instituciones.

Es tiempo de privilegiar la justicia sobre la legalidad, lo
que significa que además de una actuación apegada a la
norma, al final del proceso lo que debe prevalecer como fin
último de la acción de la autoridad es la reparación del da-
ño sufrido por la víctima o el ofendido y la aplicación efec-
tiva de las sanciones a quienes cometen un delito.

Instituciones tan nobles como el Ministerio Público que,
fue creado para representar y proteger a la sociedad, deben
actualizarse. Por eso las reformas constitucionales que se
proponen sujetan sus funciones al proceso penal y, en con-
secuencia, a la vigilancia procesal del Juez, de la parte
ofendida y del probable responsable bajo criterios de trans-
parencia, eficiencia y equidad.

En efecto, en este proyecto, uno de los aspectos fundamen-
tales es el de sujetar al Ministerio Público al proceso penal,

y a los jueces a un procedimiento claro, eficaz y transpa-
rente para lograr así la ruptura del monopolio de la acción
penal, devolviéndole a la víctima el derecho que nunca de-
bió de haber perdido, de ir ante un Juez y denunciar o que-
rellarse, contando en el proceso con la participación del
propio Ministerio Público, para que ahí realice sus tareas
de autoridad, dar fe, obtener pruebas, a las que sólo la au-
toridad puede acceder, y para realizar todas sus funciones,
ya sin la injusta tutoría obligatoria que hoy ejerce sobre las
víctimas.

El argumento que justificaba el monopolio del Ministerio
Público en materia penal, para evitar la venganza privada
es inaceptable, ya que son los jueces, en esa materia y en
todo el ámbito del derecho, quienes imparten la justicia so-
metiendo a las partes a su imperio.

La experiencia negativa en las tareas del Ministerio Públi-
co es abrumadora ya que la impunidad alcanza un escalo-
friante 98 por ciento. Según encuestas calificadas, cerca del
70 por ciento de los delitos ya no se denuncian por falta de
confianza en esa institución y en sus funciones, y del 30
por ciento que sí se denuncian, el 90 por ciento no se con-
signan por alguna razón o falla, y del 10 por ciento que se
consigna, sólo una mínima parte de los procesados obtiene
sentencia condenatoria.

Lo justo es reconocerle a las víctimas del delito su calidad
de parte en el procedimiento penal, para que tengan dere-
cho a defenderse directamente, a través de un juicio oral,
ejecutivo y compactado. En dicho juicio el Ministerio Pú-
blico, dependiente de cada Procuraduría, debe representar
a la sociedad, cumpliendo con las tareas de autoridad, que
no puede realizar un particular, pero ya sin el monopolio de
la acción penal, que ha sido tan infructuoso e injusto para
las víctimas.

Actualmente el ofendido no tiene recurso alguno, inclu-
yendo el amparo, frente a las decisiones del Ministerio Pú-
blico respecto a las diligencias que este ultimo realiza den-
tro de la averiguación previa y los tiempos que se tome
para ello, lo cual convierte a estas actuaciones administra-
tivas en un procedimiento sin control ni recursos por parte
del ofendido, que se halla en estado de indefensión.

Con la fusión de la averiguación al proceso que se desaho-
gue ante el Juez con la participación del Ministerio Públi-
co, del ofendido y del probable responsable, van a reducir-
se considerablemente los tiempos procésales. Al mismo
tiempo, merced a la naturaleza oral del proceso penal que
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se propone, el Juez quedará sometido a un mayor control y
transparencia en el ejercicio de sus atribuciones reducién-
dose el grado de discrecionalidad de sus decisiones.

En materia de delitos en flagrancia, la figura del Juez ad-
quiere un perfil diferente. Sin necesidad de pasar por la
averiguación previa cualquier persona podrá poner al
transgresor de la ley a disposición del Juez competente.
Con este procedimiento se eliminan impedimentos de ca-
rácter procesal y se alienta al ciudadano que conozca de un
delito para que denuncie los hechos. Por lo tanto se sujetan
las actividades de la policía judicial al control procesal tan-
to del Juez y el Ministerio Público como del ofendido y del
probable responsable, para evitar que dejen de cumplirse
órdenes de aprehensión y de investigación.

Asimismo se dota a la policía preventiva de las facultades
legales para investigar, prevenir los delitos y participar co-
mo parte acusadora en aquellos delitos que conozca y no
exista denunciante.

De esta manera el combate al delito con eficiencia y pron-
titud va a ser posible gracias a una mayor participación y
confianza de la sociedad.

El plazo de cuarenta y ocho horas que se concedía al Mi-
nisterio Público, ahora se amplía al Juez competente para
que disponga de setenta y dos horas, termino dentro del cual
tendrá que ordenar la libertad del indiciado o decretar el au-
to de formal prisión. Este plazo podrá duplicarse de oficio o
a petición de parte, sólo en los casos que la ley lo prevea. La
reforma establece sanciones para quien cometa cualquier
abuso, salvaguardando con ello los derechos humanos.

Actualmente en el amplio marco de garantías que consagra
la Constitución dentro del proceso penal, tanto el inculpa-
do como la víctima y el ofendido, pueden ejercer sus dere-
chos. Pero no en igualdad de circunstancias, ya que la víc-
tima no tiene el carácter de parte activa; además hay una
insuficiencia tanto jurídica como procesal que dificultan la
reparación del daño a la víctima u ofendido. Con esta re-
forma se reconoce y agrupan esos derechos en una integra-
ción estructuralmente favorable a la sociedad y al propio
ofendido. 

En este mismo plano compensador se otorga a la víctima u
ofendido el carácter de parte activa en el juicio penal, con
todos los derechos para denunciar directamente ante el
Juez, interponer los recursos procedentes y defender sus in-
tereses y su causa durante todo el proceso.

Una de las novedades que introduce esta reforma es la re-
lativa a la justicia de barandilla representada por los jueces
cívicos de cada localidad. Este cambio se va a llevar a ca-
bo por medio de una reforma para atender delitos menores.
El objetivo es que la impartición de la justicia inmediata
por infracciones y delitos menores se sancione a través de
la reparación del daño y con trabajo a favor de la comuni-
dad o arresto. 

Esta reforma tiene un carácter integral, ya que junto con las
innovaciones a otros ordenamientos, se va a unificar en to-
da la República la justicia cívica y de paz con lo cual se van
a distinguir las conductas delictivas de aquellas que pueden
ser sancionadas mediante la justicia administrativa, pero en
ambos casos, asegurando la reparación del daño como san-
ción primordial.

Se pretende que los jueces de este ramo cuenten con dis-
positivos legales para que, en ejercicio de sus funciones,
atiendan de inmediato y en plazos perentorios, la comisión
de delitos menores y asimismo, las infracciones que hoy
están recogidas en diversos ordenamientos de policía y
buen gobierno. 

Esta facultad legislativa sería establecida para regular el
procedimiento en las materias penal, de justicia cívica, pe-
nitenciaria y de adolescentes infractores y, asimismo, para
fijar las penas que deban imponerse en todo el territorio de
la Federación. Conforme a un profundo espíritu federalista,
se salvaguarda el principio de competencia territorial con la
finalidad de que la aplicación de las leyes penales, corres-
ponda a las autoridades federal o local, según sea el caso.

Finalmente, la reforma que se propone dirigida a homolo-
gar el ejercicio de la acción penal en todo el territorio na-
cional y con ello establecer un marco normativo sustantivo
y procesal únicos, hace necesario por lo que toca a las fa-
cultades de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal,
eliminar aquellas relacionadas con la de legislar en esta
materia.

En este contexto, procede manifestar que para lograr los
propósitos enunciados se propone la reforma al artículo 16
constitucional en sus párrafos cuarto y quinto, en los cua-
les se incorpora la figura de juez competente para conocer
los casos de flagrancia, una vez que la autoridad inmediata
ponga a su disposición al indiciado. Por otra parte, esta re-
forma contempla en el párrafo sexto ampliar el plazo de
que dispone la justicia de cuarenta y ocho a setenta y dos
horas, para determinar la procedencia de la acción penal.
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En este tenor, se modifica el artículo 20 constitucional en
el apartado A, fracciones III y VI con el objeto de reivin-
dicar los derechos de la víctima o del ofendido, hacién-
dolo parte en el procedimiento penal al igual que al Mi-
nisterio Público. También se modifica el apartado B, en
las fracciones I, II y IV para consagrar el principio de
igualdad procesal y fortalecer, sin duda, el respeto a los
derechos humanos ya que a partir de esta reforma el Mi-
nisterio Público deberá fundar y motivar su negativa a
desahogar cualquier diligencia ante el juez competente.
Además la víctima y el ofendido, podrán actuar junto o
separadamente del Ministerio Público para exigir la repa-
ración del daño.

Conforme a este espíritu, en el artículo 21 se modifica el
párrafo primero con la finalidad de establecer la obligato-
riedad al Ministerio Público, ya sea por iniciativa propia o
a petición de la víctima u ofendido de realizar las diligen-
cias necesarias ante el juez competente para integrar el
cuerpo del delito y la probable responsabilidad, y en apoyo
del Ministerio Público la policía preventiva investigará,
prevendrá los delitos y participara como parte acusadora en
aquellos delitos que conozca y no exista denunciante con-
forme a las leyes que al efecto se expidan.

Asimismo, se determina que los jueces cívicos de cada lo-
calidad tendrán competencia para la aplicación de sancio-
nes por infracciones a la Ley de Justicia Cívica, mediante
la reparación del daño, trabajo a favor de la comunidad y
arresto. Dentro de este párrafo se establece la previsión de
que aquellas conductas consideradas como infracciones
graves en el ordenamiento de Justicia Cívica, competerá su
aplicación a los jueces cívicos o sus homólogos en los Mu-
nicipios, Estados de la República y en el Distrito Federal,
auxiliados por el Ministerio Público y la policía. Con lo an-
terior, se restablece la justicia de barandilla y con ello la
cercanía entre los órganos encargados de administrar justi-
cia y la sociedad.

La reforma constitucional que se propone también consi-
dera un cambio profundo a la tradición legislativa en el ám-
bito penal. Hasta hoy, en razón de su competencia los esta-
dos y la Federación regulan esta rama del Derecho, de tal
forma que coexisten un Código Penal Federal y treinta y
dos códigos penales estatales. Con esta diversidad legisla-
tiva, la delincuencia ha encontrado un campo propicio para
evadir la justicia, amparada en la diferencia de tipos penales,
sanciones y procedimientos, por lo que es inaplazable dotar
al Congreso de la Unión de una nueva facultad para que re-
gule hacia la homogeneización normativa en esta materia,

con pleno respeto a la Soberanía de cada entidad federati-
va, para lo cual se propone la modificación de la fracción
XXI del artículo 73.

Naturalmente, en el ámbito del Poder Judicial de la Fede-
ración, son aplicables las mismas reformas a la función del
Ministerio Público y del Juez competente en cuanto a la
compactación del proceso y a la participación conjunta de
la víctima u ofendido del delito o su representante, por lo
cual se propone la reforma del segundo párrafo del aparta-
do A del artículo 102 y la reforma de la fracción V, incisos
h) e i) del apartado C, Base Primera del artículo 122 de la
Constitución Política de los Estados Mexicanos.

Asimismo, la presente reforma propone que el titular de la
Procuraduría General de la República, en materia de segu-
ridad pública, tenga a su cargo la prevención del delito en
el ámbito federal, su investigación y persecución para ha-
cerla efectiva, coordinándose en todo momento con las ins-
tituciones policiales de los tres órdenes de gobierno; del
mismo modo, propone que dirija y organice el sistema pe-
nitenciario, para alcanzar una efectiva reincorporación del
sentenciado a la sociedad.

A fin de sustentar la importancia de esta Reforma y en apo-
yo de la Iniciativa que se presenta, procede mencionar lo
siguiente:

1. El objetivo fundamental de estas reformas es integrar
en un sólo cuerpo legislativo armónico, sistemático y
estructurado los cambios que necesita el orden penal vi-
gente con el propósito de servir a la comunidad y en-
frentar la delincuencia y la injusticia.

2. Todas las instituciones vinculadas a la prevención,
procuración y administración de justicia y de readapta-
ción social del sentenciado, tendrán que responder a es-
tos cambios para lograr la confianza de la gente con res-
puestas y acciones eficaces para combatir la inseguridad
y el delito.

3. La asunción por parte del Honorable Congreso de la
Unión de nuevas facultades para legislar en materia pe-
nal, permitirán integrar en un solo frente común y en
una misma unidad de propósitos, la lucha contra el deli-
to por parte de las autoridades municipales, estatales y
federales. 

4. La República Federal sale fortalecida porque no hay
detrimento de competencias, sino la concurrencia de
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ellas para hacer frente a un problema nacional que es la
inseguridad pública.

5. Con la unificación de criterios sustantivos y adjeti-
vos, podrá expedirse para toda la República un nuevo
Código Penal Único y un nuevo Código de Procedi-
mientos Penales también único, a fin de facilitar la co-
ordinación de las autoridades en todo el territorio nacio-
nal, consolidando así un solo frente en la lucha contra la
delincuencia, sin que se altere el ejercicio de la acción
penal, según la competencia territorial.

6. Que a través del titular de la Procuraduría General de
la República, se realice la prevención del delito, su in-
vestigación y persecución; y adicionalmente, dirija y or-
ganice todo el sistema penitenciario.

En vista de las anteriores consideraciones, y con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
someto a la consideración de esta soberanía el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforman los artículos
16 párrafos quinto, sexto, décimo, décimo primero y dé-
cimo tercero; 19 párrafo segundo; 20 fracción V del
apartado A, fracción III del apartado B, fracciones I, II
párrafos primero y segundo, y IV párrafos primero y
cuarto del apartado C; 21 párrafos primero, segundo,
cuarto, quinto, décimo, décimo primero en sus incisos
b) y d), y se derogan los párrafos sexto y séptimo; 22
fracción II; se reforma la fracción XXI y se le adiciona
un segundo párrafo al artículo 73; se reforma el aparta-
do A del artículo 102 y se le adiciona un tercer párrafo; y
la fracción V, incisos h) e i) del apartado C) Base Prime-
ra del artículo 122 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

TÍTULO PRIMERO

CAPITULO I
DE LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES

ARTÍCULO 16. ...

...

...

...

Cualquier persona puede detener al indiciado en el mo-
mento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente
después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a dis-
posición del juez más cercano y éste con la misma pronti-
tud, al juez competente. Existirá un registro inmediato de
la detención.

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así
calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el in-
diciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, el juez
competente podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su de-
tención, fundando y expresando los indicios que motiven
su proceder.

...

...

...

Ningún indiciado podrá ser retenido por el juez por más de
setenta y dos horas, plazo en que deberá ordenarse su li-
bertad o sujetarse a proceso; este plazo podrá duplicarse en
aquellos casos que la ley prevea como delincuencia orga-
nizada o a petición de parte, en los casos en que la ley lo
establezca. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será
sancionado por la ley penal.

Toda orden de cateo, será expedida por el juez. Podrán so-
licitarla el Ministerio Público o el ofendido, y en ella se ex-
presará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o per-
sonas que hayan de aprehenderse y los objetos que se
buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia,
levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en pre-
sencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar
cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que
practique la diligencia.

...

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición
de la autoridad federal que faculte la ley, podrá autorizar
la intervención de cualquier comunicación privada. Para
ello, la autoridad competente deberá fundar y motivar las
causas legales de la solicitud, expresando además, el ti-
po de intervención, los sujetos de la misma y su dura-
ción. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas
autorizaciones cuando se trate de materias de carácter
electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrati-
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vo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con
su defensor.

...

...

...

...

...

ARTÍCULO 19. ...

El Ministerio Público o el ofendido, sólo podrán solicitar al
juez la prisión preventiva cuando otras medidas cautelares
no sean suficientes para garantizar la comparecencia del
imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la
reparación del daño, la protección de la víctima, de los tes-
tigos o de la comunidad, así como cuando el imputado es-
té siendo procesado o haya sido sentenciado previamente
por la comisión de un delito doloso. El juez ordenará la pri-
sión preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuen-
cia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, de-
litos cometidos con medios violentos como armas y
explosivos, así como delitos graves que determine la ley en
contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la
personalidad y de la salud.

...

...

...

...

...

ARTÍCULO 20. ...

A. De los principios generales:

...

...

...

...

V. La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad
corresponde a la parte acusadora, conforme lo establez-
ca el tipo penal. Las partes tendrán igualdad procesal
para sostener la acusación o la defensa, según corres-
ponda;

...

...

...

...

...

B. De los derechos de toda persona imputada:

...

...

III. A que se le informe, tanto en el momento de su de-
tención como en su comparecencia ante el juez, los he-
chos que se le imputan y los derechos que le asisten.
Tratándose de delincuencia organizada, la autoridad ju-
dicial podrá autorizar que se mantenga en reserva el
nombre y datos del acusador.

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...
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C. De los derechos de la víctima o del ofendido:

I. Ser parte en el procedimiento penal al igual que el Mi-
nisterio Público, recibir asesoría jurídica; ser informado
de los derechos que en su favor establece la Constitu-
ción y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo
del procedimiento penal;

II. A que el juez le reciba todos los datos o elementos de
prueba con los que cuente, tanto en la investigación co-
mo en el proceso, a que se desahoguen las diligencias
correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer
todos los recursos procedentes.

...

IV. Que se le repare el daño. El Ministerio Público esta-
rá obligado a solicitar ante el Juez la reparación del da-
ño, sin menoscabo de que la víctima u ofendido lo pue-
da solicitar directamente, y el juzgador no podrá
absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emiti-
do una sentencia condenatoria.

...

...

El Ministerio Público deberá garantizar la protección de
víctimas, ofendidos, testigos y en general de todos los
sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces debe-
rán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación;

...

VII. Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del
Ministerio Público en el procedimiento.

ARTÍCULO 21. La investigación de los delitos corres-
ponde al juez, al Ministerio Público y a la policía, estos úl-
timos actuarán bajo la conducción y mando del juez en el
ejercicio de dicha función.

El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corres-
ponde al ofendido y al Ministerio Público.

...

Compete a la autoridad judicial la aplicación de sanciones
por la comisión de los delitos, las cuales consistirán en la
reparación del daño, trabajo a favor de la comunidad, arres-

to hasta por 36 horas, multa, prisión y en su caso, las de-
más penas que la ley penal o especial establezcan.

Compete al juez cívico la aplicación de sanciones por la co-
misión de infracciones señaladas en la Ley de Justicia Cívi-
ca, las cuales consistirán en la reparación del daño, trabajo a
favor de la comunidad, arresto hasta por 36 horas y multa;
en el caso de que el sentenciado por una falta grave no cum-
pla con cualquiera de las sanciones anteriores, se le conside-
rará reo del delito de desacato a una orden de autoridad y pa-
ra ello se le dará vista al juez penal correspondiente.

...

La seguridad pública es una función a cargo de la Federa-
ción, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, que
comprende la prevención de los delitos; la investigación y
persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de
las infracciones administrativas, en los términos de la ley,
en las respectivas competencias que esta Constitución se-
ñala. La actuación de las instituciones de seguridad públi-
ca se regirá por los principios de legalidad, objetividad, efi-
ciencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos
humanos reconocidos en esta Constitución, así como la
rendición de cuentas.

...

...

b) La información criminal de todo el país. Para lograr
cabalmente el establecimiento de las bases de datos cri-
minalísticos y de personal para las instituciones de se-
guridad pública en todos sus niveles y competencias.
Todas las instituciones policiales están obligadas a in-
formar sus ingresos y bajas de personal, de inmediato al
Sistema Nacional de Seguridad Pública y a la ciudada-
nía, sobre sus actividades y la incidencia delictiva. Nin-
guna persona podrá ingresar a las instituciones de segu-
ridad pública si no ha sido debidamente certificado y
registrado en el sistema.

...

d) Se determinará la participación de la comunidad que
coadyuvará y tendrá acceso pleno, entre otros, a los pro-
cesos de auditoría, evaluación y sanción de las activida-
des y políticas de prevención del delito así como de las
instituciones de seguridad pública y su personal.

...
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ARTÍCULO 22. ...

...

...

II. Procederá en los casos de delincuencia organizada, de-
litos contra la salud, extorsión, secuestro, robo y trata de
personas, respecto de los bienes siguientes:

...

...

...

...

...

SECCION III
DE LAS FACULTADES DEL CONGRESO

ARTÍCULO 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XX. ...

XXI. Para legislar en las materias penal, de justicia cí-
vica, penitenciaria y de menores infractores, establecer
los delitos y faltas, así como fijar las penas que por ellos
deban imponerse en todo el territorio de la Federación.

La aplicación de las leyes en materia penal, de justicia
cívica, penitenciaria, de menores infractores, establecer
los delitos y faltas, así como fijar las penas que por ellos
deban imponerse corresponde a la autoridad federal o
local de acuerdo a su competencia.

...

CAPÍTULO IV
DEL PODER JUDICIAL

ARTÍCULO 102.

A. …

Incumbe al Ministerio Público de la Federación, al igual
que a la víctima del delito actuar ante los jueces y magis-
trados en forma individual o colectiva para denunciar o

querellarse, aportando las pruebas contra los inculpados en
todos los delitos del orden federal, así como para interpo-
ner los recursos procesales a que tengan derecho, interve-
nir en todos los negocios que la ley determine, solicitando
inclusive la aplicación de las penas. Además, el Ministerio
Público como autoridad auxiliar de la justicia actuará en el
juicio, cumpliendo funciones que tiene encomendadas por
la ley.

El Procurador General de la República tendrá a su cargo la
prevención del delito en el ámbito federal, de conformidad
con lo establecido en el artículo 21 párrafos noveno y dé-
cimo, y el sistema penitenciario señalado en el artículo 18
párrafos primero y segundo, todos de esta Constitución.

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

ARTICULO 122. ...

...

A ... 

B ... 

C ... 

Base Primera ...
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I. a IV. ...

V. La Asamblea legislativa, en los términos del Estatuto
de Gobierno, tendrá las siguientes facultades:

a). a g). ...

h) Legislar en la materia civil; normar el organismo
protector de los derechos humanos, participación
ciudadana, defensoría de oficio, notariado y registro
público de la propiedad y de comercio; 

i) Normar la protección civil, los servicios de segu-
ridad prestados por empresas privadas; la salud y
asistencia social; y la previsión social; 

...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a las reformas establecidas en el presente decreto.

México, DF, a 7 de septiembre de 2010.— Diputados: Alejandro Gertz
Manero, María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, Juan Carlos López Fer-
nández, Jesús María Rodríguez Hernández, Ariel Gómez León, Pedro
Jiménez León, Armando Ríos Piter, Heladio Gerardo Verver y Vargas
Ramírez, Armando Corona Rivera, David Ricardo Sánchez Guevara,
Filemón Navarro Aguilar, Silvia Puppo Gastelum, Florentina Rosario
Morales, Teresa del Carmen Incháustegui Romero, José M. Torres Ro-
bledo, Ramón Jiménez Fuentes, José María Valencia Barajas, Samuel
Herrera Chávez, Carlos Cruz Mendoza, Clara Gómez Caro, Reginaldo
Rivera de la Torre, Ana Estela Durán Rico, Carlos Torres Piña, Sergio
Ernesto Gutiérrez Villanueva, José Narro Céspedes, Arturo Zamora Ji-
ménez, Silvia Esther Pérez Ceballos  (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Iniciativa que expide la Ley de Justicia para Adolescen-
tes, a cargo del diputado Alejandro Gertz Manero, del Gru-
po Parlamentario de Convergencia

El suscrito diputado federal Alejandro Gertz Manero de la
LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario de

Convergencia y con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, 56 y 62 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la considera-
ción del pleno de esta honorable Cámara de Diputados, la
presente Iniciativa de Ley de Justicia para Adolescentes,
con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Consideraciones

Encontrar cuál es el mejor tratamiento para quien comete
delitos en la minoría de edad, es un reto constante para las
instituciones encargadas de velar por los adolescentes in-
fractores. Por un lado está la urgencia de poner un freno a
las conductas que se apartan de la ley, pero también existe
un deber del Estado para proteger y preservar a estos ado-
lescentes. Sólo con atención adecuada se les puede ofrecer
condiciones para readaptar su capacidad física y psicológi-
ca a una pronta reinserción social. El adolescente debe re-
cibir tratamiento, más por la vía pedagógica y psicológica
que por la represiva.

Sancionar a los adolescentes infractores, sólo desde la
perspectiva y bajo el juicio de los adultos, ha sido insufi-
ciente para crear un buen sistema para su readaptación so-
cial. Para suplir esta deficiencia lo mejor es tomar en cuen-
ta y compartir en forma integral su visión de la vida; reunir
las experiencias multidisciplinarias sobre el tema y adoptar
los nuevos enfoques que requiere su tratamiento en condi-
ciones de dignidad y absoluto respeto a sus derechos hu-
manos.

Hoy la cultura de la información ofrece a los adolescentes
más oportunidades de asumir, a edad temprana, plena con-
ciencia sobre sus actos. Sin embargo, la responsabilidad de
los adultos es muy clara porque a ellos les corresponde el
suministro de los mensajes que van modelando el perfil
psicológico y el comportamiento del niño.

Desde el momento en que la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos establece el derecho de los ni-
ños a la satisfacción de sus necesidades de “…alimenta-
ción, salud, educación y sano esparcimiento para su desa-
rrollo integral”, está asignando responsabilidades a la
sociedad y al Estado para hacer realidad estos postulados y
prevenir al máximo conductas atípicas del orden penal.
Concomitante a este derecho, la misma Constitución esta-
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blece el deber de ascendientes, tutores y custodios de pre-
servarlos, y la obligación del Estado de propiciar el respe-
to a la dignidad de la niñez y al ejercicio pleno de sus de-
rechos.

En nuestra legislación el adolescente es objeto y sujeto de
derechos. La Constitución prevé la patria potestad de un
adulto reconocido por la ley, o por un tutor en las mismas
condiciones, y a falta de éstos el Estado asume la tutoría
para dar apoyo y protección especial al adolescente para
posicionarlo en condiciones de igualdad ante la ley.

El tratamiento al adolescente infractor

El menor de dieciocho años en nuestro sistema de leyes,
tiene en México un trato preferencial o más bien, un trato
apropiado a sus necesidades de protección y reconocimien-
to para desarrollarse como adulto. Y es que las normas pa-
ra adolescentes, siempre deben constituir un instrumento
para su sano desarrollo y no un freno. Por eso la necesidad
de impulsar una reforma dirigida a los adolescentes infrac-
tores que actualice el marco jurídico, homogeneizando dis-
posiciones y facilitando el trabajo de las instituciones de
readaptación para que cumplan sus objetivos.

Este espíritu, ampliamente compartido por muchas nacio-
nes, fue lo que dio origen a la Convención sobre los Dere-
chos del Niño que México reconoce como ley suprema. La
condición de niño se considera desde el nacimiento hasta
los dieciocho años, salvo que en virtud de la ley que le sea
aplicable, –como lo dice el artículo primero de dicha Con-
vención– haya alcanzado antes la mayoría de edad.

Con mayor amplitud, la Convención ha venido extendien-
do su carácter tutelar no sólo a los aspectos esenciales de la
vida y el crecimiento del adolescente, sino también a ase-
gurar que los órdenes jurídicos nacionales le garanticen
condiciones para formarse un juicio propio, expresar su
opinión libremente y que sea tomada en cuenta. De aquí el
señalamiento de que al niño se le escuche en todo procedi-
miento judicial o administrativo que lo afecte, ya sea di-
rectamente o por interpósita persona.

La misma Convención prevé la hipótesis del adolescente
privado de libertad para quien exige tratamiento humano,
respeto y dignidad. Es importante subrayar que el recono-
cimiento a esta Convención deriva también de la experien-
cia histórica. México tiene una larga trayectoria desde las
instituciones correccionales a las escuelas, módulos y cen-
tros de tratamiento. Sin embargo, no puede ignorarse que

por más esfuerzos que han hecho estos centros de trata-
miento, adolecen de fallas para cumplir con su importante
rol social.

La necesidad de armonizar en un marco legal nacional
el tratamiento al adolescente infractor

En principio, una política de Estado en esta materia debe
evitar reproducir el régimen penal de los adultos. El trata-
miento a adolescentes debe comprender dimensiones de su
conducta que merecen ser estudiados como parte de la ma-
duración del niño, sin dejar de tomar en cuenta su inicio co-
mo adulto. La etapa que ocurre entre los once y los diecio-
cho años no cumplidos corresponde, sin discusión, a un
estado de la persona cuya especificidad debe normarse con
un régimen jurídico propio.

Este principio se recoge en la iniciativa que hoy presento a
la consideración de esta H. Cámara con el fin de consolidar
un sistema de administración y procuración de justicia pa-
ra adolescentes infractores, sobre las bases de legalidad e
integración social. El objetivo es establecer la prevención
así como la procuración para adolescentes, tanto víctimas
como infractores, tomando en cuenta otros factores como
el desarrollo familiar, la educación permanente, el trata-
miento psicológico y básicamente, un sistema de justicia
que los libere de procedimientos tortuosos y que, tanto la
víctima u ofendido como el probable responsable, tengan
la misma posibilidad de recibir justicia mediante juicios
breves, compactos y eficientes.

Con base en estos argumentos, es como se consideró muy
importante emprender una tarea de armonizar la diversidad
legislativa. Actualmente todas las entidades federativas del
país tienen una ley de carácter local relativa al tratamiento
de menores infractores y, por otro lado, existe la Ley de
Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal, ordena-
mientos que no están unificados en lo relativo a procedi-
mientos, tribunales para adolescentes, instituciones de tra-
tamiento, derechos del presunto infractor y de la víctima
del delito, sanciones ni en la edad penal de los adolescen-
tes infractores.

Los Consejos o Tribunales de Menores locales conocen de
infracciones a las leyes locales y además de infracciones a
las leyes federales. En cambio en el Distrito Federal, el
juez para adolescentes conoce de conductas que infringen
leyes locales del Distrito Federal y Federales. Lo anterior
se explica por el hecho de que antes de tener un estatuto
propio, el Distrito Federal estaba regido por el orden fede-
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ral y ahora se rige bajo sus leyes locales, hecho que debe
considerarse.

La justicia de adolescentes infractores en nuestro país es-
tá regulada por una ley Federal y por 32 leyes locales. De
este orden normativo conviene destacar la diversidad con
relación, por ejemplo, a la edad mínima y la máxima, que
en 14 estados se establece como mínima de competencia la
de 9 a 11 años y en 7 entidades, de 12 a 14 años.

La mayoría de los ordenamientos existentes, consideran al
adolescente infractor dentro de una edad de 11 años cum-
plidos, a 18 años incompletos. Sin embargo, algunos esta-
dos regulan en forma diversa la edad penal de los adoles-
centes infractores; por ejemplo Aguascalientes, Coahuila,
Durango, Guanajuato, Nayarit, Oaxaca, Puebla, San Luis
Potosí, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán, que la
han disminuido a 16 años y Tabasco a 17 años.

En cuanto a la edad penal máxima en 18 entidades, o sea el
59% se fija a los 18 años y en 12 entidades, o sea el 38% a
los 16 años.

Respecto a la causa por la cual los adolescentes ingresan a
este tipo de instituciones, en 7 entidades federativas las au-
toridades para adolescentes infractores sólo intervienen en
los casos de transgresión a las leyes penales. En otras 21
entidades además de estos casos, también conocen de fal-
tas a los bandos de policía y buen gobierno.

En cuanto a la instancia jerárquica superior de la cual de-
penden las instituciones para menores, en 30 estados de la
República están bajo la dependencia del Poder Ejecutivo, y
sólo en Veracruz y el Distrito Federal se encuentran adscri-
tas al Poder Judicial.

Por lo que toca a la duración de la medida correctiva en 32
entidades es indeterminada, pero en 14 de ellas se fija un
límite máximo, que va de 2 hasta 7 años. En otros 18 esta-
dos la medida no especifica límites de duración y el caso
de Morelos es único, ya que la especifica hasta con la mi-
tad de la penalidad señalada para los adultos.

En lo relativo a las figuras del representante social y del de-
fensor, en 11 entidades se contempla la figura del repre-
sentante social durante el procedimiento, con diferentes
nombres y en las restantes, no se especifica. El defensor
para menores es una figura que se prevé en 30 entidades.

Tocante a los medios de impugnación, 19 entidades con-
templan en sus legislaciones locales medios de impugna-
ción a las resoluciones correspondientes, dictadas por las
autoridades para menores.

Visto lo anterior, esta diversidad normativa ha dado origen
también a la aplicación de enfoques y prácticas que condu-
cen a la adopción de criterios diferentes para hechos igua-
les. Este campo también abre espacio a la discrecionalidad,
hasta en tanto no haya en toda la República unidad en los
medios y en los fines que se persiguen para lograr preser-
var la integridad física y psíquica del adolescente infractor.

De aquí la necesidad de unificar los Consejos o Tribunales
de Menores para que todos dependan del Poder Judicial,
tengan la misma estructura, y apliquen el mismo procedi-
miento por infracciones que deben estar homologadas, pa-
ra ofrecer la readaptación social del adolescente como se
propone en esta iniciativa.

En este proyecto también se postula la unificación del pro-
cedimiento para juzgar a los adolescentes infractores ha-
ciéndolo ágil, compacto y transparente, en donde el ado-
lescente infractor siempre tenga derecho a un defensor de
oficio o particular, y la víctima será parte activa con todos
los derechos procesales para participar, aportar pruebas y
recurrir los acuerdos que no le favorezcan.

Asimismo se establecen sanciones acordes a la realidad y
se incluyen la reparación del daño y el trabajo a la comu-
nidad, el cual debe llevarse a cabo en centros específicos,
conforme a la edad del adolescente infractor, procurando
que sea en labores propias de su edad.

Como sanciones existen el tratamiento ya sea externo o en
internamiento, priorizando que en la mayoría de los casos
se procure que sea un tratamiento externo, entregando a los
adolescentes infractores con sus familiares cuando estos
asuman plenamente su responsabilidad para que se integre
a su núcleo familiar. El internamiento se considera como la
última alternativa, toda vez que debe ponderarse profunda-
mente para que se considere una real posibilidad de rea-
daptación y reintegración social.

Durante el procedimiento para juzgar a los adolescentes in-
fractores se determina la actuación conjunta del Ministerio
Público con el Juez en Justicia para Adolescentes a efecto
de constituir un procedimiento único y evitar que repitan
pruebas para que se imparta una verdadera justicia de me-
nores.
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Seguridad Pública, defensa, prevención y tratamiento
de menores

Conforme a la tradición jurídica seguida por México, la ley
que se propone responde a la necesidad de darle al adoles-
cente un tratamiento conforme a su edad y por lo tanto su
objetivo es proteger sus derechos, así como procurar la
adaptación social de aquellos cuya conducta cae en los su-
puestos considerados por las leyes penales. En consecuen-
cia, y con la finalidad de homologar el concepto de adoles-
cente infractor que admite diversas interpretaciones en los
32 códigos del fuero común y en el del fuero federal, se
propone que la edad de la persona corresponda al periodo
entre 11 años cumplidos y 18 años incumplidos.

Para efecto de aplicar la ley y con pleno respeto a la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a los
Tratados Internacionales, los funcionarios responsables
tendrán que actuar con integridad moral para prevenir cual-
quier violación a los derechos de los adolescentes y cuan-
do se trate del adolescente que cometa una infracción, éste
recibirá trato justo y humano para que se adapte social y fa-
miliarmente. Se prohíbe el maltrato, la incomunicación, la
coacción psicológica o cualquier otra acción que atente
contra su identidad o integridad mental.

La propuesta de la iniciativa que se somete a consideración
de esta Cámara, consiste en crear un Juez de Justicia para
Adolescentes en cada entidad federativa, unificando así el
tipo de órgano que deberá conocer de los casos sujetos a las
disposiciones de la presente iniciativa de ley. Asimismo, se
mantienen los requisitos para formar parte de las autorida-
des que procuran e imparten justicia a los adolescentes, sus
atribuciones y las funciones que tendrán para impartir jus-
ticia al adolescente y promover la correcta aplicación de las
acciones de orientación, protección y tratamiento.

En consonancia con las demás iniciativas de ley que se han
propuesto, tanto a la víctima como al ofendido se les con-
sidera a lo largo de todo el procedimiento, con el fin de ga-
rantizarles la reparación del daño. Precisamente en el capí-
tulo correspondiente se fija en primer lugar el derecho del
ofendido y la víctima para exigirla, además se establece la
garantía correspondiente para cubrirla. De acuerdo con la
tradición de responsabilidad que asignan nuestras leyes a
los padres o tutores en el caso del infractor, corresponde a
ellos la responsabilidad de reparar el daño garantizando
con sus bienes o con trabajo el debido resarcimiento.

De acuerdo a las estadísticas hay evidencia de que los ado-
lescentes no sólo han aumentado en cuanto al número de
delitos que cometen, sino también por el grado de violen-
cia que ejercen. Las entidades de la Federación han detec-
tado que la tendencia del menor a violar la ley, ha crecido
también por la forma en que se desarrolla y asume roles de
adulto. Al encontrar que actúa con plena conciencia han
venido promoviendo la disminución de la edad penal.

Sin embargo, el propósito de esta ley es fundamentalmen-
te preventiva y sus objetivos están inspirados en la tradi-
ción jurídica nacional e internacional de atender siempre al
adolescente conforme a su edad. No es la ley ni las institu-
ciones las que, en busca de la readaptación, dañen aún más
la conciencia del adolescente. Más bien, hay que esforzar-
se para que las leyes regulen estas instituciones con el fin
de evitar la reincidencia, mediante un tratamiento adecua-
do y procedimientos que cumplan con el objetivo funda-
mental de brindar justicia a los adolescentes.

La Iniciativa de Ley que se propone está integrada en tal
forma que se atienden las prioridades del adolescente. En
el Título PRIMERO se establece su órbita competencial y
se define a través del artículo 2º fracción I la edad del ado-
lescente infractor.

En el Título Primero, Capítulo III, inciso a de la fracción I
del artículo 12 se establecen los Jueces en Justicia para
Adolescentes en cada entidad federativa y con ello se uni-
fica una política territorial de atención al adolescente. Y en
el artículo 11, con características esencialmente protectoras
se fijan los derechos de los adolescentes.

Debe mencionarse que en esta Iniciativa se contempla en
diversos ordenamientos la reparación del daño. En este
sentido no sólo se promueve la responsabilidad del adoles-
cente, sino que además, en el artículo 60 del Título TER-
CERO, Capítulo II corre a cargo de los mayores, sean pa-
dres o tutores, y el estado en su caso, garantizarla.

Como podrá observarse en el citado Título TERCERO, Ca-
pítulos I, II y III, todas las normas están orientadas a la pro-
tección del adolescente, ya sea a través del diagnóstico, las
medidas de orientación o mediante el tratamiento interno y
externo. Se trata pues de un ordenamiento a tono con la tra-
dición constitucional y con los compromisos internaciona-
les suscritos por el gobierno de México sobre la materia.

Por las razones anteriores y en apoyo a las mismas debe
considerarse lo siguiente:
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1. La tendencia a homologar los ordenamientos jurídi-
cos conforme al principio de unidad jurídica y política
de los estados tiene una explicación. En principio, se es-
tá dando un fenómeno de integración social mucho más
rápido que en épocas anteriores. Los medios de comu-
nicación, en el más amplio sentido de la palabra han re-
ducido el aislamiento, la incomunicación y los localis-
mos. El siglo XXI será recordado como el siglo de la
mundialización. Todos los fenómenos políticos, socia-
les, económicos y culturales se compartirán como vi-
vencias colectivas y las prácticas y normas jurídicas
también.

2. Esta tendencia ya es observable y aplicable en diver-
sos órdenes. En el ámbito internacional las naciones ca-
da día están más dispuestas a someter a normas supra-
nacionales comportamientos y conductas humanas que
en todas las latitudes son iguales y pueden ser normadas
por disposiciones iguales. Los derechos humanos es un
ejemplo y si bien esta tendencia tendrá que pasar diver-
sas pruebas, es claro que en un país como México ya es-
ta ocurriendo este fenómeno. Cuando menos en el ám-
bito de la seguridad pública en sus vertientes de
prevención, procuración y administración de justicia,
ejecución de penas y readaptación social de mayores y
menores, la homologación y unificación normativa se
plantea como una necesidad de los gobiernos estatales,
municipales y federal.

3. La razón es muy sencilla, el federalismo busca conci-
liar la unidad en la diversidad y si bien cada entidad fe-
derativa tiene sus particularidades y su pluralidad étni-
ca, cultural y social, eso no significa que dichas
entidades no aspiren a resolver unidas aquellos proble-
mas comunes que ponen en riesgo su estabilidad y uni-
dad interior como es la inseguridad pública. 

4. México ya experimentó durante el siglo pasado las ex-
periencias de un federalismo que consolidó la soberanía de
las entidades y de la Federación, pero también aprendió
que no es en el centralismo, sino en el ejercicio descentra-
lizado de la ley y del poder público como puede hacer fren-
te a los problemas de orden local y también de orden na-
cional. Por eso a la iniciativa de Justicia para Adolescentes
que se ha propuesto a esta Soberanía, obedece al objetivo
de garantizar la seguridad pública y la justicia con el con-
curso de todos los órdenes de gobierno.

5. Los municipios, las entidades federativas y la Federa-
ción, así como todas las corporaciones policíacas, procura-

durías de justicia y tribunales del orden local y federal, re-
presentan el Estado mexicano. Nadie puede decir que un
delito no es de su interés o que la corrupción y la impuni-
dad no los alcanza por el hecho de que estos fenómenos
ocurran en un lugar distante y en otra jurisdicción. Al con-
trario, hay que apelar a la unidad y a la coordinación por-
que todo lo que ocurre en el territorio nacional es del inte-
rés de todos. Tratándose de hechos punibles que ponen en
peligro la integridad física y patrimonial y que son causa de
permanente cuestionamiento a la legitimidad de las autori-
dades por no actuar bien y a tiempo, este esfuerzo se im-
pone como una tarea común.

6. En la escala del delito, todo lo que se haga en cuanto al
tratamiento a adolescentes infractores tiene consecuencias
jurídicas y conductuales para la sociedad. De una actuación
estatal acertada, depende que los índices delictivos no crez-
can y que disminuya el número de adolescentes que más
adelante se convierten en delincuentes.

7. Por las anteriores consideraciones, la ley que se propone
mediante esta iniciativa persigue diversos objetivos como
son preservar y cuidar el destino del adolescente, atender-
lo física y psíquicamente, unificar nacionalmente el princi-
pio de legalidad para adolescentes, crear nuevas figuras
procesales como la conciliación y, fundamentalmente, reo-
rientar la política de justicia para adolescentes en forma in-
tegral, más de acuerdo a su dignidad que a la simple repre-
sión de su conducta.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción
II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meto a la consideración del Pleno de esta Honorable Cá-
mara de Diputados, la presente Iniciativa de ley, con pro-
yecto de
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Decreto, mediante la cual se crea la Ley de Justicia pa-
ra Adolescentes, para quedar como sigue:

LEY DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES

TITULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
OBJETO, SUJETOS 

Y APLICACIÓN DE LA LEY

ARTÍCULO 1. OBJETO.

La presente Ley es de orden público, de interés social y ob-
servancia general, regirá en toda la República en materia
federal y en el fuero común para todos las Entidades Fede-
rativas y para el Distrito Federal, y tiene como objeto esta-
blecer el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes que
será aplicable a quienes se atribuya la realización de una
conducta tipificada como delito por las leyes penales y ten-
gan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años
de edad, en el que se garanticen los derechos fundamenta-
les que reconoce la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para todo individuo, así como aquellos
derechos específicos que por su condición de personas en
desarrollo les han sido reconocidos por los instrumentos in-
ternacionales y demás leyes aplicables, para lograr su rein-
tegración social y familiar, así como el pleno desarrollo de
su persona y capacidades.

ARTÍCULO 2. SUJETOS.

Para los efectos de esta Ley; se entenderá:

I. Adolescente. Persona cuya edad se encuentra com-
prendida entre los doce años de edad cumplidos y me-
nos de dieciocho años de edad;

II. Autoridad Ejecutora. Unidad Administrativa de los
Gobiernos Estatales y del Gobierno del Distrito Federal
encargadas de ejecutar las medidas de orientación, pro-
tección y tratamiento que se impongan a los adolescen-
tes;

III. Conducta Tipificada como delito. Conducta tipifica-
da como delito en las leyes penales;

IV. Defensor de Oficio. Defensor especializado en justi-
cia para adolescentes dependiente de la Consejería Jurí-

dica y de Servicios Legales del Distrito Federal y sus
homólogos en las Entidades Federativas;

V. Juez. Juez especializado en Justicia para Adolescen-
tes, adscrito al Tribunal Superior de Justicia de los Esta-
dos y del Distrito Federal;

VI. Magistrado. Magistrado especializado en justicia
para adolescentes adscrito al Tribunal Superior de Justi-
cia de los Estados y del Distrito Federal;

VII. Ministerio Público. Agente del Ministerio Público
especializado en Justicia para Adolescentes, adscrito a
la Procuraduría General de Justicia de los Estados y del
Distrito Federal, y

VIII. Niño. Persona menor de doce años de edad.

ARTÍCULO 3. ÁMBITO DE APLICACIÓN SEGÚN
LOS SUJETOS.

Esta Ley se aplica a todo adolescente, a quien se le atribu-
ya la realización de una conducta tipificada como delito, en
las leyes penales.

También se aplicará esta Ley a los menores de edad que, en
el transcurso del proceso y aun durante la etapa de ejecu-
ción de la medida impuesta, cumplan dieciocho años de
edad. Igualmente se aplicará cuando los menores de edad
sean acusados después de haber cumplido dieciocho años,
por hechos presuntamente cometidos cuando eran adoles-
centes, en términos de lo dispuesto por el artículo 4 de es-
ta Ley.

Para los efectos de esta Ley, la edad del adolescente se
comprobará con el acta de nacimiento respectiva, o bien
por documento apostillado o legalizado tratándose de ex-
tranjeros.

Cuando no se cuente con alguno de los documentos pre-
vistos en el párrafo anterior, en la etapa de averiguación ju-
dicial, y ante el Órgano Jurisdiccional es requisito el dicta-
men emitido por dos peritos médicos que para tal efecto
designe la autoridad correspondiente.

ARTÍCULO 4. SISTEMA ESPECIALIZADO PARA
ADOLESCENTES.

Todo adolescente que se le atribuya la realización de una
conducta tipificada como delito en las leyes penales será
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sujeto al régimen especializado previsto por esta Ley. Nin-
gún adolescente podrá ser juzgado como adulto ni se le
aplicarán sanciones previstas por las leyes penales para
adultos.

Los adolescentes responderán en forma diferente a los
adultos y en la medida de su responsabilidad, por sus con-
ductas tipificadas como delitos.

Cuando el adolescente sea privado de su libertad, por la
aplicación de una medida cautelar de aseguramiento o de
tratamiento en internación, tendrá que estar en lugares dis-
tintos al de los adultos y separados por edades y por sexo.

ARTÍCULO 5. MENORES DE DOCE AÑOS DE
EDAD.

Las personas menores de doce años de edad que hayan rea-
lizado una conducta tipificada como delito en la Ley, sólo
serán sujetos de rehabilitación y asistencia social por las
instancias especializadas. Y no podrá adoptarse medida al-
guna que implique su privación de libertad.

Cuando el Juez que haya dado inicio a la Averiguación Ju-
dicial se percate que el adolescente es menor de doce años,
dará aviso a la Dirección Ejecutiva de Asuntos Jurídicos
del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, don-
de se tramitará la debida asistencia social en beneficio de
la rehabilitación del niño involucrado y, en su caso, de su
familia.

La Dirección Ejecutiva de Asuntos Jurídicos del Sistema
para el Desarrollo Integral de la Familia, deberá remitir al
Juez, en un término no mayor de 30 días, la información re-
lacionada con el tratamiento que brinde a los menores de
doce años de edad canalizados.

ARTÍCULO 6. ADOLESCENTES CON TRANSTOR-
NO MENTAL.

No se procederá contra adolescentes quienes al momento
de realizar una conducta tipificada como delito padezcan
de algún trastorno mental que les impida comprender la
trascendencia y las consecuencias de la conducta realizada.
Salvo que el adolescente se encuentre en estado de ebrie-
dad, bajo el efecto de estupefacientes o psicotrópicos, sin
que medie prescripción médica, autoprovocado de manera
dolosa. Cuando el trastorno mental se presente durante el
proceso la autoridad competente podrá entregar al adoles-
cente a quien legalmente corresponda hacerse cargo de él.

Cuando se encuentre en la fase de ejecución de las medi-
das, la autoridad ejecutora deberá solicitar la intervención
de instituciones médico psiquiátricas para efecto de que
rindan su dictamen correspondiente y en caso de tratarse de
incapacidad permanente, que se hagan cargo del tratamien-
to durante el tiempo que falte para el cumplimiento de la
medida impuesta; mientras que en el caso de una incapaci-
dad transitoria, se decretará la suspensión del procedimien-
to o de la ejecución, por el tiempo que dure la incapacidad,
quedando a responsabilidad y bajo la guarda y custodia de
sus padres, tutores o institución que proceda.

ARTÍCULO 7. PRESUNCIÓN DE EDAD.

Cuando exista duda de que una persona es adolescente o
adulto se le presumirá adolescente y quedará sometido a
esta Ley, hasta que se pruebe fehacientemente lo contrario.

Si existen dudas de que una persona es menor o mayor de
doce años de edad, se presumirá que es niño a dicha edad.
En el caso de existir duda de que una persona es menor o
mayor de catorce años de edad, se presumirá que es menor
a la edad antes citada.

ARTÍCULO 8. INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN.

La interpretación y la aplicación de las disposiciones con-
tenidas en esta Ley deberán de hacerse en armonía con sus
principios rectores, así como la normatividad Internacional
aplicable en la materia, en la forma que mejor garantice los
derechos fundamentales y específicos contenidos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
los Tratados Internacionales ratificados por los Estados
Unidos Mexicanos y en las leyes de aplicación penal para
los Estados y el Distrito Federal.

CAPÍTULO II
PRINCIPIOS Y DERECHOS

ARTÍCULO 9. ENUMERACIÓN NO LIMITATIVA.

La enumeración de los principios, derechos y garantías
contenidas en este capítulo no es limitativa y se comple-
menta con las disposiciones que en esta materia están con-
tenidas en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en los tratados internacionales ratificados por
los Estados Unidos Mexicanos y en las leyes.
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SECCIÓN I
PRINCIPIOS

ARTÍCULO 10. PRINCIPIOS RECTORES.

Son principios rectores para la interpretación y aplicación
de esta Ley el respeto de los derechos de los adolescentes,
el reconocimiento de su calidad como sujetos de derecho,
su formación integral, la reinserción en su familia y en la
sociedad. Así como los siguientes:

I. Interés superior del adolescente;

II. Presunción de Inocencia;

III. Reconocimiento expreso de todos sus derechos y ga-
rantías;

IV. Especialidad;

V. Mínima intervención;

VI. Celeridad procesal y flexibilidad;

VII. Proporcionalidad y racionalidad de la medida;

VIII. Transversalidad;

IX. Subsidiariedad;

X. Concentración de actuaciones;

XI. Contradicción;

XII. Continuidad; e

XIII. Inmediación procesal.

SECCIÓN II
DERECHOS

ARTÍCULO 11. DERECHOS DE LOS ADOLESCEN-
TES.

Los derechos reconocidos en esta Ley se aplicarán a los
adolescentes sin discriminación motivada por origen étni-
co o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra

que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto
anular o menoscabar sus derechos, libertades y garantías
individuales.

Son derechos del adolescente para los efectos de esta Ley:

I. Ser tratado con dignidad y respeto;

II. Se presumirá inocente hasta que se compruebe su
participación en la comisión de una conducta tipificada
como delito;

III. Que sus padres, representantes legales o encargados
conozcan de inmediato cuando se encuentre sujeto al
proceso que establece esta Ley;

IV. Desde el inicio del proceso o su detención deberá ser
asistido por un defensor de oficio; si así lo desea desig-
nará a sus expensas, por sí o por sus padres, quienes
ejerzan la patria potestad, tutores o representantes lega-
les a un defensor privado, con cédula profesional que lo
acredite como Licenciado en Derecho para que lo asista
jurídicamente; en ambos casos deberá estar asistido en
todos los actos del proceso, aún los de averiguación ju-
dicial, y de ejecución de las medidas que le impongan;

V. Durante todas las etapas del proceso, aún las de ave-
riguación judicial, tendrá el derecho a ser visitado y a
entrevistarse o tener comunicación con su defensor, así
como con sus padres, tutores o representantes legales,
ya sea en forma conjunta o separada, aún cuando no ha-
ya rendido su declaración. Las entrevistas deberán rea-
lizarse bajo un régimen de absoluta confidencialidad;

VI. Cuando no sepa leer ni escribir las autoridades que
integran el Sistema Integral de Justicia se asegurarán
que esté debidamente informado de cada una de las eta-
pas del proceso, siempre en presencia de su abogado de-
fensor y, si así lo solicita, de sus padres, tutores, quienes
ejerza la patria potestad o lo representen legalmente. Lo
contrario es causa de nulidad y de responsabilidad de los
servidores públicos que hayan intervenido en el proce-
so;

VII. Que no se divulgue su identidad, ni el nombre de
sus familiares o cualquier dato que permita su identifi-
cación pública;

VIII. Cuando pertenezca a un grupo étnico o indígena o
no entienda el idioma español deberá ser asistido, en to-
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das las etapas del proceso, aún las de averiguación judi-
cial, por un intérprete que conozca su lengua;

IX. Que la carga de la prueba la tenga el agente del Mi-
nisterio Público, durante la averiguación judicial y el
proceso;

X. Ser oído personalmente en todas las etapas del pro-
ceso, aún las de averiguación judicial y que su opinión
y preferencias sean consideradas al momento de dictar-
se las determinaciones que incidan en su esfera jurídica;

XI. Comunicarse con sus familiares y a recibir corres-
pondencia;

XII. Presentar en todo momento peticiones o quejas an-
te las autoridades que conformen el Sistema Integral de
Justicia, de manera clara y respetuosa, y la autoridad a
quien vaya dirigida tendrá la obligación de contestar en
un plazo máximo de diez días hábiles. Cuando no sepa
leer o escribir un defensor público tendrá la obligación
de asistirlo;

XIII. Cuando presente algún tipo de discapacidad, de-
berá recibir el cuidado y atenciones especiales que re-
quiera el caso particular;

XIV. Recibir la visita conyugal cuando estén emancipa-
dos;

XV. Ser juzgados antes de los cuatro meses si se trata de
conducta tipificada como delito grave, salvo que el ado-
lescente y su defensa renuncien a dicho plazo, sin que
pueda exceder de seis meses;

XVI. Que conozca desde el inicio de cada diligencia o
actuación el nombre, cargo y función de los servidores
públicos que intervengan en su desarrollo;

XVII. Contar con la presencia obligatoria en todas las
diligencias y actuaciones, de sus padres, tutores, quienes
ejerzan la patria potestad o el agente del Ministerio Pú-
blico cuando no haya persona alguna que lo represente;

XVIII. Que el órgano responsable de la aplicación, cum-
plimiento y seguimiento de la medida impuesta, otorgue
la educación básica obligatoria que establece la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y has-
ta educación preparatoria, cuando se encuentren sujetos

a cualquier tipo de medida, aún de carácter cautelar, y de
acuerdo a su edad y formación anterior o recibir infor-
mación técnica y formación práctica sobre un oficio, ar-
te o profesión; y

XIX. Los demás establecidos en esta Ley.

Las autoridades del Sistema Integral de Justicia para Ado-
lescentes velarán que no se inflijan, toleren o permitan ac-
tos de tortura y otros tratos o sanciones crueles, inhumanas
o degradantes.

Las autoridades especializadas en justicia para adolescen-
tes podrán otorgar información sobre estadísticas siempre
que no contravenga el principio de confidencialidad y el
derecho a la privacidad consagrado en esta Ley.

CAPÍTULO III
LOS ÓRGANOS Y AUTORIDADES 

ESPECIALIZADAS DE LA
JUSTICIA PARA ADOLESCENTES

ARTÍCULO 12. JUEZ NATURAL, IMPARCIAL E IN-
DEPENDIENTE.

Ningún adolescente podrá ser juzgado o condenado sino
por los tribunales previamente establecidos con anteriori-
dad al hecho.

El juzgamiento y la decisión respecto a las conductas tipi-
ficadas como delitos cometidos por los adolescentes se lle-
varán a cabo por jueces pertenecientes al Órgano Judicial y
sus actuaciones y resoluciones serán conforme a la Ley.

Para los efectos de esta Ley, los órganos y autoridades es-
pecializadas de la justicia para adolescentes son:

I. Tribunales Superiores de Justicia de los Estados y del
Distrito Federal:

a. Jueces Especializados en Justicia para adolescen-
tes;

b. Magistrados Especializados en Justicia para ado-
lescentes;

II. Procuradurías Generales de Justicia de los Estados y
del Distrito Federal:
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a. Ministerio Público Especializado en Justicia para
Adolescentes, quien actúa con el auxilio de los agen-
tes de policía;

III. Consejería Jurídica y de Servicios Legales del Dis-
trito Federal y sus homólogos en los Estados:

a. Defensores de Oficio especializados en Justicia
para Adolescentes;

IV. Secretaría de Gobierno de los Estados y del Distrito
Federal:

a. Autoridad ejecutora; y

b. Centros de Internamiento y de Tratamiento.

ARTÍCULO 13. APLICACIÓN SUPLETORIA.

El Código Penal Único, el Código de Procedimientos Pe-
nales Único, y las leyes especializadas tendrán aplicación
supletoria para los efectos sustantivos y procesales de la
presente Ley.

ARTÍCULO 14. CONVENIOS.

Para el mejor desempeño de sus funciones, los órganos y
autoridades especializadas en justicia para adolescentes
podrán celebrar convenios con organismos, instituciones
públicas o privadas y entidades federativas para que parti-
cipen y colaboren en la consecución de los fines estableci-
dos en la presente Ley.

TÍTULO SEGUNDO
DE LOS PROCEDIMIENTOS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 15. RESPONSABILIDAD DE LOS ADO-
LESCENTES.

Los adolescentes serán responsables por la comisión de las
conductas tipificadas como delitos, en los casos y términos
que se establecen en esta Ley.

La responsabilidad de los adolescentes se fincará sobre la
base del respeto irrestricto al principio de culpabilidad por
el acto.

ARTÍCULO 16. OBJETIVO DEL PROCESO.

El proceso tiene como objetivo resolver si un hecho es o no
conducta tipificada como delito, determinar la responsabi-
lidad o irresponsabilidad de los adolescentes a quienes se
atribuya la conducta tipificada como delito e imponer las
medidas de orientación, protección y tratamiento que pro-
cedan con arreglo a esta Ley.

ARTÍCULO 17. DEBIDO PROCESO.

Todo adolescente sujeto a la presente Ley, tendrá derecho
a ser juzgado bajo un sistema que le garantice la aplicación
de un debido proceso con el fin de reintegrarlo social y fa-
miliarmente, para que pueda lograr el desarrollo de su per-
sona y de sus capacidades.

ARTÍCULO 18. PARTICIPACIÓN EN PANDILLA Y
ASOCIACIÓN DELICTUOSA.

La participación en pandilla o asociación delictuosa serán
tomadas en cuenta por la autoridad judicial para aplicar las
medidas correspondientes por la comisión de conducta ti-
pificada como delito.

ARTÍCULO 19. INMEDIACIÓN.

El Juez está obligado a presenciar y dirigir de manera per-
sonal cada una de las diligencias y actuaciones que se prac-
tiquen en la averiguación judicial y en el proceso y no po-
drá delegar dicha obligación en persona alguna. El
incumplimiento de dicha obligación será causa de nulidad
y de responsabilidad para dicho funcionario.

CAPÍTULO II
DE LA AVERIGUACIÓN JUDICIAL

ARTÍCULO 20. IDENTIFICACIÓN DEL ADOLES-
CENTE.

El adolescente deberá proporcionar los datos que permitan
su identificación personal, de no hacerlo, el Juez deberá de-
terminarlo dentro de las 48 horas contadas a partir de que
el menor fue puesto a su disposición, mediante la identifi-
cación por testigos, revisión médica u otros medios condu-
centes, siempre salvaguardando su identidad personal y
dignidad humana.
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ARTÍCULO 21. AUXILIARES DEL MINISTERIO
PÚBLICO.

El Ministerio Público será auxiliado por la policía en el
ámbito de sus atribuciones la cual estará bajo su autoridad
y mando inmediato.

ARTICULO 22. SECRETO EN LA IDENTIDAD Y
DATOS DEL ADOLESCENTE.

Toda persona que tenga acceso al expediente donde conste
la averiguación judicial o el proceso estará obligada a no
divulgar o publicar cualquier dato que obre en los mismos.
Principalmente los referidos a la identidad del adolescente.

ARTÍCULO 23. CUERPO DE LA CONDUCTA TIPI-
FICADA COMO DELITO Y PROBABLE RESPON-
SABILIDAD.

El Juez acreditará el cuerpo de la conducta tipificada como
delito de que se trate y la probable responsabilidad del ado-
lescente, como base del ejercicio de la acción de remisión;
comprobando que ambos requisitos están acreditados en
autos.

El cuerpo de la conducta tipificada como delito se tendrá
por comprobado cuando se demuestre la existencia de los
elementos objetivos, descriptivos o normativos del tipo pe-
nal que integran la descripción de la conducta tipificada co-
mo delito.

Para resolver sobre la probable responsabilidad del adoles-
cente, la autoridad deberá constatar que no exista acredita-
da a favor de aquél alguna causa de exclusión y que obren
datos suficientes para acreditar su probable culpabilidad.

ARTÍCULO 24. ELEMENTOS DE CONVICCIÓN
QUE ACREDITEN EL CUERPO DE LA CONDUCTA
TIPIFICADA COMO DELITO Y LA PROBABLE
RESPONSABILIDAD.

Durante la fase de investigación, el Juez y el Agente del
Ministerio Público deberán realizar todas las actividades
necesarias para allegarse de los datos y elementos de con-
vicción indispensables que acrediten el cuerpo de la con-
ducta tipificada como delito y la probable responsabilidad
del adolescente, como base del ejercicio de la acción de la
remisión.

ARTÍCULO 25. ACCIONES CON DETENIDO Y SIN
DETENIDO.

En caso de que se ejecute una orden de detención o el Juez
ejercite la acción de remisión con detenido, la policía, que
se encargue de la misma, deberá poner al adolescente a dis-
posición del Director del centro de internamiento, en don-
de deberá estar en un área específica que no corresponda a
quienes estén cumpliendo con una medida interna definiti-
va de internamiento; y éste lo pondrá a disposición inme-
diata del propio juzgado.

Si el adolescente no hubiere sido presentado, el Juez que
tome conocimiento de los hechos una vez acreditado el
cuerpo de la conducta tipificada como delito y la probable
responsabilidad, habrá de determinar lo conducente con-
forme a lo establecido en los párrafos tercero y último del
artículo 28 de esta Ley.

ARTÍCULO 26. CONDUCTAS TIPIFICADAS COMO
DELITOS CULPOSOS NO GRAVES.

Cuando se trate de conductas tipificadas como delitos cul-
posos, el Juez entregará de inmediato al adolescente a sus
padres, representantes legales o encargados o ante la auto-
ridad competente, quienes quedarán obligados a presentar
al adolescente ante la autoridad judicial cuando para ello
sean requeridos, para tal efecto deberán presentar las ga-
rantías necesarias, como lo prevé esta Ley.

El agente del Ministerio Público estará obligado a solicitar
la reparación del daño y el Juez no podrá absolver al ado-
lescente de dicha reparación si ha emitido resolución que lo
considera plenamente responsable.

CAPÍTULO III
DE LA RESOLUCIÓN INICIAL

ARTÍCULO 27. DECLARACIÓN INICIAL.

El Juez después de desahogar las actuaciones de averigua-
ción judicial y la resolución que contengan la acción de re-
misión con adolescente detenido, radicará de inmediato el
asunto, calificará en su caso de legal la detención y tomará
la declaración inicial dentro del término de veinticuatro ho-
ras contadas a partir de que el Juez realizó la radicación;
pronunciará dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes
resolución inicial, que determine la situación jurídica del
adolescente sin perjuicio de que este plazo se amplíe por
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setenta y dos horas más, únicamente si así lo solicitara el
adolescente o su defensor con la finalidad de aportar prue-
bas a su favor.

En este último caso, la ampliación del plazo se hará de in-
mediato del conocimiento del funcionario que tenga a su
disposición al adolescente para los efectos de su custodia.

En caso de acción de remisión sin detenido, el Juez en un
término de dos días deberá radicar la investigación remiti-
da librando orden de comparencia, cuando se trata de con-
ducta tipificada como delito no grave, o de detención para
conductas tipificadas como delito grave, si el adolescente
se sustrae a la acción de la justicia el proceso continuará
notificando a sus padres, tutores o a la autoridad compe-
tente.

ARTÍCULO 28. AUDIENCIA INICIAL.

Cuando se ejercite la acción de remisión con detenido, el
juez radicará de inmediato el asunto y calificará la legali-
dad de la detención. Celebrará audiencia en la que tomará
la declaración inicial del adolescente, analizará la pertinen-
cia de las medidas cautelares si el Ministerio Público o la
defensa lo solicitaren.

Si la detención resultare improcedente, la audiencia se sus-
penderá y se pondrá en libertad al adolescente para que de
inmediato el Juez estudie el caso sin detenido, y pueda gi-
rar orden de detención o sobreseer.

Para efectos de la celebración de la audiencia, el Juez noti-
ficará de manera personal a las partes, aclarando el mo-
mento en que se realizó la radicación y observando en to-
do momento el término para practicar la declaración inicial
del adolescente.

En el mismo auto hará del conocimiento del adolescente y
su defensor el derecho que tienen a ofrecer pruebas, mis-
mas que se desahogarán en la audiencia, únicamente las
que hayan sido admitidas por el Juez.

Si la audiencia se suspende a petición del adolescente o su
defensor, el Juez podrá imponer alguna de las medidas cau-
telares de las previstas en esta Ley hasta que la audiencia
se reanude.

A esta audiencia deberán concurrir el agente del Ministerio
Público, el adolescente probable responsable, su defensor,

así como también podrán las víctimas, ofendidos y sus re-
presentantes legales. En su caso, podrán asistir, padres, tu-
tores o quienes ejerzan la patria potestad o la custodia del
adolescente. La ausencia de estos últimos no suspenderá la
audiencia.

Para la celebración de la audiencia, si el adolescente no se
encontrara detenido, a solicitud del Ministerio Público, el
Juez podrá dictar:

I. Orden de detención, ejecutada por la fuerza pública,
cuando la conducta que se investiga sea grave, merezca
medida de internamiento y exista una presunción razo-
nable, por apreciación de las circunstancias del caso
particular, de que el adolescente podría no someterse al
proceso u obstaculizarlo, o se estime que el adolescente
puede cometer una conducta tipificada como delito do-
loso contra la propia víctima, alguno de los testigos que
depongan en su contra, servidores públicos que inter-
vengan en el proceso o contra algún tercero.

II. Orden de presentación, en todos los demás casos.

ARTÍCULO 29. RESOLUCIÓN INICIAL.

La resolución inicial que se dictará por el Juez dentro del
plazo previsto en este capítulo, deberá reunir los requisitos
siguientes:

I. Lugar, fecha y hora en que se emita

II. Datos del adolescente probable responsable;

III. Datos de la víctima u ofendido en su caso;

IV. El tiempo, lugar y circunstancias de los hechos;

V. Los fundamentos legales, así como los motivos por
los cuales se considere que quedó o no acreditado el
cuerpo de la conducta tipificada como delito y la proba-
ble responsabilidad del adolescente en su comisión;

VI. La sujeción del adolescente al proceso con restric-
ción o sin restricción de libertad y la orden de practicar
el diagnóstico correspondiente o, en su caso, la declara-
ción que no ha lugar a la sujeción del mismo;

VII. La indicación de que el juicio se llevará a cabo en
forma oral, en los términos que señala esta Ley;
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VIII. Las determinaciones de carácter administrativo
que procedan; y

IX. El nombre y firma del Juez que la emita y del Se-
cretario de Acuerdos, quien autorizará y dará fe.

La resolución inicial, se notificará de manera personal a las
partes.

La resolución inicial que se notifique, también deberá con-
tener el término con el que cuentan para el ofrecimiento de
pruebas, tratándose de proceso escrito.

La notificación deberá contener el día y la hora en que se
desarrollará la audiencia prevista en el artículo 31 de la
presente Ley.

CAPITULO IV
DE LAS CONDUCTAS TIPIFICADAS

COMO DELITOS GRAVES

ARTÍCULO 30. CATÁLOGO DE CONDUCTAS TIPI-
FICADAS COMO DELITOS GRAVES.

Se califican como conductas tipificadas como delitos gra-
ves, para los efectos de esta ley, los siguientes:

I. Asociación delictuosa, previsto en el artículo 189;

II. Corrupción de personas menores de dieciocho años
de edad o de personas que no tienen capacidad para
comprender el significado del hecho o de personas que
no tienen capacidad para resistirlo, previstos en los artí-
culos 216 y 217;

III. Violación previsto en los artículos 305 y 307;

IV. Lesiones, previstas en los artículos 325, 326, 327 y
328, en relación con el 331, así como las previstas en el
artículo 344;

V. Homicidio, previsto en los artículos 338, 343, 344,
345, 350, 353 y 354;

VI. Secuestro, previsto en el artículo 379;

VII. Tráfico de menores, previsto en el artículo 381;

VIII. Robo, previsto en el artículo 404 fracción X, en re-
lación con en el artículo 396, cuando el monto de lo ro-
bado exceda de ciento cuarenta veces el salario mínimo.

Todos los delitos mencionados se encuentran tipificados en
el Código Penal Único.

CAPÍTULO V
DEL PROCESO ORAL

ARTÍCULO 31. ORALIDAD DEL PROCESO.

El proceso será oral. El adolescente, sus padres, tutores o
quienes ejerzan la patria potestad o la custodia y su defen-
sor podrán solicitar que la audiencia se verifique a puerta
cerrada. En el proceso deberán estar presentes el Juez, el
adolescente, su defensor, el ofendido o víctima en su caso,
el agente del Ministerio Público y sus padres o represen-
tantes. La ausencia de sus padres o representantes no sus-
penderá la audiencia que se desarrollará en la siguiente for-
ma:

I. Se habrá de determinar si se prueba la existencia de la
conducta tipificada como delito y la responsabilidad o
no del adolescente.

II. La audiencia se desarrollará en forma ininterrumpida
hasta su conclusión. Se podrá suspender por única vez y
por un plazo máximo de tres días hábiles consecutivos,
cuando:

a) Se debe resolver una cuestión incidental que no
pueda, por su naturaleza, desahogarse inmediata-
mente;

b) Tenga que practicarse algún acto fuera de la sala
de audiencias, incluso cuando un hecho superve-
niente torne indispensable una investigación suple-
mentaria y no sea posible cumplir los actos en el in-
tervalo de dos sesiones;

c) No comparezcan testigos, peritos o intérpretes,
deba practicarse una nueva citación y sea imposible
o inconveniente continuar la audiencia hasta que
ellos comparezcan, incluso coactivamente por inter-
medios de la fuerza pública;

d) Alguno de los participantes cuya comparecencia
sea obligatoria, enferme a tal grado que no pueda
continuar interviniendo en el proceso;
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e) El defensor o Agente del Ministerio Público no
puedan ser reemplazados inmediatamente en caso de
que enfermen gravemente o fallezcan; o

f) Alguna catástrofe o algún hecho extraordinario
torne imposible su continuación.

El juez ordenará los aplazamientos que se requieran por
causa justificada en caso de enfermedad grave, indican-
do la fecha y la hora en que continuará la audiencia, pe-
ro respetando en todo momento los tiempos máximos
para resolver la controversia. Si se diera el caso de una
incapacidad permanente de las partes a que se refiere el
inciso e) del presente artículo, el juez otorgará un plazo
de 3 días para que el acusado o la víctima designen a su
representante legal, apercibiendo al acusado que en ca-
so de no designarlo, se le asignaría un Defensor de Ofi-
cio, de igual manera, si se tratara de una incapacidad
permanente del Ministerio Público, el juez otorgará
igual plazo al Procurador General de Justicia correspon-
diente, para que sea designado un nuevo Agente del Mi-
nisterio Público en el asunto de que se trate.

No será considerado un aplazamiento el descanso de fin
de semana o el día feriado o de asueto, siempre que la
audiencia continúe al día hábil siguiente.

Si la audiencia no se reanuda a más tardar al cuarto día
después de la suspensión, se le impondrá al Juez una co-
rrección disciplinaria, a menos que se justifique por en-
fermedad grave, pero en todo caso, si no les fuera posi-
ble continuar con el proceso, el Juez deberá solicitar
ante su superior jerárquico el cambio de Juez para que
inicie nuevamente el proceso, o bien, las partes podrán
hacerlo si el Juez esta impedido para hacerlo.

III. Al iniciar la audiencia del proceso, el Juez debe in-
formar de forma clara y sencilla al adolescente sobre sus
derechos y garantías y el procedimiento que habrá de
desarrollarse durante la celebración de la misma. A con-
tinuación le dará la palabra al Agente del Ministerio Pú-
blico para que exponga sintéticamente los hechos y la
conducta tipificada como delito que se le atribuye al
adolescente, y luego se dará la palabra al defensor por sí
desea realizar un alegato inicial;

IV. Acto seguido, dará intervención al adolescente para
que manifieste lo que a su derecho convenga, advirtién-
dole nuevamente sobre su derecho a declarar si así lo
desea o de hacerlo con posterioridad durante el proceso.

Seguidamente, iniciando con el Ministerio Público, las
partes ofrecerán en forma verbal las pruebas, aún las
que no consten en las actuaciones de averiguación judi-
cial; y el juez, una vez que revise su legalidad, las ad-
mitirá en forma verbal. A continuación, se recibirán las
pruebas admitidas en el orden que las partes indiquen,
iniciando con las del Ministerio Público;

V. Durante el desarrollo de la audiencia, todos los ale-
gatos y argumentos de las partes, todas las declaracio-
nes, la recepción y calificación de las pruebas y, en ge-
neral, todas las intervenciones de quienes participen en
ella, serán en forma oral, pero invariablemente sus in-
tervenciones constarán en acta. Las decisiones del Juez
serán dictadas, con expresión de sus motivos y funda-
mentos, quedando todos notificados por su emisión. Su
parte dispositiva constará luego en el acta que estará de-
bidamente firmada por las partes, salvo lo dispuesto pa-
ra el dictado de la sentencia;

VI. Cuando la decisión implique un acto de molestia,
además de ser dictada oralmente, deberá fundarse y mo-
tivarse por escrito;

VII. Quienes no puedan hablar o no lo puedan hacer en
español, formularán sus preguntas o contestaciones por
escrito o por medio de un intérprete o traductor, leyén-
dose o relatándose las preguntas o las contestaciones en
la audiencia, conforme a lo prescrito por esta Ley;

VIII. Durante la audiencia, los peritos y los testigos de-
berán ser interrogados personalmente. Su declaración
personal sólo podrá ser sustituida con la lectura de los
registros si la misma ya consta en anteriores declaracio-
nes y cuando sea necesario auxiliar su memoria o de-
mostrar o superar contradicciones entre ellas y las pres-
tadas en la audiencia, y sólo a fin de solicitar las
aclaraciones pertinentes;

IX. Los peritos, testigos, intérpretes y traductores cita-
dos responderán directamente a las preguntas que les
formulen el Juez, el Agente del Ministerio Público, el
Defensor, la víctima y el ofendido y sus representantes
legales. Antes de declarar, los testigos, peritos intérpre-
tes y traductores no podrán comunicarse entre sí ni con
otras personas, ni ver, oír o ser informados de aquello
que ocurra en la audiencia; permanecerán en una sala
distinta, advertidos por el Juez acerca de la regla ante-
rior, y serán llamados en el orden previamente estable-
cido;
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X. El Juez después de tomarle protesta de decir verdad
al declarante y advertirle de las consecuencias de quie-
nes declaran falsamente, concederá la palabra a la parte
que ofreció la prueba, para que proceda a interrogarlo y,
con posterioridad, a las demás partes que deseen hacer-
lo;

XI. Las partes pueden interrogar libremente, pero debe-
rán abstenerse de formular preguntas capciosas, imper-
tinentes, compuestas o sugestivas, ni que involucren
más de un hecho;

XII. Sólo las partes podrán objetar la formulación de
preguntas capciosas, impertinentes, compuestas o su-
gestivas y el Juez deberá calificar dichas objeciones en
ese momento, en caso de desestimar dicha objeción, se
formulará la pregunta para su respuesta, y en caso de
que se considerara fundada la objeción, la misma no po-
drá ser formulada por su oferente, pero tendrá derecho a
solicitar que se haga constar la negativa de pregunta que
se le impidió realizar;

XIII. Los documentos e informes admitidos previamen-
te serán leídos y exhibidos en la audiencia, con indica-
ción de su origen; las grabaciones y elementos de prue-
ba audiovisuales serán reproducidos en la audiencia,
según su forma de reproducción habitual. El Juez, de
oficio o a solicitud de parte, podrá prescindir de la lec-
tura íntegra de documentos o informes escritos, o de la
reproducción total de una grabación, a efecto de leer o
reproducir sólo la parte pertinente del documento o de la
grabación;

XIV. Los objetos y otros elementos de convicción ase-
gurados serán exhibidos en la audiencia. Todos los ele-
mentos de convicción podrán ser presentados a los peri-
tos, testigos, traductores, intérpretes, o al adolescente,
cuando corresponda, durante sus declaraciones, quienes
podrán ser invitados a reconocerlos o a declarar sobre
ellos;

XV. La ley autoriza incorporar pruebas por lectura, su
admisión deberá ser calificada por el Juez;

XVI. Nunca se podrán incorporar como medio de prue-
ba, o dar lectura, a las actas o documentos que den cuen-
ta de las actuaciones o diligencias declaradas nulas por
alguna resolución dictada por autoridad competente;

XVII. Terminada la recepción de las pruebas, el Juez
concederá sucesivamente la palabra al Agente del Mi-
nisterio Público, luego al defensor y a la víctima o al
ofendido y a sus representantes legales en su caso, para
que, en ese orden, aleguen lo procedente, manifestándo-
se específicamente en lo referente a la reparación del da-
ño, emitiendo finalmente sus conclusiones;

XVIII. En caso de manifiesto abuso de la palabra, el
Juez llamará la atención a la parte y si ésta persiste, po-
drá limitar racionalmente el tiempo del alegato, según la
naturaleza y complejidad de los hechos en examen, las
pruebas recibidas y las cuestiones a resolver;

XIX. Acto seguido el Juez preguntará a la víctima u
ofendido que esté presente si tiene algo que manifestar
y, en su caso, le concederá la palabra al adolescente si
desea agregar algo más y se declarará cerrada la audien-
cia;

XX. Durante el desarrollo del proceso, las partes no po-
drán referirse ni opinar ante el Juez sobre algún asunto
en trámite, sin la presencia de la contraparte. La infrac-
ción a esta norma será considerada falta grave en el ré-
gimen disciplinario;

XXI. Inmediatamente después de las conclusiones, el
Juez deliberará para decidir sobre la responsabilidad del
adolescente, sin resolver en este momento respecto de la
individualización de la medida que, en su caso, sea de-
cretada;

XXII. La deliberación no podrá durar más de veinticua-
tro horas, ni suspenderse salvo enfermedad grave del
juez, en caso contrario, se deberá reemplazar al juez y
repetir el proceso. En caso de enfermedad grave del
Juez, la suspensión de la deliberación no podrá ampliar-
se por más de diez días, observándose en todo momen-
to el plazo para resolver la controversia, luego de los
cuáles se deberá reemplazar al Juez y repetir el proceso
nuevamente;

XXIII. El Juez apreciará las pruebas según las disposi-
ciones de esta Ley;

XXIV. En caso de duda el Juez deberá resolver toman-
do en cuenta lo que más favorezca al adolescente;

XXV. En caso de decretar la plena responsabilidad del
adolescente, el Juez citará a las partes dentro del plazo
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de cinco días para que acudan a la audiencia de comu-
nicación de la sentencia, en la cual deberá individualizar
las medidas y el orden en el que se impondrán;

XXVI. Para la individualización de la medida, el Juez
impondrá la de mayor gravedad que corresponda de en-
tre aquéllas que de acuerdo con la conducta y la edad del
adolescente pueda imponer y fijará, en caso de conside-
rarlo procedente, hasta dos medidas de menor gravedad
que puedan cumplirse simultáneamente como alternati-
va a la primera, previa aprobación de un programa de
rehabilitación y de reparación del daño. En todos los ca-
sos el Juez resolverá sobre dicha reparación del daño, y
deberá atender también a lo dispuesto en el artículo 83
de esta Ley;

XXVII. En la audiencia de comunicación de la senten-
cia deberán estar presentes el adolescente, su defensa o
representante legal, el Ministerio Público, la víctima o
los ofendidos y sus representantes legales en su caso.
Durante la misma, el Juez comunicará su resolución y
proveerá lo necesario para su ejecución. En caso de que
la sentencia declare responsable al adolescente, el Juez
le explicará la medida que ha decidido imponerle, las
razones por las que ha decidido hacerlo y las caracterís-
ticas generales de su ejecución. En la propia audiencia,
le hará saber las medidas alternativas que ha decretado,
las razones de su elección y sus características. Explica-
rá al adolescente que así procede para darle la oportuni-
dad de cumplir con las medidas alternativas, pero le pre-
vendrá de la posibilidad de que se aplique la más grave
en caso de incumplimiento. La medida principal, las al-
ternativas y las advertencias en torno al incumplimiento
de estas últimas formarán parte integral de la sentencia;

XXVIII. Contra la sentencia procederá el recurso de
apelación en los términos que señala esta Ley.

CAPITULO VI
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES

ARTÍCULO 32. FORMAS EN QUE PUEDEN APLI-
CARSE LAS MEDIDAS CAUTELARES.

En el caso de que se suspenda una audiencia o el adoles-
cente no estuviera en un centro de internamiento de mane-
ra provisional en la forma, bajo las condiciones y por el
tiempo que se fija en esta Ley, el Juez puede imponer al
adolescente, después de escuchar sus razones, las siguien-
tes medidas cautelares:

I. La presentación de una garantía económica suficiente
para cubrir la reparación del daño;

II. La prohibición de salir del país sin autorización, o de
la localidad en la cual reside o del ámbito territorial que
fije el Juez;

III. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia
de una persona o institución determinada, que informe
regularmente al Juez;

IV. La obligación de presentarse periódicamente ante el
Juez o ante la autoridad que él designe;

V. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones
o de visitar ciertos lugares;

VI. La prohibición de convivir o comunicarse con per-
sonas determinadas, siempre que no se afecte el derecho
de defensa;

VII. La separación inmediata del domicilio cuando se
trate de conductas tipificadas como delitos sexuales y la
probable víctima conviva con el adolescente; y

VIII. La detención preventiva en su domicilio, centro
médico o instalaciones especializadas.

Para imponer cualquier tipo de medida cautelar el Ministe-
rio Público, la víctima o el ofendido en su caso, deberán
acreditar ante el Juez la existencia del hecho atribuido y la
probable participación del adolescente en él. El Juez podrá
imponer una o varias de las medidas cautelares previstas en
esta Ley y dictar las órdenes necesarias para garantizar su
cumplimiento. En ningún caso el Juez podrá aplicar estas
medidas desnaturalizando su finalidad o cuyo cumplimien-
to resulte imposible.

Las medidas cautelares podrán dictarse y revocarse en
cualquier momento hasta antes de dictarse sentencia.

CAPÍTULO VII
DE LA DETENCIÓN PROVISIONAL

Y LA LIBERTAD PROVISIONAL

ARTÍCULO 33. PERÍODOS BREVES POSIBLES.

La detención provisional e internamiento del adolescente,
así como las medidas restrictivas y de la libertad serán
aplicadas por los períodos más breves posibles.
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ARTÍCULO 34. DETENCIÓN PREVENTIVA A ADO-
LESCENTES MENORES DE DIECIOCHO Y MAYO-
RES DE CATORCE AÑOS DE EDAD.

La detención preventiva dictada por el Juez respecto de un
adolescente de entre catorce y menos de dieciocho años de
edad y cuya conducta cometida sea tipificada como delito
grave, será aplicada por el tiempo más breve posible.

Se consideran como delitos graves los establecidos en el
artículo 30 de esta Ley y por ningún motivo se considerará
grave algún delito que en la legislación penal para adultos
aplicable no sea considerado como tal.

ARTÍCULO 35. CASOS EN QUE PROCEDE LA DE-
TENCIÓN PREVENTIVA.

La detención preventiva debe aplicarse sólo de manera ex-
cepcional, cuando no sea posible aplicar otra medida cau-
telar menos gravosa y hasta un plazo máximo de seis me-
ses, siempre que:

I. La conducta atribuida amerite una medida de interna-
miento;

II. El adolescente sea mayor de catorce años de edad al
momento de cometer el hecho.

La detención preventiva no podrá combinarse con otras
medidas cautelares, y debe ser cumplida en instalaciones
diferentes a las destinadas al cumplimiento de la medida de
internamiento definitiva.

CAPITULO VIII
DE LOS MEDIOS DE PRUEBA

ARTÍCULO 36. LOS MEDIOS DE PRUEBA QUE SE
RECONOCEN.

Esta Ley reconoce como medios de prueba:

I. La confesión;

II. Los documentos públicos y privados;

III. Los dictámenes de peritos;

IV. La inspección ministerial y judicial;

V. La declaración de testigos;

VI. Las presunciones.

En el proceso ante el Juez son admisibles todos los medios
de prueba, salvo que estén prohibidos por la Ley, o vayan
en contra de la moral y las buenas costumbres.

También se admitirán como pruebas todos aquellos ele-
mentos aportados por los descubrimientos de la ciencia.

ARTÍCULO 37. VALORACIÓN DE LOS MEDIOS DE
PRUEBA.

La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las si-
guientes reglas:

I. Desde la fase inicial del procedimiento tendrán un va-
lor indiciario las actuaciones practicadas por la policía y
las practicadas por el Juez harán prueba plena siempre
que se ajusten a las reglas relativas del Código de Pro-
cedimientos Penales correspondiente, por lo que se re-
fiere a la comprobación del cuerpo del delito.

II. La aceptación del adolescente de los hechos que se le
atribuyan, por sí sola, así como cuando se reciba sin la
presencia de su defensor, no producirá efecto legal al-
guno.

III. Los documentos públicos tendrán valor probatorio
pleno, en lo que atañe a los hechos afirmados por el fun-
cionario público que los emita.

IV. El valor del medio de prueba pericial y testimonial,
así como los demás elementos de convicción, quedan
sujetos para su valoración a las normas previstas en el
Código de Procedimientos Penales correspondiente.

V. Los medios de prueba no tendrán valor si han sido
obtenidos por un medio ilícito. Tampoco tendrán valor
los medios probatorios que no sean incorporados al pro-
ceso conforme a las disposiciones de esta Ley.

VI. La confesión debe ser rendida ante el Juez, sin co-
acción ni violencia física o moral; sobre hechos propios;
asistido por su defensor y representante legal; que esté
el adolescente debidamente enterado del procedimiento;
y que no existan otros medios de prueba o presunciones
que la hagan inverosímil, a juicio del Juez. Ninguna
confesión o información que haya sido obtenida me-
diante tortura podrá invocarse como medio de prueba.
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VII. Tratándose de los Procesos Orales las pruebas se-
rán valoradas por el Juez según la sana crítica, obser-
vando las reglas de la lógica, los conocimientos cientí-
ficos y las máximas de la experiencia; y tratándose de
los Procesos Escritos, se estará a lo establecido por las
reglas de valoración previstas en este artículo.

VIII. Cuando obren pruebas obtenidas por las Institu-
ciones de Seguridad Pública con equipos y sistemas tec-
nológicos, las mismas se apreciarán y valorarán en tér-
minos de la Ley que regula el uso de tecnología para la
Seguridad Pública.

CAPÍTULO IX
DE LA CONCILIACIÓN

ARTÍCULO 38. FIN DE LA CONCILIACIÓN.

La conciliación es un procedimiento de justicia alternativa
consistente en un acuerdo de voluntades realizado entre las
partes, con el fin de plantear una solución a su conflicto
con la debida asistencia y vigilancia de la autoridad minis-
terial y judicial.

Durante el desarrollo de la diligencia de conciliación el
adolescente y la víctima o el ofendido, deberán ser asisti-
dos por su defensor y el Ministerio Público, respectiva-
mente.

La conciliación puede realizarse en cualquier momento del
procedimiento desde que el adolescente es puesto a dispo-
sición del Juez.

Solo procederá la conciliación siempre que se garantice la
reparación del daño y exista un proceso de rehabilitación
fijado por el Juez, y se trate de una conducta tipificada co-
mo delito no grave.

El Juez y el Ministerio Público estarán obligados a promo-
ver el acuerdo de conciliación, en los términos de esta Ley.

CAPÍTULO X
CAUSAS DE EXCLUSIÓN DE LA CONDUCTA

TÍPIFICADA COMO DELITO

ARTÍCULO 39. CAUSAS DE EXCLUSIÓN.

Se excluirá al adolescente de su responsabilidad, cuando se
demuestre alguna de las siguientes causas:

I. Que la actividad o la inactividad se realice sin inter-
vención de la voluntad del adolescente;

II. Falte alguno de los elementos que integran la des-
cripción legal de la conducta tipificada como delito;

III. Se actúe con el consentimiento del titular del bien
jurídico afectado, o del legitimado legalmente para otor-
garlo, siempre y cuando se cumplan los siguientes re-
quisitos:

a) Que se trate de un bien jurídico disponible;

b) Que el titular del bien jurídico, o quien esté legi-
timado para consentir, tenga la capacidad jurídica
para disponer libremente del bien; y

c) Que el consentimiento sea expreso o tácito y no
medie algún vicio del consentimiento.

Se presume que hay consentimiento tácito, cuando la
conducta tipificada como delito se realiza en circuns-
tancias tales que permitan suponer fundadamente que,
de haberse consultado al titular del bien o a quien esté
legitimado para consentir, éstos hubiesen otorgado el
consentimiento, porque este no le causa daño.

IV. Se repela una agresión real, actual o inminente y sin
derecho, en defensa de bienes jurídicos propios o aje-
nos, siempre que exista necesidad de la defensa emplea-
da y no medie provocación dolosa suficiente e inmedia-
ta por parte del agredido o de su defensor;

V. Se presume que existe legítima defensa, salvo prueba
en contrario, cuando se cause un daño a quien por cual-
quier medio trate de penetrar o penetre, sin derecho, al
lugar en que habite de forma temporal o permanente el
que se defiende, al de su familia o al de cualquier per-
sona respecto de las que el agente tenga la obligación de
defender, a sus dependencias o al sitio donde se encuen-
tren bienes propios o ajenos respecto de los que exista la
misma obligación. Igual presunción existirá cuando el
daño se cause a un intruso al momento de sorprenderlo
en alguno de los lugares antes citados en circunstancias
tales que revelen la posibilidad de una agresión;

VI. Se obre por la necesidad de salvaguardar un bien ju-
rídico propio o ajeno, de un peligro real, actual o inmi-
nente, no ocasionado dolosamente por el adolescente,
lesionando otro bien de menor o igual valor que el sal-
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vaguardado, siempre que el peligro no sea evitable por
otros medios y el adolescente no tuviere el deber jurídi-
co de afrontarlo;

VII. La acción o la omisión se realicen en cumplimien-
to de un deber jurídico o en ejercicio de un derecho,
siempre que exista necesidad racional de la conducta
empleada para cumplirlo o ejercerlo;

VIII. Al momento de realizar la conducta tipificada co-
mo delito, el adolescente no tenga la capacidad de com-
prender el carácter ilícito de aquél o de conducirse de
acuerdo con esa comprensión, en virtud de padecer tras-
torno mental o desarrollo intelectual retardado, a no ser
que el adolescente hubiese provocado su trastorno men-
tal para en ese estado cometer el hecho, en cuyo caso
responderá por el resultado típico producido en tal si-
tuación.

Cuando la capacidad a que se refiere el párrafo anterior
se encuentre considerablemente disminuida, se estará a
lo dispuesto en el Código Penal correspondiente;

IX. Se realice la acción o la omisión bajo un error in-
vencible, respecto de:

a) Alguno de los elementos objetivos que integran la
descripción legal de la conducta típica de que se tra-
te; o

b) La ilicitud de la conducta tipificada como delito,
ya sea porque el adolescente desconozca la existen-
cia de la Ley o el alcance de la misma o porque crea
que está justificada su conducta tipificada como de-
lito. Si los errores a que se refieren los incisos ante-
riores son vencibles, se estará a lo dispuesto en el ar-
tículo 87 del Código Penal Único.

X. En atención a las circunstancias que concurren en la
realización de una conducta tipificada como delito, no
sea racionalmente exigible al adolescente una conducta
diversa a la que realizó.

Las causas mencionadas anteriormente se resolverán de
oficio, en cualquier estado del procedimiento.

Si en los casos de las fracciones IV, V y VI de este artícu-
lo el adolescente se excediere, se estará a lo previsto en el
artículo 22 del Código Penal Único.

CAPITULO XI
DE LA DEFENSA DEL ADOLESCENTE

ARTÍCULO 40. EL OBJETO DE LA DEFENSORÍA
PARA ADOLESCENTES.

La Defensoría de Oficio tiene como objeto primordial el
proporcionar de forma obligatoria y gratuita, los servicios
de asesoría, asistencia y defensa jurídica; así como la tute-
la de los intereses legítimos y superiores del adolescente,
ante la autoridad administrativa o judicial.

ARTÍCULO 41. PERSONAL DE LA DEFENSORÍA
DE OFICIO.

La Defensoría de Oficio contará con el número de defen-
sores, así como el personal técnico administrativo que se
determine en la Ley de la Defensoría de Oficio respectiva.

ARTÍCULO 42. INTERVENCIÓN DE LOS DEFEN-
SORES DE OFICIO.

Cuando el adolescente carezca de defensor o el Juez así lo
determine, la intervención de los Defensores adscritos a la
Defensoría de Oficio deberá realizarse en todos los proce-
dimientos; así como en las fases de aplicación de medidas
de orientación, protección, tratamiento en internamiento y
externación y en la fase de seguimiento.

CAPÍTULO XII
DE LA SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 43. CASOS EN QUE PROCEDE LA SUS-
PENSIÓN.

El procedimiento se suspenderá de oficio en el siguiente
caso:

I. Por incapacidad temporal, física y/o mental del adoles-
cente para continuar el procedimiento.

ARTÍCULO 44. SUSPENSIÓN POR INCAPACIDAD
TEMPORAL, FÍSICA Y/O MENTAL.

En los casos previstos en la fracción III del artículo ante-
rior, la suspensión del procedimiento procederá también a
petición del defensor, padres, representantes legales, encar-
gados o quienes ejerzan la patria potestad del adolescente,
y será decretado por Juez competente, dicha resolución po-
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drá ser impugnada por parte legítima en el proceso están-
dose a lo dispuesto por el artículo 6 de esta Ley.

ARTÍCULO 45. DESAPARICIÓN DE LA CAUSA DE
SUSPENSIÓN.

Cuando se tenga conocimiento que ha desaparecido la cau-
sa de suspensión del procedimiento, el órgano que corres-
ponda, de oficio o a petición del Ministerio Público, decre-
tará la continuación del mismo, siempre y cuando se haya
determinado una incapacidad transitoria, cuando se trate de
una permanente se estará a lo previsto por el artículo 6 de
esta Ley.

CAPÍTULO XIII
DEL SOBRESEIMIENTO

ARTICULO 46. PROCEDENCIA DEL SOBRESEI-
MIENTO.

Procede el sobreseimiento en los siguientes casos:

I. Por muerte del adolescente;

II. Por incapacidad permanente mental y/o física grave
o incurable determinada a juicio de peritos;

III. Por desistimiento expreso de la parte ofendida en los
casos en que así proceda y se haya reparado el daño en
su totalidad;

IV. Cuando se compruebe durante el procedimiento que
la conducta atribuida al adolescente no se tipifica como
delito por las leyes penales,

V. En aquellos casos en que se compruebe con el acta
del registro civil o en su defecto en los dictámenes mé-
dicos respectivos, que el probable adolescente, al mo-
mento de cometer la conducta tipificada como delito por
las leyes penales, era menor de doce años de edad o ma-
yor de dieciocho años de edad, en cuyo caso se pondrá
a disposición de la autoridad competente, acompañando
las constancias de autos; y

VI. Cuando el Agente del Ministerio Público, la víctima
o el ofendido no aporten elementos para continuar con
el proceso, en el caso de que esto fuera necesario.

ARTÍCULO 47. SE DECRETA EL SOBRESEIMIEN-
TO.

Al quedar comprobada cualquiera de las causales enume-
radas en el artículo precedente, los Jueces o Magistrados de
este Sistema decretarán de oficio o a petición de parte el
sobreseimiento y darán por terminado el procedimiento.

CAPÍTULO XIV
DE LA PRESCRIPCIÓN

ARTÍCULO 48. EXTINCIÓN DE LA PRETENSIÓN
POR PRESCRIPCIÓN.

La facultad de las autoridades, para conocer de las conduc-
tas tipificadas como delitos, se extingue en los plazos y
conforme a lo establecido en la presente Ley y para ello
bastará el transcurso del tiempo. La prescripción es perso-
nal y extingue la pretensión de la medida a aplicar o la po-
testad para ejecutarla.

ARTÍCULO 49. DE OFICIO.

La prescripción surtirá sus efectos aunque no la alegue co-
mo excepción el defensor del adolescente. Los Jueces de-
berán decretarla de oficio, cuando tengan conocimiento de
aquélla sea cual fuere el estado del procedimiento, las re-
soluciones que se emitan en este sentido podrán ser im-
pugnadas por parte legítima en el proceso.

ARTÍCULO 50. PLAZOS CONTINUOS.

Los plazos para la prescripción serán continuos, en ellos se
considerarán las conductas tipificadas como delitos, con
sus modalidades y se contarán:

I. A partir del momento en que se consumó la conducta
tipificada como delito, si fuere instantánea;

II. A partir del día que se realizó el último acto de eje-
cución o se omitió la conducta debida, si está fuera en
grado de tentativa;

III. Desde la cesación de la consumación de la conduc-
ta permanente; y

IV. Desde el día en que se realizó la última conducta, si
esta fuera continuada.
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ARTÍCULO 51. TÉRMINOS DE PRESCRIPCIÓN.

La prescripción opera en un año si para corregir la conduc-
ta del adolescente sólo se previere la aplicación de medidas
de orientación o de protección, y si se tratare de aquellas
conductas a las que deba aplicarse el tratamiento en inter-
namiento, la facultad de los órganos y autoridades especia-
lizadas operará en el plazo que como mínimo se haya se-
ñalado para aplicar las medidas de tratamiento, sin que en
ningún caso sea menor de tres años.

TÍTULO TERCERO
DE LAS MEDIDAS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 52. LA FINALIDAD DE LAS MEDIDAS
SANCIONADORAS.

Las medidas reguladas por esta Ley tienen como finalidad
la reintegración social y familiar del adolescente y brindar-
le una experiencia de legalidad, así como valorar los bene-
ficios de la convivencia armónica, del civismo y del respe-
to de las normas y de los derechos de los demás, a través
de la reparación del daño a la víctima o al ofendido, y se-
rán impuestas por la autoridad judicial; se instrumentarán
en lo posible, con la participación de la familia, de la co-
munidad y, en su caso, con el apoyo de los especialistas,
atendiendo en todo momento a la protección integral y al
interés superior del adolescente.

ARTÍCULO 53. LIMITACIÓN DE LAS MEDIDAS.

Todas las medidas reguladas por esta Ley, están limitadas
en su duración y no podrán, bajo ninguna circunstancia, su-
perar el máximo previsto para cada una de ellas. Ello no
excluye la posibilidad de determinar el cumplimiento de la
medida antes de tiempo, ni adecuarla en beneficio del su-
jeto de la misma, en los términos previstos por esta Ley.

La decisión sobre la medida que corresponde ser impuesta
debe tener relación directa con los daños causados, así co-
mo la intencionalidad de ocasionarlos.

ARTICULO 54. INDIVIDUALIZACIÓN Y ADECUA-
DA MEDIDA APLICABLE.

El Juez, al dictar resolución definitiva, determinará las me-
didas aplicables y las individualizará dentro de los límites

señalados, con base en la gravedad de la conducta tipifica-
da como delito y la edad del sujeto, tomando en cuenta:

I. La naturaleza de la acción u omisión y los medios em-
pleados para ejecutarla;

II. La magnitud del daño causado al bien jurídico o el
peligro en que éste fue colocado;

III. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión
del hecho realizado;

IV. La forma y grado de intervención del adolescente en
la comisión de la conducta tipificada como delito;

V. Los vínculos de parentesco, amistad o relación entre
el activo y el pasivo, así como su calidad y la de la víc-
tima u ofendido;

VI. La edad, el nivel de educación, las costumbres, con-
diciones sociales, económicas y culturales del adoles-
cente, así como los motivos que lo impulsaron o deter-
minaron a realizar la conducta tipificada como delito.
Cuando el procesado pertenezca a un grupo étnico o
pueblo indígena, se tomarán en cuenta, además, sus usos
y costumbres;

VII. Las condiciones fisiológicas y psíquicas específicas
en que se encontraba el adolescente en el momento de la
comisión de la conducta tipificada como delito;

VIII. Las circunstancias del activo y pasivo antes y du-
rante la comisión de la conducta tipificada como delito,
que sean relevantes para individualizar la sanción, así
como el comportamiento posterior del adolescente con
relación a la conducta tipificada como delito; y

IX. Las demás circunstancias especiales del adolescen-
te, que sean relevantes para determinar la posibilidad
que tuvo de haber ajustado su conducta a las exigencias
de la norma.

Para la adecuada aplicación de la medida, el Juez deberá
tomar conocimiento directo del adolescente, de la víctima,
del ofendido y de las circunstancias del hecho y, en su ca-
so, requerirá los dictámenes técnicos que señala esta Ley.
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ARTICULO 55. CRITERIOS PARA APLICAR LA
MEDIDA.

Las medidas que deben cumplirse en libertad son de apli-
cación prioritaria, en tanto las que implican privación de li-
bertad se aplicaran como último recurso y por el menor
tiempo posible, siempre y cuando se repare el daño. Cuan-
do se unifiquen medidas, deberá estarse a los máximos le-
gales que para cada medida prevé la Ley, sin dejar de ob-
servar el avance que tenga el adolescente en su
rehabilitación, tomándose en cuenta para lograr su libertad
de manera anticipada y según lo determine la autoridad eje-
cutora.

CAPÍTULO II
DE LAS MEDIDAS DE ORIENTACIÓN 

Y DE PROTECCIÓN

ARTÍCULO 56. EN QUE CONSISTE LA MEDIDA
DE ORIENTACIÓN Y PROTECCIÓN.

Las medidas de orientación y protección consisten en aper-
cibimientos, mandamientos o prohibiciones impuestos por
el Juez con el fin de regular el modo de vida de los adoles-
centes en lo que se refiere a conductas que afectan el inte-
rés de la sociedad, protegiendo sus derechos, promoviendo
su información, la comprensión del sentido que tiene la
medida, el fomento de vínculos socialmente positivos y el
pleno desarrollo de su personalidad y en ningún caso po-
drán ser inferiores a seis meses, ni exceder de dos años.

De igual manera, en las medidas a imponer que estime per-
tinentes el Juez, debe considerarse que se impongan las
sanciones que no pongan en riesgo la seguridad e integri-
dad de la víctima.

ARTÍCULO 57. TIPOS DE MEDIDAS DE ORIENTA-
CIÓN.

Son medidas de orientación las siguientes:

I. La amonestación;

II. El apercibimiento;

III. La reparación del daño;

IV. Prestación de servicios en favor de la Comunidad;

V. La formación ética, educativa y cultural; y

VI. La recreación y el deporte.

ARTÍCULO 58. LA AMONESTACIÓN.

La amonestación es una advertencia que el Juez hace al
adolescente de modo concreto, explicándole las razones
que hacen reprochables los hechos cometidos, así como las
consecuencias de dicha conducta para él y la víctima u
ofendido, exhortándolo para que, en lo sucesivo, evite tales
conductas. Cuando corresponda, deberá advertir a los pa-
dres, tutores o responsables sobre la conducta seguida y les
indicará que deben colaborar al respeto de las normas le-
gales y sociales.

ARTÍCULO 59. EL APERCIBIMIENTO.

El apercibimiento radica en una conminación enérgica que
el Juez hace al adolescente en forma oral, clara y directa,
en un único acto, para hacerle comprender la gravedad de
la conducta realizada y las consecuencias que la misma ha
tenido o pudo haber tenido, tanto para la víctima o el ofen-
dido, como para el propio adolescente, instándolo a cam-
biar su comportamiento, a no reincidir y conminándolo a
aprovechar la oportunidad que se le da al imponérsele esta
medida, que es la más benévola entre las que considera es-
ta Ley. La finalidad de esta medida es la de conminar al
adolescente para que evite la futura realización de conduc-
tas tipificadas como delitos en las leyes penales así como
advertirle que en el caso de reincidir en su conducta, se le
aplicará una medida más severa.

ARTÍCULO 60. LA REPARACIÓN DEL DAÑO.

El adolescente que haya infringido la ley deberá compro-
meterse a reparar el daño en los términos de esta Ley y de
los artículos 31 al 43 del Código Penal Único, y en su ca-
so, los padres o tutores y el estado en su caso, deberán ser
responsables solidarios o substitutos de esa sanción, que es
obligatoria. Para con ello señalarle al adolescente que le ha
causado daños a un tercero, y su obligación indeclinable de
respetar y restituir los derechos que ha dañado y lastimado,
y que la sociedad y el Estado previene y defienden como
elemento fundamental de la convivencia y de la salvaguar-
da de las garantías individuales señaladas en la Constitu-
ción General de la República.
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ARTÍCULO 61. SERVICIOS A FAVOR DE LA CO-
MUNIDAD.

En cumplimiento de la medida de prestación de servicios a
favor de la comunidad, el adolescente debe realizar activi-
dades gratuitas de interés general, en entidades de asisten-
cia pública o privada, hospitales, escuelas u otros del sec-
tor público y social. La finalidad de esta medida es inculcar
en el adolescente el respeto por los bienes y servicios pú-
blicos, así como el valor que estos representan en la satis-
facción de las necesidades comunes.

Los servicios a prestar deben asignarse conforme a los fi-
nes de las medidas previstos por esta Ley y a las aptitudes
del adolescente. No pueden exceder en ningún caso de do-
ce horas semanales que pueden ser cumplidas en sábado,
domingo, días feriados o en días hábiles, pero en todo ca-
so, deben ser compatibles con la actividad educativa o la-
boral que el adolescente realice.

La naturaleza del servicio prestado por el adolescente de-
berá estar vinculada, cuando sea posible, con la especie del
bien jurídico lesionado por la conducta realizada.

ARTÍCULO 62. FORMACIÓN ETICA, EDUCATIVA
Y CULTURAL.

La formación ética, educativa y cultural consiste en brindar
al adolescente, con la colaboración de su familia, la infor-
mación permanente y continua, en lo referente a problemas
de conducta de menores con relación a los valores de las
normas morales, sociales y legales, sobre adolescencia,
fármaco-dependencia, familia, sexo y uso del tiempo libre
en actividades culturales.

ARTÍCULO 63. RECREACIÓN Y DEPORTE.

La recreación y el deporte tienen como finalidad inducir al
adolescente a que participe y realice las actividades antes
señaladas, coadyuvando a su desarrollo integral.

ARTÍCULO 64. TIPOS DE MEDIDAS DE PROTEC-
CIÓN.

Son medidas de protección las siguientes:

I. Vigilancia familiar;

II. Libertad asistida;

III. Limitación o prohibición de residencia;

IV. Prohibición de relacionarse con determinadas perso-
nas;

V. Prohibición de asistir a determinados lugares;

VI. Prohibición de conducir vehículos motorizados;

VII. Obligación de acudir a determinadas instituciones
para recibir formación educativa, técnica, orientación o
asesoramiento;

VIII. Obligación de abstenerse de ingerir bebidas alco-
hólicas, narcóticos o psicotrópicos.

ARTÍCULO 65. VIGILANCIA FAMILIAR.

La vigilancia familiar consiste en la entrega del adolescen-
te que hace el Juez a sus padres, representantes legales o a
sus encargados, responsabilizándolos de su protección,
orientación y cuidado, así como de su presentación perió-
dica en los centros de tratamiento que se determinen, con
la prohibición de abandonar el lugar de su residencia, sin la
previa autorización de la Autoridad Ejecutora.

ARTÍCULO 66. LIBERTAD ASISTIDA.

La libertad asistida consiste en la obligación del adoles-
cente a someterse a la vigilancia y supervisión de la Auto-
ridad Ejecutora con quien se desarrollará un programa per-
sonalizado, cuyo fin es su incorporación social.

La finalidad de esta medida es inculcar en el adolescente el
aprecio por la vida en libertad y la importancia que en la
convivencia común tiene el respeto a los derechos de los
demás.

ARTÍCULO 67. PROHIBICIÓN DE RESIDENCIA.

La prohibición de residencia consiste en obligar al adoles-
cente a que evite residir en lugares en los que la conviven-
cia social es perjudicial para su desarrollo biopsicosocial.
La finalidad de esta medida es modificar el ambiente coti-
diano del adolescente para que se desenvuelva en un con-
texto proclive al respeto por la Ley y los derechos de los
demás. En ningún caso esta medida podrá consistir en una
privación de la libertad.
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ARTÍCULO 68. DETERMINACIÓN DEL LUGAR
PROHIBIDO A RESIDIR.

El juez al imponer la medida, debe establecer el lugar don-
de el adolescente tenga prohibido residir.

ARTÍCULO 69. PROHIBICIÓN DE RELACIONAR-
SE CON DETERMINADAS PERSONAS.

La prohibición de relacionarse con determinadas personas,
consiste en obligar al adolescente a no frecuentar a perso-
nas de las que se presume contribuyen en forma negativa a
su desarrollo biopsicosocial. La finalidad de esta medida es
evitar la utilización o inducción del adolescente por parte
de otras personas, en el aprendizaje y realización de con-
ductas socialmente negativas.

ARTÍCULO 70. PRECISIÓN EN LA MEDIDA.

El Juez al determinar esta medida, debe indicar, en forma
precisa, con qué personas no deberá relacionarse el adoles-
cente y las razones por las cuales se toma esta determina-
ción.

ARTÍCULO 71. PROHIBICIÓN HACIA UN MIEM-
BRO FAMILIAR O PERSONA DE IGUAL RESIDEN-
CIA QUE EL ADOLESCENTE.

Cuando la prohibición se refiera a un miembro del núcleo
familiar del adolescente o a cualquier otra persona que re-
sida en el mismo lugar que él, la medida deberá aplicarse
de forma excepcional.

ARTÍCULO 72. PROHIBICIÓN DE ASISTIR A DE-
TERMINADO LUGAR.

La prohibición de asistir a determinados lugares consiste
en obligar al adolescente a que no asista a ciertos domici-
lios o establecimientos que resulten inconvenientes para un
desarrollo biopsicosocial pleno de su personalidad. La fi-
nalidad de esta medida es evitar que el adolescente tenga
contacto con establecimientos en los que priven ambientes
que motiven aprendizajes socialmente negativos, desvalo-
ración de la Ley y de los derechos de los demás.

ARTÍCULO 73. PRECISIÓN DE LOS LUGARES A
QUE NO PUEDE ASISTIR.

El Juez deberá indicar en forma precisa los lugares que no
podrá asistir o frecuentar el adolescente, las razones que
motivan esta decisión así como su duración.

ARTICULO 74. PROHIBICIÓN DE CONDUCIR VE-
HÍCULOS AUTOMOTORES.

La prohibición de conducir vehículos automotores es la
obligación al adolescente de abstenerse de la conducción
de los mismos, cuando haya cometido una conducta tipifi-
cada como delito al conducir un vehículo motorizado.

La medida implica la inhabilitación para obtener permiso o
licencia de conducir, o la suspensión del mismo si ya hu-
biere sido obtenido, por lo que el Juez hará del conoci-
miento de las autoridades competentes esta prohibición,
para que nieguen, cancelen o suspendan el permiso del
adolescente para conducir vehículos motorizados. La fina-
lidad de esta medida es que el adolescente aprenda el valor
de la confianza en el otorgamiento de una prerrogativa y
las consecuencias de faltar a ella.

ARTÍCULO 75. OBLIGACIÓN DE ACUDIR A DE-
TERMINADAS INSTITUCIONES.

El Juez podrá imponer al adolescente la obligación de acu-
dir a determinadas instituciones para recibir formación
educativa, capacitación técnica, orientación o asesoramien-
to. La finalidad de esta medida es motivar al adolescente a
concluir sus estudios, en el nivel educativo que le corres-
ponda, así como para recibir formación técnica o, en su ca-
so, para estar en condiciones de ingresar a la educación su-
perior.

ARTÍCULO 76. PRECISAR EL PLAZO Y LA INSTI-
TUCIÓN PARA SU INGRESO.

El Juez deberá indicar en la sentencia el plazo y la Institu-
ción en el que el adolescente debe acreditar haber ingresa-
do, la cual puede ser impugnada por parte legítima en el
proceso
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ARTÍCULO 77. CAUSAS DE REVOCACIÓN DE LA
MEDIDA DE ACUDIR A DETERMINADA INSTITU-
CIÓN.

La inasistencia, la falta de disciplina y la no aprobación del
grado escolar, de conformidad con los requisitos y condi-
ciones exigidos por el centro respectivo, son causas de re-
vocación de esta medida.

ARTÍCULO 78. ABSTENERSE DE INGERIR BEBI-
DAS ALCOHÓLICAS, NARCÓTICOS O PSICO-
TRÓPICOS.

La medida de abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas,
narcóticos o psicotrópicos consiste en obligar al adolescen-
te a que no consuma este tipo de bebidas o sustancias en
cualquier lugar público o privado; cuando se haya compro-
bado que la conducta fue realizada como consecuencia de
haberlas ingerido, se le someterá a una terapia, cuyos avan-
ces deberán ser notificados al Juez.

La finalidad de esta medida es obstaculizar el acceso del
adolescente al alcohol y todo tipo de sustancias prohibidas,
para garantizar su desarrollo biopsicosocial.

La contravención que de esta prohibición haga el adoles-
cente será causa de revocación de la medida por parte del
Juez.

CAPÍTULO III
MEDIDAS DE TRATAMIENTO

ARTICULO 79. TRATAMIENTO.

Se entiende por tratamiento, la aplicación de sistemas o
métodos especializados, con aportación de las diversas
ciencias, técnicas y disciplinas pertinentes e inscritas en la
doctrina de protección integral en los Tratados Internacio-
nales y derivadas de las leyes en la materia.

ARTÍCULO 80. FINALIDAD DE LAS MEDIDAS DE
TRATAMIENTO.

Las medidas tienen la finalidad de fomentar la formación
integral del adolescente, su reintegración familiar y social
como las bases fundamentales para el pleno desarrollo de
sus capacidades. Las autoridades de Ejecución deberán ve-
lar para el cumplimiento de las medidas de tratamiento que
tienen como objeto:

I. Lograr su autoestima a través del desarrollo de sus po-
tencialidades y autodisciplina necesaria para propiciar
en el futuro el equilibrio entre sus condiciones de vida
individual, familiar y colectiva;

II. Modificar los factores negativos de su estructura
biopsicosocial para propiciar un desarrollo armónico,
útil y sano, éstos pueden consistir en asignarle un lugar
de residencia determinado o disponer que se cambie del
en que reside, o prohibirle frecuentar determinados lu-
gares o personas;

III. Promover y propiciar la estructuración de valores y
la formación de hábitos que contribuyan al adecuado
desarrollo de su personalidad obligándolo a matricular-
se y asistir a un centro de educación formal o de apren-
dizaje de una profesión o capacitación para el trabajo;

IV. Reforzar el reconocimiento y respeto a las normas
morales, sociales y legales, y de los valores que éstas
tutelan; así como llevarlo al conocimiento de los posi-
bles daños y perjuicios que pueda producirle su inob-
servancia;

V. Fomentar los sentimientos de solidaridad social, tole-
rancia, democracia; y

VI. Restauración a la víctima.

Las medidas de tratamiento se aplicarán de manera inte-
gral, con el objeto de incidir en todos los aspectos que con-
tribuyan al pleno y libre desarrollo de su personalidad y de
sus potencialidades.

ARTÍCULO 81. TRATAMIENTO EN INTERNA-
MIENTO.

Son medidas de tratamiento en internamiento sólo en caso
de infracción de manera grave a las leyes penales, las si-
guientes:

I. Internamiento durante el tiempo libre; y

II. Internamiento en centros especializados.
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ARTÍCULO 82. INTERNAMIENTO DURANTE EL
TIEMPO LIBRE.

El internamiento durante el tiempo libre consiste en alojar
al adolescente en un Centro de Internamiento, la duración
de esta medida no podrá exceder de un año.

Se considera tiempo libre aquel durante el cual el adoles-
cente no deba cumplir con su horario escolar o de trabajo u
otra actividad formativa que ayude a su integración fami-
liar o comunitaria.

Los espacios destinados al internamiento en tiempo libre
no tendrán seguridad extrema y deben estar totalmente se-
parados de aquellos destinados al cumplimiento de la me-
dida de internamiento definitivo.

ARTICULO 83. INTERNAMIENTO EN CENTROS
ESPECIALIZADOS.

El internamiento consiste en la privación de la libertad del
adolescente y se debe cumplir exclusivamente en los cen-
tros de internamiento, y será una medida de carácter ex-
cepcional, la cual sólo podrá aplicarse a las conductas tipi-
ficadas como delitos considerados como graves y sólo será
impuesta a los adolescentes que sean mayores de catorce
años de edad y menores de dieciocho años de edad.

La medida de internamiento en centros especializados es la
más severa prevista en esta Ley. Su duración deberá tener
relación directa con los daños causados, sin poder exceder
de cinco años y será determinada por el Juez conforme a
los criterios establecidos por esta Ley, el Código Penal y
otras leyes específicas con penas punitivas previstas en di-
chos ordenamientos legales. Dicha determinación podrá
ser impugnada por parte legítima dentro del proceso.

Sin perjuicio de lo anterior se sancionará exclusivamente
con medidas de internamiento las conductas tipificadas co-
mo delitos graves previstas en el artículo 30 de esta Ley.

Los centros de tratamiento brindarán a los adolescentes in-
ternos orientación ética y actividades educativas, laborales,
pedagógicas, formativas, culturales, terapéuticas y asisten-
ciales, así mismo deberán procurar en el adolescente el
respeto de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales de sí mismo y de los demás, así como promover
la importancia de su reintegración en su familia y en la so-
ciedad, mediante el pleno desarrollo de sus capacidades y
de su sentido de responsabilidad.

Los sistemas de tratamiento serán acordes a las caracterís-
ticas de los adolescentes internos, atendiendo a su sexo,
edad, grado de desintegración social, naturaleza y grave-
dad de la infracción y deberán lograr:

a) Satisfacer las necesidades básicas del adolescente;

b) Crear condiciones para su desarrollo personal;

c) Reforzar su sentido de dignidad y autoestima;

d) Minimizar los efectos negativos que la sanción pue-
da impactar en su vida futura;

e) Fomentar, siempre que sea pertinente, sus vínculos
familiares; y

f) Incorporar activamente al adolescente en su plan in-
dividual del tratamiento de medidas.

ARTÍCULO 84. DURACIÓN DE LA MEDIDA DE IN-
TERNAMIENTO.

La imposición de la medida de internamiento, tendrá una
duración de seis meses a cinco años seis meses inconmuta-
bles y se extinguirá en los Centros de Internamiento que
para tal efecto señale la Autoridad Ejecutora.

ARTÍCULO 85. CLASIFICACIÓN Y TRATAMIEN-
TO.

La unidad administrativa encargada de la prevención y tra-
tamiento de adolescentes, contará con los centros de trata-
miento interno que sean necesarios para lograr la adecuada
clasificación y tratamiento diferenciado de adolescentes.

ARTÍCULO 86. REVOCACIÓN DE LA MEDIDA IM-
PUESTA.

Si se incumple cualquiera de las obligaciones previstas por
los artículos que anteceden, el Juez de oficio o a petición
de parte podrá revocar o modificar la medida impuesta.
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CAPITULO IV
DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO.

ARTÍCULO 87. EXIGIBILIDAD DE LA REPARA-
CIÓN DEL DAÑO DESPUÉS DE SENTENCIA.

Una vez dictada la sentencia, la reparación del daño deri-
vado de la realización de una conducta tipificada como de-
lito debe solicitarse por el Ministerio Público, por la vícti-
ma u ofendido o sus representantes legales ante el Juez que
imponga la medida.

ARTÍCULO 88. ASPECTOS QUE COMPRENDE LA
REPARACIÓN DEL DAÑO.

La reparación del daño comprende:

I. La restitución de la cosa obtenida por el delito y si no
fuere posible, el pago total del valor de la misma;

II. La indemnización del daño material y moral causado,
en los términos de la ley penal, incluyendo el pago de
los tratamientos médicos y hospitalarios que, como con-
secuencia del delito, sean necesarios para la recupera-
ción de la salud de la víctima y su rehabilitación. En los
casos de delitos contra la libertad y el normal desarrollo
psicosexual y de violencia familiar, además se com-
prenderá el pago de los tratamientos psicoterapéuticos
que sean necesarios para la víctima;

III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados, en
los términos de la Legislación Civil Federal o Local.

IV. El monto de la reparación del daño será fijado por el
Juez de acuerdo con la ley penal y las pruebas que obren
en el proceso.

En caso de delitos contra el ambiente, el derecho a la repa-
ración del daño se instituye en beneficio de la comunidad
y a favor del Fondo para la Reparación del Daño.

El Juez tomará en cuenta para la determinación del daño
causado en esta materia, el dictamen técnico emitido por la
autoridad correspondiente que precisará los elementos
cuantificables del daño.

El adolescente, deberá cubrir primero, la reparación del
daño a las víctimas u ofendidos, la cual se distribuirá pro-
porcionalmente entre éstos, por los daños que hubieren su-
frido.

ARTÍCULO 89. OTRAS FORMAS DE CUBRIR LA
REPARACIÓN DEL DAÑO.

En caso de insolvencia del adolescente a pagar la repara-
ción del daño, el Juez deberá precisar en la sentencia, los
términos en que se cubrirá ésta, con trabajo a favor de la
comunidad, el cual se fijará de acuerdo con el salario mí-
nimo vigente, para cada actividad en el área geográfica
“A” y se destinará al pago de la reparación del daño.

ARTÍCULO 90. PREFERENCIA DE DERECHO PA-
RA LA REPARACIÓN DEL DAÑO.

En orden de preferencia, tienen derecho a la reparación del
daño:

I. La víctima;

II. El ofendido;

III. Las personas que dependieran económicamente de
él;

IV. Sus descendientes, cónyuge o concubinario;

V. Sus ascendientes;

VI. Sus herederos, y

VII. El Estado a través del Fondo para la Reparación del
Daño.

Si las personas que tienen derecho a la reparación del daño
no lo reclaman después de haber sido requeridos judicial-
mente para ello, su importe se aplicará en forma equitativa
al Fondo para la Reparación del Daño.

Cuando el adolescente se sustraiga a la acción de la justi-
cia, los depósitos que garanticen la reparación del daño, se
entregarán inmediatamente después del acuerdo de reapre-
hensión o de revocación de libertad que corresponda, a las
personas en el orden a que se refiere el presente artículo.

ARTÍCULO 91. REPARACIÓN DEL DAÑO POR DE-
LITOS IMPRUDENCIALES.

Para los casos de reparación del daño causado con motivo
de delitos por imprudencia, se aplicará esta Ley y la ley pe-
nal en su caso.
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ARTÍCULO 92. OBLIGADOS A SOLICITAR Y RE-
SOLVER LA REPARACIÓN DEL DAÑO.

En todo proceso penal el Ministerio Público estará obliga-
do a solicitar, en su caso, la condena en lo relativo a la re-
paración del daño y el juez a resolver lo conducente.

El incumplimiento de esta disposición será sancionado con
multa de treinta a cincuenta días de salario mínimo, sin
perjuicio de las responsabilidades administrativas o pena-
les que le resulten.

ARTÍCULO 93. OBLIGADOS SOLIDARIOS PARA
LA REPARACIÓN DEL DAÑO.

Están obligados solidariamente a reparar los daños:

I. Los adolescentes responsables de un delito;

II. Los ascendientes, por las infracciones a las disposi-
ciones penales cometidas por sus descendientes que se
hallaren bajo su patria potestad;

III. Los tutores y los custodios, por los delitos de los in-
capacitados que se hallen bajo su autoridad;

IV. Los directores de internados o talleres, que reciban
en su establecimiento discípulos o aprendices menores
de 18 años, por las infracciones a las disposiciones pe-
nales que ejecuten éstos durante el tiempo que se hallen
bajo el cuidado de aquellos;

V. En los delitos culposos, los automóviles, camiones o
cualquier otro vehículo u objeto de uso lícito con que se
cometa el delito, ya sean propiedad de los ascendientes
del adolescente o de un tercero que se lo haya facilitado
al adolescente, se asegurarán por el Juez para garantizar
el pago de la reparación del daño, y solamente se levan-
tará el aseguramiento si los propietarios lo garantizan en
su totalidad, mediante las formas que señala el Código
Civil Federal o local que corresponda y en caso de in-
cumplimiento serán puestos en calidad de depósito a fa-
vor de las víctimas u ofendidos hasta que se realice el
pago correspondiente, de lo contrario serán adjudicados
a su favor.

Se exceptúan del aseguramiento los vehículos que hayan
sido robados o mediante el abuso de confianza, siempre y
cuando la víctima denuncie oportunamente el hecho delic-
tivo.

ARTÍCULO 94. PREFERENCIA DEL PAGO DE LA
REPARACIÓN DEL DAÑO.

La obligación de pagar la reparación del daño es preferen-
te con respecto a cualesquiera otras contraídas con poste-
rioridad al delito, a excepción de las referentes a alimentos
y relaciones laborales que tendrán la misma preferencia.

ARTÍCULO 95. CARÁCTER DE PENA PÚBLICA DE
LA REPARACIÓN DEL DAÑO.

La reparación del daño proveniente de delito que deba ser
hecha por el adolescente tiene el carácter de pena pública y
se exigirá invariablemente por el Ministerio Público. El
ofendido o sus derechohabientes podrán aportar al Juez, los
datos y pruebas que tengan para demostrar la procedencia
y monto de dicha reparación, en los términos que prevenga
el Código de Procedimientos Penales correspondiente.

Cuando dicha reparación deba exigirse a tercero, tendrá el
carácter de responsabilidad civil y se tramitará en forma de
incidente, en los términos que fije el propio Código de Pro-
cedimientos Penales correspondiente.

Quien se considere con derecho a la reparación del daño,
que no pueda obtener ante el Juez, en virtud de sobresei-
miento o sentencia absolutoria, podrá recurrir a la vía civil
en los términos de la legislación correspondiente.

ARTÍCULO 96. REPARTICIÓN DEL IMPORTE DE
LA REPARACIÓN DEL DAÑO.

Independientemente de las obligaciones que debe cumplir
el estado, señaladas en el artículo 91, si no se logra hacer
efectivo todo el importe de la reparación del daño, se re-
partirá a prorrata entre los ofendidos.

Si la parte ofendida renunciare a la reparación del daño, el
importe de ésta se aplicará al Fondo para la Reparación del
Daño.

Los depósitos que garanticen la medida cautelar se aplica-
rán como pago preventivo a la reparación del daño cuando
el adolescente se substraiga a la acción de la justicia.

Al mandarse hacer efectivos tales depósitos, se prevendrá
a la autoridad ejecutora que conserve su importe a disposi-
ción del Juez, para que llegado el caso se haga su aplica-
ción conforme a lo dispuesto en los párrafos anteriores de
este artículo.
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ARTÍCULO 97. REPARACIÓN DEL DAÑO MAN-
COMUNADA Y SOLIDARIA.

Cuando varios adolescentes cometan el delito, en cuanto a
la reparación del daño, la deuda se considerará como man-
comunada y solidaria.

ARTÍCULO 98. EJECUTORIA DE LA REPARA-
CIÓN DEL DAÑO.

La reparación del daño se mandará hacer efectiva una vez
que la sentencia que imponga tal reparación cause ejecuto-
ria, el Juez que la haya pronunciado remitirá de inmediato
copia certificada de ella a la autoridad fiscal competente y
ésta, dentro de los tres días siguientes a la recepción de di-
cha copia, iniciará el procedimiento económico-coactivo,
notificando de ello a la persona en cuyo favor se haya de-
cretado, o a su representante legal.

ARTÍCULO 99. CUANDO PERSISTE LA OBLIGA-
CIÓN DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO.

Si no alcanza a cubrirse la responsabilidad pecuniaria con
el producto de su trabajo en internamiento, el adolescente
liberado seguirá sujeto a la obligación de pagar la parte que
falte.

ARTÍCULO 100. PLAZOS Y FORMAS PARA CU-
BRIR LA REPARACIÓN DEL DAÑO.

El Juez, teniendo en cuenta el monto del daño y la situación
económica del obligado, podrá fijar plazos para el pago de
la reparación de aquél, los que en su conjunto no excede-
rán de un año, pudiendo para ello exigir garantía si lo con-
sidera conveniente.

La reparación del daño será cubierta a la víctima por el
adolescente ya sea con el producto de su trabajo, negocios
o bienes muebles e inmuebles de sus ascendientes y en su
defecto, la cubrirá el estado a través del Fondo para la Re-
paración del Daño, dependiente de las Procuradurías, Ge-
neral de la República, de los Estados y del Distrito Federal
según corresponda, hasta por un monto que no exceda de
ciento cuarenta veces el salario mínimo, el cual se consti-
tuirá a través de un fideicomiso público, mismo que se in-
tegrará con los decomisos de los objetos, productos e ins-
trumentos del delito y con las garantías procesales que se
hagan efectivas para cubrir la reparación del daño, y cual-
quier otro bien o numerario que provenga de la comisión
del delito.

TÍTULO CUARTO
DEL RECURSO

CAPÍTULO ÚNICO

ARTICULO 101. OBJETO Y EFECTOS DEL RE-
CURSO DE APELACIÓN.

El recurso de apelación tiene por objeto la revisión de la le-
galidad de las resoluciones dictadas por los Jueces confor-
me a lo previsto en esta Ley.

El recurso de apelación tendrá los mismos efectos a que se
hace referencia en los Códigos de Procedimientos Penales
correspondientes.

ARTÍCULO 102. PROCEDENCIA DEL RECURSO
DE APELACIÓN.

El recurso de apelación sólo procederá:

I. Contra las sentencias definitivas;

II. Contra la resolución inicial;

III. Los autos que se pronuncien sobre cuestiones de ju-
risdicción o competencia;

IV. El auto de ratificación de la detención;

V. El auto que concede o niegue la libertad;

VI. Los autos que concedan o nieguen la acumulación o
los que decreten la separación de los procesos; y

VII. Los autos en los que se nieguen la orden de com-
parecencia o de detención.

ARTÍCULO 103. PERSONAS QUE PODRÁN INTER-
PONER EL RECURSO DE APELACIÓN.

Tendrán derecho a interponer el recurso de apelación:

I. El adolescente;

II. Los legítimos representantes del adolescente; y en su
caso los encargados del adolescente;

III. El defensor del adolescente;
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IV. El Ministerio Público; y

V. La víctima u ofendido por la conducta tipificada co-
mo delito.

Al interponer el recurso o en la fecha señalada para la au-
diencia de vista, se expresarán por escrito los agravios co-
rrespondientes.

ARTÍCULO 104. DEFICIENCIAS EN LOS AGRA-
VIOS.

La Sala sólo deberá suplir las deficiencias en la expresión
de agravios cuando el recurrente sea el adolescente o su de-
fensor, la víctima, el ofendido y sus defensores.

ARTÍCULO 105. TÉRMINO Y FORMA EN QUE SE
INTERPONE EL RECURSO.

El recurso de apelación deberá interponerse por escrito o
de palabra, dentro de los tres días posteriores al momento
en que surta efectos la notificación de la resolución impug-
nada y dentro de los cinco días siguientes de notificada si
se trata de sentencia.

ARTÍCULO 106. SUBSTANCIÓN Y RESOLUCIÓN
DEL RECURSO DE APELACIÓN.

El recurso de apelación se substanciará y resolverá acorde
con las reglas que prevén los Códigos de Procedimientos
Penales correspondientes, excepto en lo relativo a los pla-
zos.

Los plazos serán los siguientes:

I. El original o testimonio deberá remitirse al Tribunal
Superior dentro del plazo de un día;

II. La audiencia de vista deberá de celebrarse dentro del
plazo de cinco días siguientes a la recepción del proce-
so o testimonio;

III. La impugnación contra la admisión del recurso, el
efecto o efectos en que se admitió, dentro del plazo de
un día y resolverse en un tiempo igual;

IV. Declarado visto el recurso, éste deberá resolverse
dentro del plazo de cinco días;

V. La resolución deberá engrosarse y notificarse, en for-
ma personal, dentro del plazo de dos días hábiles poste-
riores a que se dicte.

TÍTULO QUINTO
DE LA EJECUCIÓN DE LAS MEDIDAS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 107. PROPÓSITO DE LA EJECUCIÓN
DE LAS MEDIDAS.

La ejecución de las medidas tiene como propósito funda-
mental que el adolescente no reitere o cometa otra conduc-
ta tipificada como delito, dándole los elementos de convi-
vencia social, a través de la educación y de la realización
de todas las acciones necesarias que permitan su desarrollo
biopsicosocial, la mejor integración a su familia y en la so-
ciedad, así como el desarrollo de sus capacidades y de su
sentido de responsabilidad.

ARTÍCULO 108. CONDICIONES MÍNIMAS PARA
GARANTIZAR LA MEDIDA DURANTE LA EJECU-
CIÓN.

Para la realización de los fines señalados en la presente
Ley, se garantizarán durante la ejecución de la medida las
siguientes condiciones mínimas:

I. Satisfacer las necesidades educativas del adolescente
sujeto a cualquiera de las medidas previstas por esta
Ley;

II. Posibilitar su desarrollo biopsicosocial;

III. Reforzar su sentimiento de dignidad y autoestima;

IV. Incorporar al adolescente a un Programa Personali-
zado de Ejecución; y

V. Fomentar, cuando sea posible y conveniente, los vín-
culos familiares y sociales que contribuyan a su desa-
rrollo biopsicosocial.

ARTÍCULO 109. COMPETENCIA DE LA AUTORI-
DAD EJECUTORA.

La Autoridad Ejecutora, tendrá competencia para resolver
los conflictos que se presenten durante la ejecución de la
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medida y para vigilar y garantizar el cumplimiento de los
objetivos fijados por esta Ley.

ARTÍCULO 110. LA AUTORIDAD EJECUTORA PA-
RA LA REINTEGRACIÓN DEL ADOLESCENTE
PODRÁ INCLUIR A PADRES, TUTORES O QUIE-
NES EJERZAN LA PATRIA POTESTAD.

La participación de los padres, tutores o quienes ejerzan la
patria potestad será fundamental para la ejecución y cum-
plimiento de la medida impuesta al adolescente. En este
sentido, la Autoridad Ejecutora podrá incluir, si así lo esti-
ma conveniente alguna de las siguientes acciones, a fin de
fortalecer y contribuir a la integración social y familiar del
adolescente, asistiendo a:

I. Programas comunitarios de apoyo y protección a la
familia;

II. Programas de escuela para padres;

III. Programas de orientación y tratamiento de alcoho-
lismo y/o drogadicción;

IV. Programas de atención psicológica y/o psiquiátrica;

V. Cursos o programas de orientación, y

VI. Cualquier otro que contribuya a la integración social
del adolescente.

ARTÍCULO 111. COLABORACIÓN PARA EL CUM-
PLIMIENTO EFECTIVO DE LA MEDIDA.

Las personas mencionadas en el artículo anterior colabora-
rán junto con la Autoridad Ejecutora para lograr el cumpli-
miento efectivo de la medida impuesta al adolescente.

CAPÍTULO II
DE LA AUTORIDAD EJECUTORA

ARTÍCULO 112. UNIDAD ADMINISTRATIVA DE
LA PROCURADURÍA DE JUSTICIA.

La Procuraduría de Justicia de cada Estado y del Distrito
Federal contará con una Unidad Administrativa cuyo obje-
to será llevar a cabo las funciones de prevención general y
especial, así como las conducentes a alcanzar la reintegra-
ción social de los adolescentes.

ARTÍCULO 113. ÓRGANO RESPONSABLE.

La Autoridad Ejecutora, es el órgano responsable de la
aplicación, cumplimiento y seguimiento de las medidas
impuestas a los adolescentes, tendrá a su cargo el desarro-
llo de los programas personalizados para la ejecución de
las medidas y las de orientación y supervisión.

ARTÍCULO 114. CONVENIOS DE COORDINA-
CIÓN.

La Autoridad Ejecutora podrá celebrar convenios de coor-
dinación con instituciones u organismos públicos o priva-
dos, para la implantación de los mecanismos de ejecución
de las medidas. En este caso dichos organismos, en lo re-
ferente a la ejecución de las medidas, estarán bajo el con-
trol y supervisión de dicha autoridad.

ARTÍCULO 115. EL PERSONAL DE EJECUCIÓN.

El personal de la autoridad ejecutora deberá ser competen-
te, suficiente y especializado en las diferentes disciplinas
que se requieran para el adecuado desarrollo de sus funcio-
nes. Estos funcionarios y especialistas deberán tener expe-
riencia en el trabajo con adolescentes.

ARTÍCULO 116. ATRIBUCIONES DE LAS AUTORI-
DADES DE LOS CENTROS DE INTERNAMIENTO.

En los Centros de Internamiento, existirán áreas distintas
para hombres, mujeres, procesados y sentenciados, así co-
mo para quienes padezcan de su salud física o mental, se-
parando a quienes en cada etapa continúen como adoles-
centes o adquieran la mayoría de edad. Son atribuciones de
las autoridades de los centros de internamiento las siguien-
tes:

I. Aplicar las medidas de internamiento, conforme a su
competencia, impuestas por el Juez;

II. Poner en práctica inmediatamente el Programa Per-
sonalizado de Ejecución;

III. Informar al Juez sobre cualquier trasgresión de los
derechos o garantías de adolescentes, así como de la in-
minente afectación a los mismos;

IV. Procurar la plena reintegración familiar, social y cul-
tural de los adolescentes;

Año II, Primer Periodo, 7 de septiembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados282



V. Cumplir de inmediato con las resoluciones y requeri-
mientos del Juez para Adolescentes;

VI. Informar por escrito al Juez, cuando menos cada tres
meses, sobre la forma en que está siendo cumplida la
medida, cualquier obstáculo que se presente para el
cumplimiento de la misma, el comportamiento y estado
general de los adolescentes;

VII. Estar en contacto permanente con los padres, fami-
liares, tutores, o con quienes ejerzan la patria potestad o
la custodia de adolescentes sujetos a medida, a fin de
mantenerlos informados sobre el cumplimiento de ésta
y sobe su estado físico y mental;

VIII. No utilizar la fuerza física o instrumentos de coer-
ción, excepto cuando se hayan agotado todos los medios
no coercitivos para la imposición de la disciplina, antes
de recurrir a ellas; y

IX. Suscribir los convenios que sean necesarios con
otras autoridades, instituciones públicas y privadas, así
como con organizaciones sociales y civiles, para reali-
zar cursos, talleres y seminarios comunitarios y familia-
res en torno a temas relevantes para la prevención del
delito y de la reincidencia, así como para la reintegra-
ción familiar y social de los adolescentes.

ARTÍCULO 117. CONTENIDO DEL EXPEDIENTE
DE LA EJECUCIÓN DE LA MEDIDA.

La Autoridad Ejecutora deberá integrar un expediente de
ejecución de la medida, el cual contendrá la siguiente in-
formación:

I. Los datos relativos a la identidad del adolescente su-
jeto a una medida de internamiento y, en su caso, las
conductas reiterantes con las que cuente;

II. Técnica-jurídica, estudios técnicos interdisciplinarios
y sentencia ejecutoriada;

III. Día y hora de inicio y de finalización de la medida;

IV. Datos acerca de problemas de salud física y mental
conocidos, incluyendo el consumo de drogas y de alco-
hol, siempre que sean indispensables para el cumpli-
miento de la medida impuesta;

V. Programa Personalizado de Ejecución, así como sus
modificaciones;

VI. Lugar y términos en que deberá cumplir las medidas
impuestas por el Juez; y

VII. Cualquier otro hecho o circunstancia que se consi-
dere importante incluir en el expediente.

ARTÍCULO 118. EL PROGRAMA PERSONALIZA-
DO DE LA EJECUCIÓN DE LA MEDIDA.

En todos los casos, la Autoridad Ejecutora deberá elaborar
un Programa Personalizado de Ejecución de la Medida pa-
ra el cumplimiento de la misma. Este Programa compren-
derá todos los factores individuales del adolescente que se-
an relevantes para la ejecución de su medida, conteniendo
una descripción clara y detallada tanto de los objetivos pre-
tendidos con su aplicación, como de las condiciones y la
forma en que ésta deberá ser cumplida por el adolescente.

ARTÍCULO 119. INDICAR LOS FUNCIONARIOS
BAJO LOS CUALES QUEDARÁ SUJETA LA SU-
PERVISIÓN Y VIGILANCIA.

En el Programa Personalizado de Ejecución de la Medida
se deberán indicar los funcionarios o personas bajo las cua-
les quedará la supervisión y vigilancia del cumplimiento de
la medida, quienes podrán ser auxiliados por orientadores
o supervisores pertenecientes a la Secretaría de Gobierno,
organismos gubernamentales o no gubernamentales o
miembros de la comunidad.

Asimismo, se deberán establecer las responsabilidades de
estas personas relativas a sus obligaciones en la ejecución
y cumplimiento de la medida.

ARTÍCULO 120. REVISIÓN E INFORMACIÓN DEL
PROGRAMA PERSONALIZADO DE EJECUCIÓN.

La Autoridad Ejecutora deberá revisar el Programa Perso-
nalizado de Ejecución cuando menos cada seis meses, in-
formando tanto al adolescente como a sus familiares o re-
presentantes, el avance de aquél, respecto a la aplicación
del programa.

ARTÍCULO 121. CUMPLIMIENTO DE LA MEDIDA.

La Autoridad Ejecutora deberá emitir todas las decisiones,
resoluciones, medidas disciplinarias u otras necesarias
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para alcanzar el efectivo cumplimiento de la medida; mis-
mas que deberán estar debidamente fundadas y motivadas
y serán notificadas inmediatamente al adolescente, a su de-
fensor, a sus padres o tutores y al Juez, pudiendo inconfor-
marse las partes, y una vez resuelto en los términos previs-
tos en el Reglamento de la Institución, se aplicarán en caso
de quedar firme.

Si durante la ejecución de una medida resulta procedente
imponer una medida disciplinaria al adolescente sujeto a
una medida de internamiento, se deberá elegir aquella que
le resulte menos perjudicial y deberá ser proporcional a la
falta cometida.

Las medidas disciplinarias deberán estar previamente de-
terminadas, ser informadas debidamente a los adolescen-
tes, así como el procedimiento para su aplicación, y debe-
rá establecerse la posibilidad de impugnación.

ARTICULO 122. PREPARACIÓN PARA LA SALIDA
DEL CENTRO DE INTERNAMIENTO.

Cuando la persona que se encuentre cumpliendo la medi-
da de internamiento esté próxima a egresar del centro de
internamiento, deberá ser preparado para la salida, con la
asistencia de especialistas en trabajo social, psicología, psi-
quiatría o cualquier otro que sea necesario en su caso y si
se requiere, con colaboración de los padres o familiares.

ARTÍCULO 123. VISITA ÍNTIMA.

Todo adolescente que en términos de lo dispuesto por el
Código Civil se haya emancipado, durante la ejecución de
su medida de internamiento, tiene derecho a recibir visita
íntima, en los términos que establezcan las disposiciones
reglamentarias de cada Centro de Internamiento.

ARTÍCULO 124. EDUCACIÓN.

Todo adolescente sentenciado sujeto a la medida de inter-
namiento tiene derecho a la educación básica obligatoria
que establece la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y hasta educación preparatoria, según la
etapa de formación académica en que se encuentre.

Cursada la educación básica, y en su caso la preparatoria,
el Centro de Internamiento le deberá proporcionar la ins-
trucción técnica o formación práctica para el desempeño de
un oficio, arte o profesión, de conformidad con las disposi-

ciones aplicables y los convenios de colaboración que se
celebren con las Secretarías en la materia.

El adolescente que presente problemas cognitivos o de
aprendizaje, tendrá el derecho de recibir enseñanza espe-
cial. El fomento a la lectura deberá ser incentivado y ase-
gurado por las autoridades competentes.

En la educación que se imparta al adolescente indígena así
como en las demás actividades que realice, deberán tomar-
se en cuenta los usos y costumbres propios de su pueblo o
comunidad.

ARTÍCULO 125. ACTIVIDADES OCUPACIONA-
LES.

Todo adolescente sujeto a internamiento deberá realizar al
menos una actividad ocupacional que complemente la ins-
trucción impartida. Para ello, la autoridad deberá tomar en
consideración las capacidades y aptitudes del adolescente.

ARTÍCULO 126. ALIMENTACÓN DE CALIDAD Y
NUTRICIONAL.

Los adolescentes que se encuentran en un Centro de Inter-
namiento, deberán recibir una alimentación de calidad y
contenido nutricional propios a su desarrollo.

ARTÍCULO 127. EJERCICIOS FÍSICOS Y ACTIVI-
DADES RECREATIVAS O DE ESPARCIMIENTO.

Como parte del sistema encaminado a su adaptación social,
los adolescentes tendrán derecho a que durante su interna-
miento, se les otorgue el tiempo suficiente para practicar
ejercicios físicos y actividades recreativas o de esparci-
miento, sin que ello afecte la ejecución de la medida.

ARTICULO 128. LIBERTAD DE CULTO RELIGIO-
SO.

Todo adolescente tendrá garantizada su libertad de culto re-
ligioso en el Centro de Internamiento en que se encuentren.

ARTÍCULO 129. COMUNICACIÓN AL EXTERIOR
DEL CENTRO.

Todo adolescente que se encuentre cumpliendo una medi-
da de internamiento tendrá derecho a comunicarse al exte-
rior, con las personas o Instituciones que desee, bajo los li-
neamientos que fije la autoridad ejecutora.
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ARTÍCULO 130. VISITAS DURANTE EL INTERNA-
MIENTO.

Los adolescentes tendrán el derecho de recibir visitas du-
rante su internamiento, en los términos que fije la autoridad
ejecutora.

ARTÍCULO 131. DERECHO DE LAS MADRES
ADOLESCENTES A TENER A SUS HIJOS.

Las madres adolescentes que cumplan una medida de in-
ternamiento, tendrán derecho a permanecer con sus hijos
mientras dure la medida, en lugares adecuados para ellos.

ARTÍCULO 132. PROHIBICIÓN DE INCOMUNICA-
CIÓN, AISLAMIENTO O SANCIONES CORPORA-
LES.

Durante la ejecución de la medida, ningún adolescente po-
drá ser incomunicado o sometido al régimen de aislamien-
to o a la imposición de sanciones corporales.

ARTÍCULO 133. DERECHO DE LOS PADRES, TU-
TORES O QUIEN EJERZA LA PATRIA POTESTAD
A SER INFORMADOS DEL PROCESO DE REINTE-
GRACIÓN.

La autoridad ejecutora establecerá contacto estrecho con
los familiares de los adolescentes sujetos a internamiento,
para lo cual a petición del padre, madre, tutor del adoles-
cente o quien ejerza la patria potestad, deberá informar lo
relativo al avance de su proceso de reintegración.

ARTÍCULO 134. PROCEDER EN LOS CASOS DE
TRANSTORNO MENTAL O DESARROLLO INTE-
LECTUAL RETARDADO.

En cualquier momento en que el Ministerio Público, Juez
o Autoridad Ejecutora competente, tenga conocimiento de
que el adolescente presenta trastorno mental o desarrollo
intelectual retardado, y/o discapacidad física, inmediata-
mente ordenarán su atención en una institución acorde a
sus necesidades, ya sea en Instituciones Públicas o Priva-
das o, en su caso, entregado a sus padres, representantes le-
gales, encargados o a quienes ejerzan la patria potestad, a
fin de que el adolescente sea internado o tratado de acuer-
do al problema que presente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federa-
ción, en la Gaceta Oficial de los Estados y del Distrito Fe-
deral para su conocimiento y aplicación.

SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor a los 90
noventa días de su publicación en el medio oficial corres-
pondiente.

TERCERO. Los Gobernadores y el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal deberán expedir los reglamentos corres-
pondientes, los cuales entraran en vigor al mismo tiempo
que la presente Ley.

CUARTO. Los Congresos Estatales y la Asamblea Legis-
lativa del Distrito Federal, crearán una Comisión Especial
que de seguimiento a la convocatoria, selección y capaci-
tación del personal y construcción de inmuebles que inte-
grarán el Sistema Especializado en Justicia para Adoles-
centes, para la aplicación de la presente Ley.

QUINTO. Dentro del plazo de entrada en vigor del pre-
sente Decreto, los Gobernadores de los Estados y el Jefe de
Gobierno del Distrito Federal y las autoridades correspon-
dientes emitirán las convocatorias y cursos de selección y
capacitación inicial de los funcionarios especializados que
integren el personal del Sistema Integral de Justicia para
Adolescentes, de conformidad con los ordenamientos de
cada dependencia.

SEXTO. Los adolescentes sujetos a procedimiento o que
se encuentren cumpliendo una medida de conformidad con
la ley aplicable, a partir de la entrada en vigor de la pre-
sente Ley, continuarán cumpliendo las medidas o sustan-
ciando el procedimiento de acuerdo con dicha Ley, pero es-
tarán a disposición de las Autoridades que conformen el
Sistema Integral de Justicia para Adolescentes, salvo que
decidan sujetarse a la Ley que se crea cuando les beneficie.

SÉPTIMO. Las Autoridades de los Estados y del Gobier-
no del Distrito Federal celebrarán los convenios necesarios
a efecto de que aquellos adolescentes que se encuentren
cumpliendo una medida de internamiento por conductas ti-
pificadas como delitos del fuero común, sean trasladados a
partir de la entrada en vigor de la presente Ley a los nue-
vos Centros de Internamiento, conjuntamente con los pro-
cedimientos celebrados en su contra para su radicación en
los juzgados de Justicia para Adolescentes; igualmente
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quedan facultadas las autoridades locales, para celebrar los
convenios necesarios con la Federación, para la aplicación
de esta ley.

México, DF, a 7 de septiembre de 2010.— Diputado: Alejandro Gertz
Manero, María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, Juan Carlos López Fer-
nández, María Guadalupe García Almanza, Jesús María Rodríguez
Hernández, José M.Torres Robledo, Teresa del Carmen Teresa del Car-
men Incháustegui Romero, Romero, Samuel Herrera Chávez, Ramón
Jiménez Fuentes, José María Valencia Barajas, Carlos Torres Piña,
Carlos Cruz Mendoza, Clara Gómez Caro, Sergio Ernesto Gutiérrez
Villanueva, Reginaldo Rivera de la Torre, Ariel Gómez León, Pedro Ji-
ménez León, Armando Ríos Piter, Heladio Gerardo Verver y Vargas Ra-
mírez, David Ricardo Sánchez Guevara, Armando Corona Rivera, Ob-
dulia Magdalena Torres Abarca, Filemón Navarro Aguilar, Florentina
Rosario Morales, Silvia Puppo Gastélum, Ana Estela Durán Rico, José
Narro Céspedes, Víctor Humberto Benítez Treviño, Arturo Zamora Ji-
ménez, Sergio Mancilla Zayas, Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia y de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, con opinión de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Iniciativa que expide la Ley sobre Ejecución de Penas y
Readaptación Social de Sentenciados, a cargo del diputado
Alejandro Gertz Manero, del Grupo Parlamentario de Con-
vergencia

El suscrito diputado federal Alejandro Gertz Manero de la
LXI Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario de
Convergencia y con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, 56 y 62 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la con-
sideración del pleno de esta honorable Cámara de Dipu-
tados, la presente iniciativa de Ley sobre Ejecución de
Penas y Readaptación Social de Sentenciados, con base
en la siguiente:

Exposición de Motivos

Antecedentes

La crítica sistemática a la justicia penal que deriva de la
percepción ciudadana y también de grupos académicos y
centros de investigación, concluye que es insuficiente e in-
eficiente para hacer frente a los problemas actuales de in-

seguridad y expansión del delito, por lo tanto, no es capaz
de asumir una responsabilidad futura para combatirlo y res-
taurar la confianza de la sociedad en el Estado. Cada vez
hay más personas en la cárcel sin derecho a libertad bajo
caución, por la tendencia a limitar este derecho. Las penas
se han elevado y restringido el marco de garantías indivi-
duales; la justicia penal camina lenta, debido a la corrup-
ción y a que las investigaciones ministeriales y policiales
son defectuosas.

En las cárceles no hay redención, más que por excepción,
y en nuestro país más del 90% de los delitos quedan impu-
nes, como resultado de un sistema legal que se creó para
servir al poder y no a la sociedad que se encuentra en el
abandono y la indefensión. Lejos de desalentar el delito, se
ha multiplicado y diversificado. Por eso, los penales deben
funcionar para los verdaderos delincuentes, pues su reinci-
dencia asedia y ofende a diario. En los penales, rara vez se
logra la readaptación social del delincuente ya que la regla
general es la corrupción y la cárcel como escuela del deli-
to.

Los diversos cambios que se proponen a la legislación pe-
nal, también deben acompañarse de otras reformas a los
sectores del sistema de justicia penal. Aún cuando no se
quiera reconocer las condiciones críticas en que se encuen-
tra, sus insuficiencias e irregularidades son observables y
medibles, tanto en el ámbito de la procuración y adminis-
tración de justicia, como en el campo de la ejecución penal.

Además de estas deficiencias, el deplorable estado de las
prisiones, la sobrepoblación carcelaria, el abuso de poder,
la corrupción administrativa y la desvinculación con los
otros sectores del sistema de justicia penal, impiden cual-
quier posibilidad de readaptación. Esta situación es aún
más preocupante porque existe una permanente vulnera-
ción a los derechos del hombre.

El abuso de la prisión preventiva revela que hay poca ima-
ginación para explorar nuevos caminos, metodologías y
sistemas para lograr un punto de equilibrio entre el aforo
carcelario y el número de internos. Ciertamente, hay insu-
ficiencia crónica de recursos materiales y financieros o ma-
la administración, pero también influye un déficit cualitati-
vo de personal de las diferentes áreas de justicia penal.

Todo lo anterior se ha debido a la falta de una política cri-
minal integral que es la que se propone a través de diversas
iniciativas. El objetivo es plantear nuevas alternativas polí-
tico-criminales de reacción frente al delito para lograr la
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justicia como objetivo y alcanzar las metas de seguridad
pública y jurídica a que está obligado el Estado mexicano.

La readaptación social de sentenciados

Para dar respuesta a esta situación, la iniciativa de Ley de
Ejecución de Penas y Readaptación Social de Sentenciados
que se propone, tiene la finalidad de crear condiciones car-
celarias más humanas que tengan como base la reparación
del daño a través del trabajo comunitario y productivo, así
como la responsabilidad de capacitar y educar al senten-
ciado para incrementar sus conocimientos, generar ingre-
sos con su trabajo y reintegrarlo a la sociedad, después de
cubrir a la víctima el monto de los daños causados con su
conducta.

La iniciativa forma parte de una reforma penal integral que
se propone a la sociedad, que consiste en hacer de las cár-
celes centros de trabajo, educación y auténticas unidades
de capacitación y producción para alcanzar la readaptación
social y la reparación del daño. De este modo, las víctimas
podrán recibir una respuesta justa por los agravios recibi-
dos.

Actualmente la Ley que Establece las Normas Mínimas
Sobre Readaptación Social de Sentenciados, está alejada
de este propósito porque no facilita una integral readapta-
ción social y ejecución de las sanciones. Además, es insu-
ficiente en tanto que no contempla todos los elementos que
conforman este proceso de readaptación, como son el tra-
bajo, la capacitación, educación, clasificación de las perso-
nas por su perfil criminológico, establecimiento de las cár-
celes por el grado de seguridad, las libertades anticipadas,
el tratamiento especializado para los sentenciados y el se-
guimiento y asistencia de los sentenciados liberados, entre
otras.

En esta iniciativa se corrige la experiencia negativa de un
sistema que deja muchos espacios a la discrecionalidad y a
la interpretación, más que al análisis científico y que por lo
tanto, no cumple con su tarea de redimir al sentenciado y
prepararlo para enfrentar la excarcelación. Las libertades
anticipadas en sus diversas modalidades, entre ellas la re-
misión parcial de la pena, la libertad preparatoria y los tra-
tamientos preliberatorios, deberán otorgarse puntualmente.
En este aspecto, no debe caber la discrecionalidad de la au-
toridad, sino que debe cumplirse con el proceso de plena
readaptación social que los integre a la sociedad en el as-
pecto productivo y a su núcleo familiar, evitando su insti-
tucionalización.

También se toman en consideración los antecedentes a
efecto de que los primodelincuentes que hayan delinquido
ocasionalmente, tengan beneficios de libertades anticipa-
das y trabajo comunitario, siempre y cuando no pertenez-
can a la delincuencia organizada. La libertad anticipada es
una acción primaria de readaptación, por la cual los bene-
ficiados tienen que ser asistidos, supervisados y vigilados
con el fin de evitar que vuelvan a delinquir.

A la par de esta acción, las autoridades ejecutoras federales
y locales tendrán que establecer una institución específica
que preste atención a los liberados y externados. Su res-
ponsabilidad y misión debe ser ofrecerles asistencia moral
y material, poniendo a su alcance todos los medios necesa-
rios para facilitar su reinserción social. Este tipo de institu-
ciones de apoyo tendrán que trabajar muy de cerca con el
gobierno, así como con los sectores social y privado, con-
vocando a la comunidad a respaldar, mediante una acción
colectiva, el proceso de readaptación social.

Como ya se ha expresado, uno de los elementos torales de
la reforma a la justicia penal que se propone, es la repara-
ción del daño. Esta iniciativa por lo tanto establece que el
trabajo a realizar por los internos, siempre debe ser remu-
nerado para resarcir el daño causado a la víctima. El traba-
jo penitenciario se sujeta también a una serie de normas pa-
ra que no tenga un carácter aflictivo ni constituya una pena
adicional. Asimismo, se sujeta a un programa, a la voca-
ción, aptitudes, oficio y profesión del reo y a una jornada
normal productiva.

Se trata de un cambio profundo que reconoce la dignidad
de la persona y ofrece condiciones reales de readaptación
social, pero también está diseñado para que la justicia rei-
vindique los derechos del ofendido; siempre evitando que
el victimario caiga en condiciones de oprobio e ignominia
que dilaten su readaptación o, lo que es peor, aceleren su
proceso de degradación y una trayectoria delictiva.

Los penales bajo esta legislación deberán impartir capaci-
tación y educación a los sentenciados con el fin de ampliar
su rango de conocimientos y multiplicar sus aptitudes, de
manera que puedan dedicarse a un trabajo honrado y útil en
beneficio de su familia, de su persona y de la sociedad. Se
pretende que haya una articulación curricular con el fin de
que los programas educativos y de capacitación, concurran
a la maduración y formación del individuo, a la adopción
de valores éticos y cívicos, y a una conducta de respeto a la
ley y a la vida en sociedad.
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La nueva organización penal

La propuesta es que los establecimientos estén organizados
y dirigidos bajo principios y normas que establezcan con
absoluta transparencia las atribuciones de los órganos de
dirección, técnicos, de administración y seguridad. Además
de estar normada la división técnica del trabajo penitencia-
rio, tanto la conducta de las autoridades como de los inter-
nos, deberá basarse en el respeto irrestricto a la persona, al
desempeño ético y al acatamiento de las reglas de gobier-
no de las instituciones carcelarias.

Quedan proscritas las prácticas de autogobierno, la opera-
ción de actividades ilícitas de los delincuentes desde el in-
terior de las propias cárceles, la introducción de objetos
prohibidos y todo lo que signifique abatir el orden penal.
De la misma manera, las autoridades de los centros de rea-
daptación social quedarán sometidas al sistema de control
y vigilancia de toda institución pública para abatir la co-
rrupción y generar, desde las acciones de dichas autorida-
des, comportamientos éticos y profesionales.

En apoyo a la superación profesional y humana, se abre la
posibilidad a todo el personal de participar a nivel federal
en el Servicio Profesional de Carrera y, de manera análoga,
el personal de los estados y el Distrito Federal, de tal for-
ma que por su reconocido prestigio ético, técnico y profe-
sional, goce de estabilidad en su empleo y amplíe su cam-
po de superación institucional.

Al personal técnico especializado se le plantea la exigencia
de mayor excelencia y ser altamente calificado para dise-
ñar, programar, impulsar y ejecutar, proyectos específicos
que permitan a los internos mejorar su condición psicoló-
gica y física, con el fin de que puedan insertarse adecuada-
mente en el proceso de readaptación social.

Clasificación de los internos y de las cárceles

La iniciativa que se somete a esta cámara, propone que para
una mejor ejecución de las sanciones y una verdadera rea-
daptación social, se clasifiquen las cárceles en máxima,
media y mínima seguridad y a los presos en alta, media y
baja peligrosidad.

Las cárceles de máxima seguridad serían destinadas a los
reos peligrosos, con posibilidades de readaptación a través
del trabajo industrial carcelario.

Estas cárceles son las que alojarán a personas de alta peli-
grosidad que cumplen por lo regular sentencias de un mí-
nimo de 5 años o hasta una acumulación indefinida con un
promedio de 20 años aproximadamente. Para que pueda in-
gresar una persona en un centro de máxima seguridad, se
debe identificar su perfil criminal con el diagnóstico preci-
so del grado de alta peligrosidad social, institucional o am-
bas.

Estos centros no deben considerarse como terminales, aun-
que se den algunos casos por cuantía de pena y caracterís-
ticas del individuo. En estos casos cabe la posibilidad, y
debe imponerse como una práctica permanente, la de hacer
revisión de los mismos cuando menos cada año. Con este
método se puede determinar si el perfil y la peligrosidad, se
han modificado en beneficio del interno para que pueda ser
devuelto a su lugar de origen, o a una cárcel de media se-
guridad.

Las cárceles de media seguridad están destinadas para
aquellos individuos que hayan cometido delitos graves. En
estas cárceles con proyección industrial y alternativas de
trabajo comunitario, podrán cubrir la reparación del daño y
obtener su rehabilitación.

Una cárcel de este nivel medio se define en cuanto a sus
sistemas y población, como aquella que recibe sentencia-
dos criminológicamente calificados como de media peli-
grosidad que son reincidentes, pero que aún tienen caracte-
rísticas que los hace susceptibles de una labor efectiva de
readaptación.

En la cárcel de media seguridad, el individuo desde el mo-
mento que es internado es candidato potencial a recibir el
beneficio de preliberación, lo cual puede lograr en tiempos
diferentes e individualizados; de la pena total, podrán
transcurrir porcentajes diferentes de cumplimiento en in-
ternación.

Los internos de este tipo de cárcel, aparte de las caracterís-
ticas personales, estarán sujetos primordialmente a rehabi-
litación a través del trabajo con características de industria
penitenciaria. El individuo debe ser productivo económica-
mente para que de sus ingresos devengados se pueda hacer
la siguiente distribución: 60% para reparación del daño,
20% para el mantenimiento de la familia, 10% como cuota
de recuperación de su propio sostenimiento en la prisión y
10% para sus gastos personales o para ahorro.
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El individuo albergado en centro de media seguridad en
tanto lo esté de tiempo completo, estará sujeto a disciplina,
tratamientos psicosociales, educación y a un régimen de
trabajo. Una vez que reciba el beneficio de preliberación
para el tanto de pena que falta por cumplir, lo hará en la
cárcel abierta.

Para el trabajo a favor de la comunidad, se debe llevar a ca-
bo un programa de convenio con los servicios municipales
correspondientes y fundamentalmente con la Secretaría de
Desarrollo Social, a través de las políticas que esta depen-
dencia tiene para grupos vulnerables.

El interno que al recibir el beneficio de la preliberación,
pase de cárcel de mediana seguridad a cárcel abierta, ten-
drá que haber garantizado o cubierto el pago de la repara-
ción del daño, mismo que continuará cumpliendo con lo
que devengue en el trabajo a favor de la comunidad. Los
presos que se encuentren en estas cárceles, deben compro-
meterse a reparar el daño y a desempeñar un trabajo dentro
de la prisión.

Las industrias penitenciarias deberán competir en igualdad
de circunstancias con proveedores del Gobierno para poder
colocar los productos que generen. Con las industrias peni-
tenciarias en las cárceles de media seguridad se busca la
autosuficiencia, a través de proyectos de trabajo industrial
para que generen los pagos que deben realizar los presos
por su manutención. En una última etapa los presos podrán
realizar trabajo comunitario, mediante un seguimiento es-
tricto.

El régimen carcelario de mínima seguridad se establece pa-
ra quienes hayan sido sentenciados por delitos no conside-
rados como graves por la ley, o a penas que compurguen en
régimen de semilibertad o estén en la fase final de la eje-
cución de la pena en internamiento.

Estas cárceles abiertas permitirán a los reos de baja peli-
grosidad desarrollar trabajo en la comunidad o en empre-
sas, saliendo en sus jornadas de trabajo y regresando a la
cárcel el resto del día. Se trata de una variante para la rea-
daptación y reinserción social de los internos que cumplen
sentencias en el Sistema Penitenciario Nacional, variante
que se fundamenta, principalmente, en el trabajo comuni-
tario de ser necesario.

La población susceptible para ser atendida en estas cárce-
les abiertas, es aquella que se encuentra pagando delitos
menores, ya sea que se trate de una cuantía que no exceda

aproximadamente de 8 mil pesos; que se haya acogido a un
sustitutivo penal consistente en trabajar a favor de la co-
munidad; por reparación del daño y tramitación de pago de
fianza de interés social.

La población interna con carácter de sentenciado que cum-
pla con el perfil señalado, de mínima peligrosidad, se esta-
blece según los siguientes requisitos:

a) Haberse acogido a un sustitutivo penal consistente en
trabajo a favor de la comunidad.

b) Haber cometido un delito de los clasificados como
menores.

c) Ser primodelincuente.

d) Que su estudio de personalidad determinado por el
consejo técnico interdisciplinario, del centro de origen,
muestre un bajo nivel de peligrosidad y una disposición
a ser readaptado.

e) Pagar la reparación del daño.

f) A aquel que se le imponga el pago de la fianza y no
cuente con recursos, se le tramitará una fianza de inte-
rés social siempre y cuando esté dispuesto a realizar tra-
bajo en favor de la comunidad.

Las autoridades de la cárcel abierta serán responsables de
gestionar y obtener lo necesario para su operación por lo
que, previamente a su apertura deberán asegurar mediante
convenios con instancias educativas, de capacitación para
el trabajo, del sector salud, así como con empresas priva-
das para que instalen talleres para el trabajo penitenciario y
garanticen la existencia de fuentes laborales suficientes pa-
ra la etapa de tratamiento en externación.

La política penal y el control y seguimiento de sancio-
nes

Como parte de esta propuesta, también se establece una
institución de Control y Seguimiento de Sanciones, ya que
se hace necesaria la evolución de las prisiones a institucio-
nes de verdadero tratamiento social con sistemas de con-
trol, donde se tenga pleno conocimiento de dónde pueda
ser localizado el sancionado y que solamente acuda a la
institución para el control y seguimiento del cumplimiento
de la sanción con trabajo a favor de la comunidad.
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Lo anterior permitirá crear conciencia de que no solamen-
te existen instituciones como castigo, sino también con el
objeto de dar al transgresor una oportunidad, mediante
otros métodos con los que pueda cumplir con su rehabilita-
ción, logrando el cambio a persona apta para la libertad con
adecuado equilibrio biopsicosocial y consiguiendo su idó-
nea reinserción al grupo, después de reparar el daño come-
tido.

Los sentenciados que gocen de sustitutivos penales y con-
dena condicional, deberán asistir obligatoriamente al área
de clínica de conducta de la institución de control, con la
finalidad de que reciban asistencia psicosocial, a fin de re-
forzar todas las acciones tendientes a evitar la ruptura de su
convivencia significativa, fortaleciendo las esferas inte-
grantes de su propio entorno y su asistencia en la repara-
ción del daño a través del trabajo comunitario.

Los primodelincuentes por delitos no graves que en el ca-
so de los sentenciados federales se determinan por el tanto
de la pena prevista y en el caso de los del fuero común, por
causar daños hasta aproximadamente 100 salarios míni-
mos; en ambos casos, acogiéndose a un sustitutivo penal y
al pago de multa, reparación del daño y trabajo a favor de
la comunidad, serán atendidos en cárcel abierta.

El programa de libertades anticipadas a presos federales
por posesión o transportación de drogas, siendo primode-
lincuentes y habiendo cumplido las tres quintas partes de la
pena. También pueden acogerse a las reformas de los artí-
culos correspondientes, los acusados por portación de arma
de fuego cuando éste sea el único delito y así obtener el be-
neficio de libertad preparatoria, una vez reparado el daño,
en caso de que lo hubiera.

La reducción de la pena a los presos que realicen trabajo
comunitario y paguen la reparación del daño podrá incidir
en dos casos:

a) En el momento en que el preso en cárcel de media se-
guridad obtenga el beneficio preliberacional y continúe
el cumplimiento de la pena bajo esta modalidad. El res-
to de la pena deberá cumplirlo con trabajo a favor de la
comunidad y control de conducta.

b) Aquellos que se acogen desde un principio a un sus-
titutivo penal de trabajo a favor de la comunidad, pagan
la reparación del daño y multa si les fue impuesta, serán
controlados en cárcel abierta.

A los individuos presos en cárceles de media seguridad que
durante su estancia en ésta trabajaron y posteriormente son
preliberados, los días de trabajo intramuros se les tomarán
en cuenta como suma del beneficio de remisión parcial de
la pena.

En la Iniciativa de Ley que se presenta se estructuró el ca-
pitulado conforme a los criterios siguientes. El I contiene
las reglas generales. En los capítulos II, III y IV se con-
templa todo lo concerniente al régimen interior de los cen-
tros de internación y por lo tanto, se establecen principios
de organización que privilegian la transparencia, la organi-
zación administrativa, el respeto a los derechos humanos
de los internos y a un sistema de trabajo, capacitación y
educación sobre el cual se sustenta la readaptación del sen-
tenciado y la reparación del daño al ofendido o a la vícti-
ma.

Se norma además una clasificación aplicable a todo el sis-
tema penitenciario de la Federación y de las entidades fe-
derativas introduciendo los índices de alta, media y míni-
ma seguridad. Se da especial atención a la condición de
género y a la constante mejora de las condiciones físicas,
psicológicas y educativas de los internos.

En el capítulo V se regula lo relativo a los presos a quienes
se clasifica de acuerdo a la gravedad o reiteración de sus
conductas. Los capítulos VI, VII, VIII y IX establecen el
régimen de liberación anticipada, requisitos para obtenerla,
el proceso de libertades y la suspensión o revocación de las
mismas. El capítulo X garantiza la asistencia a liberados
conforme a criterios fundados en la razón y el conocimien-
to más que en juicios arbitrarios de las autoridades y el XI
el método de sanción a los presos por infringir las normas
de internación.

Debe argumentarse a favor de esta Iniciativa las siguientes
consideraciones:

1. La evolución democrática de México ha sido porta-
dora de cambios incuestionables en el método de go-
bierno. Los avances en la lucha contra la corrupción, el
desarrollo de prácticas de transparencia, la participación
activa de la sociedad en los procesos de gobierno y su
influencia en la toma de decisiones, son ahora compo-
nentes de un estilo más cercano a las necesidades socia-
les y sensible para cumplir con sus demandas.

2. Una de las mayores expresiones de protesta social es
la restauración plena del Estado de derecho. La sociedad
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exige que su gobierno le ofrezca seguridad, sin conce-
siones a la delincuencia, por eso no tolera la corrupción
y la impunidad. Su idea del fracaso de las políticas pú-
blicas en materia de seguridad pública y justicia, no es
artificial. Ella ha experimentado y sigue experimentan-
do ineficacia e incapacidad de las autoridades para en-
frentar el fenómeno de la delincuencia y todas las demás
conductas atípicas que concurren a fomentarlo.

3. La reforma penal integral que se propone mediante la
aprobación de diversas iniciativas, tiene como objetivo
recuperar el prestigio del Estado y la confianza de la so-
ciedad, siempre que éste cumpla con integridad y efi-
ciencia las funciones básicas de prevención, procura-
ción y administración de justicia. Sin embargo, también
demanda que la fase relativa a la ejecución de penas
cumpla con su objetivo de readaptación social para que
el delincuente no retorne a las calles a seguir cometien-
do sus delitos.

4. En función de lo anterior, esa misma sociedad siente
que hay un descuido imperdonable para con la adminis-
tración carcelaria, ya que ésta debe inducir a la repara-
ción del daño y rehabilitar conductas para que las per-
sonas que por diversas circunstancias caen en esta
adversidad, no se pierdan como un pasivo social cada
vez más oneroso, sino que se reintegren y cumpla con
sus deberes de ciudadano y de persona humana.

5. La iniciativa de Ley sobre Ejecución de Penas y Re-
adaptación Social de Sentenciados tiene estos alcances.
El planteamiento central es la dignidad humana y sólo
en torno a ella caben las reformas legales e instituciona-
les. Es seguro que con las innovaciones que se propo-
nen, las entidades federativas y la Federación podrán
adoptar políticas del orden criminal, más acordes con la
realidad nacional con el fin de que las cárceles realmen-
te se conviertan en centros de redención y no en escue-
las del delito.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción
II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meto a la consideración del Pleno de esta Honorable Cá-
mara de Diputados, la presente Iniciativa de Ley, con Pro-
yecto de Decreto, mediante la cual se crea la Ley sobre
Ejecución de Penas y Readaptación Social de Sentencia-
dos, para quedar como sigue:

LEY SOBRE EJECUCION DE PENAS Y
READAPTACION SOCIAL DE SENTENCIADOS 

CAPITULO I
REGLAS GENERALES

Artículo 1. La presente ley es de aplicación en todo el te-
rritorio nacional y será aplicable a la federación para los
presos federales y a los gobiernos de los estados y del Dis-
trito Federal, para los presos del fuero común, en todo lo
relativo a la ejecución de las sentencias privativas de liber-
tad de los fueros federal y común, según corresponda.

Artículo 2. Las presentes normas tienen como finalidad or-
ganizar el sistema penitenciario en la república, para la eje-
cución de sanciones penales impuestas por los tribunales
competentes, conforme a las disposiciones constitucionales
y a las leyes aplicables.

Artículo 3. El sistema penitenciario se organizará sobre la
base del trabajo dentro del centro de reclusión y fuera de él,
como medio fundamental para la rehabilitación, la repara-
ción del daño y el cumplimiento de las obligaciones peni-
tenciarias del interno y la reducción de la pena, así como su
capacitación y su educación como medios indispensables
para la readaptación social.

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Entidades Federativas, a los gobiernos de los estados
y del Distrito Federal;

II. Procuraduría, a la Procuraduría General de la Repú-
blica; 

III. Procurador, al titular de la Procuraduría General de
la República;

IV. Órgano, al órgano administrativo desconcentrado
prevención y readaptación social, dependiente de la
Procuraduría General de la República;

V. Unidad(es) administrativa(s), a la autoridad ejecutora
de sanciones penales del fuero común, de las entidades
federativas;

VI. Autoridades ejecutoras, al órgano y a la unidad ad-
ministrativa;
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VII. Consejo, al consejo técnico interdisciplinario de los
centros de reclusión;

VIII. Sistema penitenciario, al conjunto de centros pre-
ventivos, de ejecución de sanciones penales, de rehabi-
litación psicosocial, de diagnóstico y tratamiento de me-
nores, y de asistencia postpenitenciaria;

IX. Centros, a los establecimientos de readaptación so-
cial, rehabilitación psicológica y de diagnóstico, y trata-
miento de menores;

X. Sentenciado, a la persona que se ha dictado en su
contra una resolución penal condenatoria que ha causa-
do ejecutoria;

XI. Procesado, a la persona que se encuentra interna y a
disposición de la autoridad judicial por estar sujeta a
proceso, y

XII. Director, al titular de los centros de reclusión.

Artículo 5. El titular del órgano, tendrá a su cargo aplicar
estas normas en los centros de reclusión dependientes de la
federación y a los sentenciados federales. Asimismo, las
presentes normas deberán ser aplicadas por las entidades
federativas, por conducto de su unidad administrativa, en
los centros de reclusión que les correspondan dentro del
ámbito de su competencia y a los sentenciados del fuero
común. Para este último efecto, así como para la orienta-
ción de las tareas de prevención y readaptación social, el
Ejecutivo Federal por conducto de la Procuraduría, podrá
celebrar convenios de coordinación con las entidades fede-
rativas.

En dichos convenios se determinará lo relativo a la crea-
ción y manejo de instituciones penales de toda índole, en-
tre las que figurarán las destinadas al tratamiento de adul-
tos procesados y sentenciados, alienados que hayan
incurrido en conductas antisociales y adolescentes infrac-
tores, especificándose la participación que en cada caso co-
rresponde al gobierno federal y las entidades federativas en
los términos de esta Ley.

Los convenios podrán ser concertados entre el ejecutivo fe-
deral y una sola entidad federativa, o entre aquél y varias
entidades federativas, simultáneamente, con el propósito
de establecer, cuando así lo aconsejen las circunstancias,
sistemas regionales.

El titular del órgano y las unidades administrativas en el
ámbito de sus facultades, tendrán a su cargo, asimismo, la
ejecución de las sanciones que, por sentencia judicial, sus-
tituyan a la pena de prisión o a la multa, y las de trata-
miento que el juzgador aplique, así como la ejecución de
las medidas impuestas a inimputables, sin perjuicio de la
intervención que a este respecto deba tener, en su caso y
oportunidad, la autoridad sanitaria.

CAPITULO II
TRABAJO, CAPACITACIÓN Y EDUCACIÓN 

Artículo 6. En las instituciones del sistema penitenciario
de la república se buscará que el procesado o sentenciado
adquiera el hábito del trabajo y sea una fuente de autosufi-
ciencia personal y familiar, tomando en consideración su
interés, vocación, aptitudes y capacidad laboral, y para ello
podrán celebrar los convenios que sean necesarios en los
términos de esta Ley.

El personal técnico de cada una de las instituciones que in-
tegren el sistema penitenciario del país, implementará pro-
gramas tendientes a sensibilizar a los internos para que se
incorporen a las actividades laborales, de capacitación,
educativas, recreativas y culturales.

La asignación de los internos al trabajo penitenciario se ha-
rá tomando en cuenta los deseos, la vocación, las aptitudes,
la capacitación laboral para el trabajo en libertad y el trata-
miento de aquéllos, y en su caso, las posibilidades físicas y
arquitectónicas del establecimiento penal. El trabajo en las
instituciones penales se organizará previo estudio de las ca-
racterísticas de la economía local, especialmente la capaci-
dad de los gobiernos locales o federal o de instituciones
privadas para ofrecer fuentes de trabajo, todo lo cual se or-
ganizará con las autoridades de la entidad federativa que
corresponda, a fin de favorecer la correspondencia entre las
demandas de éstas y la producción penitenciaria, con vis-
tas a la autosuficiencia económica del establecimiento. Pa-
ra este último efecto, se trazará un plan de trabajo y pro-
ducción que será sometido a aprobación de las entidades
federativas y, en los términos del convenio respectivo, del
órgano.

Artículo 7. Quienes sufran alguna discapacidad o incapa-
cidad para el trabajo tendrán una ocupación adecuada a su
situación, de acuerdo con las recomendaciones técnicas del
caso.
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Artículo 8. El trabajo de los sentenciados siempre será re-
munerado y no podrá ser menor a dos salarios mínimos
diarios, el producto del trabajo será destinado al sosteni-
miento de quien lo desempeña, de sus dependientes econó-
micos, a la administración del penal, para cubrir la repara-
ción del daño y el costo de su internación.

El producto del trabajo se distribuirá de la siguiente forma:

I. 60% para la reparación del daño;

II. 20% para el sostenimiento de los dependientes eco-
nómicos del sentenciado;

III. 10% para la administración del penal y

IV. 10% para los gastos personales del interno.

Si no hubiese condena a la reparación del daño o ésta ya
hubiera sido cubierta a satisfacción del ofendido o la vícti-
ma y del Ministerio Público, y autorizado por el juez, o no
existiesen dependientes económicos del sentenciado, los
porcentajes respectivos se aplicarán al fondo de ahorro pa-
ra el sentenciado, el cual se le entregará al cumplir su con-
dena.

Artículo 9. El trabajo penitenciario estará sujeto a las si-
guientes normas:

I. No tendrá carácter aflictivo, ni constituir en modo al-
guno una pena adicional, sino un medio de promover la
readaptación del interno, desarrollar sus aptitudes, capa-
citarlo para vivir honradamente, inculcarle hábitos de
laboriosidad y evitar el ocio y el desorden, al mismo
tiempo que le permita atender a su sostenimiento y al de
su familia y pagar la reparación del daño causado por el
delito;

II. Todos los sentenciados estarán sujetos al programa y
régimen de trabajo, bien sea en talleres, actividades
agropecuarias, servicios o comisiones, y otras ocupacio-
nes útiles acordes con su situación, considerando tanto
los deseos del interno como su vocación, aptitudes, ofi-
cio y profesión, y las necesidades y posibilidades del es-
tablecimiento;

III. El trabajo de los internos deberá ser productivo y su-
ficiente para ocuparlos durante el término normal de la
jornada. Los internos que por voluntad propia deseen
realizar una actividad creadora no inmediatamente lu-

crativa, deberán obtener permiso de la dirección del
centro y estar en condiciones de cubrir su cuota de sos-
tenimiento;

IV. La organización y los métodos de trabajo deberán
asemejarse lo más posible a los del trabajo en libertad, a
fin de preparar a los reclusos para las condiciones nor-
males del trabajo libre;

V. Los internos deberán pagar la cuota que en propor-
ción a sus ingresos se les fije por la dirección del centro
de reclusión, previa consulta con el consejo técnico, pa-
ra el sostenimiento del centro, con cargo a la percepción
que obtengan como resultado del trabajo que desempe-
ñen, a base de un porcentaje uniforme para todos, salvo
aquellos que por permitirlo así la etapa de su tratamien-
to laboren fuera del establecimiento, a los cuales se
asignará una cuota menor, que será por cantidad fija en
proporción a los servicios que reciban;

VI. El interés de la readaptación de los reclusos y el de
su educación y formación profesional, no deberán estar
subordinados al propósito de lograr beneficios econó-
micos del trabajo penitenciario;

VII. El trabajo dentro del establecimiento con recursos
propios deberá estar dirigido por la administración, sin
perjuicio de que se puedan organizar industrias o talle-
res que trabajen a base de maquila, debiendo aplicarse
en tal caso lo que dispone la siguiente fracción;

VIII. Los sentenciados que desempeñen algún trabajo
fuera del centro lo harán siempre bajo estricto control
del personal penitenciario. Las personas para las cuales
se efectúe, pagarán a la administración el salario normal
exigible por dicho trabajo, teniendo en cuenta el rendi-
miento. La propia administración del centro tendrá bajo
su responsabilidad el evitar cualquier forma de abuso o
explotación injusta del trabajador.

El trabajo fuera del centro podrá ser a favor de la comu-
nidad, el cual se desarrollará en los edificios, oficinas o
en cualquier instalación de los gobiernos locales, muni-
cipales o federales, o en lugares públicos como aveni-
das, jardines, parques, plazas, unidades deportivas y de
recreo, entre otras.

IX. En los establecimientos penitenciarios se tomarán
las medidas de seguridad prescritas por las leyes para
proteger la salud de los trabajadores;
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X. El fondo de ahorro se depositará en una institución
bancaria y sus intereses beneficiarán al interno. Este no
podrá disponer de su fondo de ahorro antes de su libe-
ración, salvo por causas especiales, a juicio del consejo
consultivo;

XI. Del producto del trabajo, sin afectar la cuota desti-
nada a cubrir obligaciones alimenticias, se podrá des-
contar el importe de los daños causados por el interno en
forma intencional o imprudencial en los bienes, útiles,
herramientas e instalaciones en general, del estableci-
miento.

Artículo 10. El reglamento interior de cada establecimien-
to fijará el número máximo de horas de trabajo para los re-
clusos, por días o por semana, no debiendo ser mayor de
ocho horas al día, pero en todo caso tendrá derecho a un día
de descanso semanal y tiempo suficiente para su instruc-
ción y para las otras actividades previstas para su trata-
miento.

Artículo 11. Están exceptuados de trabajar los sentencia-
dos mayores de sesenta y cinco años, los que padezcan al-
guna enfermedad que los imposibilite para el trabajo y las
mujeres durante cuarenta y cinco días antes del parto y cua-
renta y cinco siguientes al mismo. Sin embargo, estas per-
sonas podrán dedicarse a la ocupación que voluntariamen-
te elijan siempre que no sea perjudicial a su salud o
incompatible con el régimen de la institución. Los senten-
ciados que se nieguen a trabajar, no estando en ninguno de
los casos anteriores, serán corregidos disciplinariamente y
su persistencia influirá en la negación de algún beneficio
de libertad anticipada y, en su caso, en la aplicación de la
retención.

Artículo 12. La capacitación para el trabajo, deberá orien-
tarse a desarrollar armónicamente las facultades individua-
les del interno.

Artículo 13. La educación que se imparta en las institucio-
nes del sistema penitenciario de la república se ajustará a
los programas oficiales, teniendo especial atención en el
desarrollo armónico de las facultades humanas y en forta-
lecer los valores consagrados en el artículo 3° de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 14. Toda persona que ingrese a un establecimien-
to será sometida, de acuerdo con el examen previo que se
le practique, al tratamiento educacional que corresponda.

Artículo 15. La enseñanza que se imparta a los internos no
será sólo académica, sino que será eminentemente educati-
va y de capacitación para el trabajo, comprendiendo los as-
pectos ético, cívico, social, higiénico, artístico y deportivo
y se inspirará en el propósito de reformar al educando in-
culcándole principios de moralidad, fomentando el respeto
a sí mismo, despertando sus deseos de superación y ha-
ciéndole comprender las responsabilidades de todo ser hu-
mano ante la familia, la sociedad, la patria y la humanidad.
Dentro de estos propósitos se combatirán el alcoholismo,
las toxicomanías y todos los vicios que degradan al indivi-
duo.

Artículo 16. La instrucción primaria será obligatoria para
quienes carezcan de ella, pero además deberá completarse
con la enseñanza agrícola o el aprendizaje de un oficio o
industria que permita el sostenimiento del educando y de
su familia.

Artículo 17. La educación deberá coordinarse con los sis-
temas oficiales, para que pueda en su caso continuarse, ob-
tenida la libertad, todo ello sin perjuicio de la elaboración
de programas especiales.

Los certificados de estudios o cualquier documento sobre
los mismos, que se expidan no harán mención de que fue-
ron realizados en una institución penitenciaria.

Artículo 18. En la fase preliberacional, podrá autorizarse
al interno para que asista a escuelas o instituciones educa-
tivas ajenas al establecimiento. Igual requisito podrá impo-
nerse como condición para la obtención de la libertad pre-
paratoria.

Artículo 19. Independientemente de la asistencia a even-
tos, deberán organizarse actividades en las cuales los inter-
nos tomen parte activa. Para tal efecto, se fomentará la for-
mación de grupos artísticos, culturales o deportivos entre
los mismos internos, los cuales podrán actuar fuera del es-
tablecimiento, excluyendo los casos en que se opongan a
ello razones de seguridad.

La capacitación que se imparta será actualizada, de tal for-
ma que pueda incorporar al interno a una actividad pro-
ductiva.
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CAPITULO III
CENTROS DEL SISTEMA PENITENCIARIO

Artículo 20. Las instituciones que integran el sistema pe-
nitenciario de la federación y de las entidades federativas
se clasificarán en varoniles y femeniles, para procesados y
sentenciados, de alta, media y mínima seguridad, en base a
su construcción y régimen interno; con excepción de las
instituciones de rehabilitación psicosocial y de asistencia
postpenitenciaria, en lo relativo a la seguridad y para ado-
lescentes infractores.

El procurador, los gobernadores de los estados, el jefe de
gobierno del Distrito Federal y las autoridades municipa-
les, podrán decidir el establecimiento de instituciones re-
gionales del sistema penitenciario de la república en las zo-
nas urbanas de las demarcaciones territoriales, las cuales
sólo podrán ser de mínima seguridad. Las de alta y media
se ubicarán en la periferia de las ciudades, preferentemen-
te fuera de la zona urbanizada.

Artículo 21. Para los efectos de esta ley, los internos en es-
tablecimientos de prevención o readaptación social, se con-
sideran:

a). Indiciados, cuando se encuentran a disposición del
Poder Judicial, sin que se haya comunicado a la direc-
ción del establecimiento la existencia de un auto de for-
mal prisión.

b). Procesados, cuando se encuentren privados de su li-
bertad a disposición del Poder Judicial, desde el mo-
mento en que se comunica oficialmente a la dirección
del establecimiento el auto de formal prisión.

c). Sentenciados, cuando se ha comunicado oficialmen-
te a la dirección del establecimiento que la sentencia
dictada en contra del interno ha causado ejecutoria y que
aquél ha quedado a disposición del órgano o las unida-
des administrativas, encargados de ejecutar la sanción
privativa de libertad que se haya impuesto.

d). Exhortados, cuando se trata de internos, que a través
de la autoridad competente, se encuentran a disposición
de una autoridad extranjera o de otra entidad federativa,
para su traslado conforme a los tratados y leyes respec-
tivos.

Esta ley no comprende la situación de los detenidos bajo
arresto, como sanción disciplinaria o medida de apremio,

impuesto por los tribunales o por autoridades administrati-
vas o de policía.

Artículo 22. Por ningún motivo se dará entrada en estable-
cimientos para adultos, a adolescentes infractores, los que
deberán ser internados, en su caso, en las instituciones es-
peciales que previenen esta ley o las leyes respectivas.

Artículo 23. Los hombres y las mujeres deberán ser inter-
nados en establecimientos diferentes. Si en un mismo esta-
blecimiento se reciben hombres y mujeres, los locales des-
tinados a mujeres, deberán estar completamente separados
de los destinados a los hombres.

Artículo 24. Los internos enfermos mentales serán envia-
dos a establecimientos especializados, y si éstos no existen
o no reúnen las condiciones de seguridad que amerita la pe-
ligrosidad de aquellos, se organizarán dentro de los esta-
blecimientos, anexos psiquiátricos en los que se aplicará el
tratamiento médico adecuado.

Los internos sordomudos serán recluidos en escuelas o es-
tablecimientos especiales para su educación, pero en los
casos del párrafo que antecede podrán estar separados en
una sección especial.

Artículo 25. Los centros penitenciarios en su infraestruc-
tura deberán contar con las secciones siguientes:

I. Edificio de gobierno. Instalaciones en donde se ubi-
can los órganos de dirección, técnicos, de administra-
ción y de seguridad;

II. Centro de observación y clasificación. Es el área de
ingreso de internos, en la cual se alojan para la práctica
de los estudios de personalidad con el objeto de estable-
cer el tratamiento individualizado a que serán someti-
dos; 

III. Módulos de readaptación. Son instalaciones especí-
ficas de alojamiento de internos ya clasificados confor-
me a los resultados de los exámenes de personalidad,
que se conforman de dormitorios, comedor, áreas de re-
creación y común;

IV. Talleres. Las áreas con instalaciones necesarias para
desarrollar actividades artesanales, industriales, de ma-
nufacturación y de maquila;
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V. Aduanas. Áreas correspondientes a la revisión de las
personas, sus pertenencias y objetos que entran y salen
del penal para diversos fines;

VI. Visita íntima. Instalaciones destinadas a que el in-
terno mantenga las relaciones maritales en forma sana y
moral;

VII. Unidad de atención médica. Instalaciones en que se
proporciona al interno los servicios médicos necesarios
para su salud;

VIII. Locutorios. Área para que el interno tenga comu-
nicación con su defensor, y

IX. Patios de visita familiar. Áreas con instalaciones
apropiadas para que el interno mantenga el vínculo de
las relaciones familiares, afectivas y de apoyo.

Artículo 26. Los órganos de dirección de los centros se
conforman por:

I. El director general de prevención y readaptación so-
cial;

II. El director del centro, y

III. El consejo técnico interdisciplinario.

Artículo 27. La unidad técnica se integra por:

I. Área jurídica;

II. Área laboral;

III. Área educativa;

IV. Área médica;

V. Área psicológica;

VI. Área de psiquiatría;

VII. Área de trabajo social;

VIII. Área de criminología, y

IX. Área de pedagogía.

Artículo 28. La unidad de administración de los centros
será la encargada del:

I. Registro, control y capacitación del personal adscrito
al centro, y

II. Control y mantenimiento de las instalaciones, los re-
cursos materiales y servicios del centro.

Artículo 29. Los órganos de seguridad del centro son:

I. Los de custodia, encargados de la seguridad y vigi-
lancia interna del centro, y

II. Los de guarda, encargados de la seguridad y protec-
ción externa del centro.

Los custodios deberán recibir previamente al ejercicio de
sus funciones, cursos básicos de formación, capacitación,
adiestramiento, así como de actualización permanente du-
rante la realización de sus actividades. Dicha capacitación
será integral teniendo como finalidad la disciplina, el res-
peto, la honradez, la ética, el profesionalismo, la eficiencia,
la conservación del orden, la vigilancia y la disciplina den-
tro del centro de reclusión, salvaguardando en todo mo-
mento los derechos humanos de los internos.

CAPITULO IV
REGLAS PARA EL FUNCIONAMIENTO 

Y OPERACIÓN DE LOS CENTROS

Artículo 30. Al órgano corresponderá la ejecución de las
sanciones privativas y medidas restrictivas de libertad, de
los reos del orden federal así como el control de la admi-
nistración y dirección de todos los establecimientos peni-
tenciarios federales que existan en el país, sin perjuicio de
lo que establezcan los convenios de coordinación que se
celebren con las entidades federativas.

Artículo 31. A las unidades administrativas corresponderá
la ejecución de las sanciones privativas y medidas restric-
tivas de libertad, de los reos del orden común así como el
control de la administración y dirección de todos los esta-
blecimientos penitenciarios dentro de su entidad federati-
va, sin perjuicio de lo que establezcan los convenios de co-
ordinación que se celebren con la federación.

Artículo 32. Los establecimientos estarán a cargo de un di-
rector y del personal técnico, administrativo y de vigilancia
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necesarios. En cada establecimiento existirá un consejo
técnico Interdisciplinario.

Artículo 33. El director tendrá a su cargo el gobierno, la
vigilancia y administración del establecimiento, cuidará la
aplicación del reglamento interior y adoptara todas las me-
didas necesarias para el cumplimiento de esta ley.

Artículo 34. El consejo ejercerá las funciones consultivas
necesarias para la aplicación individual del sistema progre-
sivo, la ejecución de medidas preliberacionales, la libertad
preparatoria, la remisión parcial de la pena y la modifica-
ción de la sanción y, en general, el cumplimiento de esta
ley. Además, el consejo podrá sugerir a la autoridad ejecu-
tiva del centro, medidas de alcance general para la buena
marcha del mismo.

Artículo 35. El consejo técnico será presidido por el direc-
tor del establecimiento o por el funcionario que lo sustitu-
ya en sus faltas y se integrará con los miembros de superior
jerarquía del personal directivo, administrativo, técnico y
de custodia, pudiendo además formar parte del mismo, ase-
sores ajenos al personal que tendrán derecho de voz, pero
no de voto. En todo caso formarán parte de él un médico y
un maestro normalista.

Artículo 36. El personal penitenciario de todos los grados,
deberá ser seleccionado mediante sistemas y exámenes ri-
gurosos para garantizar la integridad, humanidad, aptitud y
capacidad, ética, moral, profesionalismo, honradez, legali-
dad y eficiencia del mismo, lo cual redundará en beneficio
de la adecuada prevención y readaptación social de los in-
ternos.

Artículo 37. Formarán parte del personal los especialistas
que sean necesarios para el cumplimiento de los fines de
esta ley, tales como psiquiatras, psicólogos, trabajadores
sociales, maestros e instructores técnicos.

Artículo 38. Para la designación del personal directivo,
técnico y administrativo, se dará preferencia a quienes,
además de su aptitud personal y de su calidad profesional,
acrediten haber realizado estudios para un segundo título o
diploma en materia penitenciaria.

Artículo 39. El personal de vigilancia, además de su voca-
ción para el servicio, deberá ser objeto de un programa de
formación especializada y aprobar el examen teórico-prác-
tico a que se le sujete. El ejecutivo federal y de las entida-

des federativas promoverán, desde luego, la organización
de los cursos de especialización mencionados.

Artículo 40. El personal de custodia deberá estar organi-
zado conforme a las reglas de la disciplina penitenciaria, a
fin de mantener entre el mismo las categorías y el orden
necesarios.

Artículo 41. El director de cada establecimiento deberá es-
tar debidamente calificado para su función, por su carácter,
su capacidad administrativa, su formación adecuada y sus
conocimientos y experiencias en la materia, y dedicarse
exclusivamente a su función oficial, en el sentido de que
ésta es incompatible con el desempeño de la abogacía pos-
tulante o de otra clase de actividades.

Artículo 42. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos
anteriores, los jefes de cada sección deberán preparar cui-
dadosamente a sus subordinados para el adecuado desem-
peño de los servicios que les estén encomendados. Cual-
quiera infracción derivada de la falta de dicha preparación,
hará responsable al jefe respectivo por omisión, sin perjui-
cio de la responsabilidad directa en que incurra el infractor.

Artículo 43. La capacitación profesional del personal pe-
nitenciario deberá conservarse y aumentarse por todos los
medios posibles y, entre otros, los siguientes:

a). Cursos de perfeccionamiento;

b). Conferencias;

c). Seminarios;

d). Visitas a establecimientos nacionales o extranjeros;

e). Formación de grupos de debate entre funcionarios
directivos, administrativos y técnicos, sobre temas de
interés preferentemente práctico, pudiendo invitarse a
personas ajenas a la institución, reconocidas por su ex-
periencia o conocimientos, y

f). Organización de reuniones consultivas que ofrezcan
al personal de todas las categorías la oportunidad de ex-
presar libremente sus opiniones sobre los métodos apli-
cados para el tratamiento de los reclusos, intercambiar
informaciones e ideas, discutir problemas y proponer
soluciones.
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Artículo 44. Ningún interno podrá desempeñar funciones
de autoridad o ejercer, dentro del establecimiento, cargo al-
guno.

Lo anterior sin perjuicio de que se confíen a reclusos debi-
damente seleccionados, como parte del tratamiento corres-
pondiente, actividades de orden social, cultural o deporti-
vo, que no impliquen la asunción de funciones de
autoridad.

Artículo 45. La custodia de los establecimientos o depar-
tamentos de mujeres estará exclusivamente a cargo de per-
sonal femenino. No deberán tener acceso a dichos lugares,
celadores varones, salvo por causas de fuerza mayor bajo
la estricta responsabilidad de quien lo permita. Los restan-
tes miembros del personal masculino sólo tendrán acceso a
los establecimientos o departamentos mencionados en el
ejercicio de sus funciones.

Artículo 46. Las reglas contenidas en esta ley y en los re-
glamentos de cada establecimiento de readaptación social
deberán aplicarse imparcialmente, sin diferencias de trato
fundadas en situaciones económicas, origen social, opinión
política, nacionalidad, raza, sexo, credo religioso o cual-
quiera otra análoga.

Artículo 47. Los locales destinados al alojamiento y al tra-
bajo de los internos, deberán satisfacer las exigencias mí-
nimas de higiene particularmente en lo que concierne a vo-
lumen de aire, superficie mínima por recluso, iluminación
y ventilación. Los centros deberán contar con instalaciones
sanitarias en buen estado y con duchas suficientes, según lo
requieran la higiene general y el clima.

Artículo 48. Queda prohibida la existencia de los llamados
pabellones o sectores de distinción, a los cuales se destine
a los internos en razón de su situación económica y me-
diante el pago de cuotas especiales.

Artículo 49. Los internos podrán usar sus propias prendas
de vestir, siempre que sean aseadas, decorosas y cumplan
con las características que señale el reglamento respectivo.
En ningún caso se obligará a los internos a portar unifor-
mes infamantes o prendas cuyas características tiendan a
humillarlos, señalando su situación, todo ello sin perjuicio
de que, de acuerdo con los reglamentos, usen prendas de
vestir que, en su caso, les sean proporcionadas por las au-
toridades del establecimiento.

Artículo 50. Todo recluso recibirá alimentación de buena
calidad, cuyo valor nutritivo sea suficiente para el mante-
nimiento de su salud y de sus fuerzas.

Los internos tendrán derecho a recibir alimentos del exte-
rior, bajo el control que sea necesario por razones de orden,
higiene y seguridad, cuando por indicaciones médicas de-
ban sujetarse a una dieta determinada y ésta no pueda ser-
les proporcionada por el establecimiento.

Artículo 51. Cada establecimiento deberá contar con ser-
vicio médico adecuado a las necesidades de los internos.

Artículo 52. Los procesados y sentenciados serán someti-
dos a examen médico inmediatamente después de su ingre-
so y además con la periodicidad que sea necesaria para su
diagnóstico, con fines encaminados a la individualización
del tratamiento y a la curación de los enfermos, así como
para determinar la capacidad física de cada recluso para el
trabajo o deporte. Los reclusos que sufran enfermedades
infecciosas o contagiosas serán sometidos a las medidas de
aislamiento que, en su caso, determinen los facultativos.

Artículo 53. El servicio médico deberá ocuparse del estu-
dio, tratamiento y control de los reclusos, incluyendo las si-
guientes actividades:

a). De observación;

b). Tratamiento médico-quirúrgico;

c). Estudio psicológico y psiquiátrico;

d). Tratamiento dental;

e). Higiene y

f). Medicina preventiva.

Artículo 54. El director se asesorará del servicio médico
en lo referente a:

a). Cantidad, calidad y preparación de los alimentos;

b). Higiene de los establecimientos y de los internos;

c). Condiciones sanitarias, de alumbrado y de ventila-
ción de los establecimientos y
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d). En los demás casos ordenados en esta ley o en los re-
glamentos y cuando lo estime pertinente.

Artículo 55. El médico adscrito al centro deberá visitar a
los reclusos enfermos con la frecuencia necesaria. Cada
vez que estime que la salud física o mental de un recluso
pueda ser afectada por una modalidad del tratamiento, de-
berá informar por escrito al director, quien tomará las me-
didas que sean de su competencia, y en su defecto, trans-
mitirá el informe a la autoridad competente, con sus
propias observaciones.

Artículo 56. Con el propósito de contribuir a su tratamien-
to, a la preparación para la futura libertad y al hecho de que
continúan formando parte de la comunidad, los internos
podrán recibir visitas de familiares y otras personas. Este
régimen de relaciones con el exterior, quedará sujeto al
control de la dirección del centro, a través de los servicios
de trabajo social y vigilancia.

Artículo 57. Las visitas se recibirán única y exclusiva-
mente en los lugares señalados para tal efecto, dentro de
los horarios que fijen los reglamentos y nunca podrán ser
en dormitorios y las celdas.

Artículo 58. Se concederá visita semanal a los familiares
de los internos y a otras personas cuyas relaciones con el
recluso no resulten inconvenientes para el tratamiento.

Artículo 59. Se podrán conceder visitas fuera de los días y
horas reglamentarios, cuando circunstancias especiales lo
ameriten, a juicio de la dirección.

Artículo 60. La visita íntima tiene por objeto principal el
mantenimiento de las relaciones maritales del interno en
forma sana y moral; no se concederán discrecionalmente,
sino previos estudios social y médico, a través de los cua-
les se descarte la existencia de circunstancias que hagan
desaconsejable el contacto íntimo, tanto por lo que respec-
ta al interno y a su visitante, como por lo que toca a la con-
cepción que eventualmente pudiera resultar de estas rela-
ciones.

Artículo 61. Los reclusos deberán ser informados periódi-
camente de los acontecimientos más importantes de la vi-
da exterior, por la lectura de diarios, revistas u otras publi-
caciones, de emisiones de radio o televisión, conferencias
o cualquier otro medio similar, autorizado y fiscalizado por
la administración.

Artículo 62. Cada establecimiento deberá tener una biblio-
teca provista de libros, instructivos y recreativos, indepen-
dientemente de que se permita a los internos poseer sus
propios libros, salvo los casos del artículo siguiente.

Artículo 63. Queda terminantemente prohibida la posesión
por los internos de libros, revistas o estampas obscenas,
naipes, dados, loterías y otros juegos de azar. La dirección
impedirá además la entrada de publicaciones destinadas a
informar de hechos delictuosos y de la nota roja de los pe-
riódicos.

Artículo 64. Nunca se negará a un interno el derecho de
comunicarse con un representante autorizado de cualquier
religión. Si el establecimiento contiene un número sufi-
ciente de internos pertenecientes a una misma religión, se
autorizará a un representante de este culto para organizar
periódicamente servicios religiosos.

Artículo 65. Los objetos de valor, ropas y otros bienes que
el interno posea a su ingreso o que adquiera posteriormen-
te y que reglamentariamente no pueda retener consigo, se-
rán entregados a la persona que el interno designe o, en su
defecto, mantenido en depósito en lugar seguro, previo in-
ventario que el recluso firmará y del cual se le dará copia.

Artículo 66. Los objetos pertenecientes al recluso le serán
devueltos en el momento de su liberación, con excepción
del dinero que se le haya autorizado a gastar, de los obje-
tos que haya remitido al exterior, con la debida autoriza-
ción, y de las ropas cuya destrucción se haya ordenado por
razones de higiene. El recluso firmará un recibo de los ob-
jetos y el dinero restituidos.

Artículo 67. Si el recluso es portador de estupefacientes o
de otros objetos prohibidos, éstos serán puestos a disposi-
ción de la autoridad competente para los fines de ley.

Artículo 68. En caso de fallecimiento del recluso, o de en-
fermedad o accidentes graves, o de traslado, la dirección
del establecimiento informará de inmediato a la persona
designada previamente por el propio recluso, o en su de-
fecto al cónyuge, o al pariente más cercano.

Artículo 69. Se informará al recluso inmediatamente de la
enfermedad grave, debidamente comprobada o del falleci-
miento del cónyuge, padre, madre o hijos y cuando las cir-
cunstancias lo permitan se le podrá autorizar para que va-
ya a la cabecera del enfermo o a acompañar al cadáver, con
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custodia bajo la estricta responsabilidad del director y
siempre que se trate de reos carentes de peligrosidad.

CAPITULO V
CLASIFICACIÓN DE LOS PRESOS

Artículo 70. La asignación de los internos en las institu-
ciones de alta, media, y mínima seguridad o en cualquier
otro centro penitenciario previsto por esta ley deberá reali-
zarse sin que en ningún caso pueda recurrirse a criterios
que resulten en agravio de los derechos fundamentales de
la persona o a procedimientos que dañen la dignidad hu-
mana y deberá ser hecha primordialmente en base a su per-
fil criminológico.

En las instituciones de mínima seguridad se ubicará a quie-
nes hayan sido sentenciados por delitos no considerados
como graves por la ley o a penas que compurguen en régi-
men de semilibertad; o estén en la fase final de la ejecución
de la pena en internamiento.

Serán destinados a instituciones de media seguridad quie-
nes hayan sido sentenciados por delitos graves.

Se ubicarán en instituciones de alta seguridad quienes se
encuentren privados de su libertad por delitos graves co-
metidos con violencia, relacionados con la delincuencia or-
ganizada, quienes pertenezcan a una asociación delictuosa
o a un grupo organizado para delinquir, quienes presenten
conductas graves o reiteradas de daños, amenazas, actos de
molestia, o delitos en perjuicio de otro recluso, sus fami-
liares, visitantes o personal de las instituciones de seguri-
dad mínima o media, o quienes hayan favorecido la eva-
sión de presos.

No podrán ser ubicados en las instituciones a que se refie-
re el párrafo anterior los inimputables, los enfermos psi-
quiátricos, los discapacitados graves, los enfermos termi-
nales o cualquier otra persona que no se encuentre dentro
de los criterios establecidos en dicho párrafo.

Artículo 71. Toda persona que ingrese a un establecimien-
to penitenciario, será de inmediato sujeto a examen por el
servicio médico, a fin de conocer su estado físico y mental;
por el profesor de instrucción con el objeto de calificar su
nivel cultural y por el supervisor de trabajo, para compro-
bar su habilidad y capacidad para el mismo.

Artículo 72. A todo reo se le formará expediente que in-
cluirá los estudios practicados y al que se agregará en su

oportunidad una copia de la sentencia dictada por los tri-
bunales que hayan conocido de su caso. Dicho expediente
se llevará por triplicado, remitiéndose un tanto a la unidad
administrativa encargada de la ejecución de las sentencias,
otra al órgano y el otro se conservará en el establecimien-
to. El citado expediente se dividirá en las siguientes sec-
ciones:

a). Sección jurídica, en donde se incluirán todos los da-
tos relacionados con la situación jurídica del interno,
desde las copias del auto de formal prisión, de la sen-
tencia ejecutoriada y de las resoluciones de amparo, en
su caso, los antecedentes y anteriores ingresos hasta las
resoluciones que se dicten por la autoridad ejecutora de
la sanción en los términos de esta ley.

b). Sección correccional, que incluirá los datos relativos
al comportamiento del interno, haciéndose constar los
antecedentes sobre su conducta, sanciones disciplina-
rias, estímulos y recompensas.

c). Sección médico-psicológica, que contendrá los estu-
dios que se realicen sobre la salud física y mental del in-
terno, incluyendo su historia clínica médico-criminoló-
gica, la ficha dental y los estudios psiquiátricos y
psicológicos.

d). Sección ocupacional, que contendrá los datos relati-
vos al trabajo del interno, tanto antes como después de
su reclusión, incluyendo en el primer capítulo los datos
generales, la profesión u oficio, los trabajos desempeña-
dos en libertad, (duración, salario y motivo de termina-
ción), el grado de capacidad y los dependientes econó-
micos y en un segundo capítulo, el tratamiento laboral,
las medidas adoptadas, los resultados obtenidos y las
observaciones que correspondan.

e). Sección pedagógica, que comprenderá los elementos
relativos a la situación educacional del interno. Conten-
drá dos capítulos: en el primero se consignarán datos re-
lativos a la situación antes de su ingreso: alfabetización,
escolaridad, aficiones (lectura, teatro, cine, espectácu-
los, dotes artísticas, deportes, etc.), en el segundo, los
relativos al tratamiento, desglosándose en las secciones
que sean necesarias: alfabetización, grado escolar, lec-
turas, participación en actividades colectivas, otras me-
didas de tratamiento y resultados obtenidos.

f). Sección de trabajo social. Contendrá los apartados si-
guientes: datos relativos al estudio socio-económico,
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que comprenderá: datos generales y antecedentes delic-
tivos (como menor y como adulto), antecedentes de fa-
miliares ( padre, madre, padrastro o madrastra, herma-
nos, estado civil de los mismos, instrucción, ocupación,
salud, conducta, situación económica, condiciones de la
vivienda, ajuste o desajuste familiar, etc.), antecedentes
escolares y culturales (grado de escolaridad, diversio-
nes, deportes), sociales, laborales, de vida familiar, vida
familiar actual (esposa, concubina, relaciones con otras
mujeres, hijos, la situación de la vivienda), amistades,
vicios, vida en el Centro, problemas de adaptación al
medio familiar o social y conclusiones, que deberán
contener las sugerencias o recomendaciones que se esti-
men adecuadas en relación con el reo y con su familia.

g). Sección preliberacional, que comprenderá las medi-
das y datos relativos a tal fase, incluyendo permisos de
salida del centro, monto del fondo de ahorro, fecha de li-
beración, pronóstico de la vida postpenitenciaria en sus
diversos aspectos y opinión sobre la asistencia social
que resulte aconsejable después de la liberación. Todos
estos datos se incluirán además en la ficha que docu-
mente el enlace con la asistencia postpenitenciaria a tra-
vés del patronato para liberados.

Artículo 73. En todo establecimiento penitenciario se lle-
vará, además, un libro de registro que contendrá en rela-
ción con cada interno:

a). Su identificación, mediante la asignación antropo-
métrica y ficha dactiloscópica;

b). Los motivos de su ingreso y la autoridad que lo dis-
puso;

c). El día y hora de su ingreso;

d). A disposición de qué autoridad se encuentra, y

e). El día y hora de su salida y motivo de la misma.

Artículo 74. En las instituciones preventivas se recluirá a
indiciados, procesados y reclamados.

En las instituciones para ejecución de sanciones penales se
recluirá a los sentenciados ejecutoriados.

En las instituciones de rehabilitación psicosocial se reclui-
rá a inimputables y enfermos psiquiátricos.

Cuando existan varias Instituciones para la ejecución de
sanciones penales, se ordenará la reclusión del sentenciado
en alguna de ellas, tomando en consideración la conducta
observada por el interno durante su vida en reclusión pre-
ventiva; el resultado de los estudios técnicos practicados y
la sanción penal impuesta.

A los adolescentes infractores se les internará en los cen-
tros que establezca la ley de la materia, siempre divididos
en centros de diagnóstico y de tratamiento.

CAPITULO VI
LAS LIBERTADES ANTICIPADAS

Artículo 75. La libertad anticipada es el beneficio otorga-
do por la autoridad ejecutora, cuando el sentenciado reúna
los requisitos establecidos en esta Ley en cada modalidad
y son: el tratamiento preliberacional, la libertad preparato-
ria, la remisión parcial de la pena, la modificación de la
sanción y el tratamiento externo para menores infractores.

Las libertades anticipadas que en términos de la ley conce-
da la autoridad judicial, se llevarán a cabo por las autori-
dades ejecutoras, en el ámbito de su competencia tratándo-
se de reos del orden federal o del fuero común.

No se concederá la libertad anticipada a los sentenciados
por los siguientes delitos:

a) Uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsito aé-
reo;

b) Producir, transportar, traficar, comerciar, suministrar
aún gratuitamente o prescribir alguno de los estupefa-
cientes, psicotrópicos y demás sustancias o vegetales
que determinen la Ley General de Salud, los convenios
y tratados internacionales de observancia obligatoria en
México y los que señalen las demás disposiciones apli-
cables de la materia;

c) Contra la delincuencia organizada;

d) Violación;

e) Homicidio intencional;

f) Secuestro y tráfico de menores;

g) Robo de vehículo;
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h) Operaciones con recursos de procedencia ilícita, e

i) Los que incurran en primera reincidencia de delito do-
loso o sean considerados delincuentes habituales.

CAPITULO VII
REQUISITOS PARA LAS 

LIBERTADES ANTICIPADAS

Artículo 76. El otorgamiento de las libertades anticipadas,
se concederá al sentenciado que cumpla con los siguientes
requisitos:

I. Cuando haya compurgado el 60% de la pena privati-
va de libertad impuesta tratándose de delitos dolosos
graves, el 50% en delitos dolosos no graves o el 40%
tratándose de delitos culposos; salvo en la preliberación
y en la modificación de la pena, que no se requiere pla-
zo alguno de compurgamiento.

II. En caso de haber sido condenado a pagar la repara-
ción del daño, ésta se haya garantizado o cubierto a sa-
tisfacción del ofendido o la víctima y el Ministerio Pú-
blico, y autorizada por el juez, o declarado prescrita;

III. Que haya trabajado en actividades reconocidas por
el centro de reclusión;

IV. Que haya observado buena conducta;

V. Que participe en actividades educativas, recreativas
culturales o deportivas que se organicen en la institu-
ción;

VI. Compruebe fehacientemente contar en el exterior
con un oficio, arte o profesión o exhiba las constancias
que acrediten que continúa estudiando.

VII. Que existan datos que revelen su efectiva readapta-
ción social, a través del examen de su personalidad en el
que se presuma que esta socialmente readaptado y en
condiciones de no volver a delinquir;

VIII. La aprobación del consejo técnico Interdisciplina-
rio, que se acreditará con el acta de sesión del mismo;

IX. Que no tenga prohibición legal para su otorgamien-
to como lo dispone el artículo 75 de la presente ley;

X. Residir o en su caso, no residir en lugar determinado,
e informe a la autoridad de los cambios de domicilio. La
designación del lugar de residencia se hará conciliando
la circunstancia de que el reo pueda proporcionarse tra-
bajo en el lugar que se fije, con el hecho de que su per-
manencia en él no sea un obstáculo para su enmienda;

XII. Abstenerse del abuso de bebidas embriagantes y del
empleo de estupefacientes, psicotrópicos o sustancias
que produzcan efectos similares, salvo por prescripción
médica, y 

XII. Sujetarse a las medidas de orientación y supervi-
sión que se le dicten y a la vigilancia de alguna persona
honrada, de arraigo, solvente e idónea que se obligue a
informar sobre su conducta, presentándolo siempre que
para ello fuera requerida.

Artículo 77. La preliberación es el tratamiento que se apli-
ca al sentenciado, después de cumplir una parte de la san-
ción que le fue impuesta, quedando sometido a las formas
y condiciones de tratamiento y vigilancia que la misma au-
toridad ejecutora establezca.

Artículo 78. El tratamiento preliberacional comprenderá:

I. Información y orientación especiales, y discusión con
el interno y sus familiares de los aspectos personales y
prácticos de su vida en libertad;

II. Métodos colectivos;

III. Concesión de mayor libertad dentro del estableci-
miento;

IV. Traslado a la institución abierta; y

V. Permisos de salida de fin de semana o diaria con re-
clusión nocturna, o bien de salida en días hábiles con re-
clusión de fin de semana.

Para su concesión no se exigirá tiempo de compurgamiento.

Artículo 79. La remisión parcial de la pena es el beneficio
que consiste en que por cada dos días de trabajo se hará
remisión de uno de prisión.

La remisión funcionará independientemente de la libertad
preparatoria. Para este efecto, el cómputo de plazos se ha-
rá en el orden que beneficie al reo.
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Artículo 80. La modificación a la sanción es la excarcela-
ción del sentenciado por cuestiones humanitarias, por in-
compatibilidad con la salud, constitución física, sexo o
edad del interno, debiéndose acreditar con los dictámenes
médicos correspondientes, que el sentenciado no puede
cumplir con la sanción impuesta, por existir impedimento,
ya sea que se encuentre en etapa terminal de enfermedad
cuyo pronóstico sea de muerte inminente o desahuciado.

Esta medida no se sujetará a plazo alguno sobre el com-
purgamiento de la sanción; ni el referente al trabajo si su si-
tuación personal no le permite laborar.

Artículo 81. Las libertades anticipadas para adolescentes
infractores, son parte del tratamiento para encausar dentro
de la normatividad, la conducta del adolescente y lograr su
readaptación social, pudiendo ser estas, en el medio socio-
familiar del adolescente o en hogares substitutos, con la
aplicación de las medidas ordenadas en la resolución defi-
nitiva, que deberá consistir en la atención integral a corto,
mediano o largo plazo. El requisito para otorgarla es que el
dictamen técnico correspondiente señale que es convenien-
te para los efectos referidos.

CAPITULO VIII
PROCESO DE LIBERTADES

Artículo 82. El órgano y las unidades administrativas se-
gún corresponda, serán las autoridades responsables de dar
seguimiento, llevar el control y ejercer la vigilancia para
que el procedimiento establecido en este título se cumpla.

Se sancionará conforme a la ley, al funcionario que incum-
pla con el procedimiento de otorgamiento de libertades an-
ticipadas.

Artículo 83. El procedimiento para otorgar los beneficios
de libertades anticipadas se iniciará de oficio o a petición
de parte. La solicitud se efectuará ante la dirección del cen-
tro de reclusión respectivo, enterando de inmediato a las
autoridades referidas en el artículo anterior.

Artículo 84. El expediente que se forme con motivo del
procedimiento a que se refiere el artículo anterior, deberá
estar integrado por dos apartados; en el primero se conten-
drán todos los documentos de naturaleza jurídica y en el se-
gundo todos los de carácter técnico, mismos que conten-
drán toda la información necesaria y bastante para poder
dictaminar sobre el otorgamiento del beneficio.

Artículo 85. Una vez que la autoridad ejecutora reciba el
expediente, tendrá cuidado de verificar que efectivamente
contenga el dictamen respectivo del consejo y la informa-
ción necesaria para poder considerar sobre la procedencia
del beneficio y en caso de proceder emitirá la resolución
correspondiente.

Artículo 86. Aquellas peticiones que conforme a lo dis-
puesto por esta ley, sean notoriamente improcedentes serán
notificadas de inmediato al interno por la autoridad peni-
tenciaria que esté conociendo.

Artículo 87. El procedimiento establecido en este capítulo
se sujetará a los términos siguientes:

I. Iniciado el procedimiento, se integrará el expediente
único dentro de cinco días hábiles.

II. El consejo deberá emitir su dictamen dentro del tér-
mino de cinco días hábiles.

III. La autoridad ejecutora emitirá su resolución defini-
tiva en un término no mayor a cinco días hábiles.

Los términos antes establecidos, podrán ampliarse por la
autoridad ejecutora, a petición debidamente justificada y
correrán a partir del día siguiente de la última actuación.

En ningún caso dicha ampliación será mayor a los términos
antes señalados respectivamente.

CAPITULO IX
SUSPENSIÓN Y REVOCACIÓN 

DE LAS LIBERTADES

Artículo 88. La autoridad ejecutora establecerá un progra-
ma para hacer una verificación y seguimiento de las liber-
tades anticipadas otorgadas, con el fin de acreditar que el
liberado cumpla con los requisitos impuestos.

Se sancionará conforme a la ley, al funcionario que incum-
pla la verificación y el seguimiento que establece este ca-
pítulo.

Artículo 89. Al sentenciado que se le haya otorgado el be-
neficio de libertad anticipada se le suspenderá, por virtud
de estar sujeto a un procedimiento penal por la comisión de
un nuevo delito, y los plazos para extinguir la sanción se
interrumpirán.
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Artículo 90. Al sentenciado que se le haya otorgado algún
beneficio de libertad anticipada podrá revocársele por las
siguientes causas:

I. Cuando haya dejado de cumplir con alguna de las
obligaciones que se le fijaron.

II. Cuando sea condenado por la comisión de un nuevo
delito doloso mediante sentencia ejecutoria; tratándose
de delitos culposos, la autoridad ejecutora podrá revocar
o mantener el beneficio dependiendo de la gravedad del
delito.

Artículo 91. Al sentenciado que se le hubiese revocado el
beneficio de libertad anticipada, la autoridad ejecutora pre-
via audiencia, podrá determinar que compurgue el resto de
la sanción que le fue impuesta en la Institución que señale
la misma.

Artículo 92. Para que se haga efectiva la revocación, la au-
toridad ejecutora solicitará a los titulares de la Procuradu-
ría o de las Procuradurías General de Justicia de las entida-
des federativas, que por su conducto, el Ministerio Público
designe elementos de la Policía Judicial para que procedan
a la localización, detención, presentación e internación del
sentenciado, en el lugar que se designe.

Artículo 93. Cuando el adolescente, los padres o las per-
sonas encargadas del adolescente infractor, no cumplan
con las condiciones con que se otorgó el tratamiento seña-
lado en el artículo 35, podrá cambiársele por tratamiento
interno.

CAPITULO X
ASISTENCIA A LIBERADOS

Artículo 94. Las autoridades ejecutoras federal y locales,
establecerán una Institución que preste asistencia y aten-
ción a los liberados y externados, la cual se denominara pa-
tronato para liberados, y tendrá a su cargo la asistencia mo-
ral y material de los excarcelados, tanto por cumplimiento
de condena como por libertad procesal, absolución, conde-
na condicional o libertad preparatoria, la que procurará ha-
cer efectiva la reinserción social, coordinándose con orga-
nismos de la administración pública y no gubernamentales.

Artículo 95. La federación y las entidades federativas, es-
tablecerán las bases, normas y procedimientos de opera-
ción del patronato para liberados.

Artículo 96. El deber de la sociedad no termina con la li-
beración del recluso. Por lo tanto, las autoridades, las ins-
tituciones públicas y privadas y todos los particulares, to-
mando en cuenta el interés social de evitar la reincidencia,
tienen obligación de proporcionar ayuda a los liberados y a
los organismos encargados de asistirlos, para vencer los
prejuicios contra aquéllos y facilitar su reincorporación a la
sociedad.

Artículo 97. Los liberados, durante el período inmediato a
su reintegración a la vida social, por libertad definitiva,
preparatoria o condicional, así como los internos que de
acuerdo con su situación estén autorizados para trabajar
fuera del establecimiento, tendrán derecho, de acuerdo con
sus aptitudes, a ser ocupados en las obras que emprenderán
la federación, las entidades federativas, los municipios, las
juntas de mejoramiento cívico moral y material y otras en-
tidades públicas.

Artículo 98. La asistencia que proporcione el patronato se-
rá conforme a las circunstancias de cada caso y a las posi-
bilidades del propio organismo, estará exenta de carácter
policial y comprenderá el auxilio moral, económico, jurídi-
co, médico, social, y laboral, tanto para los liberados como
para su familia.

Artículo 99. La acción del patronato tendrá como finalidad
influir o ayudar en el proceso de reacomodo social de los
liberados y prevenir la reincidencia.

Artículo 100. El patronato podrá solicitar de autoridades,
instituciones y particulares, la colaboración adecuada y
realizar toda clase de gestiones para la asistencia de los li-
berados. Igualmente queda facultado para crear, organizar
y administrar albergues, talleres, centros de adiestramiento
laboral, agencias y otros establecimientos destinados a pro-
porcionar asistencia a los liberados.

Artículo 101. El patronato contará con un consejo de pa-
tronos y con un comité ejecutivo.

Artículo 102. El consejo de patronos se compondrá del
número de miembros que determine el reglamento y que-
dará integrado por representantes gubernamentales y de
agrupaciones de empleados y trabajadores de la localidad,
industriales, comerciantes y agricultores. Además, contará
con representaciones de los colegios de profesionistas y de
la prensa local.
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Artículo 103. Los patronos y los miembros del comité eje-
cutivo no gozarán de emolumentos, siendo sus cargos ho-
noríficos, a no ser que el ejecutivo del estado acuerde lo
contrario.

Artículo 104. El ejecutivo del estado designará de entre los
patronos, al presidente, al secretario general y al tesorero,
quienes constituirán al mismo tiempo el comité ejecutivo.

Artículo 105. El órgano y las unidades administrativas co-
ordinarán sus actividades con las del patronato y el comité
ejecutivo del mismo y podrán ordenar la práctica de audi-
torías en la tesorería de los patronatos, cuando lo estimen
conveniente.

Artículo 106. Los patronatos de liberados, brindarán asis-
tencia a los liberados de otras entidades federativas que se
establezcan en su circunscripción. Asimismo, establecerán
vínculos de coordinación para el mejor cumplimiento de
sus objetivos.

CAPITULO XI
SANCIONES A LOS PRESOS

Artículo 107. En los reglamentos de los centros se harán
constar, clara y terminantemente, las infracciones y las co-
rrecciones disciplinarias, así como los hechos meritorios y
las medidas de estímulo.

Artículo 108. A su ingreso como procesado o sentenciado
se entregará a cada interno un instructivo en el que aparez-
can detallados sus derechos, deberes y el régimen general
de vida en la institución.

Artículo 109. Independientemente de las que mencionen
los reglamentos de cada establecimiento, se considerarán
como infracciones a la disciplina: 

I. Faltar al respeto, de palabra o de obra, a las autorida-
des, a los demás reclusos o a los visitantes;

II. Desobedecer las normas generales de conducta que
se dicten para mantener el orden, la higiene y la seguri-
dad dentro del establecimiento;

III. Abstenerse de asistir o, en su caso, de tomar parte en
las actividades culturales, educativas o sociales, sin una
justa razón;

IV. Impedir o entorpecer el tratamiento de los demás in-
ternos.

V. Poseer substancias tóxicas, bebidas alcohólicas, jue-
gos de azar, libros obscenos, armas de cualquier especie,
explosivos, y en general, cualesquiera objetos de uso
prohibido en el establecimiento.

VI. Contravenir las normas sobre alojamiento, horario,
conservación, visitas, comunicaciones, traslado, regis-
tros y las demás relativas al régimen interior del esta-
blecimiento.

VII. Poner en peligro, intencional o culposamente, la se-
guridad personal o las propiedades de los internos o del
establecimiento.

VIII. No acatar las órdenes o instrucciones de los fun-
cionarios del establecimiento dictadas dentro de sus fa-
cultades, y 

IX. Infringir los demás deberes legales y reglamentarios
propios de los internos.

Artículo 110. Las sanciones disciplinarias consistirán fun-
damentalmente en:

I. Persuasión o advertencia;

II. Amonestación en privado;

III. Amonestación en público;

IV. Exclusión temporal de ciertas diversiones;

V. Exclusión temporal de actividades de entretenimien-
to o de prácticas de deporte;

VI. Cambio de labores;

VII. Suspensión de comisiones honoríficas;

VIII. Asignación a labores o servicios;

IX. Traslado a otra sección del establecimiento;

X. Suspensión de las visitas familiares;

XI. Suspensión de visitas especiales;
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XII. Suspensión de visita íntima y

XIII. Aislamiento en celda propia o en celda distinta por
no más de treinta días.

Las sanciones que se impongan a cada interno se anotarán
en el expediente personal respectivo. En caso de que la fal-
ta cometida constituya delito, se hará del conocimiento de
la autoridad respectiva.

Artículo 111. Los internos tienen derecho a ser recibidos
en audiencia por los funcionarios del reclusorio, a transmi-
tir quejas y peticiones, pacíficas y respetuosas, a autorida-
des del exterior y a exponerlas personalmente a los funcio-
narios que lleven a cabo, en comisión oficial, las visitas de
cárceles.

Artículo 112. Sólo el director del centro, podrá imponer las
medidas disciplinarias previstas por esta ley y por el regla-
mento respectivo, tras un procedimiento sumario en el que
se comprueben la falta y la responsabilidad del interno y se
escuche a éste en su defensa. El interno podrá denunciar la
comisión de abusos en la aplicación de correcciones, recu-
rriendo para ello al órgano o a las unidades administrativas.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor un día
después de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se
opongan a las reformas establecidas en el presente decreto.

TERCERO. Se ordena su publicación en las Gacetas Ofi-
ciales o Diarios Oficiales estatales o del Distrito Federal.

CUARTO. Las autoridades de la federación, estatales, del
Distrito Federal y municipales, a la brevedad posible ajus-
tarán sus sistemas penitenciarios y procedimientos de eje-
cución de sentencias y libertades anticipadas a los linea-
mientos que establece la presente Ley.

México, DF, a 9 de septiembre de 2010.— Diputados: Alejandro Gertz
Manero, María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, Juan Carlos López Fer-
nández, María Guadalupe García Almanza, Jesús María Rodríguez
Hernández, Silvia Puppo Gastélum, José M.Torres Robledo, Ramón Ji-
ménez Fuentes, José María Valencia Barajas, Clara Gómez Caro, Car-
los Cruz Mendoza, Samuel Herrera Chávez, Ana Estela Durán Rico,
Reginaldo Rivera de la Torre, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva,

Ariel Gómez León, Pedro Jiménez León, Heladio Gerardo Verver y
Vargas Ramírez, Armando Ríos Piter, Armando Corona Rivera, David
Ricardo Sánchez Guevara, Filemón Navarro Aguilar, Obdulia Magda-
lena Torres Abarca, Florentina Rosario Morales, Teresa del Carmen In-
cháustegui Romero,  Carlos Torres Piña, José Narro Céspedes, Víctor
Humberto Benítez Treviño, Arturo Zamora Jiménez, Silvia Esther Pé-
rez Ceballos (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Salazar Sáenz:
Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, con opi-
nión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.
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